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PRESENTACIONES





Cuando Aragón ganó su autonomía
Manuel Pizarro Moreno

El año 1981 ha pasado ya a la historia de Aragón como un momento clave en
la reconstrucción de la identidad aragonesa, una identidad que, con las natura-
les intermitencias, nunca dejó de manifestarse a lo largo de toda nuestra histo-
ria contemporánea. Porque si es verdad que desde 1702 a 1983 las Cortes ara-
gonesas sólo se reúnen una vez, en plena Guerra de la Independencia, no es
menos cierto que un total de seis proyectos de estatuto de autonomía se pro-
movieron en nuestra tierra en el período que va desde la década posterior a la
caída de la I República hasta nuestros días. 

Fue precisamente en el año 1981 cuando se inicia el desbloqueo del proceso
autonómico, paralizado en nuestra región por los desacuerdos existentes entre
las distintas fuerzas políticas en la elección de una de las dos vías de acceso al
autogobierno previstas en los artículos 143 y 151 de la Constitución. En ese año
la Mesa de Partidos, por mayoría de sus miembros, acuerda elegir la vía pre-
vista en el citado artículo 143 y la Mesa de la Autonomía redacta las bases
sobre el contenido del Estatuto, concluyendo los trabajos el 22 de mayo. 

En una posterior asamblea, celebrada en lugar tan simbólico como el monas-
terio de San Juan de la Peña, se designa una ponencia encargada de redactar
el anteproyecto definitivo, trabajo que se logra culminar en Alcañiz, la ciudad de
la Concordia, el 25 de junio. La Asamblea Mixta, compuesta por diputados,
senadores y diputados provinciales, reunida los días 6 y 7 de julio, aprueba el
texto que ese mismo mes se entrega a las Cortes Generales para su discusión
y posterior aprobación. 

Es en esos meses clave de junio y julio de 1981 cuando me cupo el gran honor
de participar activamente en los trabajos de redacción del proyecto estatutario
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como asesor de aquella importante Asamblea Mixta. Fui designado para esa
función en mi calidad de director general jefe de los Servicios Jurídicos de la
Diputación General de Aragón, órgano de gobierno preautonómico de cuya
Junta de Gobierno era también entonces secretario. 

Alcanzar el acuerdo necesario en un proyecto definitivo fue una tarea enorme-
mente complicada, en la medida en que existían posiciones políticas muy dis-
tanciadas y en que todos allí éramos muy conscientes de la enorme presión que
ejercía una opinión pública que, movilizada desde hacía tres años, exigía las
mayores cotas de autogobierno, similares al menos a las alcanzadas por cata-
lanes y vascos tres años antes. Es preciso destacar, sin embargo, que la tradi-
cional vocación pactista de la que los aragoneses podemos históricamente
enorgullecernos triunfó plenamente, gracias a una clase política que supo com-
portarse de manera ejemplar y al concurso de expertos juristas que allanaron el
terreno para propiciar un pacto que todos estimaban necesario. 

Además es preciso recordar que ni el marco político nacional ni la correlación
de las distintas fuerzas parlamentarias en Aragón eran ya las del inicio del pro-
ceso preautonómico. De esta forma los acuerdos nacionales alcanzados entre
las dos grandes fuerzas parlamentarias del momento –Unión del Centro Demo-
crático y Partido Socialista Obrero Español– propiciaron un texto estatutario que
a nadie satisfacía plenamente pero que en todo caso hacía expresa reserva de
los derechos históricos a los que Aragón no tenía intención alguna de renunciar,
como se demostró fehacientemente años más tarde. 

Recuerdo perfectamente aquel año 1981, y vuelvo con ello al principio de esta
introducción, porque para mí fue una de esas grandes ocasiones históricas en
las que los aragoneses, unidos en un solo propósito, supimos juntar nuestras
fuerzas –por encima de las lógicas discrepancias– para conquistar el futuro. Los
años, en efecto, han demostrado que aquellos primeros pasos de nuestra
autonomía, tan vacilantes y tan insatisfactorios en muchos sentidos, tendrían
luego aquella recompensa final de la que hablaba Gracián, cuando nos reco-
mendaba «caminar por los espacios abiertos del tiempo hasta el centro de la
ocasión oportuna».
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Aragón es nuestra tierra 
Caja de Ahorros de la Inmaculada de Aragón

La Caja de Ahorros de la Inmaculada de Aragón, creada en 1905 por un gru-
po de aragoneses deseosos de modificar algunas de las circunstancias eco-
nómicas negativas de su tierra, ha afirmado desde su nacimiento su condición
de Entidad con vocación de servicio exclusivo a la sociedad aragonesa. 

Desde que España asume, por referéndum, la forma de Estado de las Auto-
nomías, Caja Inmaculada se ha sentido plenamente implicada en la coopera-
ción con el objetivo general de dotar a Aragón de recursos e instrumentos
para hacer posible, en las mejores condiciones, su desarrollo como Comuni-
dad Autónoma del Reino de España y como región de un país perteneciente
a la Unión Europea, de la que España es miembro de pleno derecho desde
1986. 

La trabajosa marcha de Aragón hacia su régimen de autonomía política, aun-
que no exenta de dificultades, se ha distinguido con dos características so-
bresalientes, como son su intachable lealtad constitucional y su solidaridad y
comprensión para con España, considerada como un conjunto histórico del
que el antiguo reino de Aragón es parte sustantiva. Por encima de circuns-
tancias momentáneas la Comunidad Autónoma de Aragón, expresión política
actual de los aragoneses, ha sabido ir logrando lo esencial de las facultades
y competencias previstas en la Constitución Española de 1978. 

Caja Inmaculada coopera gustosamente en la edición de esta obra que re-
cuerda, desde variados puntos de vista –expresivos de la plural sociedad ara-
gonesa–, los primeros pasos formales destinados a dotar a Aragón del indis-
pensable Estatuto de Autonomía. Y en ocasión tan adecuada renueva su
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compromiso fundacional con la sociedad aragonesa, único destinatario de
sus esfuerzos y escenario conscientemente escogido de sus afanes de mejo-
ra incesante y de servicio a la comunidad. 

Mucho más que frases felices dos de los lemas preferidos de la CAl mantie-
nen, a comienzos del siglo XXI, la vigencia que ya lograron en el siglo XX. Ara-
gón es nuestra tierra. Aragón es, y será, nuestro mayor interés. 
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INTRODUCCIÓN Y CRONOLOGÍA 
DE LOS ACONTECIMIENTOS 

MÁS SIGNIFICATIVOS





Introducción
Alfonso Sáenz Lorenzo

Este libro responde a la conveniencia, desde muchos puntos de vista, de pu-
blicar una crónica política de la elaboración del Estatuto de Autonomía de Ara-
gón hecha directamente por sus protagonistas principales. Trabajos sobre su
gestación hay abundantes, especialmente los enfocados desde el punto de vis-
ta jurídicopolítico, pero no hay ninguno que recoja el testimonio conjunto de los
que vivieron directamente el acontecimiento. La perspectiva de veinte años li-
bera la rememoración de la pelea política del momento, garantizando así mayor
objetividad en el relato de unos años apasionantes y vividos también con pa-
sión e ilusión por unos políticos que supieron posponer sus intereses de parti-
do para, al final, elaborar un Estatuto válido capaz de poner en marcha las pri-
meras instituciones autonómicas en Aragón.

La participación de veintiséis colaboradores en la redacción de esta Crónica
Política ha exigido, para dar coherencia y unidad al libro, ordenar las distintas
aportaciones en capítulos temáticos, aunque cada autor, con independencia de
su ubicación en el índice, haya escrito libremente sobre el conjunto de sus re-
cuerdos personales vividos en el proceso.

El libro está dividido en cuatro grandes apartados al margen de los prólogos, el
epílogo y esta introducción que pretende dar un mínimo de unidad al conjunto.
Un primero obligado, dedicado a los antecedentes de carácter sociopolítico del
todo el proceso; un segundo, en el que se relata de lleno la elaboración del
Estatuto de Autonomía de Aragón por los representantes de los partidos políti-
cos, y su aprobación definitiva en la Asamblea Mixta de Parlamentarios y Dipu-
tados Provinciales; un tercero, en el que se rememora la actuación de los má-
ximos responsables en las instituciones preautonómicas puestas en marcha
para posibilitar todo el proceso político antes de la convocatoria de las primeras
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elecciones autonómicas, y, como obligado colofón, un cuarto y último aparta-
do, que pretende ser una breve crónica de los primeros pasos de nuestras ins-
tituciones autonómicas más señeras: las Cortes y el Gobierno de Aragón.

ANTECEDENTES SOCIALES, LA OPINIÓN PÚBLICA 
Y HECHOS RELEVANTES

Los apasionantes e irrepetibles años de la transición política española coinciden
con el renacimiento de la conciencia autonomista del pueblo aragonés y los de
la elaboración del Estatuto de Autonomía de Aragón. Son años que se vivieron
con intensidad e ilusión inmensas en todo el país, produciéndose una comunión
excepcional entre la ciudadanía y los representantes públicos. Representantes
y representados vivimos unos años en que todo parecía posible y en los que la
conquista de las libertades y el nacimiento de un Estado social y democrático
de derecho fue un objetivo común que superó muchas discrepancias partidis-
tas e hizo posible el tránsito pacífico de un régimen autoritario y fuertemente
centralizado a uno plenamente democrático y autonómico. La unión de la con-
quista de las libertades con la consecución de la autonomía de las nacionali-
dades y regiones, hizo que el proceso de elaboración de nuestro Estatuto se
vinculase felizmente con todo lo que significó la transición política española, re-
forzándose entre sí ambos procesos.

Por ello resulta imprescindible empezar esta crónica con la descripción de cuál
era el ambiente social y político del momento y para ello nada mejor que reco-
ger, en primer lugar, el testimonio personal de los que desde la primera línea de
los medios de comunicación vivieron directamente el renacer de la conciencia
autonomista aragonesa y el tratamiento específico que se dio en los periódicos
y medios escritos más significativos al acontecimiento.

Tres testigos excepcionales nos proporcionan tal visión: Guillermo Fatás, José
Luis Trasobares y Eloy Fernández Clemente. Ninguno de ellos necesita presen-
tación en Aragón y con sus escritos realizan una inmejorable análisis de lo que
sentían y pensaban las voces con más sensibilidad política del momento. 

Es Guillermo Fatás 1, desde su atalaya de redactor de «Andalán», el que plantea
precisamente la dificultad que para los ambientes más politizados de entonces
supuso inicialmente asimilar correctamente la idea de autonomía y de la feliz
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coincidencia de su reivindicación con la de las libertades. El relato de su inter-
vención como asesor en las dudas que se suscitaron con relación al escudo y la
bandera de Aragón es indicativa del sinnúmero de cuestiones que hubo de re-
solver, en ocasiones de manera apresurada, en unos momentos en los que ha-
bía que crear no sólo unas nuevas instituciones de autogobierno sino fundamen-
tarlas desde las diferentes perspectivas ideológicas y además idear sus símbolos.

Eloy Fernández Clemente 2, como primer director de «Andalán», escribe unas
páginas muy documentadas y precisas sobre el tratamiento que recibió en el fa-
moso semanario aragonesista el tema del Estatuto. Eloy señala que ya se trata
en el primer número del semanario del año 1972 y que es en los años 1977,
1978 y 1979 cuando se entra de lleno en toda la complejidad del aconte-
cimiento. Los tonos críticos sobre la orientación y la falta de información sobre
la elaboración del anteproyecto son recogidos en un trabajo que transmite per-
fectamente la opinión sobre el proceso de los sectores más sensibles del ara-
gonesismo desde una óptica de izquierdas.

Un proceso que todavía sigue abierto, titula José Luis Trasobares su excelente
análisis de la situación sociopolítica del momento y de sus condicionantes de
todo tipo. Desde la redacción de «Heraldo de Aragón» fue cronista de los acon-
tecimientos y coincide con Eloy en un análisis crítico de un proceso delicado y
complejo que, como bien menciona, tuvo como punto de inflexión el 23-F, coin-
cidiendo así con las opiniones de los redactores materiales del Estatuto. Su es-
crito expresa con fina sensibilidad ese incorformismo del aragonés medio que,
como dice textualmente, no se resigna a la segunda división autonómica y que
con tanto vigor se está expresando estos meses en su continua movilización
contra el trasvase del Ebro.

Es en este capítulo de hechos relevantes donde hay que ubicar también la ela-
boración, por iniciativa del Colegio de Abogados de Zaragoza, de un Proyecto
de Estatuto que tuvo la virtud de anticipar una discusión pública sobre su orien-
tación general y sus posibles contenidos concretos. Es a lo largo de los años
1976 y 1977 cuando se redacta y es justamente en la conmemoración en Cas-
pe del Estatuto de la República por segundo año consecutivo, el 20 de mayo
de 1977, cuando se presenta en sociedad y es saludado en las páginas de «An-
dalán» con un artículo titulado Ya tenemos Estatuto. 

Javier Hernández Puértolas, actual decano del Colegio de Abogados de Za-
ragoza, ha recuperado de los archivos colegiales el Anteproyecto comentando
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los aspectos más significativos del mismo. Su carácter marcadamente social y
político es reseñado ya en el escrito de Eloy Fernández y expuesto en toda su
amplitud por el completo y ajustado análisis que sobre el texto del Anteproyec-
to ha realizado Javier. La originalidad de la adopción de la comarca como cir-
cunscripción electoral y la actualidad del artículo 28, titulado Control del agua,
llaman especialmente la atención.

Es igualmente en este apartado donde hay que tratar la iniciativa del Ayun-
tamiento de Zaragoza, presidido por Ramón Sáinz de Varanda, de solicitar a la
cátedra de Derecho Político de la Universidad de Zaragoza un dictamen sobre
la difícil interpretación de las iniciativas del 143 o del 151 tomadas por los ayun-
tamientos de la región. Nadie mejor que el profesor Manuel Contreras 3 para
relatar la citada iniciativa. Fue uno de los redactores del informe y por sus cono-
cidos estudios y publicaciones especializadas sobre la elaboración de nuestro
Estatuto es uno de los más destacados especialistas, desde el punto de vista
jurídico, de todo el proceso. Su contribución, que titula magistralmente Gigan-
tes o cabezudos, es la mejor introducción que se puede ofrecer sobre los pro-
blemas jurídicopolíticos que se plantearon en las discusiones entre los repre-
sentantes de los diferentes partidos y un punto de partida excelente para
entender cabalmente los testimonios de los políticos que se enfrascaron direc-
tamente en la redacción del Estatuto y que se recogen posteriormente.

ELABORACIÓN DEL ESTATUTO DE AUTONOMÍA DE ARAGÓN 
POR LOS REPRESENTANTES DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

Este capítulo constituye el núcleo sustancial de esta crónica política pues es en
él donde se relatan todos los pormenores de la redacción del Estatuto desde
las distintas perspectivas políticas y personales de los que intervinieron directa-
mente en ella. Su lectura proporciona una idea muy exacta de cómo y por qué
el Estatuto termina siendo como, con pequeñas pero significativas modificacio-
nes posteriores, hoy lo conocemos.

En él se recogen los relatos de los representantes de los partidos políticos en
aquellos momentos, pues algunos de ellos hoy militan en otra formación o no
lo hacen en ninguna, en las diferentes instancias en que deliberaron y trabajaron.
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En el caso de los mayoritarios, UCD y PSOE, hemos invitado a cuatro y tres res-
pectivamente por cada uno de los partidos. El control de las mayorías que ejer-
cían en todas las reuniones los convirtió en los artífices de la elaboración del
Estatuto y precisamente por ello hemos considerado necesario el testimonio 
de los que llevaron el peso de la representación partidaria en la Mesa de Parti-
dos, en la Asamblea de Parlamentarios o en la Asamblea Mixta, que fue la que,
en último término, aprobó el Anteproyecto. Del PAR hemos invitado a dos, y
uno del PCE, uno de AP y uno de los minoritarios representados por lo que que-
daba del PSA. Es relevante destacar que en la Mesa de Partidos tanto el PCE
como AP actuaron prácticamente con las mismas posibilidades que los repre-
sentantes de los grupos mayoritarios.

León Buil era el presidente del Comité Regional de la UCD en el momento de la
Asamblea Mixta y por tanto la persona que encarnaba la posición oficial del par-
tido en los momentos de la toma de decisiones. Así lo hace constar en su apor-
tación, muy ajustada e ilustrativa, de las diferentes opiniones de la UCD arago-
nesa con relación al tema de la representación provincial. Su confesión de
profunda decepción ante el incumplimiento de la palabra de un ministro, origen
de su dimisión como presidente de la UCD, expresa con nitidez la pasión e
interés que la elaboración del Estatuto supuso para los políticos centristas. 

Le acompaña Román Alcalá 4, vicepresidente de su Comité Regional, que en su
breve escrito clarifica con absoluta sinceridad las razones políticas que motiva-
ron la iniciativa de los ayuntamientos de Teruel refrendada en Montalbán. El gri-
to de «Teruel existe», como bien escribe, parece dibujarse ya en aquellos plan-
teamientos. 

Mariano Alierta Izuel, entonces diputado al Congreso por Zaragoza, resalta en
un breve escrito, que titula Un aspecto del desarrollo constitucional, su particu-
lar opinión de que la voluntad de los autores de la Constitución era que todas
las comunidades autónomas, con independencia del camino elegido, tuvieran
las mismas competencias. De ese planteamiento se hace eco también, en to-
nos críticos, el escrito de J.L. Trasobares

Por último, en representación de la UCD, es José Luis Merino 5 el que lleva el
peso de contenido jurídico y técnico de los centristas aragoneses en la redac-
ción del Estatuto y uno de los «cocineros» de la literalidad del texto. Vicepresi-
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4 Como presidente de la Obra Social de Ibercaja ha sido uno de los artífices de la edición de este libro. 
5 J.L. Merino, miembro de la Junta Directiva de la Asociación, ha sido uno de los coordinadores de uno
de los capítulos de este libro. Actualmente preside la Academia Aragonesa de Jurisprudencia y Legisla-
ción, con la que la Asociación de Exparlamentarios ha organizado varios actos.



dente de la Diputación Provincial de Zaragoza en aquellos momentos, fue una
persona clave en el proceso. Su aportación en este capítulo es completa y de
notable calidad tanto jurídica como política, de tal manera que su lectura se
hace imprescindible para entender el porqué y el cómo de la elaboración del Es-
tatuto. Su aportación personal en la definición de Aragón «como expresión de
su unidad e identidad histórica», que evitó tantos debates y enfrentamientos, se
puede calificar de brillante.

Por el PSOE escriben en este apartado las tres personas que llevaron el peso
directo desde el partido de todo el proceso. Elías Cebrián, Ángel Cristóbal y
José Félix Sáenz Lorenzo. A los tres debe añadirse Santiago Marraco, que era
entonces el secretario general del Partido de los Socialistas de Aragón y que le
hemos reservado su aportación en el último capítulo de este libro en calidad de
primer presidente de un Gobierno de Aragón surgido de unas elecciones de-
mocráticas. 

Elías Cebrián era en esos momentos secretario de política autonómica de la
Comisión Ejecutiva Regional y portavoz del PSOE en la Diputación Provincial de
Zaragoza y su aportación se ha ceñido más a su actuación en la Asamblea Mix-
ta pues así se lo solicitamos. En su escrito menciona los problemas políticos in-
ternos que la elaboración del Estatuto provocó en el PSOE, especialmente con
el alcalde de Zaragoza. Como es bien sabido por los que hemos vivido los par-
tidos por dentro, son siempre los problemas de entendimiento interno los que
más tiempo y preocupación proporcionan en cualquier proceso político y la ela-
boración del Estatuto no fue una excepción. En la UCD pasó lo mismo y los es-
critos de Buil, Alcalá y Merino profundizan lo suficiente en ellos. 

Ángel Cristobal 6,en aquellos momentos diputado del PSOE por Zaragoza, co-
mienza, como en él es habitual, con un planteamiento global muy interesante
de la cuestión, para después rememorar una de las actuaciones más brillantes
de su ya dilatada carrera política en el Pleno de la Asamblea Mixta. Su prepa-
ración jurídica, junto con la ya mencionada de José Luis Merino, fueron vitales
a la hora de la resolución de múltiples dificultades. 

Cerrando la representación del PSOE José Félix Sáenz 7, vicesecretario general
entonces, hace una detallada y minuciosa crónica política, en el más genuino
sentido de la palabra, sobre lo que pasó en la Mesa de Partidos constituida al
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6 Ángel fue el primero que remitió su escrito de forma entusiasta, allá por el mes de noviembre del año pa-
sado, animando a muchos coautores a escribir con diligencia los folios solicitados a cada uno. Nuestro
agradecimiento a su interés.
7 José Félix Sáenz ha coordinado uno de los capítulos de este libro. Actualmente es presidente de la Eje-
cutiva Provincial del PSOE de Zaragoza.



efecto. Su aportación, en donde destaca con vigor la firme voluntad de acuerdo
entre los máximos responsables del PSOE y la UCD, es el complemento ideal 
de las de León Buil y José Luis Merino desde la perspectiva de la formación
centrista. Los detalles de cómo se situaron las diferentes tendencias del PSOE
aragonés de la época ante la elaboración del Estatuto son inéditos y sólo pue-
den ser contados si se vivieron directamente. En este caso fueron los órganos
de las dos formaciones mayoritarias los que se impusieron ante la variedad de
criterios personales y los que garantizaron a la postre la buena marcha del pro-
ceso.

Desde otra perspectiva bien distinta analizan los acontecimientos los represen-
tantes del PAR. José Galindo Antón, uno de los políticos más veteranos de la
región, decano de la Asociación de Exparlamentarios editora de este libro, hace
una deliciosa y entrañable rememoración de su actuación, en especial como
secretario de la Asamblea Mixta, titulando su trabajo De San Juan de la Peña a
la Carrera de San Jerónimo, en donde relata con todo detalle la peripecia de la
entrega del texto aprobado en San Juan de la Peña al presidente del Congreso
de los Diputados, Landelino Lavilla.

Tonos más distantes y críticos con todo lo que se hizo reviste la aportación de
Hipólito Gómez de las Roces 8, fundador del PAR y presidente del Partido en
aquellos años. Lo titula Recordar los sueños y su escrito, aunque breve, es su-
ficientemente expresivo de la posición del PAR en todo el proceso. Su denun-
cia de la falta de participación en la redacción del Estatuto de las fuerzas
sociales y los ciudadanos en general coincide con la expresada por Eloy y los
partidos minoritarios de izquierda que quedaron fuera de la Mesa de Partidos.

Quedan para el final las aportaciones individuales de los representantes del
PCE, AP y los minoritarios representados en este caso por Emilio Gastón, que
seguía como cabeza visible de lo que quedaba del PSA después de su fusión
con el PSOE. Adolfo Burriel 9, con la precisión y claridad que le caracteriza, ex-
pone la posición estratégica del PCE ante el proceso, muy condicionada por su
ausencia en la Asamblea de Parlamentarios debida a no haber obtenido en Ara-
gón ningún diputado ni senador en las elecciones generales de 1979.
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8 Hipólito es quizá el político aragonés que ha mantenido con mayor tenacidad su posición crítica con el
Estatuto de Autonomía. Como presidente del Gobierno de Aragón en la segunda legislatura impulsó su re-
forma al alza. Como portavoz socialista tuve ocasión de debatir con él sobre éste y otros temas relaciona-
dos con la actuación de su gobierno y aun con serias diferencias nuestros enfrentamientos dialécticos tu-
vieron un tono de cortesía y respeto mutuo que agradecieron todos los diputados.
9 Adolfo Burriel es miembro activo de la Junta Directiva de la Asociación y ha coordinado otro de los capí-
tulos de este libro.



José Luis Casado cuenta con sinceridad, muy de agradecer en un libro como
éste, los planteamientos políticos de AP frente a la autonomía y nos revela con
crudeza la estrategia del partido conservador en aquel momento: dado que sus
adversarios eran UCD y PAR por compartir el mismo espacio electoral, se tra-
taba de intentar hacer la pinza votando con la izquierda para intentar dejar sola
a la UCD. Maniobra harto frecuente en política pero difícil de ser reconocida y
explicitada.

Cierra este apartado el breve y doliente escrito de Emilio Gastón que titula Ca-
vilaciones bajo el Estatuto. En él nos habla en tonos poéticos de frustración y
desencanto por haber quedado al margen de la redacción del Estatuto. Era ése,
sin duda, el sentimiento compartido por los partidos minoritarios que se que-
daron fuera por no haber obtenido representación parlamentaria en las eleccio-
nes generales, en muchos casos después de una dilatada y meritoria actividad
política sobre sus espaldas. Su testimonio era obligado recogerlo en este libro
aunque en el caso de Emilio Gastón, como bien recoge en su escrito, esa frus-
tración inicial fuera compensada en su día con su elección por las propias Cor-
tes aragonesas como primer Justicia de Aragón. El relato de la puesta en mar-
cha de Institución tan señera como la del Justiciazgo se nos ha quedado en
esta ocasión en el tintero.

ÓRGANOS PREAUTONÓMICOS

Si el apartado anterior constituye el núcleo fundamental de lo que fue la elabo-
ración del Estatuto propiamente dicho, una crónica política de esta naturaleza
quedaría incompleta si no ampliáramos el relato incluyendo los testimonios de
los políticos que encabezaron las primeras instituciones anteriores a la redac-
ción del Estatuto y las que surgieron directamente de su aprobación y promul-
gación en el «Boletín Oficial del Estado». Pues tan importante fue en aquellos
momentos la redacción del texto legal, con todos los avatares que nos relatan
sus autores materiales, como llenar de contenido y de sentido político al nuevo
entramado institucional que puso en marcha el propio Estatuto.

Por ello en este capítulo se recogen los testimonios de los cuatro presidentes
de la recién constituida Diputación General de Aragón, antes de la elaboración
del Estatuto e inmediatamente después, justo hasta la celebración de las pri-
meras elecciones autonómicas en Aragón. Igualmente se recoge el testimonio
de José Ángel Biel, que estuvo ejerciendo las funciones de secretario general
en los dos primeros gobiernos preautonómicos, presidió la parte aragonesa de
la Comisión Mixta de Transferencias, pasando a ser vicepresidente primero de
la Asamblea Provisional una vez aprobado el Estatuto de Autonomía.
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Juan Antonio Bolea Foradada, primer presidente preautonómico de Aragón, es
uno de los políticos aragoneses más populares en nuestra tierra 10 y su escrito
rezuma el orgullo y la satisfacción que le produjo presidir la primera DGA. En él
hace un relato preciso y minucioso de sus tres años de Gobierno y relata con
elegancia los motivos que le impulsaron a presentar su dimisión. Aunque no lo
diga las razones de su renuncia tuvieron mucho que ver con la coherencia po-
lítica y la honestidad personal. Llama además la atención el énfasis que hace en
la consecución de la nueva sede de la plaza de los Sitios. Es la mejor expresión
de las dificultades de todo tipo que tuvieron que vencer nuestros primeros po-
líticos autonómicos.

Entre la dimisión de Suárez y el triunfo electoral socialista, titula Gaspar Caste-
llano de Gastón el bienio que presidió la Diputación General de Aragón. En él
encontramos, como en el caso de Juan Antonio, un relato preciso y ajustado
de los que fueron sus prioridades y gestión de gobierno. De él destacaría el én-
fasis que hace en la primacía del poder civil que concedía el Estatuto de Auto-
nomía a la hora de la representación política en actos tan importantes como la
primera visita del Papa a Zaragoza. Hoy estas cosas parecen naturales pero en
aquellos momentos se vivieron como auténticas conquistas democráticas.

Setenta y cinco días estuvo José María Hernández de la Torre y García 11 presi-
diendo de manera provisional el primer Gobierno regulado por el Estatuto debido
a la prematura dimisión de Gaspar Castellano, motivada básicamente, según su
relato, por el nuevo escenario político originado con el abrumador triunfo socia-
lista y el hundimiento de la UCD en las elecciones generales del 28 de octubre
de 1982. 

Llama la atención la seriedad y responsabilidad con que tanto José María como
su sucesor, Juan Antonio de Andrés, se tomaron sus funciones aun a sabiendas
del carácter eventual de sus representaciones. Les honra personalmente y re-
sulta expresivo de la alta calidad personal y profesional de nuestros funciona-
rios públicos: en los dos casos, haciendo abstracción de la brevedad de sus
mandatos, hicieron lo necesario para preparar adecuadamente la recién estre-
nada Administración Autonómica para el nuevo Gobierno, fruto de las primeras
elecciones autonómicas en mayo de 1983. La idea de Gobierno de transición,
que fue asumida desde sus comienzos por Juan Antonio de Andrés, se con-
creta en esa deliciosa anécdota de la compra del coche nuevo para el futuro
presidente de Aragón y que relata con detalles en su escrito. 
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11 Es el que me hizo notar que el Gobierno que él presidió de forma provisional no era ya preautonómico
sino plenamente estatutario.



Junto a los cuatro presidentes no podía faltar el testimonio de José Ángel Biel,
que ocupó puestos preeminentes en todas las instituciones preautonómicas y
fue testigo de excepción de las primeras transferencias del Estado a la Comu-
nidad Autónoma. De todo ello nos escribe el actual vicepresidente del Gobier-
no de Aragón en su artículo que titula De cuarenta millones de pesetas a tres
mil quinientos millones de euros, significando el paso de gigante producido en
estos veinte años. Su escrito tiene un marcado perfil institucional, como corres-
ponde a un político en activo que hoy preside el Partido Aragonés.

Para cerrar este capítulo hubiéramos pedido la colaboración del primer alcalde
de Zaragoza surgido de unas elecciones municipales democráticas como fue
Ramón Sáinz de Varanda. Los ayuntamientos democráticos precedieron a la
elaboración del Estatuto de Autonomía, pero el peso político adquirido por ellos
en la época de la transición que estamos relatando fue notable y mucho más
en el caso del Ayuntamiento de Zaragoza, donde su alcalde había participado
muy tempranamente en la lucha por la autonomía aragonesa. Ramón, como
bien relatan los representantes de los partidos en el capítulo correspondiente,
participó muy activamente en todo el proceso de elaboración del mismo y su
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presencia en un libro como éste era obligada; su prematura desaparición acon-
seja que le dedique unas líneas como pequeño homenaje a una figura personal
y política de singular valía.

El 23 de febrero es una fecha que provoca muchas cosas en España y entre
ellas el llamado pacto autonómico entre los dos partidos mayoritarios, con
directa repercusión en el proceso aragonés según nos cuentan varios de los
autores de este libro. Y es justamente el 23 de febrero de 1981 cuando el que
esto escribe, a la sazón secretario de Organización de la Ejecutiva Provincial del
PSOE de Zaragoza, fue testigo de una actuación de Ramón Sáinz de Varanda
que merece ser contada aunque sea brevemente.

Inmediatamente de recibir por radio la noticia de la toma del congreso por Te-
jero y de esconder los archivos del partido de la sede provincial, entonces en
Coso, 88, me dirigí al Ayuntamiento de Zaragoza donde Ramón propuso a los
concejales socialistas y comunistas permanecer en el Ayuntamiento mientras
no se clarificase la situación política en el país. La decisión del alcalde fue acep-
tada por la mayoría aunque más de uno protestó por considerarla imprudente.
Hacia las ocho de la tarde Ramón recibió la llamada de un policía amigo para
ofrecerle un sitio seguro que el alcalde rechazó aduciendo sus deberes institu-
cionales. E inmediatamente y delante de varios testigos, entre los que me en-
contraba, después de intentar localizar a las autoridades civiles con las que no
pudo contactar, llamó al capitán general de la región, que sí estaba en su des-
pacho, para con todo respeto comunicarle que había dado órdenes de acuar-
telamiento de la policía municipal por si era preciso defender el orden constitu-
cional. El capitán general, Elícegui Prieto, le transmitió que la situación era
confusa y estaba pendiente de la intervención del Rey 12.

A partir de ese momento la actividad de Ramón fue febril durante toda la no-
che: llamó varias veces a la Zarzuela, al alcalde y autoridades civiles valencia-
nas, al Hotel Palace, donde Francisco Laína, que había sido gobernador civil de
Zaragoza, formó el Gobierno en funciones con los subsecretarios de los diver-
sos ministerios. En todas sus llamadas transmitiendo a sus interlocutores la ne-
cesidad de defender la democracia, impartiendo ánimos a todos. Posterior-
mente nos pidió a varios presentes en su despacho que contactáramos con
todos los alcaldes socialistas de la región para trasladarles el mismo mensaje.

Ramón nos dio a todos esa memorable noche una enorme lección de cómo
debe actuar un político de cuerpo entero en situaciones tan difíciles y extremas
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como las del 23 F. Puso los medios de que disponía en la defensa de la Cons-
titución amenazada y se lo hizo saber al máximo responsable del Ejército en la
región, contagió su voluntad y firmeza a los que le rodeaban y con los que con-
tactó y con indudable valor se olvidó de su seguridad personal para jugarse a
una carta la defensa de las instituciones democráticas. Culminó su actuación a
los pocos días concediendo la medalla de la ciudad a los diputados aragone-
ses que habían estado secuestrados en el Congreso. A partir de entonces las
pequeñas diferencias políticas que manteníamos, precisamente con el tema del
Estatuto, me parecieron minucias.

LAS PRIMERAS INSTITUCIONES 
SURGIDAS DIRECTAMENTE DE LAS URNAS

Cierran el libro los relatos de lo más significativo de su gestión realizados por los
primeros presidentes de las Cortes y el Gobierno de Aragón surgidos de las pri-
meras elecciones autonómicas en la historia política de nuestra tierra.

Sólo el funcionamiento normal de las instituciones fundamentales reguladas
por el nuevo Estatuto justifica y da valor a su costosa y complicada elabora-
ción. Y aunque repletos de dificultades y escasez de medios, la puesta en mar-
cha de ambas fue lo suficientemente satisfactoria para poder afirmar que el es-
fuerzo y las ilusiones puestas en todo el proceso que este libro relata mereció
la pena. 

Santiago Marraco Solana, secretario general de los socialistas aragoneses, tuvo
el privilegio de ser el primer presidente elegido democráticamente en las prime-
ras elecciones autonómicas celebradas en Aragón y en su excelente aportación
a este libro comienza por hacer un breve resumen de carácter general de las
claves ideológicas que explican las distintas estrategias de las fuerzas políticas
y sociales en el período de elaboración del Estatuto, para resaltar que, una vez
aprobado, el reto era consolidar un autogobierno democrático capaz de
resolver un sin fin de cuestiones. Como dice textualmente ...«Disponer de un
Estatuto más o menos amplio, era condición necesaria pero no suficiente. 
El verdadero trabajo vendría con él. Los logros dependerían de nuestra propia
capacidad de obrar. Por ello valorábamos positivamente el Estatuto de Auto-
nomía, porque abría el camino»...

El camino se abrió con seriedad y eficacia y Santiago escribe una acertada sín-
tesis de lo que fueron sus cuatro años de gobierno procurando enmarcarlos, en
todo caso, en el programa socialista presentado en las elecciones. Su escrito
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recoge con fidelidad 13 los hitos más significativos de la gestión del Gobierno so-
cialista que están perfectamente relatados y justificados en una visión global de
las prioridades del momento. 

Merece la pena resaltarse de su relato, por poner de manifiesto las profundas con-
vicciones autonomistas de Santiago Marraco 14, el intento que se hizo desde el pro-
pio partido en Aragón de incluir en los nuevos compromisos electorales la reforma
del Estatuto, dado que en el siguiente mandato se cumplirían los cinco años de
plazo para ampliar competencias. La propuesta, como bien relata Santiago, no fue
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13 Su memoria no coincide con la mía en algún episodio puntual referido a su situación en el interior del
PSOE al final de su mandato. En concreto creo recordar que a Luis Roldán no se le dieron las riendas del
Partido Socialista en Aragón en la reunión de San Sebastián sino que perdió a partir de entonces toda su
influencia. En todo caso son temas internos, menores, sin ninguna trascendencia, que como siempre son
los que se enfocan con mayor subjetividad por parte de todos. 
14 Son esas convicciones las que decantaron que muchos militantes del PSOE, que no había tenido has-
ta entonces excesiva tradición autonomista, le apoyáramos decididamente para ser candidato a la presi-
dencia de la Comunidad Autónoma, frente a otras alternativas internas, que las había y más de una.

Primeras votaciones en las Cortes de Aragón, 1983.



bien acogida ni por el Gobierno ni por el Partido Socialista en el ámbito federal, que
consideraron prematuro abordar entonces la reforma de los Estatutos del 143.

Se ha dejado para el final la crónica de los primeros pasos de nuestra primera
institución representativa: las Cortes de Aragón. Antonio Embid titula su traba-
jo con buen criterio La creación de las Cortes de Aragón, porque eso fue lite-
ralmente la primera legislatura de la que, como bien dice, todos los que tuvimos
el honor de estar en ella nos sentimos como padres fundadores. El gigantesco
paso dado a lo largo de la legislatura entre el primer despacho prestado en la
sede de la DGA y los entrañable pupitres que ocupamos los diputados en lo-
cales prestados por la Cámara de Comercio de Zaragoza, al magnífico palacio
de la Aljafería, estrenado como nueva sede el día de la constitución de la se-
gunda legislatura, es quizá no sólo lo más espectacular sino uno de los acier-
tos más notables de Antonio Embid como presidente de las Cortes. Hoy gra-
cias a ser sede de las Cortes el palacio de la Aljafería se ha recuperado como
uno de los monumentos histórico-artístico más importantes de Aragón.

Pero lo que nos causó mayor emoción personal a todos los diputados noveles
fue la tramitación y aprobación en Pleno de las primeras leyes que necesaria-
mente tuvieron un marcado carácter institucional 15, lo que obligó a todos los
grupos a realizar un notable esfuerzo de diálogo y entendimiento que a su vez
generó un clima de mutuo respeto que marcaría toda la legislatura. Las buenas
maneras y el trato afable y respetuoso, en ningún caso reñido con una acción
rigurosa de crítica y control por parte de la oposición de turno, se instalaron en
nuestras Cortes desde los primeros momentos de su constitución, hasta el mo-
mento de los desdichados acontecimientos de la moción de censura ocurridos
en la tercera legislatura y que interrumpieron temporalmente ese buen estilo, en
forma y fondo, tan importante en toda actividad parlamentaria. Antonio Embid
toca éstos y otros importantes asuntos claves en su escrito que es imprescin-
dible leer para entender el prestigio que las Cortes adquirieron a lo largo de su
primera legislatura.

EPÍLOGO

Cierra el libro el actual presidente de las Cortes, José María Mur Bernad 16, con
un epílogo que no sólo rememora los acontecimientos de entonces, que él tam-
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sidencia de las Cortes de un profesor de Derecho Administrativo como Antonio Embid. Su carácter de in-
dependiente en las listas del PSOE le facilitó, sobre todo al principio, su papel de arbitraje.
16 Su apoyo decidido desde el principio a la edición de este libro le ha dado un carácter institucional que
ha sido clave para su publicación.



bién vivió en primera línea, sino que escribe como corresponde a su represen-
tación actual, del presente y sobre todo del futuro de los parlamentos en gene-
ral y de nuestras Cortes en particular. Resulta así un brillante colofón para un li-
bro que además de una crónica política ha querido practicar el pluralismo, la
libertad de expresión y el respeto al punto de vista del adversario político, virtu-
des todas ellas que se aprenden y practican especialmente en la actividad par-
lamentaria y, como he comentado, en nuestras Cortes de Aragón.

Para finalizar esta introducción es obligado recordar a los protagonistas de en-
tonces que hoy ya no están con nosotros: además del ya recordado Ramón
Sáinz de Varanda, fueron protagonistas del momento en mayor o menor grado:
Jaime Gaspar y Auría y Antonio García Mateo, que estuvieron en la Asamblea
de Parlamentarios. El primero como diputado del PSOE por Huesca y el se-
gundo como senador por Zaragoza en la candidatura de Unidad Democrática
(CAUD). Jaime Gaspar fue además vicepresidente de la primera DGA.

Florencio Repollés, entonces secretario de política autonómica en la ejecutiva
provincial del PSOE, y Vicente Cazcarra, secretario general de un PCE muy ac-
tivo e influyente en aquellos años, jugaron también papeles destacados desde
sus respectivos partidos en el proceso. La prematura desaparición de todos
ellos dejó, sin duda alguna, un vacío personal y político difícil de superar, no sólo
por sus correligionarios sino por todos los aragoneses.

Mención aparte le corresponde a nuestro llorado amigo Manuel Giménez Abad,
primer político aragonés 17 asesinado por ETA y persona estrechamente vincu-
lada a todo el proceso autonómico desde sus inicios. Fue secretario general
técnico en casi todos los gobiernos, incluido el de Santiago Marraco, formó par-
te de la Comisión de Expertos formada por el PSOE para la redacción del Es-
tatuto y aunque su entrada en las filas del PP se produjo tarde sus opiniones y
criterios tuvieron mucho peso tanto en la elaboración del Estatuto como en su
puesta en funcionamiento. Como en los casos anteriores su ausencia nos pesa
a todos.

Poco más como introducción. Es momento de ceder la palabra a los verdade-
ros protagonistas del acontecimiento. Precisamente hace unos días las Cortes
de Aragón, haciéndose eco del aniversario del Estatuto, entregaban la medalla
de la Institución a Juan Antonio Bolea, Antonio Embid y Emilio Gastón; los tres
son coautores de este libro, los tres encabezaron nuestras instituciones más se-
ñeras de manera sobresaliente y los tres pueden representar perfectamente a
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Alfonso Sáenz Lorenzo en una de sus primeras intervenciones como portavoz socialista en
las Cortes de Aragón.

las personas que han elaborado estas páginas. Y los pueden representar por-
que, como los políticos protagonistas de la transición en Aragón y en toda Es-
paña, se trata de personas con una acusada vocación política, con una inequí-
voca preocupación por lo público. 

La nueva sociedad de la información y globalización necesita más que nunca lí-
deres políticos con vocación para ocuparse de lo que a todos atañe, coraje y de-
cisión para afrontar los retos de todo tipo que afectan a una realidad cada vez más
compleja. Esto a todos los niveles y grados de representación: desde el mundial
al municipal, pasando por el nacional y autonómico. Pero para tener a ese tipo de
personas dedicadas a la actividad política ésta deberá estar adecuadamente va-
lorada y reconocida, en primer lugar por la propia sociedad, que los necesita mu-
cho más de lo que generalmente se cree; en segundo término por las institucio-
nes publicas y privadas que la articulan, y en último lugar por los propios políticos,
que en ocasiones son los primeros en no valorar demasiado su trabajo. 
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Pues bien, los autores de estas páginas han sido políticos vocacionales que de
la nada, y porque las soñaron, hicieron surgir y poner en marcha las institucio-
nes básicas de nuestra Comunidad Autónoma y una vez desempeñada su la-
bor, a la difícil hora de retornar a la sociedad civil y convertirse en ciudadanos
de a pie, lo han sabido hacer con discreción, elegancia y notable dignidad. Ma-
nuel Pizarro escribe en la presentación de este libro que la tradicional vocación
pactista de los aragoneses la practicaron ejemplarmente los políticos de enton-
ces por encima de sus ataduras partidistas y es cierto, esta crónica política así
lo atestigua y su publicación no es más que una forma de reconocimiento y gra-
titud a todos ellos. 

Espero que esta sucinta presentación del libro, que me ha correspondido por
tener el honor de presidir la Asociación de Exparlamentarios de las Cortes de
Aragón, proporcione algo de unidad al conjunto de todas las aportaciones y
sirva de orientación y acicate para su lectura. La diversidad de enfoques y pun-
tos de vista, respetados escrupulosamente, hace su lectura más rica en mati-
ces y amena para el lector que esté sencillamente interesado en cómo se ges-
tó y se puso en práctica el Estatuto de Autonomía de Aragón. 
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Cronología
Alfonso Sáenz Lorenzo

Para seguir con mayor facilidad el relato de los autores de esta crónica se
adjunta una cronología de los acontecimientos más significativos que tuvieron
relación directa o indirecta con la elaboración y puesta en vigor del Estatuto.

Año 1976

6 de julio. Conmemoración en Caspe del 40 aniversario del fallido Estatuto de
Autonomía de 1936.

Año 1977

20 de mayo. El proyecto de Estatuto de Autonomía de Aragón (EAA), elabora-
do por una comisión de juristas del Colegio de Abogados de Zaragoza, es pre-
sentado en Caspe.

15 de junio. Primeras elecciones generales. UCD las gana con claridad.

10 de julio (Teruel). Primera reunión de la Asamblea de Parlamentarios de Ara-
gón, donde se estructura en Comisión Permanente y Pleno y toma el acuerdo
de redactar el EAA para someterlo posteriormente al plebiscito del pueblo ara-
gonés.

31 de julio (Huesca). Segunda reunión de la Asamblea de Parlamentarios don-
de se aprueba el Reglamento y se crearon los cargos de presidente (Lasuén) y
secretario (Jaime Gaspar).

30 de agosto. Reunión conjunta de las asambleas de Aragón y Cataluña, don-
de se acuerda apoyarse mutuamente para la conseguir la autonomía.
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10 de octubre (Diputación de Zaragoza). Tercera reunión de la Asamblea de
Parlamentarios donde se autoriza a la comisión a negociar con el Gobierno la
autonomía provisional. En la negociación entablada con el Gobierno se solicitó
una autonomía similar a la de Cataluña.

30 de octubre (Albarracín). Cuarta reunión de la Asamblea de Parlamentarios
en donde se aprueba un borrador de Decreto-Ley para establecer en Aragón
un régimen provisional de autonomía. El borrador es fruto de los dos textos pre-
sentados separadamente por UCD y PSOE.
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Año 1978
20 de enero (Fraga). La Asamblea propone la creación del órgano preauto-
nómico. Se modifica sustancialmente el borrador del Decreto-Ley aprobado el
30 de octubre en donde desaparecen las Cortes Provisionales. El borrador es
finalmente aprobado con el apoyo de la UCD y del PSOE y la oposición del
PSA, PAR y CAUD.

17 de marzo. El Decreto 475/1978, de creación de la DGA, crea los órganos
preautonómicos y una cierta capacidad de autoorganización pero silencia las
competencias que se han de atribuir a estos órganos. El Decreto 475/1978, de
17 de marzo (que crea la DGA), crea también la comisión mixta de transferen-
cias, Estado-DGA, paritaria (quince miembros por cada parte) y presidida por
un ministro.

9 de abril. La DGA se constituye en la iglesia de los Francos en Calatayud y eli-
ge a Bolea como primer presidente de la Comunidad Autónoma con presencia
de UCD y PSOE.

22 de abril. La nueva DGA jura el cargo en la catedral de Huesca. Posterior
manifestación autonomista por las calles de la ciudad.

23 de abril. Grandes manifestaciones autonómicas por las calles de Zaragoza,
150.000 personas, y por las de Teruel, 5.000 personas.
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24 de abril. Formación del primer Gobierno Preautonómico. Coalición UCD-
PSOE. Presidente, Bolea; vicepresidente, Jaime Gaspar y Auría; secretario ge-
neral, José Ángel Biel.

6 de diciembre. Aprobación en referéndum de la Constitución Española.

Año 1979
26 de enero. Real Decreto 298/79, que realiza los primeros traspasos, se
aprueba el 26 de enero de 1979 y se publica en el «BOE» el 22 de febrero (ple-
na campaña electoral) y pone como fecha de entrada en vigor el 1 de junio de
1979. Su contenido se refiere a competencias sobre actividades molestas, in-
salubres, nocivas y peligrosas, agricultura, urbanismo y turismo.

13 de febrero. Real Decreto 694/1979, publicado el 13 de febrero y con entrada
en vigor el 2 de julio del mismo año. Las competencias transferidas se refieren a
organización, régimen jurídico, bienes y servicios de las corporaciones locales.

1 de marzo. Elecciones generales: UCD, 8 diputados; PSOE, 5, y PAR, 1.
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3 de abril. Elecciones municipales. Mayoría socialista en el Ayuntamiento de
Zaragoza: sale elegido alcalde Ramón Sáinz de Varanda; en Huesca y Teruel al-
caldes centristas.

21 de mayo. Primera renovación de la DGA. Continúa la presencia de UCD y
PSOE.

23 de mayo. Acuerdo de los partidos de izquierda para impulsar la vía del ar-
tículo 151 desde los ayuntamientos.

13 de junio. Primer pronunciamiento del Ayuntamiento de Zaragoza por la
autonomía plena. Se convoca un congreso de ayuntamientos.

1 de septiembre. La DGA abre la iniciativa por la autonomía sin especificar la
vía. El presidente Bolea presenta la propuesta de constituir la Asamblea Mixta
del artículo 146 CE, que no es aprobada.

21 de octubre. Reunión en Caspe de ayuntamientos socialistas para mantener
el criterio de proporcionalidad corregida.

17 de diciembre. Se reúnen los parlamentarios en Asamblea: crean la Mesa de
Partidos para la elaboración del Estatuto.

Año 1980
16 de enero. Bloqueo del proceso autonómico desde la UCD nacional: todas
las que quedan por el artículo 143, incluida Andalucía.
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22 de enero. UCD Aragón acata, por razones de Estado, la vía del artículo143.

3 de febrero. Reunión en Montalbán de ciento ochenta alcaldes de UCD de
Teruel.

23 de febrero. Los consejeros socialistas suspenden su presencia en la DGA
y posteriormente dimiten. Los ayuntamientos de la UCD de Teruel comienzan a
pronunciarse por la vía del artículo 143.

7 de abril. Concluye el proceso de pronunciamientos de los ayuntamientos
sobre la vía más adecuada para la autonomía.

15 de abril. El presidente Bolea entrega al ministro Antonio Fontán los acuer-
dos municipales y de las diputaciones provinciales.

21 de abril. Los cinco consejeros del PSOE de la DGA abandonan sus pues-
tos en desacuerdo con la marcha del proceso autonómico.

22 de octubre. En interpretación estricta de la CE no se cumplen los requisitos
ni para el acceso por el artículo143 ni por el 151, por lo que abría que esperar
cinco años. 

Desbloqueo de la situación mediante Ley en las Cortes que interpreta con fle-
xibilidad los mandatos: quien quiere lo más quiere lo menos, con lo que se abre
la vía del artículo 143.

27 de diciembre. Se reconstituye la Mesa de Partidos encargada de la redac-
ción del Estatuto.

Año 1981
9 de enero. Primera reunión de la Mesa de Partidos: acuerdo sobre el desblo-
queo del proceso autonómico

29 de enero. Dimisión de Adolfo Suárez como presidente.

16 de febrero. Segunda reunión de la Mesa de Partidos, que inicia la redacción
del proyecto de EAA.

18 de febrero. El representante del PAR deja de asistir a las reuniones y anun-
cia su posible retirada de la Mesa de Partidos en desacuerdo con el borrador
del proyecto.

23 de febrero. Intentona golpista de Tejero y Miláns del Bosch. Inauguración en
la Lonja de Zaragoza de la exposición sobre la guerra civil.

27 de febrero. Masiva manifestación en Zaragoza en apoyo a la democracia y
la Constitución.
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6 de marzo. Tercera reunión de la Mesa.

9 de marzo. Juan Antonio Bolea anuncia su renuncia como presidente de la
DGA en desacuerdo con el artículo 143.

12 de marzo. El Ayuntamiento de Zaragoza concede la medalla de oro de la
ciudad, de manera conjunta, a los diputados elegidos por la circunscripción de
Zaragoza tras ser liberados en el Congreso.

13 de marzo. Reunión de la Mesa de Partidos para elaborar el Estatuto. Lo
vuelve a hacer el 20 y 28 de marzo y 3 de abril.

10 de abril. El PAR abandona la Mesa de Partidos que elabora el Estatuto.

9 de mayo. Gaspar Castellano nuevo presidente de la DGA.

15 de mayo. Reunión de la Mesa en la que se aprueban las Bases del Estatuto.

22 de mayo. Presentación por la Mesa del proyecto elaborado.
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13 de junio. Constitución en San Juan de la Peña de la Asamblea Mixta de Par-
lamentarios y Diputados Provinciales.

25 de junio. Reunión de la Ponencia en el Parador de la Concordia de Alcañiz.

26 de junio. El texto del anteproyecto de Estatuto es repartido a la Asamblea
Mixta parlamentarios-diputados.

29 de junio. Presentación a la opinión pública del proyecto de EAA.

6 de julio. Aprobación del Estatuto por la Asamblea Mixta de Parlamentarios y
Diputados Provinciales.

10 de julio. Entregado en las Cortes Generales el texto del Estatuto una vez
aprobado tres días antes por la Asamblea Mixta.

Año 1982

19 de mayo. La Comisión Institucional del Congreso dictamina el EAA.

15 de junio. Aprobación del proyecto de Estatuto en el Pleno del Congreso.

27 de julio. Aprobación del proyecto de Estatuto en el Pleno del Senado.

16 de agosto. S.M. el Rey firma el EAA, último trámite para que entre en vigor.

6 de septiembre. El EAA se publica en el «BOE», por lo que entra en vigor.

21 de septiembre. Se constituye la Asamblea Provisional con Aurelio Biarge
como presidente.

27 de septiembre. Gaspar Castellano es investido como presidente del Go-
bierno de Aragón con sólo los votos de UCD.

16 de octubre. Toma de posesión en el palacio de Sástago del primer Gobier-
no estatutario de Aragón. Asiste el ministro de Administración Territorial, Luis
Cosculluela.

20 de octubre. Aparece el primer número del «BOA» (Boletín Oficial de Aragón).

28 de octubre. Victoria socialista en las elecciones generales.

26 de noviembre. Gaspar Castellano presenta su dimisión como presidente de
la DGA.

27 de noviembre. José María Hernández de la Torre se hace cargo interina-
mente de la presidencia de la DGA.
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20 de diciembre. Juan Antonio de Andrés es investido como presidente de la
DGA en el pleno de la Asamblea Provisional, en sustitución de Castellano, con
sólo los votos de UCD.

Año 1983

3 de enero. Primera reunión del nuevo Gobierno que fija como objetivo priori-
tario la difusión del EAA.

1 de febrero. El presidente del Gobierno, Felipe González, recibe en el palacio
de la Moncloa al presidente de la DGA. 

20 de febrero. La DGA inicia la campaña de difusión del EAA.

8 de mayo. Elecciones municipales y primeras elecciones autonómicas. Victo-
ria del PSOE en los tres ayuntamientos y en las Cortes de Aragón, donde la dis-
tribución de escaños es la siguiente: 33 PSOE, 18 AP, PDP, UL, 13 PAR, 
1 CDS, 1 PCE.

20 de mayo. Constitución de las primeras Cortes de Aragón. Antonio Embid es
elegido presidente.

27 de mayo. Santiago Marraco es elegido presidente de la DGA con los votos
de PSOE, PCE y CDS.

4 de junio. Toma de posesión del Gobierno de Santiago Marraco.
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ANTECEDENTES SOCIALES, 
LA OPINIÓN PÚBLICA 

Y HECHOS  RELEVANTES





«Pero, ¿autonomía no es separatismo?»
Guillermo Fatás Cabeza

Nos resultaba dificilísimo, en esos días de finales de 1972, explicar en qué con-
sistía la autonomía. Otras palabras de aspecto similar, que manejábamos mu-
cho (autogestión, autogobierno y autodeterminación), contribuían a dificultar el
asunto. ¿Qué era eso de ser federalista y autogestionario? ¿Eran lo mismo
autonomía que autogobierno? El autogobierno ¿no era independencia? ¿Cómo
podía haber autogobierno sin independencia? ¿Qué era el «principio de subsi-
diariedad»? ¿Cabía una estructura de provincias en la autonomía? Si autonomía
era la capacidad de darse las propias normas, ¿por qué no llamar a las cosas
por su nombre y hablar de independencia, que era algo que todo el mundo
comprendía? Nosotros, ¿éramos autogestionarios como la Argelia de Ben Be-
lla o como decía que había que serlo el PSU francés? Y eso de la autogestión,
doctrina sindical y obrerista, ¿era la versión económica del autogobierno o lo
era de la autonomía? ¿El federalismo era autonomista? ¿Podía haber autono-
mías en una monarquía? ¿Tenía esto algo que ver con Pi y Margall? ¿O con
Castelar, que había sido federalista también? (pero Castelar era una plaza anti-
gua que se llamaba, ahora, de José Antonio Primo de Rivera, y Pi y Margall ni
siquiera tenía calle). Si Navarra era Euskadi (¿o se escribía Euzkadi?), ¿Catalu-
ña, Valencia y Baleares eran Aragón? ¿O no tenía nada que ver todo eso con la
autonomía? «Pero, bueno: ¿ustedes son separatistas o no?».

En «Andalán» se pasaron malos ratos por esas causas. Y no todo eran discu-
siones. Hoy parece absurdo pero hubo que explicar al mismo capitán general
(que mandaba mucho más que ninguna autoridad civil) de qué se trataba aque-
llo. Fue una conversación absurda, en el despacho de Capitanía, porque todo
cuanto decíamos sonaba, en los oídos de aquel hombre, directamente a «se-
paratismo». Pero le habían dicho que los más conocidos de nosotros no éra-
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mos separatistas. Por eso no entendía bien la cosa. Costó conseguir un míni-
mo de margen de expresión pero era un principio del que no podíamos abdicar
y lo llevábamos a las páginas del periódico como un deber moral, cívico. El ge-
neral aquél tampoco era en ese punto muy diferente del resto de los ciudada-
nos: intimidaba lo suyo, desde luego, pero había que explicar casi lo mismo a
muchos amigos de «Andalán» y a no pocos militantes del PSA (Partido Socia-
lista de Aragón), que se afiliaban por razones genéricas, por confianza con los
dirigentes y un deseo difuso, pero vehemente, de democracia y de normalidad
para Aragón y para España.

Por otro lado muchos de nosotros estábamos tan sumamente ahítos de nacio-
nalismo que no queríamos incurrir en otro de signo contrario. ¡Qué horror! Eso,
a qué negarlo, produjo roces, porque en el PSA también había nacionalistas del
aragonesismo. El nacionalismo franquista fue patriotero, intolerante, uniformiza-
dor y cavernícola, un camino cómodo para no pocos que marcó profundamen-
te la época y los espíritus. No había más que una idea de España y era acarto-
nada, rígida y concebida cuarteleramente. Por su parte los nacionalismos
catalán y vasco –que eran los verdaderamente activos– tenían, a juicio de algu-
nos de nosotros, dos componentes distintas: por un lado el independentismo
(que muchos no compartían, incluidos bastantes catalanistas y vasquistas,
como sucede hoy), irredentista, victimista, autocomplaciente y ácido; por otro
la reivindicación de los derechos y libertades básicos, en lo que coincidíamos
plenamente. Probablemente –pensábamos– la mera consecución de las liber-
tades, ahí es nada, obrará maravillas. No fue mal diagnóstico.

LIBERTAD, AMNISTÍA, AUTONOMÍA

Con catalanistas y vasquistas era obligado exigir en común «libertad, amnistía
y estatuto de autonomía». Y eso se hacía en «Andalán» y en el PSA. Libertad 
en términos generales, porque en España no la había: ni de prensa, ni de re-
unión, ni de asociación. Por opinar en un diario podías acabar (y acababas) pro-
cesado en el Tribunal de Orden Público, o en una comisaría si asistías a una re-
unión de más de diecinueve personas sin autorización expresa del «poncio» (el
gobernador civil). La asociación «ilícita» (pertenecer a un partido político y eran
todos ilegales) podía costar catorce años de presidio. La amnistía se pedía para
los presos políticos, que estaban encerrados por discrepar, verdaderos presos
de conciencia. Y el estatuto de autonomía se reclamaba porque era absurdo
que, por ejemplo, las lenguas españolas no pudieran tener vida oficial o que
todo se decidiese en Madrid y además seguir alentando el separatismo por la
vía de negar cualquier capacidad de decisión política a las regiones. La España

48



«rica y variada» que la propaganda oficial reconocía era, de hecho, un visible es-
torbo para el régimen. En cambio las proclamaciones «nacionales» indepen-
dentistas me suscitaban y suscitan gran oposición: me parecía un disparate,
una insensatez, desquiciar España, desmenuzarla, dejarla descompuesta. Por
eso procuré ser desde el comienzo muy autonomista («autonomía plena para
Aragón» era mi lema favorito) y al tiempo combatir el nacionalismo indepen-
dentista. En eso sigo. No creo que deba avergonzarme por no reconocer en el
País Vasco una nación, pues ni lo ha sido ni, a mi juicio, lo es. Otra cosa es que
haya quien quiera construirla, a lo que tiene derecho, como yo el mío a opo-
nerme. Creo que Aragón tampoco es una nación en el siglo XXI, ni falta que le
hace. Lo cual no empece para que las doctrinas de sesgo federal –el autono-
mismo– me parezcan particularmente adecuadas para España, como me lo pa-
recían hace treinta años. Se pueden unir nacionalismo y autogobierno y los na-
cionalistas lo hacen siempre. Pero que el nacionalismo sea la única pareja
natural del nacionalismo es falso por completo.

En suma: en «Andalán» por un lado y en el PSA por otro intentábamos divulgar
cuán deseable y resolutivo podía ser para España dotarse constitucionalmente
de algo que se parecía mucho al actual Estado de las Autonomías, aunque Ara-
gón haya ido a remolque, lamentablemente, por la vía lenta del artículo 143. Eso
sí que fue un fiasco y nos ha hecho perder tiempo, oportunidades, posiciones
y mucha fuerza política en el conjunto de España. Pero que mucha. Y de eso
no hay que culpar a nadie de fuera de casa.

Una tarea primordial, que formaba parte de esta pedagogía, era lograr que todo
el discurso se plasmase en un proyecto de Estatuto para Aragón: así, puesto
en papel y concretado en unas bases primero y en un proyecto articulado
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después, sería más sencillo ir dejando claro ante los ciudadanos cuáles eran las
aspiraciones políticas aragonesas que nos parecían una desembocadura feliz
para aquel momento español. Hicimos cuanto pudimos y ayudó no poco que
entre nosotros hubiese buen número de profesores (sobre todo de Letras y
Derecho) y periodistas. Cuando la política organizada se puso definitivamente
en marcha muchos creímos que probablemente fuésemos un estorbo en ade-
lante. Y seguimos trabajando, pero cada cual desde su profesión y su casa.

LA BANDERA Y EL ESCUDO

Hubo, empero, momentos en que aún pudimos echar alguna mano. Cuando se
preparaban los textos estatutarios había alusiones históricas o historicistas que
procuramos pulir. La bandera y el escudo costaron también alguna escaramu-
za. Guillermo Redondo y yo nos empeñamos en que no se inventase una ban-
dera de Aragón estrambótica. La que tenía más posibilidades y llegó a ser
omnipresente en pegatinas y octavillas nos parecía una desdicha, histórica y es-
tética. Era una bandera partida: en el primer tercio llevaba una Cruz de San Jor-
ge, mucho más alta que ancha; los dos siguientes los ocupaban las Barras de
Aragón, pero verticales. Hicimos una pequeña campaña en «Heraldo de Ara-
gón» que dio buen fruto, para rescatar y defender el histórico «Señal Real» que
es la actual bandera. Con el escudo que todos conocen en el centro.

Y también con éste hubo algún problema. Lo coronamos con la corona antigua,
abierta, sin el bonete rojo que lleva la corona de España porque éste fue traído
por los Austria y la monarquía de Aragón era mucho más antigua. Y estábamos
tan contentos hasta que una tarde avisan con urgencia para que me acerque 
a toda prisa a la Diputación Provincial de Zaragoza, en la plaza de España, don-
de estaban nuestros políticos (creo recordar que en la Asamblea Mixta) a pun-
to de debatir una propuesta para que el escudo de Aragón llevase encima... una
corona mural republicana. La intención se comprendía pero me pareció que
aquello echaba por tierra la idea subyacente: que Aragón había sido un reino
(un Estado si se quiere) antes de la monarquía española unificada y desde luego
mucho antes que otras autonomías llamadas «históricas» por algo sucedido ya
bien entrado el siglo XX. Una intensa conversación de pasillos, durante una pausa
que alguien concedió, supuso la no presentación de la propuesta. De lo cual me
alegro: Aragón no tiene por qué renunciar a su histórico pasado, que también
se expresa en los símbolos.
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«Andalán» y el Estatuto: 
una crónica desde la izquierda 1

Eloy Fernández Clemente

INTRODUCCIÓN

El haber sido director de «Andalán» en los quinquenios primero y tercero (1972-
1977 y 1982-1987) y miembro siempre de su Junta de Fundadores me llena de
orgullo, pero quiero insistir en el carácter de equipo amplio, generoso, intensa-
mente comprometido, que tuvo, concitando la colaboración a diversos niveles
de docenas y docenas de personas que deliberaban durante largas sesiones
de trabajo y hacían artesanalmente todo lo preciso para que puntualmente sa-
liera a la calle cada semana o quincena, según las épocas, el producto impre-
so en condiciones relativamente presentables a pesar de nuestra penuria. 

Por otra parte debo advertir de que el grueso de los artículos que trataron del
Estatuto de forma más sistemática y oportuna se publicaron en el quinquenio
en que yo había dejado la dirección y se sustituyeron como directores tres pe-
riodistas excepcionales y queridos amigos: Pablo Larrañeta, Luis Granell y Lola
Campos, acompañados por una tribu de no menos excelentes profesionales,
más adelante citados, que lograron en ese período un altísimo nivel técnico, po-
lítico, cultural y un seguimiento magnífico, con tiradas que superaban bastante
los quince mil ejemplares. 

UN SOMERO ANÁLISIS
Aunque es posible que haya más de un error en el uso de los índices que utilizo
no deja de ser interesante constatar que tras un breve examen de los mismos 
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he encontrado alrededor de doscientos artículos indexados en el apartado «Na-
cionalismo. Regionalismo». Sólo este hecho nos permite sacar las siguientes
conclusiones:

1. Apenas hay siete artículos de este contenido en los cinco primeros años del
periódico (1972 a 1976, ambos inclusive) y casi todos de tipo teórico o histórico.
Me refiero a los textos aparecidos en el número 1, 15 de septiembre de 1972: La
hora de Aragón, de Federico Balaguer (en portada), y Las periferias aragone-
sas, de León J. Buil; al de Mario Gaviria en el número 12 (1973) sobre Aragón
y la regionalización económica de España; al de Ildefonso Sánchez Romeo,
Aragón: solución federal, en el número 87, ya de 1976; a los míos de ese mis-
mo año, números 81 y 89, El Estatuto de Aragón y Cuatro estatutos en la his-
toria de Aragón 2, y a la crónica que en el número 90 se publicaba dando cuen-
ta de una triste noticia, aún, en democracia: La conmemoración del Estatuto de
Autonomía, prohibida. El estatutismo nacía así, en ese año crucial, como una
añoranza del gran anteproyecto de Caspe, mayo de 1936.

2. El impulso al tema vendrá inmediatamente, de manera destacadísima, en los
años 1977 (38), 1978 (58), 1979 (39) y 1980 (28), que acaparan el porcentaje
del total. En cambio hay cada vez menos alusiones a estos temas en los años
siguientes: 1981 (12), 1982 (5), 1983 (3), 1984 (3), 1985 (1), 1986 (6) y ninguna
ya en 1987, en cuyo mes de enero desaparece la publicación. 

3. No todos ellos versan, lo mismo que ocurría con los primeros años, sobre
temas estatutarios aunque en muchos que no mencionan la palabra se habla
de ello –pero desagregar conceptos nos llevaría muy lejos–. Por lo tanto nos 
ceñimos a aquellos que lo hacen de modo principal y sistemáticamente. Pero
antes advirtamos que, como queda adelantado por las fechas, el mayor entu-
siasmo (y preocupación) autonomista es claramente anterior al Estatuto que fi-
nalmente se promulgaría en agosto de 1982. Es, pues, la de «Andalán» más una
labor de preparación, de debate, de azuzar a los políticos de uno u otro signo,
que una crónica y examen de lo que ocurre finalmente. Ésta será una caracte-
rística muy propia del periódico aragonesista en otros diversos asuntos. 

4. Me parece necesario reproducir un párrafo de una conferencia que titulé
Andalán, la recuperación del aragonesismo 3, en la que concluía yo que «en el
recuerdo, aquellos años inolvidables parecen heroicamente aragonesistas.
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Pero, si a la engañosa memoria, al sentimiento que puede traicionar la razón,
los enfrentamos con la realidad de los hechos, repasamos todos aquellos
números de la revista, las cosas aparecen de muy otro modo. Qué duda cabe
que aportar, en aquellos años, cientos de apasionadas páginas sobre nuestra
tierra y sus gentes; presentar los problemas de que, además de la falta de
democracia y libertades (aunque, en nuestra opinión la mayoría de ellos preci-
samente a causa de ello) adolecíamos; denunciar las graves deficiencias es-
tructurales, y un largo etcétera que como armas de combate nos servían día a
día, todo ello iba a contribuir a desarrollar la conciencia aragonesa. No era, en
el punto de mira de la mayoría, el objetivo central. Incluso algunos hubieran
rechazado –y quizá lo sigan haciendo hoy– como una acusación falsa e injusta
el calificativo de aragonesistas. Pensaban en otra cosa. Sin embargo, y aun así,
no me cabe duda al afirmar que, con todas estas precisiones, Andalán sí resul-
tó ser un importante mojón del aragonesismo de nuestro tiempo. Y ese es el
balance que nos interesa».

5. Durante los años «preparatorios», de precalentamiento, son muchas las
firmas que contribuyen a clarificar numerosos aspectos del lento y tortuoso
camino hacia la autonomía política. Destacan las crónicas de los periodistas:
sobre todo de Luis Granell y José Ramón Marcuello, también de Pablo Larra-
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ñeta, Plácido Díez, Lola Campos, Rafael Fernández Ordóñez, José Luis Fandos,
Julia López-Madrazo; de miembros más o menos tempranos de la Junta de
Fundadores y activos colaboradores como Carlos Forcadell, Javier Delgado,
Antonio Embid, Lorenzo Martín-Retortillo o Guillermo Fatás, José Antonio Bies-
cas, Luis Germán, Jesús Delgado, Pedro Arrojo, Ramón Salanova, Francho
Nagore, etc., y otros más o menos próximos, esporádicos, como Ramón Sáinz
de Varanda, Ángel Cristóbal Montes, José Ramón Valdizán, Ricardo Berdié,
Julio Brioso y unos cuantos pseudónimos. 

UNA NUEVA CITA CON LA AUTONOMÍA

Es en mayo de 1977 (número 113), a punto de celebrarse las primeras eleccio-
nes democráticas, cuando se inicia propiamente el recurrente tema estatutario
con un artículo firmado por L.R.S. que proclama Ya tenemos Estatuto y explica
cómo «después de cuarenta y un años, Aragón vuelve a tener una cita con la
autonomía. Recogiendo la iniciativa del Colegio de Abogados de Zaragoza,
numerosas fuerzas políticas aragonesas de diferente ideología apoyan un nue-
vo anteproyecto de estatuto autonómico redactado por un equipo de treinta
juristas». En esa misma página escribe Fernando Nicolás sobre El nuevo ante-
proyecto, asegurando que en éste «se atiende en forma muy concreta y avan-
zada a los derechos de las minorías lingüísticas, las reivindicaciones de la
juventud, los problemas de la familia, la igualdad de los cónyuges, la filiación
extramatrimonial o la plena incorporación de la mujer a la vida social y laboral».
Es decir: un enfoque mucho más genéricamente político y social que jurídico
como querrían otros. 

El anteproyecto es presentado en una fiesta conmemorativa del de Caspe, que
tiene lugar el 20 de mayo en esa ciudad, si bien la crónica de Rafael Fernández
Ordóñez (número 115, fines de mayo) explica que «la campaña electoral relegó
a segundo plano la conmemoración... Con una asistencia notablemente más
baja que el año anterior –poco más de dos mil personas– el fracaso de esta edi-
ción... no puede explicarse ni por la lluvia... ni por la ausencia de los vecinos del
Bajo Aragón, que en esta ocasión se sumarían a los actos como auténticos pro-
tagonistas», sino, sin duda, por «la disparidad de planteamientos entre los dife-
rentes partidos y la premura de tiempo con que se prepararon los actos». 

LA VOZ DE LOS MARGINADOS

Una pequeña nota –Así será la autonomía provisional– indica en el número 138
(noviembre de 1977) que el futuro Estatuto es una de las competencias de 
las Cortes provisionales de Aragón, en las que, escribe en un duro artículo Luis
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Granell, Lasuén se llevó el gato al agua. Poco después, en el número 140, José
Ramón Valdizán, portavoz del Comité Regional de Aragón de la OIC, se queja
en La verdadera autonomía de Aragón de que «si algo cabe destacar de todo
el proceso de negociación en torno a la autonomía es la total y absoluta falta de
información en el que se ha desarrollado; los ciudadanos, los trabajadores, he-
mos sido informados de las conclusiones (ya irrevocables, por supuesto). Una
vez más se ha decidido nuestro futuro sin tener en cuenta nuestro parecer,
nuestros intereses». Y exige como condiciones de una verdadera autonomía la
participación democrática de todo el pueblo, contar con suficientes recursos
financieros y un legislativo y un ejecutivo representativos.

Es en el siguiente número, 141, cuando Juan José Vázquez, de la Secretaría de
Propaganda del Comité Regional del PCE, en Un Estatuto para todos, además
de reconocer legitimidad a la Asamblea de Parlamentarios elegidos cinco me-
ses antes exige a éstos contar con el pueblo aragonés, para lo que «es preci-
so despertar el interés de Aragón hacia el Estatuto, ahondar en la conciencia
regional que, en estos momentos, es escasa».

En el número 150, de fines de enero de 1978, se editorializa (Autonomía, no es
eso): «la descentralización administrativa ofrecida por el gobierno no es ni una
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conquista ni un pacto; es consecuencia de la relación de fuerzas surgida del 15
de junio y de unas razones de “estado”... esa raya deberá subir mucho más
todavía. Y habrá que subirla paso a paso, muy paso a paso». Además un
artículo del nuevo senador por la CAUD, Lorenzo Martín-Retortillo, denuncia:
«Me da la impresión de que la UCD no quiere la autonomía, no es autonomis-
ta... Y como no quieren la autonomía, utilizan su mayoría para arrebatar la ban-
dera a los auténticos autonomistas, para utilizar un nombre y dejarlo desleído
de contenido». Por su parte Ángel Cristóbal Montes, diputado del PSOE, ape-
la al realismo político y al posibilismo: «Aragón no puede recibir nada que de
manera sustancial rebase lo reconocido a Cataluña y a Ezkadi», además de
aceptar lo acordado en la Asamblea de Fraga como resultado del equilibrio de
fuerzas existente. 

EL 23 DE ABRIL DE 1978

La gran manifestación del 23 de abril de 1978 es un hito y un punto de
referencia. Pero el periódico señala (número 163) que en realidad «salimos a
celebrar lo poco que hemos conseguido ahora; porque no ha sido un regalo,
sino algo que hemos ido arrancando. Salimos a criticar los defectos y las ca-
rencias de esta preautonomía…». Y Luis Granell afirma en un gran reportaje que
«fueron los partidos de izquierda los que cargaron con la mayor parte de los tra-
bajos de organización, tanto de las manifestaciones como de las verbenas y ac-
tos populares que se celebraron esos días. Por eso no es de extrañar que el
contenido político de las masivas movilizaciones superara ampliamente al de-
seado por los hombres de UCD». 

En el siguiente número, 164, advierte José Antonio Biescas del peligro que
entraña para Aragón el hecho de que «mediante un procedimiento legal muy
discutible, el nuevo texto constitucional divide a las Comunidades Autónomas
en dos grandes grupos: las que dispondrán del derecho a ampliar sucesiva-
mente sus competencias –y que por lo tanto podrán ser autónomas de verdad–
y aquellas otras que van a encontrar obstáculos adicionales en esta larga mar-
cha que ahora emprendemos». 

Mucho después, ya a fines de octubre de 1978 (número 188), se editorializa
(Manos al Estatuto) enfatizando «la necesidad de lograr un Estatuto que permita
acercar la toma de decisiones al pueblo y haga renacer la ilusión colectiva que
sacó a la calle, el 23 de abril, a más de cien mil aragoneses. Para que así sea
es necesario que todas las fuerzas políticas aragonesas suscriban un auténtico
Pacto Autonómico. Parece claro que la DGA debe tomar la iniciativa». Y en el
mismo número Antonio Embid, próximo primer presidente de las Cortes de Ara-
gón, se plantea Cómo se hace un Estatuto, analizando y valorando «lo difícil del
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procedimiento a seguir», cómo «las cautelas impuestas por el consenso han
sido demasiadas y, desde luego, criticables» y atribuibles al miedo a la autono-
mía: «Hay miedo y está claro quién lo tiene; no existe, desde luego, en los 
ciudadanos, que muchas veces han pedido autonomía y que, tras la lectura de
la Constitución, van a desesperar de poder alcanzarla fácilmente y con relativa
rapidez». 

CON LA CONSTITUCIÓN HACIA LA DEMOCRACIA

Por eso y porque, como se afirma en sendos editoriales en los números 165 y
166, de diciembre de 1978, «la Constitución refrendada por la mayoría de los
ciudadanos de este país –con toda su importancia, su trascendencia histórica–
no es por sí misma un instrumento con vida propia que vaya a llevar al país a la
democracia por la que luchamos», se recuerda con preocupación: «Nos ade-
lantamos a no pocos en la elaboración de borradores para un Estatuto de
Autonomía, y ahora la DGA se entretiene en jugar al bonito juego del tanto fácil
y relumbrón..., mientras faltan cabezas, plumas, ¿y ganas? para hincarle el
diente a temas tan urgentes como el propio Estatuto, un Gobierno regional que
realmente gobierne y la elaboración de fórmulas que permitan desde la revitali-
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zación de la moribunda Asamblea de Parlamentarios hasta la participación de
fuerzas políticas y sociales que hoy no se sienten identificadas con la descon-
certante apatía que veían por las dependencias de la DGA». Y termina así el se-
gundo editorial: «...reclamamos, pues, que cada cual asuma su responsabili-
dad. La de la Diputación General de Aragón es hacer el Estatuto de Autonomía.
Cuanto antes. Ya».

Aun en ese apretado diciembre de 1978, en el número 196, escribe «Javier
Mijares» (pseudónimo de Pablo Larrañeta) advirtiendo de «la muestra de insoli-
daridad que supone el enfoque que ahora se mantiene en Cataluña y el País
Vasco» y pide «que no aumenten las excesivas diferencias que separan ya a
unas regiones de otras».

A comienzos de enero de 1979, número 199, Joaquín Ballester, que me suena
a pseudónimo cuyo autor no recuerdo, urge: «se hace imprescindible empren-
der la tarea de diseñar el Estatuto de Autonomía de Aragón, so pena de ver re-
trasado el proceso de transferencias y de conducir a éstas, caso de que se lle-
varan a cabo, a una peligrosa vía muerta». 

ELECCIONES Y PESIMISMO ACTIVO

Ya en plena campaña para las elecciones de marzo de 1979, en el número 206
se ofrecen, bajo el epígrafe A por el Estatuto, dos apretadas páginas con las
opiniones de ocho políticos de izquierda. Casi todo son denuncias y pesimismo
por las muchas limitaciones. Así mientras Ramón Sáinz de Varanda (PSOE) es
partidario de ir «hacia una autonomía efectiva en la que no sólo hable el PSOE»,
Jesús Delgado (independiente en listas del PCE) asegura que «la táctica del
PSOE en la DGA ha sido errónea», Paco Polo (PTE) insiste en que «es impres-
cindible el compromiso autonomista para conseguir el estatuto», Emilio Gastón
(PSA) cree que «hay que unirse con otras regiones para lograr una autonomía
favorable», José Ignacio Lacasta (MCA) cree que «la autonomía tiene un techo
constitucional», Manuel Pardos (IR) opina que «con la monarquía no puede ha-
ber autonomía», Fernando Gimeno opina que «sin consenso ya estaríamos en
el camino del Estatuto» y, en fin, José Luis Ansó (LCR) ve que «existe el peligro
de un aragonesismo sin contenido de clase».

A comienzos de julio de 1979, en el número 225, se editorializa (Para Navidad,
Estatuto): «No hay que regatear ningún esfuerzo para que en la elaboración del
Estatuto participen todas las fuerzas políticas presentes en Aragón; y no sólo
eso, sino estudiar además las vías para dar audiencia al más amplio abanico de
fuerzas sociales, culturales y de todo orden. Si la participación de la población
se reduce al voto, nos tememos que hay pocas esperanzas de conseguir la
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autonomía, al menos en su grado máximo, como todos o casi todos dicen pre-
tender. El proceso que va a comenzar es una ocasión excepcional para dina-
mizar la conciencia regional, que hoy por hoy está más bien aletargada... Que
nadie piense que sólo con pactos de rebotica va a funcionar el invento». En el
mismo número Pablo Larrañeta, que asegura que «la DGA quiere llevar la ini-
ciativa» y «ratifica su compromiso de lograr el máximo grado de autonomía po-
sible», ofrece un cuadro con la normativa constitucional, Así se hace un Esta-
tuto. Y a fines de ese mes de julio, número 228, un nuevo editorial (Átate los
Estatutos) se plantea que «en una región fuertemente desequilibrada, y con la
mitad de su población residiendo en Zaragoza, no se puede olvidar ni la estre-
cha relación que hay entre democracia y representación proporcional, ni que
una sola ciudad no puede tener tanto peso en la toma de decisiones como todo
el resto de la región», y se advierte: «antes de que se llegue a redactar definiti-
vamente el Estatuto de Aragón, bueno será recordar una vez más que nacería
muerto si no contara con el aliento y el apoyo popular». 

UN RETO AL DESENCANTO

Ya en septiembre, número 234, se editorializa (Un reto al desencanto): «El Es-
tatuto es un instrumento político para el presente y para el futuro. Nadie con-
vencerá a la escéptica gente de esta tierra de que la autonomía es una panacea
que resolverá automáticamente problemas o compensará arraigadas frustra-
ciones... La organización autonómica de este territorio será, al igual que lo es el
Estado, un campo de enfrentamiento y de choque entre grupos e intereses
sociales, y al futuro habrá que remitir la consecución de un Aragón libre». En el
mismo número explica Larrañeta cómo son «los Ayuntamientos, protagonistas
del proceso hacia el Estatuto», al decidirlo así un polémico pleno de la DGA de
1 de septiembre, tras el cual ésta «recomendó expresamente a todos los ayun-
tamientos y a las tres diputaciones provinciales que adopten «en el menor pla-
zo posible los correspondientes acuerdos de iniciación del proceso autonómico».
Desde que el primer ayuntamiento se lance al ruedo –cosa que no había ocu-
rrido en el momento de cerrar esta edición– empezarán a correr los seis meses
que prevé la Constitución para que la iniciativa autonómica tenga éxito». 

LA UCD Y TERUEL SE DESCUELGAN

La alarma suena cuando a mediados de diciembre, número 248, se editorializa
(Chantaje a la autonomía) denunciando la situación de la provincia de Teruel,
donde «sólo el diez por ciento de los ayuntamientos –los que controla la
izquierda– han tomado el acuerdo; en cambio, todos los demás –aquellos en
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que tiene mayoría la UCD– y la propia Diputación Provincial siguen sin dar el
paso adelante», lo que evidentemente supone una gran presión: «sólo si se ga-
rantiza una composición de las futuras Cortes de Aragón con representación
igualitaria de las tres provincias... se tomarían los acuerdos». El periódico argu-
ye que si bien «una regla básica de la democracia es que un hombre es un
voto»... «nunca hemos defendido que deba haber siete veces más represen-
tantes en las Cortes de Aragón de una provincia que de otra, aunque ésta sea
–nos guste o no– la relación que hay entre el número de sus habitantes. Pero
entre una postura extrema y otra existe el suficiente número de soluciones in-
termedias como para que la negociación sensata y responsable permita llegar
a un acuerdo aceptable para todos». 

Poco después, número 250, José Ramón Marcuello (Ahora, el Estatuto) de-
nuncia el escaso autonomismo de UCD y el exceso de protagonismo del PSOE:
«Unos y otros fueron cómplices del destierro de los partidos del coto privado de
la DGA y ahora intentan enmendar rápidamente la plana. Si las cosas no salen
bien, en buena parte la culpa –que también era hora de decirlo– será de am-
bos». El propio Marcuello afirma en el número siguiente (número 250, El Esta-
tuto, cada vez más difícil) que «1979 se va a cerrar con los nubarrones del
Estatuto de Autonomía preñados de negrura», planteando que «la única espe-
ranza está en la cordura de unos y otros», es decir, en que UCD reconsidere la
postura de sus alcaldes en Teruel, PSOE su excesivo protagonismo... y los par-
tidos extraparlamentarios sus pretensiones: «es verdad que no puede admitirse
que se les llame sólo para empujar el carro, pero también es verdad que el 
1-M fue el que decidió el actual estado de cosas». 

Por eso el editorial de fines de enero de 1980 (número 254, Un espeso cabreo)
llega a decir sansonianamente: «si hay que elegir entre una autonomía a la me-
dida de UCD o la pura y simple desaparición de la DGA para volver a empezar
dentro de cinco años, la izquierda debe elegir lo segundo: salvar la autonomía
es impedir que la secuestren sus enemigos». En el mismo número Lola Cam-
pos hace un amplio repaso a la situación: «La decisión del Comité Ejecutivo
Nacional de UCD de reconducir los procesos autonómicos por la vía lenta y res-
tringida del artículo 143 de la Constitución ha hecho cambiar la postura de los
ucedistas aragoneses que, hasta antesdeayer juraban y perjuraban ser acérri-
mos partidarios de la vía más amplia del artículo 151». De poco van a servir los
planteamientos, sostenidos, del resto de partidos parlamentarios o no (un buen
grupo de éstos en huelga de hambre como protesta). 

Como la propia Campos dice, «la solución el próximo día 29 de febrero, fecha
en que concluye el plazo de seis meses previsto por la Constitución para que
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se pronuncien los ayuntamientos». Marcuello recoge opiniones de los partidos
de izquierda, reconociendo que la decisión de UCD «ha supuesto un duro gol-
pe, para los aragoneses en general y para los partidos auténticamente autono-
mistas en particular», y destaca en un gran recuadro unas declaraciones del al-
calde socialista de Zaragoza, Ramón Sáinz de Varanda, mostrando una postura
«clara e inflexible: o se va por la vía del artículo 151 desechando la representa-
ción igualitaria de las tres provincias, o nada». Y en el número siguiente escribe
de nuevo Marcuello (El Carnaval de la Autonomía. Lo que San Jorge nos pro-
metió, San Valero nos lo quitó), resumiendo los tres actos del drama: «la farsa
de UCD», «la ingenuidad de la izquierda» y... «la opción numantina»; estos
«otros, claro, siguen proclamando que el pueblo unido funciona sin partidos. La
clave está, evidentemente, en quién une previamente al pueblo». 

LA AUTONOMÍA DEL 143

De nuevo aparece la sesuda firma de Antonio Embid analizando los principales
problemas de La autonomía del 143, cuya clave está en las competencias a re-
cibir, enumeradas taxativamente en el artículo 148 de la Constitución y aun esas
no automáticamente transferidas sino que se «podrán asumir» y ello con nu-
merosas restricciones y de modo marginal: «Baste decir que no existe la más mí-
nima referencia a cuestiones de expropiación, enseñanza, funcionarios, orden
público, prensa... y que las alusiones al desarrollo económico y al régimen local
son anecdóticas». Por otro lado y ante la situación de tensión y violencia (diez
muertos por ella en la anterior semana), Embid cree que está en peligro no sólo
la autonomía sino incluso la democracia. 

La crónica de las semanas siguientes se recrudece. Plácido Díez sigue con la
crónica de las tensiones (Llueven palos de ultras y ucedeos, número 256) y
anuncia (número 258), que «las tres capitales de provincia, a falta de confirmar
Huesca, van a decir 151 veces que no al artículo 143». El editorial de este mis-
mo número concluye duramente: «¿A quién le importa de verdad esta Dipu-
tación General?». No podemos reproducir todos los lamentos ante la situación.
Son unos meses de desazón, de frustración profunda para la izquierda, derro-
tada en sus aspiraciones autonomistas. La recomposición de una moral hundi-
da se produce a comienzos de enero de 1981, cuando, informa Lola Campos
de nuevo (Por ahora se entienden, número 304), una reunión de partidos (UCD,
PSOE, PCE, AP y PAR) llega a unos mínimos acuerdos de funcionamiento y
programa. 

Pero los acontecimientos burlan esas tímidas esperanzas. Tras el intento de gol-
pe de Estado del 23 de febrero de 1981 apenas se conmemora dos meses
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después el día de San Jorge. El senador por Zaragoza J.A. Biescas (número 318,
fines de abril), en unas sensatas Reflexiones en torno a la autonomía aragonesa,
tras señalar «el estado particularmente insatisfactorio en que se encuentran los
procesos autonómicos», concluye: «Sin embargo, la construcción del Estado
de las autonomías aparece hoy indisolublemente ligada a la consolidación de la
democracia en España, y en Aragón es un reto a largo plazo al que sólo podrá
hacerse frente con un esfuerzo conjunto... [y] un mayor esfuerzo para diseñar
una política lo más unitaria posible y que sea capaz de ilusionar nuevamente al
pueblo aragonés». Un mes más tarde los acuerdos en la Mesa de Partidos se
califican de «bajada de pantalones» para la izquierda (Lola Campos, número 323)
a la vez que E. Sáenz del Pozo califica el informe sobre el Estado de las auto-
nomías de García de Enterría de razonable y claro, preguntándose por las ra-
zones y falta de mesura hasta entonces. 

LA RECTA FINAL

La recta final de esta larga y acerada carrera se perfila en el artículo de Luis
Granell sobre El Estatuto de San Juan (número 326, fines de junio de 1981), pac-
tado el día 13 de ese mes en San Juan de la Peña, que se espera sea presen-
tado antes del 1 de julio en el Congreso de los Diputados. La Asamblea de 
Diputados (en la que Bolea se desmarcó de su partido, UCD, e Hipólito Gómez
de las Roces se manifestó mucho más autonomista que el suyo, PAR), afirma
Granell, «puso en evidencia, una vez más, la mediocridad que caracteriza la po-
lítica aragonesa desde hace tiempo». La crónica de los últimos pasos (Siguen
en sus trece, titula Lola Campos, número 327). 

Finalmente tras la publicación del anteproyecto de Estatuto, apresuradamente
presentado a fines de junio de 1981, Antonio Embid hace un fino análisis
(número 328), calificando su «escasa originalidad» («copia literal de decenas de
artículos») y ofreciendo pocas críticas puntuales, por lo que concluye que «el
proyecto de Estatuto es un texto correcto, técnicamente dudoso en algunos
puntos pero que puede ser aceptable como punto de partida para el debate
parlamentario que acabe cimentando nuestra autonomía». No es esa la postu-
ra de Sáinz de Varanda, alcalde de la ciudad que reúne a la mitad de los
aragoneses, que llega a asegurar en el mismo número que «si este Estatuto se
aprueba tal y como está, será la derrota más grande de la izquierda en Aragón
desde el primero de abril de 1939». 

Granell (Ya tenemos Estatuto, número 329, de mediados de julio) da cuenta del
rifirrafe final en el que, tras los pactos, «con dificultades hasta el último minu-
to»... «la derecha consiguió introducir modificaciones que, si no se reforman en
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el Parlamento, dejarán buena parte del poder regional en manos de unos hom-
bres que, a pesar de que alguno llegó a hacer profesión de fe nacionalista, de-
mostraron con sus enmiendas que ni siquiera son sinceramente autonomistas».
En el mismo número se editorializa (Estatuto, a pesar de todo) asegurando que
«nadie que haya conservado íntegras sus ilusiones autonomistas podrá sentir-
se entusiasmado con el proyecto de Estatuto», a pesar de lo cual «tenemos que
aceptar, resignados, un texto que, realistas, consideramos aceptable para las
condiciones políticas actuales del país y de nuestra región». Y termina así: «Ya
tenemos Estatuto. Ahora tenemos que conseguir la autonomía». En la misma
línea escribe en el número siguiente, 330, J.A. Biescas, que acepta que «el Pro-
yecto de Estatuto es, al menos, el resultado de un compromiso en el que los
partidos que lo han asumido han estado dispuestos a ceder en una parte de su
planteamiento. A la luz de lo ocurrido en estos tres últimos años en Aragón, esto
ya resulta un hecho esperanzador». 

LA HORA DEL PARLAMENTO

Es pues, en efecto, ya la hora del Parlamento. Una hora interminable que glosa
Manuel Contreras (número 358) en junio de 1982 bajo el epígrafe Un estatuto
en el salón de los pasos perdidos. Señala cómo «la fase propiamente legisla-
tiva no comenzaría para el proyecto de Estatuto hasta que es publicado el 
14 de octubre [de 1981] en el Boletín Oficial de las Cortes» y se queja de que,
dado el acuerdo preexistente en Aragón, la ponencia «no tenía por qué haber
llegado hasta el mes de mayo». Sin embargo el proceso se ha acelerado al «pa-
sar en muy poco tiempo de la ponencia a la Comisión Constitucional y, de ahí,
en breve al Pleno del Congreso para su aprobación». Contreras cree que «tan-
to la Ponencia como la Comisión han realizado una plausible labor desde un do-
ble punto de vista: técnico, mejorando aquellos puntos que lo necesitaban a
través de una más depurada técnica jurídica, y “constitucionalizador”», además
de ciertos compromisos políticos que, opina, «favorecerán el buen discurrir y la
eficacia de una autonomía para la región aragonesa que, ahora sí, por fin, pue-
de decirse que ha logrado salir del salón de los pasos perdidos». 

Pero «Andalán» parece ya desinteresarse de ese proceso final. No se recoge en
la agenda de los quince días correspondientes, en el 10 de agosto la sanción
de la nueva Ley, y apenas una broma de Labordeta sobre una muñeca con la
bandera cuatribarrada que comprara en Caspe en un tenderete de izquierdas y
lleva en el coche. Una de sus hijas, nada más empezar el viaje le dice siempre,
sistemáticamente: «Papá, recoge la Autonomía, que me marea»...
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Un proceso que todavía sigue abierto
José Luis Trasobares 

La aprobación y entrada en vigor, hace veinte años, del Estatuto de Autonomía de
Aragón constituyó el hito esencial de un proceso político complejo y contradicto-
rio, cuyo banderazo de salida podríamos situar en 1976 y que, según todos los
indicios, todavía no ha concluido; un proceso que cabe denominar histórico, pero
que, en mi opinión, no puede ser analizado sin tener en cuenta su titubeante de-
sarrollo, sus tropiezos y el hecho de que, sin poder decir que haya llegado a su
término, tampoco ha logrado satisfacer del todo a sus teóricos beneficiarios: la
ciudadanía aragonesa. Aquel Estatuto formó parte de esa gran operación de re-
forma y regeneración política que denominamos Transición. Fue, en consecuen-
cia, un logro democrático, un extraordinario avance; sin embargo, atrapado en los
imponderables de aquella época de transacción y componenda, resultó ser para
muchos aragoneses una especie de traje de confección en el que nunca se sin-
tieron cómodos del todo, ni siquiera cuando fue reformado en 1996. Muy pocos
en esta Comunidad nuestra renunciarían hoy a la autonomía pero muchos se ne-
garían a identificarse plenamente con su situación actual. Que no todo está re-
suelto y en su sitio al cabo de veinte años lo demuestran detalles tan significativos
y comentados como el hecho de que ningún presidente de Aragón haya logrado
repetir mandato, o que la sucesión de presidentes habida durante la preautono-
mía y la autonomía «estatutaria» haya llevado al puesto de mando de la DGA a nu-
merosos ex presidentes de Diputación Provincial, lo cual sólo se puede interpretar
como un síntoma de prolongada debilidad del espacio político regional y su su-
bordinación durante demasiado tiempo al ámbito institucional local y provincial,
que hasta hace muy poco aparecía mucho más potente y consolidado.

EL CALENDARIO Y SUS CONDICIONANTES
La preautonomía aragonesa nació desde un consenso general de todas las
fuerzas políticas (marzo de 1979), pero el impulso descentralizador provenía
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básicamente de la izquierda. Las fuerzas progresistas habían rescatado de la
memoria el proyecto estatutario de 1936 e incluso habían vuelto a Caspe cua-
renta años después (en 1976, con la transición todavía muy verde) para conme-
morar aquella propuesta truncada por la guerra civil. El 23 de abril de 1978 la
primera gran manifestación por la autonomía que recorrió las calles de Zarago-
za fue también un acto de clara inspiración izquierdista. En aquellos momentos
la UCD (encarnada en un Juan Antonio Bolea que presidía con entusiasmo la
primera DGA) estaba por la labor siempre y cuando mantuviese el proceso bajo
control; mientras que el PAR, pese a su indudable voluntad aragonesista, toda-
vía tenía claras dificultades para trabar un discurso autonomista coherente (has-
ta muy poco antes Hipólito Gómez de las Roces todavía mantenía su proyecto
de mancomunar las diputaciones provinciales). La división política iba a estallar
a la hora de la verdad, cuando llegó el momento de situar a la Comunidad en
las vías descentralizadoras previstas en el título VIII de la Constitución. En ese
crucial instante la aspiración de que Aragón se situara en línea con las nacio-
nalidades históricas quedó frustrada por orden de la dirección central de UCD.
Fue el primer y decisivo tropiezo.

Bastantes años después, cuando a José Ángel Biel, que desde la UCD turo-
lense jugó un papel esencial a la hora de reconducir la autonomía aragonesa
por la vía del artículo 143, se le ha sacado a relucir aquel acontecimiento suele
explicar muy sereno que tal circunstancia fue inevitable dada la situación políti-
ca. No le falta razón: a partir de 1979 la Transición caminaba entre constantes
amenazas involucionistas, la jovencísima Constitución no acababa de ser bien
recibida en muchos cuartos de banderas. Y así, por exigencias del guión, las
secuencias del proceso autonómico aragonés habrían de trenzarse con aque-
llas otras que culminaron en el intento de golpe de Estado del 23-F. Las crono-
logías son bien elocuentes: entre finales de 1979 y el inicio de 1980 se malogra
el intento de convertir Aragón en una Comunidad «de primera», en abril de 1980
el PSOE deja la DGA (donde compartía la gestión con la propia UCD) en pro-
testa por este cambio de vía, el 23 de febrero de 1981 Tejero entra disparando
en el Parlamento, el 9 de marzo del mismo año Gaspar Castellano sustituye a
Bolea como presidente preautonómico. En un año más la UCD, mayoritaria en
Aragón, había de venirse abajo perdiendo las elecciones generales. En ese mis-
mo lapso fue cuando precisamente se elaboró y entró en vigor (septiembre de
1981) nuestro Estatuto de Autonomía, redactado en una situación paradójica
bajo la égida de un partido en decadencia que muy pronto entraría en coma.
Malas coyunturas.

Esos momentos decisivos del proceso autonómico no sólo pagaron el peaje de
un calendario lleno de agobios y sobresaltos, también hubieron de superar la
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inmadurez política de muchos líderes sociales y creadores de opinión aragone-
ses, tanto de la derecha como de la izquierda. Es curioso comprobar cómo,
hace veinte años, mucha gente relevante se creía obligada a rebozar y matizar
sus declaraciones a favor de la autonomía con adhesiones inquebrantables a la
unidad de España. En realidad aquello era perfectamente innecesario porque
¿quién iba a pensar que el autonomismo de los aragoneses hubiese de dege-
nerar en algún tipo de independentismo? Sin embargo esas excusas no pedi-
das se prodigaron entonces en los medios de comunicación, sacando a la luz
una notoria inseguridad política. Incluso en vísperas de esa primera gran mani-
festación del 23 de abril de 1978 en «Heraldo de Aragón» aparecían artículos
advirtiendo muy seriamente de que la descentralización de las regiones no sig-
nificaba disgregación de la patria común. Tanta ingenuidad (o ignorancia o mero
conservadurismo) resulta bastante patética al contemplarla retrospectivamente,
pero entonces tuvo un eco significativo en buena parte de la sociedad arago-

67

En la redacción de «Heraldo de Aragón», Santiago Marraco, presidente de la DGA, saluda a
José Luis Trasobares. Están presentes Antonio Bruned Mompeón, Antonio Yarza Mompeón
y Rafael Fernández Ordóñez, en ese momento responsable del Gabinete de Comunicación
del Gobierno aragonés. 1983.



nesa, que asumió consciente o inconscientemente la necesidad de ser «pru-
dentes» en la descentralización para no complicar más la marcha de la transi-
ción y el asentamiento de la democracia. Tal sentido de la responsabilidad his-
tórica fue, obviamente, enfocado de otra forma en las comunidades periféricas
que obtuvieron un rango autonómico superior por razones históricas o, como
en el caso de Andalucía, por el mero peso de la voluntad popular y la apuesta
de sus dirigentes.

EL PESO DE LA «RESPONSABILIDAD»

Hay otro factor esencial si se quiere buscar una explicación al aparente fatalis-
mo con que muchos aragoneses aceptaron mudar la vía autonómica del ar-
tículo 151 al 143; dicho factor es fácilmente identificable al leer o escuchar in-
formaciones de la época: los portavoces de la UCD, pero también especialistas
en Derecho Constitucional y Administrativo, aseguraron que ambos caminos
conducían al mismo lugar, salvo que uno iba en línea recta y el otro daba un pe-
queño rodeo. Incluso había un plazo, cinco años, al término del cual todas la
comunidades tomarían el mismo café en la mesa del autogobierno. Este equí-
voco tuvo su efecto, particularmente en los ámbitos sociales más conservado-
res, donde se interpretó que sería mejor tomarse la descentralización con cal-
ma y preparar bien la asunción de competencias para evitar que la precipitación
condujera al fracaso.

Los llamamientos a la responsabilidad siempre han tenido una gran éxito en
Aragón y han sido aceptados una y otra vez en el seno de los partidos políticos
mayoritarios, especialmente si provenían (los llamamientos) de la dirección cen-
tral de su organización o, mejor todavía, de sus compañeros instalados en el
Consejo de Ministros. Es significativo que un año después de entrar en vigor el
Estatuto la primera DGA plenamente autonómica fuera gobernada por socia-
listas, provenientes además del PSA, a los que se suponía partidarios de un
autogobierno efectivo; sin embargo dicha Administración actuó asímismo con
enorme prudencia, evitó cuidadosamente toda fricción con el Gobierno central
(también socialista) e hizo una demostración de solidaridad inter-territorial, tan
inusual como inocente, al mantener una absoluta transparencia en los datos so-
bre la renta per cápita en Aragón que dejó a nuestra Comunidad fuera de los
Fondos Europeos del Objetivo Uno. Obviamente otras regiones españolas o del
resto de Europa jamás fueron tan «responsables» y cuidaron sus intereses por
encima de todo. Resulta asimismo muy revelador que en enero de 1985 el mis-
mo Gobierno autonómico de Marraco firmase con la Administración central,
encarnada por el entonces vicepresidente Alfonso Guerra, un protocolo ¡dando
por cerrado el proceso de transferencias!
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Casi todos los que participaron en el parto de la autonomía aragonesa han afir-
mado en declaraciones posteriores que aquél fue un acto que combinó utopía
y realidad. Está claro que la realidad se impuso con un peso aplastante y que
cuando se precipitó sobre los utópicos los desarboló con enorme facilidad.
Pese a todo ésta ha sido una de las comunidades españolas en las que de for-
ma más rotunda y masiva se ha luchado y se lucha por el autogobierno. Las
manifestaciones de finales de los años setenta se reeditarían en los noventa y
sus ecos nos han alcanzado reflejándose en las enormes manifestaciones de
masas vividas al inicio del nuevo siglo en la lucha contra el trasvase del Ebro.
Esto no es casualidad y en mi opinión ilustra la persistencia en el pueblo de un
resabio utópico que la mayoría de los políticos abandonaron hace ya tiempo.

COMUNICACIÓN Y PENSAMIENTO ARAGONESISTA 

Los medios de comunicación aragoneses han sido por su parte una presencia
irregular en este proceso autonómico. Jugaron un papel importante antes in-
cluso de 1976, cuando apostaron fuerte en la movilización de la opinión públi-
ca en contra de los primeros proyectos para trasvasar aguas del Ebro. Pasaron
por un momento de desconcierto en el instante clave de definir la vía auto-
nómica y de poner en marcha el Estatuto. Acompañaron luego e incluso lideraron,
la recuperación de la conciencia autonomista al inicio de los años noventa. Sin
embargo lo que podríamos denominar «pensamiento aragonesista» no ha co-
nocido ningún período de efervescencia tan intenso como el que en los años
setenta tuvo su reflejo en las páginas del semanario «Andalán» y en la produc-
ción de estudios y análisis en profundidad procedentes de organizaciones so-
ciales o de medios de comunicación de masas (véanse las campañas de «He-
raldo de Aragón» sobre la economía aragonesa o los regadíos). En los últimos
veinte años se han exprimido más allá del límite las ideas y estrategias produci-
das y difundidas en los años setenta (incluyendo todos los errores, que no fue-
ron pocos) y las nuevas aportaciones se han concentrado obsesivamente en los
aspectos económicos y técnicos (macroeconomía, infraestructuras, vectores
de desarrollo, formación, etcétera).

Con sus luces y con sus sombras, éste ha sido, como se ha dicho al principio,
un proceso complejo y bastante vertiginoso. Creo que fue en 1979 cuando tuve
la satisfacción de colaborar brevemente en la puesta en marcha del Gabinete
de Comunicación de la DGA, entonces todavía en su etapa preautonómica. En
aquel momento el embrión del Gobierno aragonés se asentaba en dependen-
cias cedidas por la Diputación Provincial de Zaragoza y el núcleo duro de su
«aparato» estaba instalado en los sótanos del edificio. Recuerdo cómo los
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miembros de la Delegación Aragonesa en la Comisión Mixta de Transferencias
viajaban a Madrid en un Renault-5 propiedad de Luis Marquina, primer director
general de Cultura, e iban y venían en el día, comiendo sobre la marcha en res-
taurantes populares. Fueron situaciones impensables hoy en día, cuando la Ad-
ministración autonómica aragonesa incluye decenas de miles de funcionarios y
presupuesta miles de millones de euros cada año.

Veinte años después Aragón no puede ni debe renunciar a seguir profundizan-
do en su autogobierno hasta lograr el mejor nivel de autonomía real y los re-
cursos financieros más adecuados para gestionarlo. Los aragoneses tienen de-
recho a querer más, a exigirse y exigir a sus representantes políticos un puesto
más significado en el concierto político español y una línea estratégica que iden-
tifique los intereses comunes de nuestra Comunidad para conseguir verlos sa-
tisfechos. Sin duda alguna esta intensa movilización contra el trasvase del Ebro
que se está produciendo hoy, al hilo del veinte aniversario del Estatuto, es una
prueba de que Aragón tiene mayores aspiraciones y que no renunciará a con-
seguirlas; esa lucha trasciende el conflicto hidráulico para ser el cauce, tanto
real como simbólico, por el que fluye potente la inconformidad de una ciudada-
nía que no se resigna a la «segunda división» autonómica.
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El anteproyecto de Estatuto 
del Colegio de Abogados 

Francisco Javier Hernández Puértolas 

El 28 de noviembre de 1975, apenas una semana después de la muerte de
Franco, era elegido decano del Real e Ilustre Colegio de Abogados de Zarago-
za Ramón Sáinz de Varanda y él y los demás miembros de la Junta de Gobierno
entonces elegidos tomaron posesión de sus cargos el 23 de enero de 1976. 
Ya en la elección había influido el ambiente social y político de la época que en
buena medida iba también a condicionar la gestión de la nueva Junta de Go-
bierno. Aunque hayan pasado veinticinco años los que tenemos edad para ello
recordamos las circunstancias políticas y las esperanzas y temores de aquel
tiempo. 

Salvo los más recalcitrantes, que ciertamente no eran pocos y además tenían
en sus manos todos los resortes del poder aunque sin legitimación alguna, la
inmensa mayoría de la población española, como demostraron las elecciones
de 15 de junio de 1977, deseaba en forma más o menos consciente que la lla-
mada democracia orgánica, eufemismo con el que la dictadura se denominaba
a sí misma, fuese sustituida por un sistema político democrático en el que es-
tuviesen garantizados los derechos y libertades fundamentales y en el que los
poderes públicos fuesen elegidos por el pueblo. En suma existía una aspiración
muy mayoritariamente sentida de que España se dotara de un sistema político
democrático similar al del resto de los países occidentales, respecto de los que
entonces éramos una excepción chirriante. 

Junto a la aspiración democrática surgió o resurgió en toda España, y Aragón
no fue una excepción, un sentimiento regionalista, nacionalista o autonomista.
No voy a entrar aquí a definir los conceptos que tales palabras significan ni so-
bre sus interminables matizaciones. Han corrido ríos de tinta sobre ello. En esta
brevísima introducción, que sólo tiene por finalidad enmarcar históricamente lo
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que luego se expondrá, se trata solamente de recordar que en los últimos años
de la dictadura y primeros de la transición la población aragonesa tomó con-
ciencia de que Aragón era una entidad con historia propia y con señas de iden-
tidad propias y que era deseable que los aragoneses se dotasen de un poder
político también propio. Es lo cierto que respecto de la definición, extensión y lí-
mites de ese poder político existían toda clase de opiniones. Pero no es menos
cierto que a la aspiración democrática se unía, con igual fuerza, la aspiración
autonomista. 

En esa misma época de final de la dictadura y principio de la transición la
ausencia de cauces democráticos normales hacía que determinadas entidades,
como los colegios profesionales y muy especialmente los colegios de Aboga-
dos, jugasen un papel estrictamente político que ni legal ni conceptualmente 
les correspondía. Esta actuación política, que los colegios compartían con otras
entidades culturales, religiosas u otras, era absolutamente legítima ante la
ausencia, como he dicho, de otros cauces democráticos de expresión y repre-
sentación. 

Así pues, aspiración democrática, sentimiento autonomista y conciencia de la
necesidad y conveniencia de la intervención colegial en la vida pública estuvie-
ron en el origen del acuerdo de la Junta de Gobierno de constitución de una
Comisión que redactase un anteproyecto de Estatuto de Autonomía de Aragón.
Dicha Comisión desarrolló sus trabajos en la segunda mitad de 1976 y la pri-
mera de 1977. Fue ese un período especialmente convulso de nuestra historia
en el que no estaba nada claro que las aspiraciones democráticas llegasen a
buen término. Las ilusiones coexistían con temores e incertidumbres. Y en todo
caso, a efectos de lo que aquí interesa, los redactores del anteproyecto no te-
nían ninguna referencia a un texto constitucional. Cuando las Cortes surgidas
de las elecciones del 15 de junio de 1977 comenzaron los trabajos de redac-
ción del texto de la vigente Constitución el anteproyecto a que nos estamos
refiriendo estaba ya terminado. Por ello la regulación que se hace en el mismo 
de los derechos y libertades individuales y colectivas y de sus garantías, de las
competencias exclusivas y compartidas de la Región Autónoma (pues así se la
denomina), las relaciones con el Estado y en general todo el texto, obedecen a
antecedentes históricos, elemento fundamental para los redactores, y a la idea
de que la pérdida de personalidad jurídicopolítica había convertido a Aragón en
una entidad subdesarrollada y colonizada al no poder administrar sus recursos
ni decidir sobre sus intereses. 

Pues, en efecto, ese fue el sustrato ideológico del texto que comentamos. El
acceso a un poder político regional, representado por instituciones democráticas
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pero recuperando otras históricas como el Justicia, habría de permitir, no sólo
la garantía de los derechos individuales sino también la devolución a los arago-
neses de facultades de decisión sobre sus recursos naturales y sobre sus inte-
reses. Con ello se hacía posible invertir la tendencia hacia la despoblación, 
la decadencia y el subdesarrollo. Estas ideas básicas están expuestas en un
artículo de Sáinz de Varanda publicado en el boletín colegial de 1 de septiem-
bre de 1977. 

El anteproyecto de Estatuto consta de noventa artículos repartidos entre un
título preliminar y otros cuatro títulos destinados, respectivamente, a los dere-
chos y libertades, a las competencias de la Región Autónoma y relaciones con
el Estado español y otras regiones autónomas, a los órganos de Gobierno de
Aragón y a la Hacienda regional. 

El título preliminar empieza proclamando en el artículo 1 que «El pueblo arago-
nés, en el ejercicio de su derecho al autogobierno, se constituye en Región
Autónoma dentro del Estado español, con arreglo al presente Estatuto». Aña-
diendo a continuación que el Estatuto tiene rango de norma constitucional del
Estado español. 

Se regula en el mismo título el territorio de Aragón y la condición de aragonés,
que se adquiere al adquirir la vecindad administrativa de Aragón pero que no se
pierde por elegir otra vecindad civil o administrativa fuera de Aragón si se ma-
nifiesta la voluntad de conservar la condición de aragonés. 

El título preliminar continúa estableciendo la edad de dieciocho años para ejer-
citar los derechos de ciudadanía y termina proclamando los principios básicos
del ordenamiento jurídico aragonés, que son: 

–La libertad colectiva y el autogobierno del pueblo y de sus organismos y enti-
dades. 

–La solidaridad social y las libertades individuales compatibles con aquélla y los
derechos económicos y sociales que reconocen en este texto. 

Es de destacar el énfasis que se pone en los derechos colectivos y sociales
que, como se verá a continuación, tienen amplio reflejo en la proclamación y
regulación de derechos que se hace en el título siguiente. 

En efecto, el título I (que consta de treinta y cuatro artículos, más de un tercio
del total) regula los derechos y libertades. El título comienza haciendo una re-
misión a la Declaración Universal de Derechos Humanos, a las declaraciones
universales de los derechos de la mujer y del niño, a la Convención Europea de
los Derechos del Hombre y su protocolo adicional y a la Constitución demo-
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crática del Estado español, entonces inexistente, proclamando que se recono-
cen en Aragón los derechos humanos y libertades colectivas que se proclaman
en dichos textos. 

Viene a continuación el capítulo destinado a las relaciones personales, en el que
se regulan cuestiones tales como la igualdad entre los cónyuges, la igualdad
entre los hijos nacidos dentro y fuera del matrimonio, la disolución del vínculo
matrimonial civil e incluso un artículo en el que se despenalizan los anticoncep-
tivos y se anuncia que el aborto será objeto de regulación legal. Puede consi-
derarse más que dudosa la pertinencia de incorporar tales cuestiones a un Es-
tatuto de Autonomía, pero ha de reconocerse la sensibilidad de los redactores
respecto de la necesidad de derogar o modificar las normas que las regulaban,
cuya obsolescencia, ya entonces, aparecía clara. De hecho prácticamente todo
lo que se regula en este capítulo está, de una forma u otra, recogido en nues-
tro actual Derecho positivo. 

Tras una referencia en el capítulo III a los derechos del joven, se regula en el IV
los derechos de las minorías lingüísticas, aludiéndose a su reconocimiento y de-
sarrollo e incluso a su utilización ante la Administración y los tribunales y a su
cooficialidad en aquellas comarcas y municipios que así lo acordasen. 

Pero con mucho el capítulo más importante de este título es el V, titulado Dere-
chos económicos y sociales, en el que resulta evidente la preocupación de los
redactores por la recuperación y administración autónoma de los recursos de
toda índole de la región. 

Así se proclama que pertenecen al pueblo aragonés el suelo, los recursos na-
turales, los recursos hidráulicos, los energéticos, las minas y los latifundios y te-
rrenos improductivos. Respecto de los recursos hidráulicos, asunto especial-
mente sensible en Aragón en todos los tiempos, el artículo 28, titulado «Control
del agua», prevé su explotación y utilización a través de la creación de un orga-
nismo de administración institucional, constituido democráticamente, dentro del
cual los sindicatos y comunidades de regantes deberían definir y ejecutar su
política de riegos. Se estudiaría asimismo la revisión de todas las concesiones,
aprovechamientos y prioridades existentes. 

Se proclaman el Derecho al Medio Ambiente y se establece un «parón nuclear»
con paralización y desmantelamiento de las obras y proyectos en curso de cen-
trales nucleares. 

Por último se hace una especial referencia a los derechos del agricultor y del
habitante del medio rural, concretados en el acceso a los bienes culturales y de
servicios de una sociedad moderna y a la potenciación de su actividad. 
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El título III termina con el capítulo VI, que regula las garantías de los derechos y
libertades individuales y colectivas, respecto de las que emerge como figura
central el Justicia de Aragón. 

Según el artículo 38 el Justicia habría de ser elegido directamente por sufragio
universal cada cuatro años. El Justicia habría de desempeñar su función me-
diante procedimientos a los que se otorga nombres tradicionales y que se re-
gulan en este capítulo. Así el Decreto de Firma de Derecho o requisito de inhi-
bición a funcionarios o tribunales cuya actuación lesionase o pudiese lesionar
derechos o libertades del pueblo aragonés, o el Decreto de Manifestación de
Personas, especie de habeas corpus para poner bajo la jurisdicción del Justi-
cia a ciudadanos o grupos de ciudadanos aragoneses privados de libertad por
autoridades administrativas o judiciales o particulares. 

También se hace referencia al Derecho de Resistencia, por el cual los ciudada-
nos aragoneses, acogiéndose a la jurisdicción del Justicia, podrían negarse al
cumplimiento de órdenes de autoridades o funcionarios si tales órdenes viola-
sen las libertades individuales o colectivas de los aragoneses. 

El título II regula las competencias de la Región Autónoma y sus relaciones con
el Estado español y con otras regiones autónomas. Este título es el que más
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pone de manifiesto la inexistencia de una Constitución española previa que de-
limitase las competencias del Estado y de las comunidades autónomas como
después se hizo mediante los artículos 148 y 149 y concordantes de la Cons-
titución de 1978. 

El anteproyecto distingue entre dos clases de competencias: aquellas que
corresponden a la Comunidad Autónoma, que aunque no se cita el término ha-
brían de calificarse de exclusivas pues se atribuye respecto de ellas a la región,
la legislación y la ejecución, y aquellas otras que se denominan compartidas y
respecto de las que se otorgaba a la Región Autónoma una «competencia le-
gislativa y reglamentaria para desarrollar las bases que el Estado español esta-
blezca».

No tendría mucho sentido entrar ahora a comparar el texto del anteproyecto en
esta materia con el vigente Estatuto de Autonomía de Aragón. Cabe señalar
que la relación de materias en las que el anteproyecto otorgaba competencias
exclusivas a la Región Autónoma es bastante más corta que la contenida en el
artículo 35 del vigente Estatuto. En cambio llama la atención que se dé tal ca-
rácter al Derecho Civil sin matizar que se trata de aragonés y a la organización
y régimen de los tribunales. 

Entre las competencias llamadas compartidas se incluyen, entre otras, el Orden
Público, la Seguridad Social y la ordenación bancaria. 

En general ha de concluirse que con algunas excepciones, eso sí muy notorias,
la competencia que el anteproyecto atribuye a la Región Autónoma es más
limitada que la resultante del vigente Estatuto de Autonomía. 

Respecto de las relaciones con el Estado y otras regiones autónomas cabe
destacar la posibilidad de regular materias de acuerdo con el Estado a través
de leyes paccionadas, la posibilidad de acuerdos con otras regiones autóno-
mas y la referencia que se hace al Archivo de la Corona de Aragón, que había
de gestionarse mediante pacto entre todos «los países que la integraron». 

A la parte orgánica está destinado el título III del anteproyecto. Después de afir-
marse que el poder en Aragón pertenece al pueblo se establecen los órganos
a través de los cuales es ejercido, que son: las Cortes de Aragón, el Gobierno
regional, los concejos municipales y asambleas comarcales, el Justicia de Ara-
gón, los tribunales de Justicia y cualesquiera otros que puedan ser creados por
ley regional. Ya hemos hablado antes de la regulación que se hace del Justicia
en el anteproyecto y que configura a dicha institución como figura clave en la
garantía de los derechos individuales y colectivos. 
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Con independencia de ello la regulación de las instituciones respeta el esque-
ma clásico que es también el del vigente Estatuto. Las Cortes democrática-
mente elegidas son el órgano legislativo, nombran y renuevan al presidente del
Gobierno, aprueban el presupuesto regional y ejercen el control político sobre
los órganos de gobierno. El poder ejecutivo reside en el Gobierno, cuyo presi-
dente designa a sus miembros. 

El territorio se divide en comarcas cuya enumeración hace el propio antepro-
yecto, desapareciendo a todos los efectos la división provincial, que ni siquiera
se menciona. Ello tiene su reflejo en las normas que regulan la elección a dipu-
tados a Cortes de Aragón a razón de un diputado por cada 25.000 habitantes,
con un mínimo de un diputado por comarca o circunscripción urbana. Se pres-
cinde también de la circunscripción electoral provincial. 

La regulación que se hace del poder judicial es muy somera, si bien en el ar-
tículo 64 se menciona el Tribunal Supremo regional, que «funcionará como últi-
ma instancia en aquellas materias que sean de exclusiva competencia regional,
sin perjuicio de las facultades del Justicia de Aragón». 

El título IV, destinado a la Hacienda regional, contiene diversos principios, algu-
nos de los cuales exceden de dicha materia y tiene contenidos de política eco-
nómica. Destaca en este título el artículo 89, que establece un sistema de pac-
tos entre Aragón y el Estado sobre la «definición concreta de la aportación
aragonesa a la Hacienda del Estado» y otros extremos, que tienen cierta simili-
tud con la regulación contenida en los artículos 48 y 49 del vigente Estatuto en la
redacción dada a los mismos por la Ley Orgánica 5/1996, de 30 de diciembre. 

Como señalaba al principio los trabajos de la Comisión redactora del antepro-
yecto duraron aproximadamente un año y terminaron a mediados de 1977.
Pero durante ese año la historia política española avanzó espectacularmente. 
A mediados de 1976 era imposible aventurar que el 15 de junio de 1977 se iban
a celebrar una elecciones generales realmente democráticas, que las Cortes
surgidas de dichas elecciones se iban a convertir en constituyentes y que ello
iba a propiciar, no sólo el tránsito de un Estado autoritario a un Estado demo-
crático sino también el paso de un Estado rígidamente centralizado a otro en el
que gran parte del poder político se atribuye a las comunidades autónomas. 

En efecto, simultáneamente a los trabajos de las Cortes constituyentes se ce-
lebraban en Aragón asambleas de parlamentarios que culminaron en la celebrada
en Albarracín el 30 de octubre de 1977, que aprobó un anteproyecto de texto del
régimen provisional de la Autonomía de Aragón y mediante RDL 2/1978, de 
17 de marzo, se aprobó el régimen preautonómico de Aragón, que recogía par-
cialmente el contenido de aquel anteproyecto. 
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La situación política había cambiado radicalmente. Ahora sí, la iniciativa política
habría de corresponder en exclusiva a los representantes del pueblo democrá-
ticamente elegidos. Y efectivamente, el proceso constituyente culminó con la
entrada en vigor de la Constitución publicado en el «Boletín Oficial del Estado»
de 29 de diciembre de 1978 y el proceso autonómico aragonés, en su primera
formulación, con la entrada en vigor del Estatuto de Autonomía, aprobado por
LO 8/1982, de 10 de agosto, publicado en el «BOE» de 16 de agosto siguien-
te, cuyo vigésimo aniversario ahora vamos a celebrar. 

Sin duda ante esta nueva realidad política y jurídica los órganos de gobierno del
Colegio de Abogados acordaron prudentemente cesar en toda iniciativa estric-
tamente política. Ya no existía la legitimación moral propia del período anterior.
El decano Sáinz de Varanda expresó la idea en un documento interior: 

Mi opinión sobre todas estas cuestiones es bien clara: mientras ha habi-
do democracia orgánica, el Colegio tenía que intervenir en actuaciones
políticas. No así cuando existe democracia representativa. 

Acorde con tal idea el Colegio no continuó los trabajos relativos al Estatuto de
Autonomía y el texto elaborado no llegó a ser asumido por ningún órgano co-
legial. 

Pero ello no significa que dicho texto haya de ser considerado sólo como una
curiosidad histórica. Por una parte el mismo contenía numerosos preceptos
que, de una forma u otra, se han convertido en Derecho positivo dentro y fue-
ra del Estado de Autonomía. Y por otra parte la decisión de redactar el ante-
proyecto de Estatuto, los trabajos realizados y el anteproyecto mismo, son una
muestra de la sensibilidad de la Abogacía y de sus órganos de gobierno ante
las cuestiones que suscita en cada momento la sociedad en la que, entonces
como ahora, está profundamente inserta y a la que sirve. 
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Gigantes o cabezudos (151 vs 143)
El laberinto aragonés de la iniciativa del proceso autonómico 

y el dictamen del Departamento de Derecho Político 
de la Universidad de Zaragoza

Manuel Contreras Casado

El proceso autonómico aragonés que tuvo lugar entre 1978 y 1982 ha consu-
mido mucha energía de los ciudadanos de esta región (perdón, quise decir na-
cionalidad pero me ha salido inesperadamente la terminología dominante de la
época que estamos recordando): de los que participaron directamente en él y
de los que posteriormente creyeron que merecía la pena estudiarlo y analizarlo.
Como resulta que me encuentro entre quienes contribuyeron con su modesta
aportación –más desde el conocimiento, claro, que como participante directo–
en ambos sentidos, sin que haya caído hasta ahora en la plena melancolía, tien-
do a pensar que el esfuerzo no resultó entonces excesivamente inútil.

Tras aquella primavera de 1978, en que florecieron cien expresiones autono-
mistas por todo Aragón, hubo que esperar a que culminara el proceso español
de transición a la democracia con la entrada en vigor de la Constitución de
1978 para tener un punto de partida, más o menos cierto y sólido, con el que
empezar a pensar que la autonomía podía llegar a ser algo más que un excla-
mación reivindicativa.

Siguiendo el ejemplo de las comunidades que, aprovechando las facilidades
que les otorgaba la Disposición Transitoria Segunda CE, habían iniciado y con-
sumado con prontitud sus procesos autonómicos, en Aragón se planteó tem-
pranamente la posibilidad de iniciar los trámites constitucionalmente previstos
para formarse como Comunidad Autónoma. El problema residía, sin embargo,
en que, a diferencia de aquellas comunidades, Aragón debía aclarar previa-
mente a través de cuál de los procedimientos constitucionalmente establecidos
decidía caminar hacia la autonomía. Arduo dilema pues, como es sabido, nues-
tra Constitución distinguía, al menos básicamente, entre un procedimiento ordi-
nario (artículo 143 CE y concordantes) que permitía llegar hasta un limitado nivel
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competencial (artículo 148 CE) y otro especial (artículo 151 CE y concordantes)
que consentía adquirir un superior volumen de competencias y aseguraba una
determinada organización institucional (Gobierno, Asamblea Legislativa) para
conformar convenientemente el autogobierno alcanzado. Claro que una cosa
eran los caminos para la autonomía que la Constitución abría y otra los que po-
líticamente se iban a considerar transitables para los demás territorios.

El problema radicaba en que, al menos desde el otoño de 1979, tanto el
Gobierno como la Unión de Centro Democrático (UCD) tenían bastante clara su
decisión de «racionalizar» la construcción del Estado autonómico, o lo que es
lo mismo, de impedir el desarrollo de la tendencia mostrada en algunas otras
regiones de seguir también por la vía del artículo 151 CE para acceder al auto-
gobierno. Consecuentemente pusieron en marcha la operación conocida como
el «giro autonómico», que pretendía frenar esa expansión de la vía excepcional
a la autonomía y reconducir todos los procesos autonómicos pendientes por la
vía del artículo 143 CE (incluyendo el caso andaluz, que terminaría en uno de
los mayores fracasos políticos del Gobierno y la UCD). Tal esfuerzo «racionali-
zador» afectaba de lleno a Aragón, que se encontraba, a la sazón, desarrollan-
do la fase de la iniciativa autonómica.

Los inicios del proceso autonómico aragonés –entendiendo por tal, en sus jus-
tos términos, el conjunto de actuaciones que tienen por objeto hacer efectivo el
ejercicio del derecho a la autonomía que reconoce el artículo 2 CE, conforme a
los procedimientos establecidos por el título VIII de la CE– habían sido conflicti-
vos desde la misma iniciativa de los entes locales en varios sentidos. Por un
lado el Ayuntamiento de Zaragoza, dominado por una mayoría de izquierda y 
a cuyo frente se encontraba la inolvidable figura de Ramón Sáinz de Varanda,
había planteado ya en junio de 1979 la necesidad de ir hacia la autonomía más
amplia por la vía del artículo 151 CE frente a la indeterminación del ente pre-
autonómico (Diputación General de Aragón), que intentaba controlar las iniciati-
vas autonómicas. Por otro a finales de agosto de ese mismo año un conjunto
importante de ayuntamientos turolenses gobernados por la UCD y a iniciativa
de José Á. Biel y Román Alcalá, habían planteado su negativa a la adopción de
los acuerdos de iniciativa autonómica mientras no se les garantizase la acepta-
ción, en el futuro Estatuto de Autonomía, de la igualdad de representación de
las tres provincias aragonesas en las Cortes autonómicas 1.
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Desde estos presupuestos los entes locales aragoneses se lanzaron abierta-
mente a tomar acuerdos de iniciativa autonómica en septiembre de 1979 –aun-
que ahora sabemos que las primeras iniciativas (Molinos, Canal de Berdún,
Lécera, Trasmoz, etc.) fueron ya adoptadas en agosto– de manera que a finales
de año esta fase del proceso autonómico se encontraba muy avanzada (de
hecho en las provincias de Huesca y Zaragoza ya se habían superado los re-
quisitos exigidos por el artículo 151.1 CE), a falta de los ayuntamientos turolen-
ses ucedistas, que seguían condicionando la adopción de los acuerdos al com-
promiso de la representación igualitaria provincial en la futura Asamblea Legislativa
aragonesa.

Naturalmente, en consonancia con sus acuerdos previos, el Ayuntamiento
zaragozano, según acuerdo tomado el 15 de noviembre de 1979, había solici-
tado la autonomía por la vía del artículo 151 CE. Más exactamente el punto 3.º
de la moción aprobada en esa fecha por el pleno municipal zaragozano expre-
saba su voluntad de «promover a los efectos de los artículos 151 y 152 de la
Constitución la autonomía de Aragón, declarando la Corporación la necesidad
de la más inmediata consecución de la aludida autonomía. A tal fin, se dirigirá
testimonio del presente acuerdo a los efectos del cómputo de número de Cor-
poraciones y de población por los mismos representados según lo previsto en
los mencionados preceptos constitucionales» 2.

Y así estaban las cosas cuando apareció en escena el «giro autonómico» al que
aludimos anteriormente. La decisión política de UCD y del Gobierno, muy ale-
jada de las pautas de consenso que habían arbitrado nuestro proceso consti-
tuyente, condujo los procesos autonómicos en marcha hacia un laberinto polí-
tico del que difícilmente se podría salir sin alcanzar un gran pacto estatal entre
las más importantes y representativas fuerzas políticas, algo que por entonces
ni siquiera era posible atisbar en el horizonte político.

Además el panorama se complicó enormemente cuando el Gobierno quiso
completar su obra política de reconducción de los procesos autonómicos con
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alguna medida de orden jurídico que ayudara a articular su nueva propuesta y
que se materializó en una peregrina regulación de la iniciativa autonómica de los
entes locales introducida en la Ley Orgánica reguladora de las distintas moda-
lidades de referéndum, que por aquel entonces se tramitaba parlamentaria-
mente en las Cortes.

En este orden de cosas parece fuera de toda duda la especial importancia que
revistió en aquellos momentos la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, sobre
regulación de las distintas modalidades de referéndum (LOR), con su incidencia
decisiva en el desarrollo de algunos procesos autonómicos. El motivo proviene
de que nuestro texto constitucional, ni en su artículo 143 ni en su artículo 151,
exigían a los municipios que, al momento de solicitar la iniciación del proceso
autonómico, señalaran expresamente la vía que deseaban se siguiera para la
formación de la Comunidad Autónoma. Pues bien, la Ley Orgánica de referén-
dum, a la hora de regular el procedimiento de referéndum autonómico de ini-
ciativa previsto en el artículo 151 CE, estableció en su artículo 8.1 que los
municipios que desearan seguir la vía del artículo 151 debían hacer constar expre-
samente en su acuerdo dicha voluntad. Esta regulación venía a complicar no-
tablemente los procesos autonómicos en marcha al incidir sobre actuaciones
previsiblemente ya realizadas en cada territorio que aspiraba a la autonomía,
razón por la que el legislador no tuvo más remedio que incluir en la propia Ley
Orgánica una Disposición Transitoria Segunda del siguiente tenor: «A la entrada
en vigor de la presente Ley y a los efectos de la adecuada tramitación de las ini-
ciativas autonómicas previstas en el artículo 8.º de la misma que hubieran co-
menzado antes de dicho momento, se abrirá un plazo de setenta y cinco días
con el fin de que las corporaciones y entes locales interesados puedan proce-
der, en su caso, a la rectificación de los acuerdos en función de los términos de
dicho precepto. Este plazo no implica reapertura ni caducidad de los plazos
constitucionales previstos».

Esta Disposición iba dirigida a facilitar la aplicación del artículo 8 de la LOR
cuando la fase de iniciativa autonómica se hallara ya en curso, pero no conse-
guía evitar la dudosa constitucionalidad del propio artículo 8.1 ya que modifica-
ba de alguna manera la Constitución al introducir un nuevo requisito que no fi-
guraba en el artículo 151 y añadía un nuevo obstáculo a los que ya establecía
el mismo para llegar a la autonomía de primer grado; además si se lee atenta-
mente el artículo 151 CE se debe señalar una clara distinción entre la iniciativa
que corresponde a las corporaciones locales que menciona y la ratificación de
tal iniciativa mediante referéndum: la Ley Orgánica que regulaba sus distintas
modalidades podía y debía regular esta consulta popular pero no invadir la 
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etapa de iniciativa, que era un momento muy diferenciado de su posterior rati-
ficación referendaria. En suma nos encontrábamos ante una medida jurídica
con notables visos de inconstitucionalidad.

Lo cual no fue obstáculo para que la incidencia de la Ley Orgánica de refe-
réndum, como decíamos, fuera especialmente importante en el proceso auto-
nómico de las futuras comunidades autónomas y especialmente en lo que a no-
sotros nos interesa, de Aragón, donde se encontraba todavía mediada la fase
de iniciativa. Como ya hemos señalado ésta la habían comenzado los munici-
pios aragoneses a finales del verano de 1979, de manera que a principios de
1980 –cuando tienen lugar el «giro autonómico» del Gobierno y sobre todo la
entrada en vigor de la Ley Orgánica de referéndum– más de las tres cuartas
partes de los ayuntamientos de las provincias de Huesca y Zaragoza habían
solicitado la apertura del proceso de acceso a la autonomía (los municipios de
la provincia de Teruel seguían inactivos por la particular decisión de los alcaldes
de UCD). Al proceso aragonés le era entonces de aplicación la Disposición
Transitoria Segunda de la Ley Orgánica de referéndum, pero el caso era que el
Ayuntamiento de Zaragoza, con mayoría de población sobre el resto de la pro-
vincia, cuando tomó el acuerdo de iniciativa lo hizo ya expresamente por el
artículo 151 CE, lo cual originaba una situación ciertamente singular pues en
aquellos momentos era verdaderamente difícil decidir si por alguna de las dos
vías se podrían cumplir los requisitos constitucionales.

En estas condiciones el proceso autonómico en Aragón agudizaba cada vez
más la dialéctica 143 vs. 151, como supo agudamente expresar «Andalán» sólo
con una portada, la del número 259 (29 de febrero/6 de marzo de 1980), que
es todo un hallazgo de grafismo periodístico –y una demostración palpable del
superior valor que muchas veces tiene una imagen sobre montones de pala-
bras– al identificar el 151 y el 143 con las figuras de un «gigante» y un «cabe-
zudo» (como se explicaba en el pie del dibujo, «los gigantes de esta historia, los
que queremos la autonomía de verdad, somos más, muchos más. Los cabe-
zudos, los enanos, son ellos») 3.

3 En alguno de sus números anteriores la revista «Andalán» ya había denunciado con fuerza el «espeso
cabreo» que recorría la sociedad aragonesa ante el cambio de actitud autonómico protagonizado por la
UCD y el Gobierno de la Nación, llegando a incluir en una de sus portadas (la del número 255, 1 al 7 de
febrero de 1980) una tradicional esquela lamentando ingeniosamente la muerte de «Doña Autonomía de
Aragón (Vda. de Bolea). Falleció en la Residencia Sanitaria “La Moncloa”, el miércoles 16 de enero de
1980. Será enterrada en el nicho 143 del Cementerio de Torrero. Sus apenados deudos: don Hipólito
Gómez de las Roces, don Santiago Marraco, don Luis Martínez, don Emilio Gastón, don Javier Lázaro,
don José Ignacio Lacasta, don José Miguel Gómez y primos del Pueblo de Aragón. Al participar a sus
amistades tan dolorosa pérdida, ruegan la tengan presente en su memoria 151 veces al día. Funeraria AN-
DALÁN».



Y mientras crecía la polémica 143/151 –convertidos ambos artículos constitu-
cionales en símbolos que iban más allá del mero debate técnico-jurídico o pro-
cedimental– el laberinto jurídico-político aragonés se encaminaba hacia la fecha
del 29 de febrero de 1980, momento en el que se pensaba que concluiría el pla-
zo fijado constitucionalmente para cumplir los requisitos de la iniciativa auto-
nómica. De hecho incluso los municipios turolenses gobernados por UCD, cu-
yos pronunciamientos autonómicos estaban retenidos desde agosto de 1979,
habían decidido culminar dichos pronunciamientos tras la reunión mantenida a
comienzos de febrero en Montalbán, en la que reiteraban su pretensión de exi-
gir la igualdad provincial en la futura representación parlamentaria y asumían de
buen grado la vía del artículo 143 CE como la más adecuada para acceder a la
autonomía.
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Es verdad que, de acuerdo con la Disposición Transitoria Segunda de la LOR,
quedaban aún unas semanas para rectificar los acuerdos municipales en los
que no se hiciera mención expresa de la vía autonómica solicitada y cumplir así
lo previsto por el desafortunado artículo 8.1 de la LOR, pero tal posibilidad se
encontraba entonces más cercana al deseo que a la realidad.

Mientras tanto, por otro lado, persistía la posición del Ayuntamiento de Zarago-
za a favor de la vía del artículo 151, lo que no dejaba de constituir un problema
difícilmente soslayable dado que, considerando el censo de población del mu-
nicipio zaragozano, podía entenderse, en principio, que éste cerraba cualquier
posibilidad de desarrollo del procedimiento del artículo 143 en Aragón sin que
tampoco llegaran a cumplirse los requisitos del artículo 151 para todo el territo-
rio aragonés.

Y fue la posibilidad de tal interpretación, no aceptada lógicamente por la UCD
pero sostenida por el Ayuntamiento de Zaragoza, lo que impulsó a éste a acu-
dir a la vía técnica de solicitar un dictamen jurídico del Departamento de Dere-
cho Político de la Universidad de Zaragoza con el fin de intentar clarificar, des-
de el punto de vista constitucional, la situación en que se encontraba la iniciativa
autonómica en relación con los acuerdos adoptados por el Ayuntamiento zara-
gozano.

El dictamen fue solicitado el 25 de enero de 1980 por Ramón Sáinz de Varan-
da como alcalde de Zaragoza y en uso de las facultades que le concedía el
acuerdo plenario de 27 de septiembre de 1979, y solicitaba informe sobre las
siguientes cuestiones:

«1. Alcance de los Acuerdos de este Ayuntamiento para la iniciación del
Proceso Autonómico.

2. Si con arreglo al ordenamiento jurídico vigente, pueden los Municipios
que acordaron iniciar el proceso autonómico revocar sus propios
Acuerdos, con referencia a la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero,
sobre regulación de las distintas modalidades de referéndum (BOE de
23 de enero de 1980).

3. Si los Acuerdos de iniciación del Proceso Autonómico adoptados por
los Municipios de Aragón, tienen validez lo mismo para el procedimien-
to del artículo 143 que para el procedimiento previsto en el artículo 151
de la vigente Constitución Española de 27 de diciembre de 1978.

Emitido el dictamen el 12 de febrero de 1980 por los profesores Manuel Ramí-
rez Jiménez, José R. Montero Gibert, José A. Portero Molina y Manuel Contre-

87



ras Casado, todos ellos profesores y miembros del Departamento de Derecho
Político, sus conclusiones llegaron a alcanzar una cierta repercusión pública que
trascendió incluso el propio ámbito regional 4.

Por lo que respecta a la primera cuestión planteada –alcance de los acuerdos
municipales de iniciativa autonómica– el dictamen estimaba que, según lo esta-
blecido por el artículo 8.1 de la LOR, el acuerdo adoptado por el Ayuntamiento
de Zaragoza con fecha 15 de noviembre de 1979 era válido y por consiguiente
podía surtir los efectos que de dicho artículo se derivaban en orden a acreditar
ante el Gobierno la declaración de la iniciativa autonómica por la vía configura-
da en los artículos 151 y 152 de la Constitución. La validez del acuerdo se des-
prendía del cumplimiento de los requisitos exigidos por el mencionado artículo 8.1
de la LOR: (i) el acuerdo fue adoptado siguiendo las formalidades previstas en
la Ley de Régimen Local; (ii) fue tomado, además, dentro del plazo previsto en
el artículo 143.2 de la Constitución, y (iii) en él se hacía constar, en su apartado
tercero, que se estaba ejercitando la facultad otorgada por el artículo 151.1 de
la Constitución, puesto que el acuerdo señalaba expresamente que se adopta-
ba para «promover a los efectos de los artículos 151 y 152 la Autonomía de Ara-
gón, declarando la Corporación la necesidad de la más inmediata consecución
de la aludida autonomía».

En cuanto a la segunda de las cuestiones informada en el dictamen –posibili-
dades de revocación de los acuerdos de iniciativa autonómica– se recordaba
inicialmente que la Ley de Régimen Local sólo negaba la posibilidad de revocar
los acuerdos de los ayuntamientos y corporaciones locales cuando dicha revo-
cación afectara a los actos o acuerdos declaratorios de derechos subjetivos o
que hubiesen servido de base a una resolución judicial (artículo 369). Lo cual
significaba que el acuerdo tomado por el Ayuntamiento el 15 de noviembre de
1979 no presentaba ningún obstáculo para su revocación, sobre todo teniendo
en cuenta que cuando se formuló la petición autonómica el Ayuntamiento esta-
ba ejerciendo una facultad que le concedía la Constitución y no una obligación
por ella impuesta, por lo que no parecía exigible el ejercicio de la misma.

En este orden de cosas se apreciaba en el dictamen que, dentro de los límites
de la LOR, lo que sí cabía hablar es de «rectificación», puesto que en esta nor-
ma legal no se aludía para nada a la revocación y ésta recibía un tratamiento
propio en la Ley de Régimen Local. Y así se traía a colación la Disposición Tran-
sitoria Segunda de la LOR, donde se permitía, a efectos de la adecuada trami-

88

4 Aunque no fue publicado entonces en su integridad pueden verse resúmenes del mismo y comentarios
en Javier GARCÍA FERNÁNDEZ, «Crónica de la descentralización: el panorama descentralizador al acabar
1980», Revista de Estudios Políticos, 19, 1981, p. 204; Heraldo de Aragón, 15 de febrero de 1980, 
p. 11; El País, 16 de febrero de 1980, p. 12; Andalán, 258, 22 al 28 de febrero de 1980, p. 5; Aragón/Ex-
pres, 15 de febrero de 1980, p. 3.



tación de las iniciativas autonómicas previstas en el artículo 8 de la misma que
hubieran comenzado antes de la entrada en vigor de la Ley, abrir «un plazo de
setenta y cinco días con el fin de que las Corporaciones y Entes Locales inte-
resados puedan proceder, en su caso, a la rectificación de los acuerdos en fun-
ción de los términos de dicho precepto. Este plazo no implica reapertura ni ca-
ducidad de los plazos constitucionales previstos».

Por consiguiente este plazo de rectificación era aplicable a aquellos ayunta-
mientos que habiendo efectuado su declaración autonómica de iniciativa sin
determinar la vía elegida, o habiendo elegido la vía del artículo 143, manifesta-
ran expresamente ahora, si esa era su voluntad, su intención de ejercitar la
facultad otorgada por el artículo 151 de la Constitución.

En este sentido entendía el dictamen que no se contemplaba, en el marco de
la LOR, la rectificación cuando aquélla tuviera por objeto suprimir la expresa de-
claración autonómica por la vía del artículo 151 del texto constitucional y ese
era precisamente el caso del acuerdo adoptado por el Ayuntamiento de Zara-
goza. De manera que, en el hipotético caso de que el municipio zaragozano de-
seara abandonar la vía del artículo 151 CE, debería: (i) proceder a la revocación
del acuerdo tomado, y (ii) adoptar, si decidiera acogerse a la vía del artículo 143
de la Constitución, un nuevo acuerdo en el que se expresara la nueva voluntad
de iniciar la autonomía por el artículo 143 o, más sencillamente, no hacer cons-
tancia expresa de ninguna de las dos posibilidades procesuales contempladas
en el texto constitucional. Por supuesto el Ayuntamiento de Zaragoza podría,
tras la revocación del acuerdo del 15 de noviembre de 1979 –lo que era posi-
ble y ajustado a derecho–, no adoptar ninguna declaración sobre esta cuestión
y declinar su facultad de iniciativa.

La tercera de las cuestiones planteadas al dictamen –la referente a si los acuer-
dos de iniciación del proceso autonómico adoptados por los municipios tenían
validez lo mismo para el procedimiento de artículo 143 que para el proce-
dimiento de artículo 151– era, sin lugar a dudas, la más polémica pero también
la más decisiva, porque se trataba de computar las iniciativas autonómicas y de
comprobar hasta dónde se había llegado en el cumplimiento de los requisitos
constitucionales.

El argumento fundamental del dictamen de los profesores de Derecho Político
en este punto era básicamente que, conforme a la Constitución y a la LOR, las
características diferenciales de las dos vías autonómicas las configuraban como
absolutamente distintas e incompatibles. Para fundar esta opinión se procedía
a enumerar las diferencias que se derivaban de la regulación constitucional y le-
gal de ambos procesos autonómicos:
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1.º En cuanto a la iniciativa

a) Exigencia de declaración expresa para seguir el procedimiento del ar-
tículo 151, requisito que no se requería para optar por el artículo 143.

b) El número de iniciativas de entidades locales exigido para seguir una u
otra vía: dos terceras partes en el caso del artículo 143 y tres cuartas
partes en el caso del artículo 151.

c) Necesidad de ratificación de la iniciativa mediante referéndum en el caso
del procedimiento del artículo 151, sin que haya lugar a este requisito
para el procedimiento del artículo 143.

2.º En cuanto al procedimiento de elaboración de los Estatutos

a) Distinta composición de las asambleas que tenían a su cargo la ela-
boración del proyecto de Estatuto. Mientras que en procedimiento 
del artículo 143 este proyecto era elaborado por una Asamblea Mixta
compuesta por los miembros de la Diputación u órgano interinsular 
de las provincias afectadas y por los diputados y senadores elegidos 
en ellas (artículo 146 CE), en el del artículo 151 era el Gobierno quien
convocaba a todos los diputados y senadores elegidos en las circuns-
cripciones comprendidas en el ámbito territorial que pretendía acceder
al autogobierno, para que se constituyeran en Asamblea a los solos
efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de Auto-
nomía mediante el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros
(artículo 151.2.1 CE).

b) Distinta tramitación del proyecto de Estatuto en las Cortes Generales.
En el caso del procedimiento señalado en el artículo 143 el proyecto 
se tramitaba como Ley Orgánica (artículo 146 CE). Por el contrario 
el procedimiento del artículo 151 suponía que el proyecto estatutario
aprobado por la Asamblea de parlamentarios se remitiría a la Comisión
Constitucional del Congreso, en la cual sería paccionado con el con-
curso de una delegación de la propia Asamblea redactora del proyecto
(artículo 151.2.2 CE).

c) Necesidad de aprobación, para el caso de la vía del artículo 151, en un
segundo referéndum, del proyecto de Estatuto por la mayoría de los vo-
tos válidos emitidos por el cuerpo electoral de las provincias comprendi-
das en el ámbito territorial del proyectado Estatuto (artículo 151.1.3 CE).

d) Ratificación final, por el Pleno de ambas Cámaras, del proyecto de Esta-
tuto elaborado conforme al procedimiento del artículo 151 (artículo 151.2.4
CE).
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3.º En cuanto a los contenidos de los Estatutos

a) Instituciones. Para la vía del artículo 143 el artículo 147 CE se limitaba a
señalar que el Estatuto de Autonomía debería contener «la denomi-
nación, organización y sede de las instituciones autónomas propias» 
(artículo 147.2.c CE). Por el contrario para la vía del artículo 151 el ar-
tículo 152 establecía expresamente una organización institucional auto-
nómica en la que se integraban una Asamblea Legislativa, elegida por
sufragio universal, con arreglo a un sistema de representación propor-
cional que asegurara la representación de las diversas zonas del terri-
torio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrati-
vas, y un presidente, elegido por la Asamblea de entre sus miembros y
nombrado por el Rey (artículo 152.1 CE).

b) Competencias. Mientras que para la vía del artículo 143 las competen-
cias se encontraban recogidas en el artículo 148, debiendo esperar las
comunidades autónomas cinco años para ampliarlas sucesivamente
mediante la reforma de sus Estatutos (artículo 148.2 CE), en el caso de
que se hubiera seguido la vía del artículo 151 las comunidades autóno-
mas podían asumir, además de las del artículo 148, las que se des-
prendieran de una ampliación sucesiva dentro del marco del artículo 149,
sin necesidad de dejar pasar el plazo de cinco años antes aludido. La
mayoría de los autores consideraban por entonces que en la Constitu-
ción se configuraban, desde el punto de vista competencial, unas
comunidades autónomas «especiales», las que habían optado por la vía
del artículo 151, y otras «ordinarias», quizá cercanas a una mera des-
centralización administrativa.

En definitiva, se decía en el dictamen, que «son tantas y de tanta entidad las di-
ferencias entre las vías de acceso a la autonomía previstas en los artículos 143
y 151, así como los respectivos Estatutos de autonomía resultantes, que opi-
namos que en ningún momento del proceso ambas vías pueden ser intercam-
biadas. Es decir, que los acuerdos de iniciación del proceso autonómico adop-
tados por los municipios de Aragón no tienen validez lo mismo para el
procedimiento previsto en el artículo 151 que para el previsto en el artículo 143.
Más concretamente, para el caso del Ayuntamiento de Zaragoza, creemos que
el actual acuerdo sólo es válido para la vía del artículo 151, y nada más que para
ella, no siendo de aplicación aquí las conocidas reglas de interpretación del tipo
de “quien puede lo más, puede lo menos”, ya que en este tema no se debaten
cuestiones de “poder” ni cuantitativas, sino de “querer” y cualitativas. En térmi-
nos jurídicos, la opción por cualquiera de las dos vías constitucionales implica
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que el Ayuntamiento está dotado de la capacidad para acogerse a una de ellas;
sin embargo, no es la capacidad (a la que parece referirse el anterior aforismo),
el factor decisivo en este caso, sino la voluntad de concretar esa capacidad en
una u otra vía. Y como quiera que el Ayuntamiento de Zaragoza tiene hecha esa
concreción de voluntad por la vía del artículo 151, hacerla extensiva a la del ar-
tículo 143 supondría modificar totalmente el objeto sobre el cual ha recaído el
acto de voluntad municipal, aun cuando ello no afecte a la capacidad que la
Constitución le otorga para lo “más” y para lo “menos”. […] A mayor abun-
damiento, y en conclusión, recordamos que para subrayar esta concreción de
voluntad, no prevista en la Constitución, la LOR exige taxativamente la declara-
ción expresa para aquellos que quieran conseguir la autonomía por la vía del ar-
tículo 151. Por lo que reconducir esa voluntad a la vía del artículo 143 supon-
dría una profunda modificación, además de una interpretación en contrario, de
lo específicamente acordado por los Ayuntamientos que –como el de Zarago-
za– habían realizado con anterioridad su libre elección».

La parte final del dictamen, consecuente con la anterior argumentación, se de-
dicaba al análisis de las consecuencias que para la formación de la Comunidad
Autónoma se derivarían a la terminación de los plazos constitucionales en caso
de que no variara la situación en que se encontraban las iniciativas autonómi-
cas en Aragón.

En primer lugar, explicaba el dictamen, si no llegaran a alcanzarse las dos terceras
partes de los ayuntamientos exigidos por la Constitución para la vía del artícu-
lo 143, las nuevas iniciativas autonómicas no podrían reiterarse hasta pasados
cinco años (artículo 143.3 CE). Es cierto, no obstante, que el artículo 144.c CE
preveía la posibilidad de que las Cortes Generales sustituyeran, mediante Ley Or-
gánica y por motivos de interés nacional, la iniciativa de los entes locales, pero
esta posibilidad –sujeta por otro lado a múltiples interpretaciones– sólo cabía pen-
sar que fuera procedente cuando las corporaciones locales no hubieran tomado
la iniciativa del proceso autonómico. Interpretando literalmente el término «susti-
tuir» que utilizaba el artículo 144.c CE, debería pensarse que la intervención de las
Cortes Generales sólo sería procedente en el caso de pasividad de los organis-
mos que pudiendo iniciar el proceso autonómico no lo hubieran hecho pero 
no en el supuesto de que la iniciativa estuviera en curso o se hubiera frustrado;
además ello sería claramente contrario el principio dispositivo que la Constitución
consagraba en su configuración del Estado autonómico.

En segundo lugar, si no se alcanzaran las tres cuartas partes de los ayun-
tamientos exigidos por la Constitución para la vía del artículo 151, y ante el si-
lencio del texto constitucional y de la LOR, el dictamen entendía que también
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habría que esperar cinco años para reiterar la iniciativa, lo mismo que sucedía
en el caso del la vía del artículo 143. En todo caso si no se consiguiera el nú-
mero de iniciativas de corporaciones locales necesarias para la vía del artículo 151,
de ningún modo la voluntad de los ayuntamientos que optaron por esa vía
podría reconducirse, intercambiarse o sumarse a la de aquellos ayuntamientos
que hubieran optado por la vía del artículo 143 para conseguir con esa adición
las dos terceras partes de corporaciones que harían posible tal procedimiento.

En tercer lugar, concluía el dictamen, «cuando coexistan en un mismo ámbito
territorial las iniciativas para el 143 y 151 –siendo éste el caso actual de Ara-
gón–, y ninguna de ellas haya obtenido en cada provincia los mínimos que res-
pectivamente exige la Constitución dentro del plazo previsto, estimamos que,
por todo lo expresado en los puntos anteriores, ambas vías quedan bloquea-
das, de tal forma que ninguna de las dos iniciativas podrá reiterarse hasta pa-
sados cinco años. Y como consecuencia de ello, y en virtud de la disposición
transitoria séptima de la Constitución (que dispone que “los organismos provi-
sionales autonómicos se considerarán disueltos […] en el supuesto de que la
iniciativa del proceso autonómico no llegara a prosperar por no cumplir los re-
quisitos previstos en el artículo 143”), la Diputación General de Aragón queda-
rá automáticamente disuelta si, llegado el 29 de febrero, se producen estas cir-
cunstancias».

Al final el dictamen incluía las conclusiones a las que había llegado y que resu-
mían las argumentaciones desarrolladas en el informe:

«PRIMERA. Que el acuerdo adoptado por el Ayuntamiento de Zaragoza,
de fecha 15 de noviembre de 1979, en orden a iniciar el proceso auto-
nómico por la vía del artículo 151 de la Constitución, es válido por reunir
los requisitos exigidos en el artículo 8.1 de la LOR, quedando únicamen-
te a expensas de que dicho acuerdo haya sido elevado al Gobierno.

SEGUNDA. Que el citado acuerdo de 15 de noviembre de 1979 puede
ser revocado por el Ayuntamiento de Zaragoza, ya que nada se opone a
ello en la Ley de Régimen Local. Y que la LOR sólo prevé la posibilidad
de la rectificación para aquellos Ayuntamientos cuyos acuerdos de ini-
ciativa autonómica no hicieran mención expresa de la vía del artículo 151,
lo que no es el caso del Ayuntamiento de Zaragoza.

TERCERA. Que los acuerdos de iniciación del proceso autonómico
adoptados por los Municipios de Aragón no tienen validez lo mismo para
el procedimiento previsto en el artículo 151 que para el previsto en el ar-
tículo 143. En consecuencia, ambas vías autonómicas no pueden ser in-

93



tercambiadas, reconducidas o sumadas en ningún momento del proce-
so. Y que, más concretamente, el actual acuerdo del Ayuntamiento de
Zaragoza, de 15 de noviembre de 1979, sólo es válido para la vía del ar-
tículo 151, y nada más que para ella.

CUARTA. Que cuando coexistan en un mismo ámbito territorial las ini-
ciativas para cada una de las dos vías autonómicas (artículos 143 y 151
CE), y ninguna de ellas haya obtenido en cada provincia los mínimos que
respectivamente exige la Constitución, ambas vías quedan bloqueadas,
de tal forma que ninguna de las dos iniciativas autonómicas podrá reite-
rarse hasta pasados cinco años. Y que, si éste fuera el caso de Aragón,
la Diputación General de Aragón quedará automáticamente disuelta al fi-
nalizar el plazo constitucional.

Es verdad que, por un lado, el dictamen del Departamento de Derecho Político
venía a reforzar jurídicamente la posición política del Ayuntamiento de Zarago-
za en su mantenimiento de la vía del artículo 151; pero no es menos cierto, por
otra parte, que lo que realmente venía a poner de manifiesto este documento
era la dificultad de encontrar salidas legales al proceso autonómico aragonés
que respetaran rigurosamente los preceptos constitucionales.

Porque el ineludible dato real que aparecía cuando tocaba a su fin el plazo
constitucional de los seis meses, independientemente de los setenta y cinco
días señalados por la LOR para rectificar los acuerdos de iniciativa autonómica
era la disparidad de los pronunciamientos que habían llevado a cabo los muni-
cipios aragoneses sobre el procedimiento a seguir para alcanzar la autonomía,
y el consiguiente incumplimiento, en la vía interpretativa del dictamen de los pro-
fesores de Derecho Político, de los requisitos constitucionales por parte de
cada una de las opciones. En suma lo que parecía evidente era el desacuerdo
básico tenazmente mantenido por las fuerzas políticas aragonesas sobre el pro-
cedimiento a seguir para la consecución de la autonomía.

La solución, como ya es sabido, llegó más tarde por la vía del acuerdo político,
el olvido de una buena parte de lo que realmente había sucedido y la recons-
trucción del consenso perdido. Pero para eso habría que esperar la constitu-
ción de la Mesa de Partidos a finales de 1980 y ésta es otra historia mucho más
importante que no me corresponde a mí recordar en esta obra. Decía Borges
que «el pasado es arcilla que el presente labra a su antojo», porque para ser
veraz a veces la memoria se convierte en ficción y el recuerdo inventa sin sa-
berlo: espero no haberme excedido en ello, «mezclando memoria y deseo» (T.S.
Eliot), en la reconstrucción de este episodio de nuestra historia política y auto-
nómica.
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ELABORACIÓN DEL ESTATUTO 
DE AUTONOMÍA DE ARAGÓN 
POR LOS REPRESENTANTES 

DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS





Génesis de la autonomía política aragonesa
León Buil Giral

INTRODUCCIÓN

Hacer historia de la actual etapa de la autonomía aragonesa, según la versión
de los distintos actores, puede remontar el relato a muchos años porque ya
durante la última etapa del franquismo existió un vigoroso, aunque limitado, mo-
vimiento que reclamaba para Aragón unas cotas de autogobierno en total
paralelismo con la reclamación de democracia y libertad. Si desde la revista
«Andalán» se tomó la iniciativa para alcanzar aquellos objetivos al tiempo que
en medios universitarios proliferaban los estudios vinculados al pasado y al pre-
sente aragonés, también en otros foros de diversas entidad y trascendencia, se
trabajaba por un futuro democrático en el que se incardinaba como punto esen-
cial la distribución del poder político. Todo a tenor de la permisividad del régi-
men y de sus servidores, que era diversa y cambiante.

En un ámbito personal las primeras divagaciones sobre la autonomía se produ-
jeron en torno al grupo del Jai-Alai como una posibilidad más junto a la solución
federal o la mera descentralización administrativa. Eran los tiempos de las ce-
nas políticas, a mediados de los años sesenta. En aquel foro clandestino, en el
que se limitaba con rigor el número de asistentes, las soluciones descentrali-
zadoras del poder político totalitario eran tema común de conversación. Y con
la prudencia requerida algunas ideas las fui dosificando en varios artículos de
«Ya», «Diario SP» y ya en la década de los setenta en «Andalán», en el propio
diario católico y en «Aragón Exprés». La pertenencia al grupo «Tácito», en el que
la cuestión de la estructura del Estado fue prioritaria en los debates internos y
también en sus artículos colectivos, completaría una toma de posición que ya
permanecería inalterable y fue expuesta en varios artículos como Reflexiones
aragonesas («Heraldo de Aragón», 10 de agosto de 1969), Organización política
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de la comarca («Ya», 7 de diciembre de 1973), De Europa a las regiones («Ya»,
8 de agosto de 1972) y de modo más concreto en varios artículos publicados
en «Aragón Exprés». 

Cuando se dio la posibilidad de crear partidos políticos y fundé a principios de
1976 el Partido Popular Aragonés con un grupo de amigos, el punto 6 recogía
con claridad: «Aragón constituye una comunidad regional fundada en vínculos
sociales, económicos e históricos. El reconocimiento de esta realidad exige la
obtención de un estatuto de autonomía que garantice una política regional de-
terminada democráticamente mediante unas instituciones propias». La partici-
pación en manifestaciones, conferencias y reuniones bajo el lema de la autono-
mía fueron constantes y normales, como en cualquier otro caso. Hasta aquí la
protohistoria resumidísima.

LOS PASOS HASTA LA CONSTITUCIÓN 
DE LA MESA DE PARTIDOS

Mientras se tejían en Moncloa las grandes líneas del texto constituyente y
comenzaban sus trabajos los ponentes constitucionales, los responsables pro-
vinciales del partido en el Gobierno celebramos varias reuniones en el edificio
«Semillas» sobre algunos aspectos básicos del proyecto constitucional y auto-
nómico: principales competencias, papel de diputaciones y ayuntamientos,
existencia o no de cuerpo legislativo, sistema abierto o cerrado del sistema
autonómico, etc. Tres puntos concentraron una atención especial: educación,
cultura y turismo. La primera por las profundas implicaciones ideológicas que
entrañaba y la concurrencia de factores ajenos a la política. En cuanto a las
otras dos cuestiones, por el temor a que se disgregaran los objetivos y tuvieran
una atención desigual o entraran en competencia. Algo así ocurría con la políti-
ca forestal y ambiental, que muchos considerábamos que tenía incluso una
trascendencia supranacional, por lo que el Estado debía al menos compartir la
competencias con la comunidades autónomas.

Por el mismo tiempo en Albarracín los parlamentarios redactábamos un pro-
yecto de Real Decreto-Ley de preautonomía o autonomía provisional que se so-
metió al Gobierno, que descartó el texto y dictaría poco más adelante su pro-
pia norma para cada una de las ya definidas comunidades. Al propio tiempo
proliferaban las reuniones con otros partidos y personas singulares sobre el
contenido que debería tener el Estatuto, ya que era ésta la cuestión a la que se
concedía más importancia y en la que se consideraba que se podría ejercer
mayor influencia. Los demás puntos constitucionales parecía que se hubieran
dejado en manos de los constitucionalistas y de los representantes de los par-
tidos políticos que llevaban directamente la negociación. 

98



Entre tanto se había publicado el Real Decreto-Ley 8/1978, de 17 de marzo, por
el que se instituía la Diputación General de Aragón, que si bien no tenía entre
sus competencias ninguna relacionada con la conformación de la autonomía
puesto que todavía no se había aprobado el texto constitucional, fue una
referencia constante para impulsar el proceso y analizar el cuadro de compe-
tencias asumibles en el futuro. La elección de sus órganos el 9 de abril de 1978
constituyó en tal sentido un hito muy importante. La elección de bandera y demás
símbolos y la sola presencia de la institución en la vida política y social arago-
nesa, contribuyeron poderosamente a mejorar el apoyo popular a la Institución
autonómica.

Aprobada la Constitución y definidos los dos sistemas de acceso a la autono-
mía según los artículos 143 y 151, se inició un debate en el seno de UCD sobre
las características que debería reunir el futuro Estatuto, con notables diferencias
entre las tres provincias aragonesas, especialmente por la postura maximalista
de Zaragoza, liderada por Juan Antonio Bolea, que se inclinaba por la vía del
artículo 151. En todo caso, la opción de los ayuntamientos se dilató conside-
rablemente a lo largo de todo el año 1979 inclinándose la mayoría de ellos por
acceder a la autonomía por la vía del artículo 151, si bien otras ciento ochenta
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corporaciones locales se inclinaban por el artículo 143. Fue en abril de este año,
tras las elecciones generales, cuando elegido el primer Comité Regional de UCD,
en la que resulté elegido presidente, el partido retomó la iniciativa tomándose en
reunión celebrada en Huesca el día 12 del mismo mes el acuerdo de proseguir
conversaciones con el Partido Socialista. Fue así como en julio del mismo año el
secretario regional de Relaciones Políticas del PSOE me dirigía una carta urgien-
do actuaciones comunes para desbloquear la situación al no existir los acuerdos
municipales suficientes. El impulso subsiguiente y la iniciativa de la Diputación
General al solicitar de los ayuntamientos un pronunciamiento explícito sobre el
sistema autonómico permitió constituir, transcurrido casi un año, la Mesa de Par-
tidos con el mandato de elaborar unas bases consensuadas, a ser posible, del
Estatuto de Autonomía. El encargo tenía una gran dificultad porque se partía de
notables discrepancias sobre el mismo concepto de autonomía. Los antepro-
yectos presentados a la Mesa tenían contenidos diversos y hasta su extensión y
estructura eran distintas. Para más complicación el referéndum celebrado en An-
dalucía el 28 de febrero de 1980 perturbó aún más el proceso a escala nacional
ya que por las reacciones producidas en algunas otras regiones, que elevaron
sus aspiraciones, había una efectiva amenaza de que el asunto se fuera de las
manos. Todo esto influyó en el desarrollo de los debates de la Mesa, en la que
participé sólo ocasionalmente en algunas de las reuniones aunque estuve pun-
tualmente informado, como es obvio.

LA SITUACIÓN EN 1981

El II Congreso de UCD y más aún el intento de golpe de Estado del 23 de fe-
brero, introdujeron nuevos elementos en el debate autonómico que llevaron a la
reconducción del proceso. Si antes de estas fechas persistían dudas sobre el
alcance de la autonomía aragonesa, en el Congreso de Palma de Mallorca ya
quedó claro que no se iba a abrir la mano: los textos de las ponencias y el tra-
tamiento de las enmiendas presentadas, no dejaban dudas sobre el propósito
del Gobierno de modular o graduar el desarrollo autonómico. Por si faltaba al-
gún detalle los acontecimientos del 23 de febrero de 1981 y su acompaña-
miento de análisis políticos sobre sus causas dejaban muy escaso margen de
maniobra y así lo entendieron los dos partidos con mayor representación en el
Parlamento. Al margen de las causas que los golpistas alegaban para justificar
su asalto al poder existía una amplia corriente de opinión que recelaba del pro-
ceso autonómico y lo veía como una clara amenaza a la unidad de España. El
efecto de estas dos circunstancias se tradujo en propiciar las fuerzas políticas
conjuntamente una reducción de las expectativas de autogobierno y el relanza-
miento del proceso por la vía del artículo 143 de la Constitución, refrenando la
huida hacia delante de algunas regiones. Y cerrar cuanto antes el proceso.
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En Aragón UCD admitió disciplinadamente el cambio de circunstancias y la
rebaja de expectativas de autonomía. Así lo expuse en el Comité Regional de 27
de febrero y se aprobó mayoritariamente, aunque urgiendo también un avance
en los trabajos. La aceptación del nuevo marco tuvo algunas excepciones, como
la mantenida por el presidente de la DGA, Juan Antonio Bolea, que le llevaron a
presentar la dimisión siendo sustituido por Gaspar Castellano. Entre tanto los
demás partidos también participaban en la idea de avanzar en la elaboración del
proyecto de Estatuto siendo numerosas las reuniones y también las cartas, como
las del Partido Comunista de 26 y 30 de marzo con una serie de propuestas para
desbloquear la situación, o las del Movimiento Comunista y de AP.

El proceso se aceleró notablemente a impulso de José Luis Merino, a la sazón
consejero de la DGA comisionado para dirigir la andadura de la elaboración de
Bases del Estatuto, quien dio buena muestra de su diligencia con sucesivas
convocatorias durante el propio mes de marzo, quedando perfectamente defi-
nidos una serie de puntos con su argumentación para aportar a la Mesa de Par-
tidos. Los trabajos avanzaron hasta el punto que las Bases quedaron apro-
badas el 22 de mayo y con fecha 2 de junio José Luis Merino me remitía
oficialmente las conclusiones de dicha Mesa en relación con la convocatoria de
la Asamblea Mixta encargada de la elaboración del Estatuto de Autonomía se-
gún las prescripciones constitucionales. El 5 de junio quedó aprobado el pro-
yecto de Reglamento de Régimen Interno de la Asamblea. Para entonces ya
habían quedado perfilados los contenidos del proyecto de Estatuto quedando
sin acuerdo lo relativo a las Cortes por las radicales diferencias existentes en
cuanto a la composición de sus miembros, ya que UCD defendía una repre-
sentación igualitaria para las tres provincias y un concepto federalizante de la
Comunidad. Las Bases darían contenido a los sesenta y cuatro artículos y dis-
posiciones adicionales y transitorias de un anteproyecto redactado en tan sólo
diez días por la ponencia ad hoc, elegida en la reunión de la Asamblea cele-
brada en San Juan de la Peña, siendo comunicado el anteproyecto a los miem-
bros de la Asamblea a los efectos de proponer enmiendas.

LAS ENMIENDAS Y LA ASAMBLEA

En el trámite de enmiendas al Reglamento se presentaron numerosas al articu-
lado y dos de carácter global o de totalidad como cuestiones previas presenta-
das por Gómez de las Roces y Bolea Foradada, siendo examinadas en la pri-
mera sesión de la Asamblea Mixta. 

Constituida ésta en el monasterio alto de San Juan de la Peña en un día trans-
parente, el 13 de junio, y tras elegirse la Mesa definitiva en la que figuré como
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presidente con la inestimable compañía de José Félix Sáenz Lorenzo como
vicepresidente y de José Galindo Antón como secretario, se abrieron los turnos
para defensa de los textos de enmiendas y ponencia. Hipólito Gómez de las Ro-
ces intervino para defender su enmienda a la totalidad durante veinte minutos,
fundamentada en que habiéndose remitido los acuerdos de los ayuntamientos
aragoneses al Ministerio debía de partir de este organismo la iniciativa. También
Bolea Foradada consideró que el órgano competente para interpretar la volun-
tad de los ayuntamientos es el Ministerio de Administración Territorial, que nada
ha comunicado al respecto. Contestaron oponiéndose por su orden José Luis
Merino, Marraco Solana, Fernández Ordóñez y Cristóbal Montes, quedando re-
chazadas. Se pasó a debatir el articulado, que resultó aprobado en la sesión de
la mañana y reanudada la sesión a las 16.55 se abordó la aprobación de las Ba-
ses elaboradas por la Mesa de Partidos, interviniendo en breve turno el PAR, Ja-
vier Alvo en cuanto diputado provincial, Santiago Marraco y José Luis Merino,
siendo aprobadas las bases por sesenta votos a favor y cuatro en contra. La po-
nencia elegida para articular las bases estaba constituida por Román Alcalá,
José Luis Merino, Manuel Fábregas y José Luis Figuerola, de UCD; Santiago
Marraco, Ángel Cristóbal y Elías Cebrián, por el PSOE; Hipólito Gómez de las
Roces, por el PAR; Adolfo Burriel, por el PCE, y Manuel García Amigo, por CD.

Como trasfondo de esta primera sesión de la Asamblea Mixta estaba el acuer-
do UCD-PSOE, concluido a nivel nacional, para impulsar la conformación del
Estado de las Autonomías con carácter general y uniforme en la etapa inicial, ya
que en otro caso se iban a generar graves disfunciones que podían compro-
meter la buena marcha del sistema. En mi caso tenía instrucciones precisas
para avanzar en la redacción del proyecto de Estatuto y su aprobación aunque
quedaran cuestiones sin resolver. Se consideraba y con razón, que en todo el
tiempo que mediaba entre la publicación del proyecto de Ley Orgánica del
Estatuto de Autonomía en el «Boletín Oficial» de las Cortes Generales y su tra-
mitación en Ponencia y Comisión Constitucional, podían cerrarse todos los
acuerdos convenientes para tener un texto sustancialmente consensuado con
las demás fuerzas políticas.

En este marco circunstancial y con un texto que la ponencia designada articu-
ló en tan sólo diez días, se abrió el plazo de enmiendas, que llegaron con cier-
ta profusión si se tiene en cuenta que los ponentes se adaptaron rigurosamente
a las Bases aprobadas. Pienso que en los enmendantes abundaba la preocu-
pación de perder una oportunidad irrepetible de mejorar el Estatuto por las di-
ficultades legales para su modificación en un momento posterior. En muchas de
las enmiendas propuestas se advierte un ejercicio prospectivo, un intento de
anticipación a la posibilidad real de asumir nuevas competencias o de prevenir
dificultades.
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La sesión de la Asamblea celebrada en Zaragoza los días 6 y 7 de julio siguiente
abordó el examen y votación de las enmiendas presentadas alcanzándose un
notable porcentaje de votos favorables al texto resultante. Y si bien hubo algu-
na queja sobre el ritmo de trabajo que se llevó desde la Presidencia y sobre la
aplicación rígida del reglamento de la Asamblea, es lo cierto que se totalizaron
muchas horas de debate sobre cuestiones que ya había conocido por muy ex-
tenso la Mesa de Partidos y se habían llevado a unas Bases aprobadas por
práctica unanimidad en la anterior sesión de San Juan de la Peña.

Tanto Bolea Foradada como Gómez de las Roces reprodujeron al inicio de la
sesión sus enmiendas a la totalidad por presuntas infracciones de procedi-
miento y publicidad del proyecto, oponiéndose nuevamente José Luis Merino
razonadamente, como suele decirse, y siendo rechazadas.

El examen de las enmiendas al articulado no depararon sorpresas. Se admitie-
ron todas las admisibles procurando no incurrir en errores de bulto, si bien es
de reconocer que la gran mayoría de las propuestas eran razonables. Sin em-
bargo hubo que rechazar muchas de ellas por romper concordancias internas
o resultar superfluas. Y como era de esperar el artículo 19 concitó el mayor nú-
mero de intervenciones, con réplicas y contrarréplicas. La mayoría de UCD im-
puso la representación igualitaria de las tres provincias en las Cortes de Aragón
según acuerdo de los órganos provinciales y regionales del partido, si bien fi-
guró en el texto como voto particular la propuesta del PSOE. Era la única for-
ma de sacar adelante el texto. También los artículos referentes al papel de las
diputaciones provinciales suscitaron un amplio debate. Como anécdota tuve
necesidad de solicitar por escrito la intervención de la autoridad gubernativa
para desalojar a un grupo de personas que impedían el desenvolvimiento nor-
mal de la sesión. Pero todo se hizo con buenas maneras.

EL DEBATE PARLAMENTARIO. 
LA REPRESENTACIÓN EN LAS CORTES

Aprobado el texto se remitió inmediatamente a la Presidencia de las Cortes para
su publicación a fin de obtener un rango para su tramitación, ya que se concu-
rría con otros proyectos de Estatuto y con un aluvión de leyes orgánicas y ordi-
narias. En UCD considerábamos que el texto no tendría apenas modificaciones.
Era de esperar que las enmiendas presentadas al texto del anteproyecto y no
aceptadas serían reproducidas ante la Comisión Constitucional del Congreso
de los Diputados. No sólo fue así sino que emergieron nuevas enmiendas
incluso de los miembros del propio grupo centrista. En el trabajo de la ponen-
cia, para el que no faltaron las instrucciones del Ministerio en el sentido que se
limitara cualquier ampliación de competencias sobre las reconocidas en otros

103



Estatutos anteriores ni se otorgaran funciones más amplias a los órganos eje-
cutivos. Con el propio ministro, Rafael Arias Salgado, mantuve varias conversa-
ciones de pasillo en las que se perfilaron asuntos como el de «nacionalidad» o
la representación igual, que él rechazaba porque no la admitía el PSOE y no por
alguna razón de principio. El telón de fondo era la posibilidad de un rechazo al
Estatuto, como había ocurrido en el caso de Valencia. Sin embargo en el caso
de la representación igual de las tres provincias me indicó que buscáramos una
transaccional con el PSOE y que ya se arreglaría en el Senado. Y quiero pensar
que hubiera sido así, de no ser porque cuando se debatió el Estatuto en la
Cámara Alta ya tenía decidido Leopoldo Calvo Sotelo disolver las Cortes y con-
vocar elecciones generales. Si se producía cualquier modificación quedaría sin
aprobar el Estatuto, con todo el coste político que entrañaba y que se sumaba
a la crisis de desintegración de UCD. Por cierto que el resultado numérico de
aplicar la fórmula propuesta por el PSOE me la pasó en Comisión Santiago Ma-
rraco en una nota manuscrita que aún conservo, como toda la documentación
referente a la Asamblea.

Ante la reacción de los diputados por Teruel contraria al texto aprobado por la
Comisión Constitucional, hubo una reunión con el ministro Rafael Arias Salgado
de la que únicamente salió el acuerdo de renegociar la representación provin-
cial. Pero en las alturas del PSOE no estaban por la labor. Incluso parece que
Alfonso Guerra se opuso a cualquier modificación.

En la reunión urgente del Comité Regional de UCD celebrada el 8 de junio hubo
de todo. Y por más que intenté explicar y garantizar la promesa del ministro las
críticas fueron duras, aunque la solución adoptada complacía a los compañe-
ros de Zaragoza y también a algunos de Huesca y Teruel. El Comité emitió un
comunicado en el que se exigía a los órganos nacionales del partido «…la ne-
cesidad de modificar las indicadas disposiciones estatutarias utilizando todos
los procedimientos reglamentarios posibles… ya sea por la vía de la enmienda
transaccional, de la devolución a comisión e, incluso, el rechazo del texto como
Ley Orgánica con votación en contra».

El debate en el Pleno del Congreso no proporcionó novedades, salvo que en la
votación del artículo 19 y como concesión a la postura mantenida por los cen-
tristas aragoneses, se admitió una relajación de la disciplina de voto, produ-
ciéndose ciento veinticuatro abstenciones. En la votación de conjunto, anuncié
que se intentaría modificar en el Senado la representación provincial en las Cortes,
aunque ya se ve lo que pasó. A partir de esta aprobación creció el rechazo al texto
aprobado, especialmente en la provincia de Teruel, en tanto se eclipsaba casi
totalmente entre los dirigentes del partido en Zaragoza, si bien mantenían el
acuerdo de los órganos regionales.
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Sin embargo el 28 de julio el Comité Ejecutivo Provincial de Zaragoza tomaba
por unanimidad el acuerdo de apoyar el Estatuto de Autonomía aprobado dos
días antes por el Senado, en cuyo texto se confirmaba la representación en las
Cortes de Aragón decidida por el Congreso.

Cuando se llevó el debate al Senado y no se aceptaron las enmiendas de los
senadores aragoneses de UCD para restituir la igualdad de representación de
las tres provincias, me sentí profundamente engañado y pasé uno de los peo-
res momentos de mi vida política. Presenté mi dimisión como presidente regio-
nal por esta estricta razón y no por otras que me atribuyeron. A veinte años del
acontecimiento sigo pensando que fui un incauto al fiarme de un «ya se arre-
glará». Palabra de ministro. Es cierto que todos estos incidentes se solaparon
con la fundación del CDS, al que me incorporaría el 2 de agosto siguiente al
tiempo que ponía por carta certificada mi escaño a disposición de UCD. Visto
entonces parecía sospechoso. 

UNA NOTA CRÍTICA

Han transcurrido casi veinte años desde la aprobación del Estatuto de Autono-
mía y merece la pena hacer algunas reflexiones sobre su gestación, configura-
ción y aprobación. Y no será difícil para quien ha seguido muy de cerca el cur-
so de las instituciones aragonesas sin haber participado en ellas salvo de modo
tangencial.

Una primera reflexión consiste en admitir que la autonomía aragonesa se pre-
sentaba con unos contenidos heterogéneos y unos entusiasmos muy diversos.
Incluso quienes desde años atrás apostábamos por un sistema de autonomías
regionales no teníamos demasiado claros ni los límites, ni los tiempos, ni los me-
dios. Ciertamente, configurar un sistema de autonomía regional cuando todavía
no se había aprobado el capítulo VIII de la Constitución era un empeño arries-
gado y los pasos en falso fueron numerosos. Pero tampoco quedó fácil el pro-
blema cuando ya se aprobó el texto constitucional porque, de su tenor literal,
podían deducirse interpretaciones muy diversas. De hecho la jurisprudencia
constitucional ha tenido que deslindar durante los años transcurridos los límites
competenciales entre el Estado y las comunidades autónomas y no parece que
se haya dado con una solución definitiva al ser cada vez más frecuentes las ma-
terias o cuestiones complejas y compartidas.

Así fue como los primeros pasos de la Mesa de Partidos «autoconvocada» puso
el acento en definir las instituciones más que en concretar competencias o me-
dios. Y cuando el Gobierno central atisbó los derroteros que se seguían en

105



algunos territorios no tuvo más solución que intentar reconducir el proceso
mediante unas instrucciones que dieran una cierta homogeneidad al proceso
de las comunidades autónomas rebajando además sus expectativas inmedia-
tas de autogobierno. Esta posición me pareció razonable entonces y me lo si-
gue pareciendo en la actualidad. Y habrá que recordar que los pasos funda-
cionales del llamado Estado de las Autonomías se estaban dando con un
acompañamiento nada tranquilizador de ruido de sables y una notable indife-
rencia popular que dio aquel resultado increíble del 20 por 100 de votos en el
referéndum de Galicia. Los políticos ansiaban el máximo de poder, como ocu-
rre siempre, pero el pueblo no siempre iba en aquella línea: desconfiaba de una
nueva organización que iba a desembocar en más gastos, más papeles, más
exigencias, más políticos a sueldo. No hay que engañarse: los acuerdos muni-
cipales por la autonomía se tomaron por la presión de los partidos políticos en
un alto porcentaje de los casos. Por esto, lo prudente era conjugar todos estos
factores de riesgo y al tiempo hacer pedagogía del sistema autonómico.

LA EXPERIENCIA DE UNOS AÑOS

Durante años hemos estado considerando si el marco estatutario resultante de
aquel proceso era insuficiente para que Aragón desarrollara su potencialidad me-
diante sus propias instituciones. Como es normal siempre se ofrecen dudas
sobre si, de haber dispuesto de mayores competencias, se hubiera conseguido
unos mejores resultados. También es fácil caer en la tentación de establecer com-
paraciones con otras comunidades autónomas que accedieron a la autonomía
por el mismo o por distinto procedimiento. Nada digamos de comparar nuestras
realidades con las vecinas Cataluña y Navarra para alimentar victimismos.

Sin embargo un análisis objetivo de la realidad nos lleva a plantear como primer
conclusión que el Estatuto de Autonomía de Aragón ha servido como instru-
mento eficaz para el autogobierno eficaz del país, llevándolo a un nivel de bien-
estar aceptable aunque subsistan zonas y sectores que no han seguido la ten-
dencia general. Conviene no olvidar que la situación de la sociedad y la
economía aragonesas en 1977 no era precisamente boyante y que, si bien la
aportación de economías externas como la instalación de General Motors han
sido muy importantes, el mismo fenómeno se ha producido en otras comuni-
dades autónomas sin que por ello hayan obtenido mejores resultados relativos.

La segunda conclusión se refiere a las instituciones autonómicas, que han teni-
do un funcionamiento eficiente en general. Las Cortes de Aragón, que comen-
zaron su labor con carencias de medios y organización notables, hoy constitu-
yen un cuerpo legislativo que puede desarrollar en excelentes condiciones su
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labor. Otro tanto puede decirse del Justicia, que ha consolidado su ámbito de
actuación y cubre unas funciones necesarias. En cuanto al Gobierno, no tiene
ninguna nota singular. Su eficacia ha sido diversa según los equipos en el poder
y en conjunto aceptable. Quizá la falta de continuidad ha perjudicado la conse-
cución de algunos objetivos. Y en cuanto a los contenidos o materia de go-
bierno, la gradualidad en la asunción de competencias a sido, en mi opinión, un
factor favorable que ha permitido ajustar la administración autonómica a las ne-
cesidades. La recepción de las competencias en educación y sanidad se han
producido cuando la Comunidad Autónoma cuenta con una experiencia nota-
ble en su autogobierno, lo que permite asegurar el éxito.

Otras personas enjuiciarán el proceso autonómico de modo más negativo. Por
mi parte no puedo dejar de considerar que Aragón no es un territorio especial-
mente rico, ni contaba con unas infraestructuras desarrolladas, ni tiene puerto
de mar, ni clima bonancible. Y ni con centralismo ni con autonomía pueden ha-
cerse milagros ni superar décadas de abandono externo y apatía interna. El Es-
tatuto de Autonomía no ha corregido todas las deficiencias acumuladas, pero
ha servido para marcar una clara tendencia de desarrollo económico y reequili-
brio interno y para recuperar el verdadero sentimiento aragonés. Es un buen ca-
mino.
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Iniciativa autonómica de los ayuntamientos
Román Alcalá Pérez

Tras la aprobación de la Constitución en diciembre de 1978, en marzo de 1979
se celebran las segundas elecciones generales y al mes siguiente, en abril, las
primeras elecciones municipales.

Ese mismo mes se constituyen los ayuntamientos resultantes de las elecciones
y posteriormente las diputaciones provinciales sobre la base del número de
concejales obtenidos por cada partido político en los respectivos partidos judi-
ciales en que se hallaban divididas las provincias.

En Aragón el triunfo de Unión de Centro Democrático (UCD) fue absoluto y la
mayoría de los ayuntamientos y las tres diputaciones provinciales aragonesas
estuvieron gobernadas por gente de UCD.

A nadie se le oculta que nuestras tres provincias aragonesas, Huesca, Teruel y
Zaragoza, son muy extensas, poco pobladas y con gran número de municipios
y núcleos urbanos. En todos ellos había muchas cosas que hacer. La mayoría
estaban faltas de las infraestructuras y equipamientos más necesarios (acce-
sos, saneamientos, agua, luz…) y todos esperaban que la nueva situación de-
mocrática terminara con sus años de penuria.

Y las miradas de nuestros pueblos y sus ayuntamientos se dirigieron entonces
hacia las diputaciones provinciales porque eran las instituciones que más cer-
canas tenían en esos momentos y porque las gobernaban personas con las
que habían iniciado la andadura democrática y eran de su mismo partido o al
menos no impuestos por Madrid.

Esa era una realidad, pero había otra. Casi a la vez se había iniciado de manera
inevitable el proceso autonómico en Aragón. En la primera Asamblea de Parla-
mentarios aragoneses (diputados del Congreso y senadores), celebrada en el
Parador de Teruel, se toma el acuerdo de dar los pasos necesarios para llevar
a Aragón a su autonomía de acuerdo con la Constitución Española.
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En los ayuntamientos aragoneses, o en muchos de ellos (habría que diferenciar
a los de las poblaciones mayores o a los que tenían en sus corporaciones a
políticos significados), el tema autonómico cuando se comenzó a plantear no
era prioritario. Había otros temas del día a día que preocupaban más.

Y había, especialmente en Teruel, temor y desconfianza. Desconfiábamos ¡ya
entonces! de que Teruel existiera para los que no vivieran allí y temíamos que se
siguieran agravando los efectos de nuestra debilitada demografía. Se dudaba
de las ventajas que para una provincia como la de Teruel (y pienso que en la de
Huesca y gran parte de la de Zaragoza también) podía tener una nueva admi-
nistración como era la autonómica.

Sedes, representantes, funcionarios, competencias, etc. ¿Detraerían todo ello
recursos de los que tan necesitados estaban nuestros ayuntamientos? ¿Sería
capaz el Madrid centralista de desprenderse de ellos? ¿No sería demasiado Es-
tado central, autonomías, diputaciones provinciales y ayuntamientos?

Mientras las gentes de nuestros pueblos pensaban eso o cosas parecidas los
partidos políticos y sus responsables iban dando los pasos necesarios para que
el proceso autonómico no se detuviera. El camino constitucional entre la «vía rá-
pida» del artículo 151 o la «vía lenta» del 143 nos vino dado desde el Gobierno
de Adolfo Suárez y aceptado por los dos partidos mayoritarios de Aragón.

Se pidió a los ayuntamientos y diputaciones provinciales que se tomaran por
los respectivos plenos, los acuerdos necesarios para que Aragón iniciara su
proceso autonómico para la vía señalada en el artículo 143 de la Constitución
Española.

Y la mayoría de las corporaciones, más por disciplina de partido que por ilusión
o convencimiento, así lo hicieron con señaladas y conocidas excepciones, bien
corporativas o personales.

Con el proceso autonómico en marcha tuve la suerte, en mi condición de pre-
sidente de la Diputación Provincial de Teruel o de presidente de UCD-Teruel y
vicepresidente de UCD-Aragón, de participar en todos los órganos de debate:
Mesa de Partidos, Asamblea Mixta de San Juan de la Peña, Comisión técnica
redactora del presente Estatuto y Asamblea Mixta de Zaragoza que aprobó el
proyecto de Estatuto.

A partir de la toma de los oportunos acuerdos la participación de los ayun-
tamientos en el proceso autonómico había terminado por la vía del artículo 143,
eran los parlamentarios en Madrid y los diputados provinciales los que tenían «la
sartén en su mano».
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Como para un diputado provincial, de acuerdo con la Ley vigente, es condición
indispensable ser concejal de algún Ayuntamiento de esa provincia, el camino
de la «vía lenta» aún permitió a los ayuntamientos participar en el proceso a tra-
vés de sus diputados provinciales.

De ello dan fe dos cuestiones que si no recuerdo mal fueron muy debatidas:
una, la subsistencia de las diputaciones provinciales convertidas en parte acti-
va del mapa constitucional de Aragón, y otra la representación de cada provin-
cia en nuestras entonces futuras Cortes.

Debo confesar que las diputaciones provinciales eran duramente combatidas
entonces desde los partidos de la oposición resultante de las elecciones gene-
rales de 1977; se suponía que eran algo así como una invención franquista que
debía demolerse y se olvidaba que su creación procedía de 1834 y que con
errores e incidencias habían alentado la vida de las respectivas provincias como
«ayuntamientos de los ayuntamientos», estimulando obras indispensables para
la comunicación interprovincial y asesorando a los municipios más pequeños
permitiéndoles cumplir mejor la impagable y difícil tarea de llevar los servicios
públicos a los pueblos más pequeños y remotos.
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Las diputaciones provinciales fueron finalmente incluidas, de modo que juzgo
generoso, en el Estatuto de Autonomía de Aragón de 1982; sin perjuicio de que
correspondiera a la Comunidad Autónoma «la creación de su propia Adminis-
tración Pública» (artículo 43) es lo cierto que en el artículo 45 al regular «las re-
laciones de la Comunidad Autónoma con las Diputaciones Provinciales» se res-
petó la función de éstas y se previó que la Comunidad Autónoma articulase la
gestión ordinaria de los servicios periféricos propios a través de las diputaciones
provinciales. También se preveía transferir o delegar en ellas y en ayuntamien-
tos idóneos facultades que fueran inicialmente competencia de la Comunidad
Autónoma.

El segundo de los asuntos era el de la representación de cada provincia en las
Cortes de Aragón. Básicamente eran dos los criterios utilizables y los dos cons-
titucionales: uno el de representación proporcional a la población de cada pro-
vincia (el ejemplo era el del Estatuto catalán) y otro el de la representación igual
para las tres provincias haciendo abstracción de su censo (el ejemplo era do-
ble: por una parte así se compone la representación en el Senado y por otra
parte así sucede también en el Estatuto vasco).

Las gentes de UCD-Teruel lo tuvimos desde el principio muy claro. La única ma-
nera de que tuviéramos un futuro dentro de nuestro Aragón libre de sospechas
era que la representación de las tres provincias en las futuras Cortes de Aragón
fuera igual en el número de representantes por cada provincia. La Asamblea de
alcaldes de UCD de la provincia de Teruel, celebrada en la localidad de Montal-
bán en el verano de 1980, así lo acordó y fue la postura de los representantes
de UCD-Teruel a partir de aquel momento.

Los ataques que recibimos, especialmente de los partidos de la izquierda del
arco político, en los que se nos dice que queríamos que votaran las hectáreas
en vez de las personas, eran injustos. Queríamos que las obligaciones electo-
rales de las concentraciones de población y por lo tanto de votos, no nos lle-
varan a dejar el centralismo de Madrid para caer en el de Zaragoza. Creíamos
que si los futuros diputados de las Cortes de Aragón iban a ser justos no había
que tenerle miedo a la igualdad. Esperábamos que por primera vez en la histo-
ria el resto de Aragón fuera generoso con Teruel.

Tras largos y encendidos debates y polémicas, donde de todos los demás par-
tidos sólo nos apoyaba el PAR, se acabó aprobando en el Estatuto una fórmu-
la algo salomónica: «Las Cortes de Aragón estarán integradas por un número
de diputados comprendido entre sesenta y setenta y cinco, correspondiendo a
cada circunscripción electoral un número tal que la cifra de habitantes necesarios
para asignar un diputado a la circunscripción más poblada no supere 2,75 veces
la correspondiente a la menos poblada».
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Han pasado veinte años. El Estatuto de Autonomía de Aragón ya se ha refor-
mado una vez ganando en competencias. Casi todos nuestros ayuntamientos
ya tienen los equipamientos básicos hechos y alguno no necesario también. Se
está creando una nueva administración local, la Comarca.

Nuestras provincias por primera vez en muchos años empiezan a crecer en po-
blación. Nuestras gentes viven más y mejor y tienen grandes esperanzas para
el futuro.

A los que nos tocó vivir y participar en primera línea en la creación de nuestra
autonomía recordamos aquellos tiempos con nostalgia y gran cariño hacia las
gentes con los que compartimos el camino.

Al fin y al cabo todos, cada uno desde nuestro puesto y nuestra ideología,
hicimos lo que pudimos por nuestra tierra, Aragón. O lo que nos dejaron.
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Un aspecto del desarrollo constitucional
Mariano Alierta Izuel

Participé en el proceso de elaboración del Estatuto de Autonomía de Aragón,
que se inicia el 15 de junio de 1977, como miembro tanto de la Asamblea de
Parlamentarios como de la Asamblea Mixta de Parlamentarios y Diputados Pro-
vinciales en mi condición de diputado al Congreso en la Legislatura Constitu-
yente (1977-1978) y en la Primera Legislatura (1979-1982) por la provincia de
Zaragoza y como miembro de la Unión de Centro Democrático (UCD). 

También participé en el debate en el Congreso de Diputados del Proyecto de
Estatuto de Autonomía de Aragón aprobado por la Asamblea Mixta de Aragón.
Posiblemente es de este debate del que conservo datos más precisos pero al
no estar incluido en la presente crónica no es el momento para el recuerdo. De
las aportaciones, trabajos y debates habidos en Aragón creo que las personas
que representaron a UCD podrán ofrecer con más capacidad –y calidad– lo que
supusieron nuestras aportaciones en los primeros pasos del Estatuto de Auto-
nomía de nuestra Comunidad. 

Paralelamente a la Asamblea de Parlamentarios y al Ente Preautonómico, a lo
largo de 1977 y principalmente de 1978 fue tomando forma, se debatió y se
aprobó nuestra Constitución. Como diputado en el Congreso tuve ocasión de
vivir de cerca este proceso. Y quiero aprovechar esta oportunidad para hacer
brevemente una referencia a un aspecto del desarrollo constitucional que pos-
teriormente afectó al desarrollo de nuestro Estatuto.

En la Constitución se establecen distintas vías para el desarrollo autonómico. El
tema es suficientemente conocido y no necesita explicaciones. Se defendía la
necesidad de diferentes vías en la oportunidad de encontrar una fórmula que
permitiera a las (entonces llamadas) comunidades históricas llegar rápidamente
a una autonomía amplia. 
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Sin embargo la existencia de diferentes vías planteaba cuestiones importantes
no sólo de su propia necesidad sino también de una cuestión adicional espe-
cialmente importante: si las diferentes vías afectarían también a diferencias en-
tre las futuras comunidades autónomas. Una cuestión es que las vías puedan
ser diferentes y otra cuestión muy diferente es que posibilidades de las comu-
nidades estén asociadas a la vía que sigan en su desarrollo. 

Es un tema muy importante que se debatió bastante pero se debatió especial-
mente en el seno de los grupos parlamentarios, al menos fue muy debatido en
el Grupo Parlamentario de UCD en el Congreso. En este Grupo muchos parla-
mentarios suscitaron esta cuestión. Había reticencias, fuertes reticencias en al-
gunos casos, a aceptar vías diferentes para determinadas comunidades. Y las
reticencias eran más fuertes y contundentes si las diferentes vías implicaban po-
sibilidad de niveles desiguales de autonomía según las vías elegidas. 

Quisiera dar testimonio de estos debates en el seno del Grupo Parlamentario
de UCD en el Congreso porque, al igual que otros parlamentarios, participé per-
sonalmente en ellos e insistí en las razones y consecuencias de las medidas que
se proponían. Sería de interés que se pudiera disponer del contenido de las re-
uniones del Grupo. Debo dejar constancia que siempre que se planteó se con-
testó que todas la comunidades tendrían las mismas posibilidades indepen-
dientemente del camino elegido. 

La aceptación de diferentes vías con diferentes posibilidades para las comuni-
dades según la vía habría sido imposible en el seno del Grupo Parlamentario
Centrista en el Congreso. Por lo tanto la posición oficial repetidamente expues-
ta en dicho Grupo fue que las posibilidades de todas las comunidades serían
las mismas independientemente de la vía seguida. Si estas afirmaciones eran
sinceras o no es un tema que no me alcanza. Debo darlas por buenas y dar tes-
timonio de las afirmaciones que se hicieron en el Grupo.

En ese sentido voté la Constitución. También defendí esta posición en la cam-
paña previa al Referéndum del 6 de diciembre de 1978. Especialmente lo hice
en Pina, lugar en el que una mujer asistente a un acto electoral en una tarde he-
ladora preguntó si tendríamos los mismas facultades que la que tendrían cua-
renta kilómetros río Ebro abajo. Se le contestó que evidentemente sí pues tal
era lo que nos habían afirmado en el Grupo Parlamentario de la UCD. Creo que
muchos aragoneses, además de los asistentes a la reunión en Pina, y también
muchos españoles, votaron la Constitución en ese sentido.

Ese acuerdo en el seno del Grupo Parlamentario de UCD, el grupo mayoritario
en las Cortes Constituyentes, forma parte del acuerdo constitucional. Se insis-
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tió en que una declaración de este tipo formara parte de la Constitución pero
hubo muchas reticencias. Se recogió en el punto 2 del artículo 148 que «trans-
curridos cinco años, las comunidades autónomas podrán ampliar sucesiva-
mente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149», que
define las competencias exclusivas del Estado y que, se decía, recogía las ga-
rantías de futura igualdad. 

Sobre esta cuestión creo recordar que desde Aragón no se hicieron grandes
debates (aunque pudiera estar equivocado). Posiblemente todo el mundo creía
que se iba a ir por la vía del artículo 151 y en muchos casos se consideraba que
se haría además de forma inmediata. Esta meta puede ser que fuera posible
pero había indicios que podría tener dificultades. Dado el desequilibrio territorial
de Aragón las actitudes que había en las diferentes provincias y las posiciones
de los diferentes partidos tenían bastantes visos de conducirnos a una situación
complicada, como acabó sucediendo. Afortunadamente, con cierto tiempo,
este problema se resolvió favorablemente –que considero uno de los grandes
méritos del proceso estatutario aragonés–, pero mientras se resolvía llegaron las
«complicaciones» posteriores al proceso de desarrollo estatutario.
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Estas complicaciones valoran las previsiones que se han mencionado hechas
en el seno del Grupo Parlamentario Popular de la UCD. Debo decir que en cada
paso que se dio a continuación siempre se tuvo en cuenta que el camino ele-
gido no implicaba menores posibilidades. Puede indicarse que podría tratarse
de buenas palabras, pero son las palabras dichas y evidentemente tienen valor.
En esas condiciones se aceptaron los acuerdos autonómicos en los que tam-
bién se volvió a garantizar la futura igualdad y como consecuencia la redacción
de Estatuto de Autonomía de 1982 por la vía del artículo 143 y que recogía, evi-
dentemente, la posibilidad de la reforma mencionada pasados cinco años. 

Si como estaba previsto esta reforma se hubiera cumplido a partir de 1987 el
fin del proceso autonómico se hubiera iniciado y hace tiempo que la situación
de las competencias de Aragón habrían alcanzado el nivel de las comunidades
más avanzadas, con lo que la demora en el proceso hubiera tenido un carácter
transitorio.

Pero el Gobierno de turno cerró el proceso en 1987 y se creó una situación de
abierta desigualdad. Hubo que esperar a los pactos de 1992, que promovió el
PP, para movilizar una situación de estancamiento. Pero los pactos, por las re-
ticencias del Gobierno, resultaron insuficientes. En la manifestación de 1992, en
la que estuvimos claramente, Aragón manifestó su deseo de tener las mismas
posibilidades que cualquier otra Comunidad. Afortunadamente la Reforma del
Estatuto de 1994 ha podido con la subsiguiente nueva Reforma de 1996 que
ha permitido llegar a unos límites comparables a las comunidades más avan-
zadas. Un largo proceso en el que cada partido ha ido dejando constancia de
lo que es en el terreno autonómico. Ha tenido que ser el Partido Popular el que
terminara la parte pendiente más importante del proceso autonómico y realiza-
ra a Aragón las transferencias de las competencias más significativas. 

Como todavía hay cuestiones pendientes se oyen a veces opiniones que recla-
man privilegios o propuestas con palabras (asimetría) cargadas de preocupante
ambigüedad, Aragón debe seguir permanente exigiendo la posibilidad de tener
las mismas competencias que cualquier otra Comunidad. 

En 1978, antes de votar en el Congreso la Constitución, se nos dijo que todo el
mundo tendría las mismas posibilidades de desarrollo autonómico. Esto es lo
que forma parte del pacto constitucional y es lo que sigue estando vigente.
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La elaboración del Estatuto 
de Autonomía de Aragón 

desde la Unión de Centro Democrático
José Luis Merino Hernández

BREVE APUNTE PERSONAL

No tengo ninguna duda de que en lo esencial mi vida política –casi quince años
de dedicación a ella– está íntimamente ligada a la elaboración primero y des-
arrollo después del Estatuto de Autonomía de Aragón.

Porque aunque mis primeros balbuceos en la recién estrenada democracia 
se habían iniciado en un pequeño partido regional 1, la verdadera entrada en el
juego político no se produjo por mi parte sino en el momento en el que fui a en-
grosar las entonces escasas filas de la UCD zaragozana 2.

Estaban a punto de convocarse las segundas elecciones generales y primeras
municipales (marzo y abril, respectivamente, de 1979) y en el partido centrista
se manejaban encuestas que auguraban un holgado triunfo gubernamental. 
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1 Se trataba de la Democracia Cristiana Aragonesa, fundada en Zaragoza por el notario Manuel García-
Atance y el catedrático José Luis Lacruz Berdejo. Un partido que, tras el fracaso electoral de las primeras
elecciones generales, las de 1977, trató de constituir una federación con otros partidos de corte similar
dentro del territorio español. Durante 1978 y parte de 1979 se hicieron verdaderos esfuerzos, nacionales
e internacionales, para tratar de competir con la recién estrenada Unión de Centro Democrática, liderada
por el presidente del Gobierno Adolfo Suárez –visita de Fanfani (líder italiano de la DC, entonces presidente
del Senado de la República Italiana) a la federación en Madrid, participación en el Congreso de la Inter-
nacional Democristiana en Berlín, intento de rehabilitación de la figura histórica de Joaquín Gil Robles…–.
Nada de todo aquello sirvió y la desaparición del partido fue pareja con el nuevo fracaso electoral tenido
en las elecciones generales siguientes de 1979.
2 Enlazando con el comentario de la nota anterior recuerdo que mi participación en UCD, decidida la no-
che víspera de Reyes de 1979 en casa de Miguel Merino (entonces alcalde de Zaragoza y candidato por
el partido centrista al mismo cargo en la primeras elecciones municipales de ese propio año), estuvo pre-
cedida de una conversación con Juan Antonio Bolea Foradada, primer presidente de la Preautonomía ara-
gonesa, entrevista de la que fue introductora Carmen Solano Carreras, diputada al Congreso que fue por
UCD (luego pasó a engrosar las filas del PSOE, de la que también fue diputada y concejala en el Ayun-
tamiento zaragozano). En ella el presidente –que también lo era del partido– me propuso la entrada en
éste con el «encargo» de dirigir, dentro de la UCD, la elaboración del Estatuto de Autonomía de Aragón,
primer trabajo importante en el que habrían de comprometerse, inmediatamente después de las eleccio-
nes, todos los partidos políticos aragoneses.



En las distintas conversaciones mantenidas con los responsables de la UCD 3

se me ofreció un marco de actuación consistente, esencialmente, en dirigir el
equipo (muy escaso por cierto) que habría de marcar las pautas estatutarias
desde la óptica centrista. 

Junto a ello se me solicitó la participación en listas electorales, algo que yo re-
chazaba al principio, por entender que mi trabajo político-jurídico, en que iba a
consistir la redacción del proyecto centrista del Estatuto autonómico, no preci-
saba de una concreta participación electoral. Creía que podía hacer una buena
labor al respecto con un trabajo meramente interno, de «despacho». Se me
convenció de lo contrario y así acepté mi presencia en las listas electorales mu-
nicipales del partido.

Salí elegido concejal de Utebo y promovido, por los concejales centristas de la
zona electoral de Zaragoza capital, a diputado provincial. Constituida que fue la
Diputación de Zaragoza fui elegido en ella vicepresidente y portavoz del Grupo
centrista, cargos que ocupé hasta mi dimisión formal en el otoño de 1982.

Lo que entonces yo no podía intuir era el papel preponderante que en todo el
proceso estatutario (y aun más, autonómico en general) iban a tener las dipu-
taciones provinciales y muy especialmente la zaragozana.

En primer lugar la Diputación de Zaragoza constituía en aquellos momentos una
magnífica atalaya política: por una parte en el propio edificio de la plaza de Es-
paña de la capital se asentaba, provisionalmente, la primera Diputación General
de Aragón (su primer presidente, Bolea Foradada, presidente también de la
UCD, tenía su antedespacho contiguo al mío); por otra determinados diputados
provinciales del PSOE (entre otros Elías Cebrián, su portavoz) habrían de jugar un
papel relevante en todo el proceso autonómico y en particular en la elaboración
del anteproyecto de Estatuto de Autonomía.

Desde ella y en ella, en la Diputación Provincial de Zaragoza se vivieron los mo-
mentos más intensos del proceso de elaboración estatutaria: desde la consti-
tución de la Mesa de Partidos, encargada de concertar las bases sobre las que
había de redactarse el anteproyecto de Estatuto, hasta la celebración de la ya
citada Asamblea Mixta que habría de debatir el borrador de Estatuto que final-
mente se remitió al Congreso de los Diputados.

Porque cuando en enero de 1980 la UCD de Aragón aceptó la propuesta del
Gobierno de Adolfo Suárez, de optar esta Comunidad (como la mayor parte de
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3 Mis primeros contactos con la UCD los hice como secretario de la DCA, encargado junto con su presi-
dente, Buenaventura Ferrer Massip, de negociar con el partido centrista algún tipo de coalición electoral,
con formación de listas conjuntas de ambos partidos para las elecciones generales de 1979. Cuando
estas negociaciones fracasaron (por puros personalismos de uno y otro lado) algunos militantes del par-
tido regional optamos por darnos de baja en él y entrar a formar parte de la UCD. 



las españolas) por la vía autonómica del artículo 143 CE, los diputados provin-
ciales nos convertíamos en artífices de la elaboración del Estatuto al entrar a
formar parte, junto con diputados al Congreso y senadores, de esa Asamblea
Mixta que dentro de Aragón debía debatir y aprobar el Anteproyecto de Esta-
tuto autonómico.

Así pues, instalado en la vicepresidencia de la DPZ, con los medios estructura-
les y económicos con los que entonces se contaba (muy escasos por compa-
ración a los actuales), inicié mi personal labor de ir creando poco a poco el en-
tramado de lo que, en su día, pude ofrecer al Comité Regional de UCD-Aragón
como borrador de Estatuto de Autonomía; un borrador nada contestado (ni casi
debatido) en el seno del partido centrista y del que, a decir verdad, salió la ma-
yor parte de lo que luego fue definitivo Estatuto de Autonomía.

En los primeros contactos con Bolea Foradada hubo una cuestión, para mí, de
particular importancia: me hizo ver el presidente de la UCD que mi presencia en
todo el proceso de elaboración del Estatuto de Autonomía me iba a proporcio-
nar unos conocimientos sobre la cuestión inigualables, y que si tenía la habili-
dad de ir tomando buena nota de todo y guardando cuantos documentos se
fueran elaborando al respecto podría al final del proceso, si yo quería, llegar a
publicar un libro que sería (y fue) el primero que comentara el Estatuto arago-
nés. Así lo hice y producto de todo ello fue mi obra Comentarios al Estatuto de
Autonomía de Aragón 4.

Y al respecto un dato curioso: mi presencia en el proceso de elaboración 
del Estatuto quedaba limitada exclusivamente al debate en Aragón: Mesa de
Partidos, Asamblea de San Juan de la Peña, Comisión técnica redactora y
Asamblea Mixta. Por mi condición de diputado provincial no podía participar
lógicamente en los debates del Congreso de los Diputados ni del Senado. Sin
embargo mi interés por conocer in situ los debates que se produjeran en las
Cortes Generales era tal que me las ingenié para poder asistir a los que tuvie-
ron lugar en la Comisión Constitucional del Congreso: estuve presente en todos
ellos introduciéndome en la sala donde se celebraban con una acreditación de
corresponsal de prensa que un determinado medio de comunicación zarago-
zano me proporcionó.

LA OPCIÓN AUTONÓMICA. 
INICIO DEL PROCESO DE ELABORACIÓN DEL ESTATUTO

Como es bien sabido la Constitución Española preveía básicamente dos
distintos procedimientos de elaboración y aprobación de los estatutos auto-
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nómicos (y con ello de acceso a la autonomía): uno el llamado de «vía lenta»,
regulado en el artículo 143 CE, y otro «vía rápida», desarrollado en el artículo 151
CE 5.

Las consecuencias que en principio parecían desprenderse del acceso a la
autonomía por uno u otro camino eran dos: el mayor o menor nivel competen-
cial a asumir al inicio del proceso y los diferentes órganos institucionales a exis-
tir en unas y otras comunidades.

Con respecto a la primera cuestión, la interpretación que parecía más correcta de
la Constitución era que las comunidades autónomas de la «vía lenta» sólo podrían
tener, en un primer momento, las competencias enumeradas en el artículo 148
CE; con la posibilidad de acudir a su ampliación, mediante la oportuna reforma
estatutaria, pasados cinco años desde la aprobación del Estatuto. Mientras que
las otras comunidades no tenían más límite al respecto que el derivado de las
competencias exclusivas que el Estado se reservaba en el artículo 149 CE. 

En el aspecto institucional se afirmaba que mientras las comunidades autóno-
mas de la vía lenta sólo podrían tener órgano ejecutivo, o sea, Consejo de Go-
bierno, las otras, las de la vía rápida, podrían incluir también en sus Estatutos la
existencia de Parlamento o Asamblea Legislativa y Tribunal Superior de Justicia.
Así se deduce, según se decía, del artículo 151 CE.

Con respecto a mi labor en esta materia tengo que reconocer que cuando el pre-
sidente de la UCD en Aragón, Juan Antonio Bolea, me propuso la elaboración del
borrador de Estatuto aragonés (enero de 1979), tanto él como yo creíamos que
nuestra Comunidad iniciaría su proceso autonómico por la vía del artículo 151 CE.
Tan es así que entre mis viejos papeles guardo en casa un primer ensayo de Es-
tatuto redactado conforme a los criterios propios de los elaborados por esa lla-
mada «vía rápida».
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5 Conforme al primer sistema el proyecto de Estatuto era elaborado por una Asamblea Mixta integrada en
cada región por sus diputados al Congreso, los senadores y todos los miembros políticos de sus respec-
tivas diputaciones provinciales o cabildos interinsulares. Una vez debatido y aprobado en dicha Asamblea
el proyecto era remitido a las Cortes Generales para su definitiva aprobación como Ley orgánica, la cual,
desde luego, y como cualquiera otra Ley, podía ser objeto de enmiendas por parte de los diputados y se-
nadores (artículo 146 CE).

Por el sistema de la vía del artículo 151 el proyecto era elaborado por una Asamblea de Parlamentarios,
de la que formaban parte solamente los diputados al Congreso y los senadores de la región. El trámite si-
guiente era la discusión del proyecto en la Comisión Constitucional del Congreso, de la que había de
formar parte necesariamente una delegación de la Asamblea Regional de Parlamentarios. Si se llegaba a
un acuerdo en la Comisión el texto resultante era sometido a referéndum dentro de la región correspon-
diente. Y si el proyecto de Estatuto era aprobado en cada provincia del territorio por la mayoría de los vo-
tantes el mismo se elevaba a las Cortes Generales para que los Plenos de ambas Cámaras, Congreso y
Senado, procediesen a su «ratificación», que no aprobación, es decir, sin posibilidad de enmendarlo
(artículo 151 de la Constitución).



Sin embargo cuando a comienzos de 1980 el Gobierno de la UCD sugiere a sus
representantes municipales que se pronuncien, en sus respectivas regiones,
por la «vía lenta» del artículo 143 CE –se dijo que por «razones de Estado» que
entonces no fueron explicadas–, me vi obligado a modificar el texto ya escrito
eliminando aquellas cuestiones propias de la otra clase de Estatutos.

Y en este punto, tanto dentro como fuera del partido, defendí en todo momen-
to que si bien es verdad que el llamado «techo competencial» marcaba unas im-
portantes diferencias entre unas y otras comunidades autónomas, en materia
de órganos institucionales esas diferenciaciones no tenían por qué existir. Es
cierto que el artículo 151 CE «imponía» a las comunidades que accedieran a su
autonomía por la «vía rápida» esos tres órganos por él previstos –el ejecutivo, 
el legislativo y el judicial–, pero de su redacción no se deducía necesariamente
que las otras comunidades no pudieran también tenerlos 6. Y especialmente
aquéllas que, como la aragonesa, tenían una importante materia sobre la que
legislar desde el principio (sin esperar a los cinco años de reforma del Estatuto):
me refiero al Derecho civil.

Con ese empeño, que muchos políticos de otros partidos no compartían (¿por
convicción, por interés?), me apresté a sentar las bases del Estatuto de Auto-
nomía aragonés recogiendo en él, desde el primer momento, la existencia en
Aragón de las tres instituciones previstas en el artículo 151 CE: el Gobierno, el
Parlamento y el Tribunal Superior de Justicia. Y en ningún momento (al menos
que yo conozca) se planteó objeción alguna a ello dentro de la UCD, ni en Ara-
gón ni en Madrid.

Como era previsible los primeros meses de 1980 fueron políticamente muy
duros. Los partidos y fuerzas sociales de izquierda y el PAR, unos por convic-
ción (a mi juicio los menos) y otros por conveniencia política, formaron un frente
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6 Yo creo que el artículo 151 CE es una de esas tantas normas constitucionales cargadas de «intencio-
nada» ambigüedad que, como muchas veces se ha dicho, constituye uno de los principales factores de
estabilidad y permanencia en el tiempo de nuestra vigente Carta Magna. Una ambigüedad que, como en
otras materias –derecho al divorcio, posibilidad de regular el aborto, concepto de familia extensible a la
pareja no casada, etc.–, en esta concreta permite distintas interpretaciones del texto constitucional: 
a) que sólo tuvieran los tres órganos institucionales –Ejecutivo, Parlamento y Tribunal Superior de Justicia–

las comunidades autónomas de la llamada «vía rápida» (Cataluña, País Vasco, Galicia y Andalucía) pero
no las otras; 

b) que pudieran tenerlas esas comunidades y además las que mantuvieran un ordenamiento civil propio
(Aragón, Navarra y Baleares); 

c) que pudieran establecerlos todas o las que quisieran, y 
d) que unas comunidades optaran por tener alguno de esos órganos pero no otros (por ejemplo regular

la existencia de Asamblea Legislativa pero no Tribunal Superior de Justicia, o viceversa).
Como es bien sabido la «dinámica de los hechos» condujo en España, por consecuencia de una espe-

cie de «carrera contra reloj», cargada de mimetismo de unas comunidades respecto de otras, a que to-
das establecieran en sus respectivos Estatutos la existencia de esos tres órganos institucionales. No en-
tro ahora en la valoración, ni técnica ni política, de lo que ello ha representado.



anti-UCD tratando de desgastar al partido gubernamental por causa de ese
«rebaje autonómico» que suponía la nueva opción de la vía del artículo 143 CE.
A mí personalmente me tocó «bailar con la más fea», acudiendo, en represen-
tación del partido, a cuantos debates públicos se organizaron, y en ellos tratar
de explicar a un público que no quería escuchar –mediatizado como estaba en
su mayor parte por la propaganda anti-centrista– los argumentos que podían
aconsejar esa vía lenta autonómica y sobre todo las pocas diferencias que
de hecho iban a existir con las comunidades que habían ya accedido por la vía
rápida.

Pese a todo se consiguió que a finales de diciembre de ese mismo año, 1980, se
reuniera una Mesa de Partidos con presencia en ella de las principales fuerzas de-
mocráticas radicadas en Aragón –UCD, PSOE, PC, AP y PAR–, cuya misión fue
doble: de una parte llegar a un acuerdo en lo que dio en llamarse «desbloqueo
autonómico», que se concretó en la decisión mayoritaria de aceptar, para Aragón,
la indicada vía lenta del artículo 143 de la Constitución, y de otra aprobar unas
bases mínimas en las que todos los partidos políticos pudieran estar de acuerdo
y conforme a las cuales sería después redactado el texto del Estatuto. 

Dicha Mesa trabajó desde el 16 de febrero hasta el 22 de mayo de 1981. 

Cuando apenas se habían iniciado los trabajos, sólo siete días después, el, para
muchos de nosotros, «inolvidable» 23-F –el fracasado golpe de Estado cívico-
militar– determinaría sin lugar a dudas un punto de inflexión muy importante en
el desarrollo de todos los procesos autonómicos españoles, y desde luego en
el aragonés. Como después han reconocido muchos políticos de los partidos
más opuestos a las tesis de UCD, a raíz de aquel desventurado evento «no se
podía jugar con fuego», la prudencia se imponía. Y esa prudencia exigía aceptar
los planteamientos del Gobierno de la UCD de que una vez alcanzada la
autonomía rápida por parte de ciertas comunidades autónomas (Cataluña, País
Vasco y Galicia) para el resto era preferible el procedimiento de la «vía lenta». Era,
como también se dijo, una «racionalización» del proceso autonómico en España.

Con muchos más datos de los que entonces teníamos y con el reposo con que
puede realizarse una reflexión de esta índole veinte años después de los acon-
tecimientos vividos, hoy yo me pregunto si aquel intento golpista no estaba en
la raíz de las «razones de Estado» esgrimidas por Adolfo Suárez para tratar de
ralentizar –que no frenar– un proceso, el autonómico que tenía visos, entonces,
de un relativo «desconcierto nacional»; si el fracasado golpe de Estado no tenía
en sus autores una fácil defensa y justificación en el hecho de que con una rá-
pida descentralización autonómica del Estado se «arriesgaba» la «unidad de Es-
paña» en el sentido en que ellos la entendían.
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Restablecida la calma y la seguridad en España, en Aragón la Mesa de Parti-
dos reanudó el trabajo interrumpido. Durante diez sesiones los distintos parti-
dos políticos representados en ella fueron exponiendo sus diversos criterios y
puntos de vista en torno a los diferentes aspectos del Estatuto, hasta llegar a la
redacción de unas Bases, treinta y una en total, que el día 22 de mayo de 1981
eran entregadas formalmente al presidente de la Diputación General de Aragón
requiriendo del mismo la inmediata constitución de la Asamblea Mixta.

Ésta quedó conformada con ciento un miembros (todos los diputados provin-
ciales, los diputados al Congreso y senadores de Aragón) y se reunió en dos
momentos distintos. En una primera ocasión en la iglesia del nuevo monasterio
de San Juan de la Peña, durante la jornada del día 13 de junio de 1981. Allí se
procedió a la aprobación mayoritaria de las Bases elaboradas por la Mesa de
Partidos y al nombramiento de una Ponencia que, a modo de Comisión Técni-
ca, estaría encargada de redactar el proyecto de Estatuto. 

La Ponencia la integrábamos distintos representantes de los mismos partidos
políticos que habían conformado la Mesa antes dicha y que habían estado
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José Luis Merino en la Asamblea Mixta de Parlamentarios y Diputados Provinciales. Junio de
1981.



presentes en la Asamblea de San Juan de la Peña. Cuatro miembros de UCD 
(Manuel Fábregas, Román Alcalá, José Luis Figuerola y yo mismo), tres del
PSOE (Ángel Cristóbal Montes, Elías Cebrián y Santiago Marraco), uno de AP
(Manuel García Amigó), uno del PC (Adolfo Burriel) y uno del PAR (Hipólito
Gómez de las Roces). Los diez miembros de la Ponencia nos reunimos duran-
te toda la jornada del día 25 de junio de 1981 en el Parador de la Concordia de
la ciudad de Alcañiz y elaboramos allí lo que sería el primer texto del proyecto
de Estatuto de Autonomía de Aragón. 

Remitido a la Mesa de la Asamblea Mixta (de la que fue presidente León Buil,
de UCD; vicepresidente, José Félix Sáenz, del PSOE, y secretario, José Galin-
do Antón, del PAR) se procedió a la convocatoria de una nueva sesión de la
misma, la que tuvo lugar, en el salón de actos de la Diputación Provincial de
Zaragoza, durante los días 6 y 7 de julio de 1981. A lo largo de más de veinte
horas de reuniones fueron debatidos uno por uno todos los artículos que inte-
graban el proyecto elaborado por la Ponencia, concluyéndose con la aproba-
ción de un texto que sería presentado oficialmente al presidente del Congreso
de los Diputados.

En aquella maratoniana sesión me tocó ejercer, una vez más, de portavoz de
UCD en colaboración con José Ángel Biel. El debate de las numerosísimas en-
miendas presentadas (especialmente por parte del PAR) fue prolijo y en algunos
momentos muy tenso. Y es que las discrepancias con el texto no provenían sólo
de fuera sino también de dentro del propio partido; en especial, como luego ex-
plicaré, en lo relativo a la composición de las Cortes y la representación en ella
de las tres provincias aragonesas.

COMENZANDO POR EL JUSTICIA

Personalmente tuve un gran interés en comenzar el trabajo estatutario por la
institución del Justiciazgo.

Hacía tiempo que venía trabajando sobre ella bebiendo de diversas fuentes his-
tóricas aragonesas. La que me fue más últil al respecto es el libro de Carlos
López de Haro titulado La Constitución y libertades de Aragón y el Justicia Ma-
yor 7, en el que se define con gran precisión el elenco de atribuciones que la Ins-
titución llegó a acumular en los momentos históricos de mayor esplendor: judi-
cial, política, administrativa…
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Cuando fui encargado de elaborar el borrador de Estatuto centrista traté de ha-
cer una suerte de «traspolación actualizada» y moderna de la figura histórica del
Justicia, partiendo de la base de su estructuración y sobre todo de sus funcio-
nes en los siglos en los que la Institución alcanzó su máxima autoridad.

Y soslayando la cuestión de la administración de justicia –que en materia auto-
nómica iba a quedar en manos del nuevo Tribunal Superior de Justicia de Ara-
gón– en el resto creí que esa trasposición podía efectuarse.

Aquilatando al máximo el elenco de sus competencias históricas y tratando de
sintetizarlas en unas pocas, concebí al Justicia como una institución encargada
fundamentalmente de: 

a) La protección y defensa de los derechos de los ciudadanos (artículo 33.1.a)
del Estatuto). Plasmación moderna de la misión histórica del Justicia cuando,
en cada sesión de Cortes, comenzaban sus miembros poniendo de mani-
fiesto al rey los «greuges» o quejas que los diversos estamentos ciudadanos
tenían contra el propio monarca y sus funcionarios. Y no sólo una defensa
de derechos individuales sino, recordando esa actuación del pasado, tam-
bién de derechos colectivos, es decir, de los derechos de aquellos sectores
de la sociedad que más necesitados pueden encontrarse de una especial
asistencia: menores, tercera edad, disminuidos, inmigrantes y toda clase de
sectores marginados o marginables. 

b) La tutela del ordenamiento jurídico aragonés (artículo 33.1.b) EA), o sea, del
elenco de normas positivas propias, públicas y privadas; un ordenamiento
hoy recuperado en toda su extensión merced al nuevo sistema autonómico
y las facultades legislativas que el Estatuto confiere a las Cortes.

c) La defensa del propio Estatuto (artículo 33.1.c) EA) como «norma constitu-
cional básica» en la que se fundamenta todo el entremado autonómico de la
Comunidad. En el desarrollo de su misión hoy el Justicia de Aragón debe
velar por la tutela del Estatuto aragonés frente a cualquier «agresión», tanto
externa como interna.

Muy a mi pesar tengo que reconocer que ni en el seno de la UCD primero, ni
luego en la Mesa de Partidos (encargada de elaborar las bases del Estatuto),
concitó grandes entusiasmos esa «recuperación» de la institución del Justiciaz-
go. En la Mesa tuve que hacer grandes esfuerzos para convencer a mis com-
pañeros de los otros partidos políticos en liza para que se dedicara, como
finalmente se hizo, una base específica a la figura. Y también tengo que reco-
nocer con toda franqueza que el único político aragonés que mostró en todo
momento un total apoyo a mi propuesta estatutaria fue Hipólito Gomez de las

127



Roces, quien desde su posición de presidente y portavoz del Partido Aragonés
Regionalista (PAR) la defendió e impulsó en el trámite aragonés y en el poste-
rior debate del Estatuto en el Congreso de los Diputados 8. 

LA DEFINICION DE ARAGÓN

Uno de los problemas políticos con que en UCD teníamos que enfrentarnos, a
la hora de redactar un borrador de Estatuto, era el de dar una definición de Ara-
gón. Problema dentro y fuera del partido.

Para entender bien esta cuestión hoy, más de veinte años después de su plan-
teamiento, conviene tener en cuenta que en Aragón, desde mi punto de vista,
con respecto a la «cuestión autonómica» había diferentes posturas políticas:

–La de quienes creían en la autonomía como una suerte de «panacea», la úni-
ca estructuración política posible en España. Sus seguidores adoptaban una
postura «reivindicativa» frente al Gobierno de la nación (para ellos Estado), una
suerte de lucha frente a la «opresión centralista». La autonomía enarbolada
como bandera de una supuesta «liberación».

–En el lado opuesto los detractores de la autonomía, aquéllos para los que la nue-
va conformación del Estado español iba a suponer, sin lugar a dudas, su destruc-
ción por desmembración y, lo que es peor, la ruptura de la «Unidad de España».

–En un punto intermedio –en el que yo me he encontrado siempre– los que
pensábamos que un Estado Autonómico era para España y sobre todo en los
momentos de la transición política a la democracia, el mejor instrumento para
consolidar ésta. Un instrumento tan legítimo como cualquiera otro democráti-
co –centralismo, descentralización administrativa, federalismo…–, que ade-
más de gozar de un cierto, aunque interrumpido, antecedente histórico (en la
II República) daba plena satisfación a no pocas aspiraciones territoriales.

–Sin olvidar a los escépticos (no opuestos) de la autonomía, para los que todas
estas cuestiones les eran totalmente ajenas. Eran los «agnósticos del proce-
so», ocupados y preocupados por otras cuestiones.

Pues bien, lo verdaderamente singular de todo ello es que dentro de la UCD
(como por otra parte era lógico en el conglomerado de partidos e ideologías
que la misma representaba, desde el centro-izquierda socialdemócrata al cen-
tro-derecha democristiano, pasando por los conversos del franquismo y los «no
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8 Llegó a afirmar la necesidad de desligarlo de toda relación con el Defensor del Pueblo, figura con la que
nada o muy poco tenía que ver el Justicia de Aragón; a su juicio institución de mayor rango que aquella
otra estatal. En sentido contrario en la Mesa de Partidos el representante de la entonces Alianza Popular
(AP), antecedente del actual Partido Popular (PP), consideraba inncesaria la regulación de la institución del
Justiciazgo precisamente por estar ya previsto, estatalmente, el Defensor del Pueblo.



adscritos» o independientes), dentro de aquel partido se daban casi todas las
corrientes expuestas: desde escépticos a autonomistas «convencidos», pasan-
do por los «racionalistas» del sistema.

Y fuera ocurría algo parecido: un PAR nacionalista, un PSOE escéptico 9 (por
más que en un primer momento y junto con otros partidos de la izquierda, PC,
MCA, ORT, utilizaran la autonomía como «arma arrojadiza» frente al Gobierno
de la UCD), un AP nada autonomista, conformaban un panorama político en el
que el debate se complicaba a cada momento y las soluciones venían de la
mano de largas (y a veces tediosas) discusiones.

1. La cuestión de la «nacionalidad»
Estos posicionamientos políticos, que afectarían a prácticamente todo el con-
tenido del Estatuto, se manifestaron ya tempranamente con la definición que
había de hacerse de Aragón como nueva Comunidad Autónoma, pues ésta,
por sí misma, no parecía bastar. La diferenciación que la propia Constitución ha-
cía entre «nacionalidades» y «regiones» (artículo 2 CE) parecía provocar un pun-
to de arranque, en la «carrera autonómica», muy distinto para unos u otros te-
rritorios. Ello, unido a esa doble vía de acceso a la autonomía, las que dio en
llamarse «vía lenta o del artículo 143» y «vía rápida o del 151» 10. 

Entre los diferentes artífices del cambio democrático –algunos de ellos elabora-
dores de la Constitución– no había un criterio unánime a la hora de interpretar
ese artículo 2 CE 11. 
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9 Mejor sería decir pragmático: casi nunca la izquierda ha sido muy partidaria de los procesos de descen-
tralización del Estado. Al socialismo se le acomoda mejor la existencia de un Estado fuerte centralizado.
10 Sin una base jurídica mínimamente sólida se asociaban, indefectiblemente, ambas cuestiones. Y así se
decía que eran «regiones» o, como mucho, «regiones o nacionalidades históricas» las comunidades que
accedían a su autonomía por la «vía lenta» del artículo 143 CE, y «nacionalidades», sin más aditamento,
las que optaban por la «vía rápida» del artículo 151 CE.
11 Y así «Miguel Herrero de Miñón (UCD) afirmaba claramente que… “el término nacionalidad es expresi-
vo de la personalidad y organización de ciertos pueblos que son más que regiones naturales”… Para Roca
Junyent, representante de la Minoría Catalana, el término “nacionalidad” es equiparable al significado de
“nación”. Para él España es una nación de naciones. Expresión utilizada en los propios términos por el
socialista Peces Barba. Este mismo criterio mantienen los profesores Predieri y García de Enterría: “Por
primera vez en la historia constitucional española –dicen– se viene a reconocer que España está formada,
no sólo por entidades regionales, sino también por comunidades nacionales diferenciadas... definiéndose
España, en consecuencia, como una nación de naciones”. Óscar Alzaga cree que la “palabra ‘nacionali-
dades’ se refiere a unas realidades colectivas que existen en el seno de España, y a las que se reconoce
una cierta tarea política (que está en la raíz del concepto de Nación... ), pero no desarrollable en el marco
de un Estado propio, sino en el seno del Estado español”. Opina este autor que, si bien la introducción
del término en el artículo 2 de la Constitución tenía como finalidad dar satisfacción a las comunidades vas-
ca y catalana, «tiene como segunda cara de la moneda la renuncia por parte de los partidos de inspira-
ción nacionalista a reivindicar la formación de un Estado propio». Criterio que contradicen abiertamente
las propias palabras del diputado vasco, Letamendía, cuando en la misma Comisión Constitucional afir-
maba: «Muchos de vosotros estaréis pensando que mi opción sería la independencia, y estáis en lo cier-
to. Yo abogo por la independencia de la nación vasca». Y con alguna mayor suavidad, el catalán Heribert
Barrera: “España no es una nación, sino un Estado formado por un conjunto de naciones”» (ver mi obra
Comentarios al Estatuto de Autonomía de Aragón, cit. pp. 20 y 21).



A su vez los distintos estatutos de Autonomía, conforme salían a la luz sus pro-
yectos, demostraban un comportamiento muy distinto en el tratamiento de esta
cuestión. En aquellos momentos hasta en cinco grupos diferentes podían cla-
sificarse a este respecto:

a) Los que han utilizado expresamente el término «nacionalidad» para definir a
su respectiva Comunidad Autónoma. A este grupo pertenecen exclusiva-
mente Cataluña y País Vasco.

b) Los que hacen referencia al término «nacionalidad» pero de una forma indi-
recta o «solapada». De este tenor son los estatutos de Andalucía y Valencia.
En ambos se utiliza una misma expresión: «... en el ejercicio del derecho al
autogobierno que la Constitución reconoce a toda nacionalidad...»

c) Un Estatuto, el de Galicia, califica a su Comunidad Autónoma de «naciona-
lidad histórica».

d) Otros dos, los de La Rioja y Cantabria, le dan el calificativo de «entidad re-
gional histórica».

e) Por fin determinados estatutos obvian toda definición al respecto hablando
exclusivamente de «Comunidad Autónoma». Tales son los de Castilla-La
Mancha, Asturias y Canarias.

En Aragón la mayoría de los partidos políticos (UCD, PSOE, AP y PC) quisieron
obviar los problemas, entonces muy latentes, que se creía podían derivarse del
uso del término «nacionalidad». En la medida en que éste no tenía una inter-
pretación y significado muy claros (según se acaba de ver deducido de las dis-
tintas manifestaciones de los propios autores y de los intérpretes del precepto
constitucional) y en la medida también en que del pensamiento de varios políti-
cos españoles se derivaba la idea de nacionalidad como equivalente a nación y
ésta acompañada en muchos casos del principio de «autodeterminación» o in-
dependencia, los partidos mayoritarios en Aragón prefirieron no incluir en nues-
tro Estatuto tan conflictivo vocablo.

Yo era consciente de que el uso de una cualquiera de aquellas denominacio-
nes suscitaría aprobación en unos sectores y rechazo frontal en otros, y como
antes decía, no sólo de unos a otros partidos sino incluso dentro de la pro-
pia UCD.

De ahí que optara por un camino distinto en el que trataba de eludir la apela-
ción a ninguno de tales nombres. Retomando la idea (que en ningún momento
de la elaboración del borrador de Estatuto había abandonado) de que la auto-
nomía le era otorgada a Aragón como un «revival» o al menos un recono-
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cimiento de su pasado histórico, acuñé la frase con que se iniciaba el artículo 1
del Estatuto: «Aragón, como expresión de su unidad e identidad histórica…» 12.

Texto que triunfó en las diferentes etapas-debate del borrador de Estatuto, tan-
to en Aragón como en Madrid (Congreso de los Diputados y Senado), frente a
las reiteradas enmiendas del PAR y de Juan Antonio Bolea Foradada recla-
mando la expresión «nacionalidad histórica».

2. Aragón como expresión de su unidad

En otro lugar expliqué así esta expresión estatutaria: 

El artículo 1 del Estatuto de Autonomía de Aragón es algo más que un
precepto introductorio en el que sólo se haya pretendido dar un nombre
a nuestra Comunidad Autónoma, a los efectos de lo previsto en el ar-
tículo 147,2, a) de la Constitución. Es eso y mucho más.

Se trataba de darle un contenido importante, eludiendo, al mismo tiem-
po, el problema, entonces muy acuciante, del uso del término «naciona-
lidad».

Trataba de plasmar en el precepto algo así como la esencia misma de la
autonomía de Aragón, el por qué fundamental de la conversión de nues-
tra región en una Comunidad Autónoma.

Y creo que la hallé en dos aspectos, para mí muy importantes, del ser re-
gional de eso que llamamos Aragón: de una parte, en su pasado históri-
co, en una larga historia en la que Aragón ha tenido una entidad propia
y bien diferenciada de otras comunidades hispanas; de otra, en una exis-
tencia real actual como región diferenciada también de las otras que
componen e integran esa unidad superior que es España.

Una unidad (la de Aragón) que abarca todos los aspectos y facetas de
nuestro ser regional: Unidad territorial, o lo que es igual, existencia de un
territorio propio, perfectamente definido por sus límites geográficos ac-
tuales, comprensivo, como dice el artículo 2 del Estatuto, de los munici-
pios que integran las tres provincias de Huesca, Teruel y Zaragoza. Uni-
dad cultural, como conjunto de esencias y valores que hacen de la
cultura aragonesa algo absolutamente propio y perfectamente diferen-
ciado de otras culturas españolas. Unidad económica, plasmada en la
existencia de unos parámetros económicos que hacen que nuestra región
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muestre claras diferencias con otras regiones españolas. Unidad jurídica,
representada por ese ordenamiento jurídico peculiar, ese derecho foral que
se erige en uno de los más importantes pilares de nuestra propia identi-
dad histórica y actual. Y unidad social que, como derivada en cierto
modo de las anteriores, configura la existencia de un pueblo, el arago-
nés, perfectamente diferenciado de otros pueblos hispanos, con sus mo-
dos de vida peculiares, sus hábitos y costumbres, en definitiva, su pro-
pia y singular existencia.

En resumen, un concepto de unidad que hace de Aragón una entidad te-
rritorial y humana perfectamente diferenciada de otras; que le proporcio-
na una identidad propia y singular, junto y frente a cualesquiera otras co-
munidades, dentro y fuera de nuestras fronteras nacionales 13. 

3. Aragón como expresión de su identidad histórica
También explicaba este concepto de la siguiente manera:

Aragón nace a la vida autonómica en virtud de ese «derecho» que la Cons-
titución «reconoce» a todas las nacionalidades y regiones de España.

Como acertadamente dice Sánchez Agesta, esas nacionalidades y re-
giones son aquellas sobre las que España se ha constituido en la historia.
Por ello, dice este autor, «no se hace hoy España con una nueva estruc-
tura (la autonómica) por un puro acto de voluntad, sino que asume su
historia». Y por eso mismo, dirá más adelante, a las distintas Comunida-
des Autónomas la Constitución «las reconoce y no las constituye sim-
plemente por un acto de soberanía».

Hay quienes no se atreven a afirmar que «reconocer un derecho» es tan-
to como aceptar su existencia previa y anterior a la propia Constitución.
Y sin embargo, la interpretación más exacta y correcta del artículo 2 de
la Constitución no puede ser más que esa, y no otra. Con su paladina
declaración, nuestro texto constitucional afirma la existencia de un dere-
cho anterior a él mismo, a favor de las nacionalidades y regiones que
configuran España, para acceder a su autogobierno a través del meca-
nismo jurídicopolítico de la autonomía.

Ello no significa, sin embargo, que la autonomía exista con anterioridad a
la Constitución de 1978. Ni tan siquiera, que ese derecho al autogobier-
no de nacionalidades y regiones hubiera de ser necesariamente regula-
do en el vigente texto constitucional.
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De ahí, pues, que también tenga sentido la afirmación de determinados
tratadistas cuando dicen que la autonomía nace de la Constitución. La
Constitución española, reconociendo un derecho previo de nacionalida-
des y regiones para el acceso a su autonomía, da carta de naturaleza a
tal derecho desde su propia normativa, y sólo en base a ésta puede exis-
tir la autonomía.

Aragón surge, así, a la vida autonómica como reconocimiento de ese pa-
sado histórico, un pasado importante que dio a nuestra región una iden-
tidad singular que le hizo ser acreedora de ese «derecho» a su propio
autogobierno, a partir de la nueva Constitución 14. 

4. Recuperación de instituciones históricas

Aunque la mayor parte de los actores políticos aragoneses del momento éramos
conscientes de que la estructuración autonómica del Estado era algo nacido ex
novo en y desde la Constitución de 1978, recién aprobada, en determinados te-
rritorios, como Aragón, gustábamos hablar de «recuperación autonómica». Pero
no con referencia al interrumpido proceso autonomista que se inició en la Espa-
ña de la II República sino con relación al pasado histórico de Aragón como reino
independiente 15. 

Precisamente y basándome en ese concepto de «recuperación histórica» que
en cierto modo comportaba la autonomía para territorios como Aragón, no sólo
incorporé desde el primer momento al borrador de Estatuto la existencia 
en nuestra Comunidad de los tres órganos institucionales previstos en el ar-
tículo 151 CE –Gobierno, Parlamento y Tribunal Superior de Justicia–, sino que:
de una parte incluí uno, el Justicia, nunca previsto en otros borradores estatu-
tarios, ni anteriores ni coetáneos, y de otra traté de «recuperar», para las otras
instituciones, el nombre con que históricamente habían sido conocidas.

Y así a la hora de dar un nombre específico al Parlamento o Asamblea legisla-
tiva autónoma elegimos el término «Cortes», de gran raigambre histórica en el
antiguo reino aragonés 16. 
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La denominación de Diputación General de Aragón con que se calificó al prin-
cipio al Ejecutivo autonómico, provenía del propio término «Diputación de las
Generalidades» con el que fue conocido el órgano fiscal y recaudatorio con que
contaba el rey para financiar sus actividades, especialmente las bélicas.

Pero donde quizá hicimos más hincapié fue en la denominación del defensor
del pueblo autonómico con el calificativo de El Justicia o Justicia de Aragón. Ni
qué decir tiene que el propio término «Justicia» suscitó también no pocos rece-
los en Madrid por un supuesto confusionismo que podía producirse con la
Administración de Justicia. Pese a ello la denominación triunfó.

COMPOSICIÓN DE LAS CORTES: 
LA REPRESENTACIÓN PROVINCIAL

En la elaboración del Estatuto de Autonomía, como en casi todas las demás
cuestiones políticas, a la UCD, por su doble condición de partido de Gobierno
y partido de centro, le tocó «luchar» en todos los frentes y frente a todos los par-
tidos políticos. Unas veces y ante cualquier debate, cada uno de los adversa-
rios adoptaba una postura diferente entre sí y divergente de la planteada por los
centristas; otras eran «todos contra uno» los que hacían un planteamiento co-
mún de oposición a las tesis gubernamentales; otras, por fin, algún partido ad-
verso se aliaba momentáneamente con la UCD para apoyar una determinada
propuesta que era acorde con sus intereses políticos.

Así sucedió en la cuestión de la conformación de las primeras Cortes auto-
nómicas en lo concerniente a la representación que en ellas habían de tener las
tres provincias aragonesas.

En España se estaban planteando entonces dos modelos diferentes: el vasco,
en donde sus instituciones provinciales, las diputaciones forales de Álava, Gui-
púzcoa y Vizcaya tienen una representación paritaria en el Parlamento foral, y el
catalán (luego seguido por el resto de Estatutos), en el que la representación
provincial tiene carácter proporcional –proporcionalidad más o menos corregi-
da según los casos– al número de habitantes de cada territorio.

Pues bien, en Aragón un gran sector de la UCD, coincidente lógicamente con
los concejales y diputados provinciales de Teruel (el inacabado sentido de aban-
dono), apoyados por una parte de los oscenses, se inclinaban decididamente
por la representación paritaria, mientras que la UCD zaragozana, apoyada (y
muchas veces instigada) por el PSOE y otros grupos de izquierda, reclamaban
la representación proporcional al número de habitantes de cada provincia con
un cierto factor corrector (que es el sistema que triunfó y hoy existe).
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A mí de este debate lo único que no me parecía justo eran los ataques que unos
sectores lanzaban contra los otros, con una acusaciones de supuesta «antide-
mocracia» por parte de quienes opinaban lo contrario de lo que cada uno de-
fendía. Yo pensaba que tan legítimo era un sistema como otro y que la cuestión
no era sino de «oportunidad política».

El problema «caldeó» tanto los ánimos que en varios momentos en la Mesa de
Partidos, en la Asamblea Mixta y aun en las Cortes Generales, se temió por la
paralización del proceso estatutario. Para dar idea de que lo esta cuestión su-
puso en aquellos momentos transcribo a continuación, en esquemático resu-
men, lo que sobre el particular escribía en mi obra Comentarios al Estatuto de
Autonomía de Aragón en 1983:

En la sesión de la Mesa de Autonomía celebrada el 6 de marzo de 1981,
la redacción de este precepto tuvo que quedar aplazada para un
momento posterior, al no encontrarse una fórmula única aceptada por
todos los partidos. En aquellos momentos AP y UCD defendían la estric-
ta igualdad interprovincial, PC proponía un sistema de proporcionalidad
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corregida que figurase ya en el propio Estatuto, y el PSOE oscilaba entre
dejar a una ley de Cortes aragonesas la determinación del sistema o,
como el PC, establecer estatutariamente la proporcionalidad corregida.

En la reunión de la Mesa celebrada el 4 de mayo de 1981 volvió a con-
siderarse el tema, formulándose al respecto distintas propuestas. Se ini-
ció la sesión con la socialista, defendida por José Félix Sáenz, consis-
tente en establecer un sistema mixto: de una parte, un número fijo de
diputados por provincia, y de otra, un número proporcional, debiendo
corresponder el mayor porcenaje a estos últimos. Alianza Popular defen-
dió la absoluta igualdad interprovincial... Fidel Ibáñez, del PC, defendió la
proporcionalidad en los propios términos que el PSOE, es decir, con un
sistema mixto. Por mi parte, y hablando en aquella ocasión como porta-
voz de UCD en la Mesa de Partidos, defendí la entonces llamada fórmu-
la valenciana: un número igual de diputados por provincia, más otro igual
al número de diputados al Congreso por cada una de éstas. Al final se
llegó a una formulación, entonces aceptada por todos los integrantes de
la Mesa, que consistía en la propuesta que yo había hecho, pero susti-
tuyendo la palabra «igual» por la expresión «en función de». El texto apro-
bado... fue el siguiente: «Las Cortes de Aragón estarán constituidas por
un número de parlamentarios igual por provincia, más un número de par-
lamentarios en función de los diputados al Congreso por cada provincia».

En la siguiente sesión de la Mesa del día 15 de mayo de 1981 volvió a
plantearse el tema, dando como resultado una ruptura del acuerdo an-
teriormente adoptado... mientras UCD y AP suscribían la fórmula ya
aprobada anteriormente… el PSOE y el PC proponían su fórmula alter-
nativa, que decía así: «Las Cortes aragonesas fijarán por Ley… el núme-
ro de miembros que la integran… asegurando en todo caso una repre-
sentación por provincia igualitario de una parte y proporcional al número
de habitantes, de forma que en ningún caso la proporción entre el nú-
mero de habitantes dividido por el de representantes de las dos provin-
cias más y menos pobladas sea mayor a 2,5».

Ambas propuestas dieron lugar a la Base 9.ª de las aprobadas en la
Mesa de Partidos, la cual contenía, así, dos distintas redacciones: la A)
del PSOE y del PCE, y la B) de UCD y AP.

Los redactores del Anteproyecto de Alcañiz, conscientes de la casi im-
posibilidad de resolver la cuestión, optamos por no entrar en la discusión
de este tema, redactando el artículo 19 con dos fórmulas alternativas: la
A) (UCD y AP), y la B) (PSOE y PCE).
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Seis enmiendas fueron presentadas en torno a este artículo en la Asam-
blea Mixta de Zaragoza. Da idea de lo conflictivo de este tema el hecho
de que, a petición de los portavoces de los distintos grupos políticos re-
presentados en la Asamblea, la discusión de este artículo 19 y de sus en-
miendas fue pospuesta por la presidencia para un momento posterior de
la sesión, al que le correspondía normalmente siguiendo el orden numé-
rico de los preceptos.

El portavoz del PAR, Hipólito Gómez de las Roces, defendió la igualdad
estricta interprovincial... Juan Antonio Bolea defendió una enmienda simi-
lar a la del PAR, pidiendo la igualdad interprovincial… Román Alcalá, pre-
sidente centrista de la Diputación Provincial de Teruel, presentó otra en-
mienda en defensa de la igualdad interprovincial, que fue defendida por
el también turolense de UCD, José Luis Figuerola.

Por fin, tras larguísimos debates, se procedió a la votación. Ésta se simpli-
ficó mucho, al solicitar el PAR que su enmienda se votase conjuntamente,
para mayor rapidez y sencillez de procedimiento, con la de Román Alcalá.

Se votó así, en primer lugar, ambas enmiendas conjuntamente. Éste fue
el resultado obtenido: 43 votos en contra, 24 a favor y 2 abstenciones
(obsérvese que el número de miembros de la Asamblea era inicialmente
de 101).

Seguidamente se votó el texto A) de la Ponencia, obteniendo el siguien-
te resultado: 42 votos a favor, 15 en contra y 9 abstenciones.

A continuación, el presidente propuso la votación del texto B)... obte-
niéndose el siguiente resultado: 16 votos a favor, 46 en contra y 6 abs-
tenciones. El presidente declaró rechazada la opción B), si bien anunció
que el Partido Socialista manifestaba su propósito de mantenerla como
voto particular en su momento.

Llegado el Anteproyecto de Estatuto al Congreso de los diputados, seis
enmiendas se presentaron al mismo en dicho trámite, casi todas ellas re-
petición de las formuladas en la Asamblea Mixta de Zaragoza.

En el Pleno del Senado se reprodujo el debate… 

Fue en la Comisión Constitucional del Congreso en donde se llegó a la
redacción definitiva del artículo 19… Hipólito Gómez defendió y mantuvo
su enmienda de la igualdad; Santiago Marraco defendió la opción socia-
lista; Jordi Solé Tura, por el PC, se adhería a la opción socialista...

Por fin, León Buil presentó su enmienda transaccional, consistente en el
texto de lo que hoy es artículo 19 del Estatuto... (que) triunfó con 24 vo-
tos a favor y 1 solo voto en contra (el de Hipólito Gómez).
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En la sesión del Pleno del Congreso, el señor Gómez de las Roces vol-
vió a insistir en la defensa de su tesis de la igualdad... Intervino en turno
de réplica, por el PSOE, José Félix Sáenz para defender la opción tran-
saccional a la que se había llegado y pedir expresamente el voto de los
centristas para ella (por coherencia con su propio gobierno central), y ad-
virtiendo que el voto a la totalidad del Proyecto de Estatuto por parte del
Partido Socialista estaría condicionado a la aprobación de este artículo
19 en los términos salidos de la Comisión Constitucional. Se procedió a
la votación de la enmienda del Grupo Mixto, que fue derrotada por 252
votos en contra, 34 favorables y 6 abstenciones.

Y llega el momento, políticamente crucial, de la votación de la fórmula lla-
mada transaccional. En aquellos momentos ejerce de portavoz del Gru-
po Centrista el turolense Enrique de la Mata (hasta entonces lo ha sido
normalmente León Buil); éste, anunciada la votación por la presidencia,
desde su escaño levanta dos dedos: es la señal por la que advierte a los
diputados de UCD que deben abstenerse en la votación. El marcador
electrónico indica el resultado: 148 votos a favor, 18 en contra y 124 abs-
tenciones. El precepto ha quedado definitivamente aprobado» 17. 

LA CUESTIÓN DEL DERECHO CIVIL ARAGONÉS

Aragón se ha caracterizado siempre por su Derecho civil o privado. Históricamen-
te este ordenamiento formó parte de esa «constitución» de que hablaba López de
Haro: un conjunto complejo de normas públicas y privadas que regían la vida toda
de los aragoneses en lo que hoy podríamos denominar Estado independiente.

En los comienzos del siglo XVIII, con el advenimiento al trono de España de la
dinastía borbónica, la nueva Monarquía trató que instaurar un Estado centrali-
zado, uniforme, suprimiendo, con los llamados Decretos de Nueva Planta, los
antiguos sistemas forales (Aragón, Navarra, País Vasco y Cataluña fundamen-
talmente). Sin embargo la supresión quedó reducida a los llamados «fueros pú-
blicos», permitiendo que estos ordenamientos, en lo privado, se mantuvieran,
aunque sin posibilidades de desarrollo propio, en la medida en que los antiguos
reinos perdieron sus atribuciones legislativas.

Aragón, pues, como el resto de territorios de fuero, mantuvo de forma prácti-
camente ininterrumpida su Derecho civil propio y peculiar, modificado en 1925
y 1967 pero desde sendas leyes aprobadas en las Cortes Generales.

La Constitución de la Democracia, al regular la distribución de competencias
entre el Estado y las comunidades autónomas, en el precepto que enumera las
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exclusivas del primero, el artículo 149, estableció un punto, el 8.º, en el que de
una forma un tanto enrevesada, tras establecer que el Estado tendrá compe-
tencia exclusiva en materia de «legislación civil», lo hace «sin perjuicio de la con-
servación, modificación y desarrollo por las Comunidades autónomas de los
derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan».

En los debates que en Aragón se suscitaron durante el proceso de elaboración
del Estatuto de Autonomía y especialmente a partir del momento en que 
los ayuntamientos aragoneses decidieron mayoritariamente optar por la vía 
autonómica del artículo 143 CE (la vía lenta por contraposición a la rápida del 
artículo 151 CE), se levantó alguna voz que «vaticinó» que nuestra Comunidad
perdía con ello la posibilidad de desarrollar su Derecho civil.

Al mismo tiempo asistíamos a la promulgación del Estatuto de Autonomía de
Cataluña, en el que su artículo 7 daba carácter territorial a las normas de su
peculiar Derecho civil, es decir, se determinaba su aplicación a todos cuantos
viviesen en Cataluña, con independencia de origen o vecindad civil.

Tuve que enfrentarme así, al elaborar el borrador de Estatuto desde la UCD, a
dos problemas en relación con esta materia: uno, tratar de convencer con ar-
gumentos primero –algo realmente imposible en aquellos momentos, tal era la
crispación política existente– y demostrar después por la vía de los hechos que
la opción autonómica del artículo 143 CE nada tenía que ver con la posibilidad
de mantener y desarrollar, con criterios propios, el Derecho civil aragonés, y
dos, tratar de que los aragoneses avecindados fuera de Aragón (especialmen-
te en Cataluña) que aún mantuvieran su vecindad civil aragonesa no no se vie-
ran obligados a regir, necesariamente, sus relaciones privadas, especialmente
las familiares, por un Derecho ajeno al propio de origen.

Con respecto a la primera cuestión ya una de las Bases aprobadas en la Mesa de
Partidos, la número 20, determinaba específicamente: «En especial, el Estatuto de
Autonomía de Aragón deberá articular las medidas oportunas para la conserva-
ción, modificación y desarrollo del Derecho Civil aragonés y del Derecho procesal
civil en aquellas materias que directamente deriven del sustantivo peculiar».

A lo largo de todo el proceso estatutario nadie puso la mínima objeción a este
planteamiento, ni dentro ni fuera de Aragón. Fruto de ello es la redacción dada
al apartado cuarto del artículo 35 del Estatuto de Autonomía, casi un fiel calco
de la Base 20.ª transcrita 18. 
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18 Diez años después de la promulgación del Estatuto aragonés el malogrado Gíménez Abad recordaba
que «la inclusión en el artículo 35.1.4.º EAA de la competencia sobre la “conservación, modificación y desa-
rrollo del Derecho civil aragonés…” no fue, en un primer momento, cuestión pacífica ni libre de controver-
sias jurídicas, ya que tal materia no figuraba (como hubiera sido deseable) entre las relacionadas en el
artículo 148.1 CE. Sin embargo, el atentado a la lógica que hubiera supuesto que las comunidades
autónomas con Derecho civil propio constituidas por el procedimiento del artículo 143 CE no pudieran 



Como lógico complemento de ello las Cortes de Aragón, órgano legislativo de
la Comunidad, iban a tener iguales atribuciones que cualquier otro Parlamento
autónomo con Derecho civil propio para modificar y desarrollar su peculiar or-
denamiento privado, como ya ha hecho en varias ocasiones (especialmente
modificación de la Compilación en 1985, Ley de Parejas no casadas y de Su-
cesiones, ambas en 1999).

La segunda cuestión, la de la aplicación extensiva del Derecho civil aragonés 
a cuantos aun viviendo fuera de Aragón mantuviesen esta vecindad civil, traté de
resolverlo a través del artículo 9 EA, de corte diametralmente contrario al artículo 7
del Estatuto catalán, es decir, determinando que las normas del Derecho civil ara-
gonés «tendrán eficacia personal y serán de aplicación a todos los que ostenten
la vecindad civil aragonesa, independientemente del lugar de su residencia…».

Como señalo en otro lugar «éste es uno de los artículos más pacíficos en lo que
se refiere al proceso de elaboración del Estatuto. No incluido como Base algu-
na específica de las aprobadas en la Mesa de Autonomía, por primera y defini-
tiva vez aparece redactado en el Anteproyecto elaborado por la Comisión Téc-
nica reunida en Alcañiz. Tengo el honor de haber sido quien hizo la propuesta
concreta y en los propios términos en que el precepto ha resultado redactado
en el Estatuto de Autonomía. Definitiva redacción, sin enmienda ni oposición al-
guna en ningún momento del proceso de elaboración del texto estatutario» 19. 

COLOFÓN

Aquellos años de la transición democrática fueron tiempos difíciles. Se trabajó
duro; duro y con entusiasmo: cuantos, desde una u otra ideología, creímos en
la necesidad de la «reconstrucción» democrática de España y en la llamada «re-
conciliación nacional», pusimos todo nuestro empeño y saber para llevar a buen
término, con los mínimos «costos sociales» posibles, la gran tarea de conformar
un Estado moderno, plural y sobre todo pacífico.

Desde estas líneas mi solidaridad con cuantos participaron en el proceso y mi
recuerdo más entrañable para cuantos «quedaron en el camino».
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legislar sobre aquél motivó que, desde los sectores doctrinales más prestigiosos, se abogara por un re-
conocimiento estatutario de la competencia de las comunidades afectadas (Aragón, Comunidad Valen-
ciana e Islas Baleares) sobre esta materia» (Manuel GIMÉNEZ ABAD, «Las competencias de la Comunidad
Autónoma de Aragón (antecedentes, desarrollo y perspectivas de reforma del Título II del Estatuto de
Autonomía», en Revista Aragonesa de Administración Pública, núm. 1, Zaragoza, 1992).

Por mi parte defendí en todo momento que la referencia que el artículo 149.1.8.º CE hacía a las
comunidades autónomas con Derecho civil propio no estaba destinada única y exclusivamente a las que
accedieran por la vía del artículo 151 CE, sino a todas las que en el momento de entrar en vigor la Cons-
titución lo tuvieran vigente. El «allí donde existan» de dicho precepto era lo suficientemente amplio, a mi
juicio, como para comprender a todas las comunidades autónomas con ordenamiento privado propio.
19 Comentarios…, pp. 59.



Asamblea Mixta de Parlamentarios 
y Diputados Provinciales

Elías Cebrián Torralba

CONSTITUCIÓN EN SAN JUAN DE LA PEÑA, 13 JUNIO DE 1981

El 25 de mayo de 1981 los portavoces de la Mesa de Partidos entregábamos
al presidente de la Diputación General de Aragón, Gaspar Castellano, el docu-
mento que contenía las treinta y una Bases del proyecto de Estatuto de Auto-
nomía de Aragón. Estaban presentes cuatro de los cinco partidos con repre-
sentación municipal: UCD, PSOE, PCE, y AP; el PAR había abandonado la
Mesa de Partidos al poco tiempo de iniciarse las sesiones.

El acuerdo sobre estas bases significaba el desbloqueo del proceso autonómi-
co, la aceptación de su tramitación por el procedimiento constitucional del ar-
tículo 143 y por tanto la decisión de autoconvocar y reunir a la Asamblea Mixta
de Diputados y Senadores de las Cortes Generales y Diputados Provinciales de
las tres provincias, que según el artículo 146 de la Constitución eran los encar-
gados de elaborar el Proyecto de Estatuto por dicho procedimiento.

Unos seis meses atrás, como secretario de Política Autonómica del PSOE,
había propuesto, en una reunión de la Ejecutiva Regional de nuestro partido,
iniciar conversaciones con la UCD para explorar las posibilidades de desbloquear
el proceso autonómico. La mayoría de la Ejecutiva, incluido su secretario gene-
ral, Santiago Marraco, estuvieron de acuerdo en intentarlo pero en aquellos
momentos nadie tenía demasiada esperanza en que se pudiera llegar a este
acuerdo de mínimos que permitiría iniciar la elaboración de nuestro Estatuto de
Autonomía.

Es cierto que una serie de acontecimientos políticos externos a la Mesa de Par-
tidos –la dimisión de Adolfo Suárez, el intento de golpe de Estado del 23-F, la
impresionante reacción popular en defensa de la democracia, los cambios en
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política autonómica del nuevo Gobierno entre otros– favorecieron las posibilida-
des de entendimiento, sin embargo sin la tenacidad y pragmatismo de dos nú-
cleos de dirigentes de UCD y del PSOE el acuerdo hubiera sido imposible.

Algunos diputados en el Congreso y los más destacados miembros de la
Diputación Provincial de Zaragoza de ambos partidos, unos en Madrid y otros
en Zaragoza, éramos conscientes de la necesidad de llegar a acuerdos y de
desbloquear el proceso autonómico después de que los pronunciamientos de
los ayuntamientos sobre la vía de acceso a la autonomía no alcanzaban, de for-
ma clara, los requisitos de ninguna de las dos vías de acceso. Y lo habíamos
intentado, primero en contactos personales y más tarde implicando a las direc-
ciones de nuestros respectivos partidos. 

Sin embargo a pesar de la satisfacción de los que habíamos iniciado estas con-
versaciones el acuerdo sobre estas Bases no nos ocultaba que todavía existían
diferencias importantes en temas clave y lo que todavía era más preocupante,
los dos principales partidos habíamos llegado a este acuerdo con importantes
divisiones internas, las cuales podían en cualquier momento volver a paralizar el
proceso.

UCD tenía a sus organizaciones de Huesca y Teruel claramente contrarias al
acuerdo. La UCD de Teruel había aprobado meses atrás el denominado Mani-
fiesto de Montalbán que contradecía algunas de las Bases de mayor importan-
cia, y la UCD de Huesca, más recientemente, había hecho público un comuni-
cado afirmando que no consideraba que las Bases aprobadas fueran vinculantes
ya que la Mesa de Partidos era «un órgano simplemente de deliberación y
debate».

Por nuestra parte, el alcalde de Zaragoza, Ramón Sáinz de Varanda, se man-
tenía inflexible en el mantenimiento de la vía del artículo 151 y contrario a cual-
quier negociación con UCD. Mantuve diversas reuniones con él pero su posi-
ción era inamovible. Fechas antes de la reunión de San Juan envió una carta a
todos los parlamentarios de Aragón en la que decía entre otras cosas: «como
miembro de un Parlamento de un Estado constitucional, estoy seguro te opon-
drás a la flagrante violación de la Constitución que supone la convocatoria de
la titulada Asamblea Mixta».

Aunque los requisitos exigidos en el artículo 151 y concordantes no se habían
alcanzado no aceptaba la dudosa interpretación de «quien quiere lo más, quie-
re lo menos» y por lo tanto se oponía a que los pronunciamientos de los ayun-
tamientos que habían decidido ir a la autonomía por el artículo 151 sirvieran
para hacerlo por la vía 143. Enfrentarnos con él suponía un enorme desgaste
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político. No sólo era la cabeza visible de la única Institución que gobernábamos
sino que la buena imagen de los nuevos ayuntamientos democráticos era nues-
tro mayor activo y desde luego Sáinz de Varanda, alcalde de Zaragoza y presi-
dente de la Federación Española de Municipios y Provincias, estaba realizando
una buena gestión siendo el líder de nuestro partido más conocido y mejor va-
lorado en Aragón.

Además, junto al alcalde, mantenían la misma posición todos los concejales
socialistas del Consistorio y con ellos una parte muy importante del partido en
Aragón, que quizá pudiera ser incluso mayoritaria y por lo tanto contraria al
acuerdo cuando tuviéramos que presentarlo para su ratificación en nuestro Co-
mité Regional. En cualquier caso la decisión de los dirigentes de ambos parti-
dos que habíamos estado trabajando conjuntamente en estos meses estaba
tomada. Pensábamos que no podía demorarse durante más tiempo la aproba-
ción de un Estatuto y en consecuencia convocamos a la Asamblea Mixta de
Parlamentarios y Diputados Provinciales de las tres provincias. Estábamos con-
vencidos de que aun con muchas dificultades lo importante era iniciar el pro-
ceso, una vez puesto en marcha los que quisieran paralizarlo de nuevo tendrían
que asumir una alta responsabilidad.

El presidente de la DGA, Gaspar Castellano, que había sido elegido para el car-
go recientemente, tenía también urgencia en demostrar nuevas iniciativas y res-
paldó la convocatoria.

No recuerdo a quién se le ocurrió convocar la reunión en el monasterio de San
Juan de la Peña. El templo barroco del monasterio nuevo era un marco solem-
ne y simbólico, aunque la falta de condiciones para una reunión de este tipo fue
evidente desde el principio. La luz se fue en varias ocasiones, no existía co-
rriente eléctrica en el monasterio y se había instalado un generador de gasoil.
La sonoridad era mala y obligaba a los intervinientes casi a gritar para poder en-
tenderse. El apoyo en infraestructura era mínimo.

José Luis Merino como portavoz de UCD y yo como portavoz del PSOE, con-
vocamos a los miembros de la Asamblea y propusimos formar una mesa de
edad, pero antes de iniciarse ya se abrió un agrio debate sobre la legalidad de
la autoconvocatoria.

Hipólito Gómez de las Roces y Juan Antonio Bolea planteaban que el Gobier-
no de la nación no se había pronunciado todavía en relación con la propuesta
que en su día elevaron las corporaciones locales y que por lo tanto no había una
interpretación, en función de la proporción de respuestas afirmativas, de qué vía
de acceso a la autonomía debía seguirse. Proponían instar al Ministerio de
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Administración Territorial una respuesta urgente y no seguir con los debates ya
que consideraban que era el Gobierno de la nación quien debía convocar a esta
Asamblea. Sin embargo no existía, ni en la Constitución ni en ningún otro texto
legal, fundamento alguno que obligara al Gobierno a pronunciarse. Y la pre-
gunta que nos hacíamos era: ¿Si no hay pronunciamiento del Gobierno, como
era previsible después del tiempo ya transcurrido, debíamos esperar cinco años
más para iniciar de nuevo el proceso? 

Hasta por la tarde no se pudo entrar en la discusión y aprobación de las Bases.
Antes hubo largos debates sobre la legalidad de la Asamblea con situaciones
paradójicas, como que Juan Antonio Bolea defendiera los argumentos de Sáinz
de Varanda, o como que el ministro Fernández Ordóñez acusara a Hipólito Gó-
mez de las Roces de ser más progubernamental que el propio Gobierno.

Finalmente se aprobaron las Bases y se nombró una Ponencia para redactar el
Anteproyecto de Estatuto, siendo por unanimidad la única propuesta presen-
tada de ocho nombres: por UCD Román Alcalá Pérez, José Luis Merino Her-
nández, Manuel Fábregas Giner y José Luis Figuerola Cerdán; por el PSOE
Santiago Marraco Solana, Ángel Cristóbal Montes y Elías Cebrián Torralba, y
por el PAR Hipólito Gómez de las Roces.

Se propuso como fecha de nueva reunión el 27 de junio, en el lugar de la pro-
vincia de Zaragoza que determinaran la Mesa y portavoces.

Sin duda el paso más importante se había dado, aunque con muchas incógni-
tas todavía el proceso había arrancado y el Proyecto de Estatuto tenía ya fecha
definitiva para su aprobación; ahora el trabajo se trasladaba a la Ponencia y a
las direcciones de los partidos. 

REUNIÓN DE LA PONENCIA EN ALCAÑIZ 
EL 25 DE JUNIO DE 1981

El 25 de junio de 1981 nos reunimos la Ponencia redactora del Estatuto en el
Parador Nacional de la Concordia de Alcañiz. El trabajo estaba muy avanzado
ya que desde el día siguiente de la Asamblea de San Juan de la Peña comen-
zó una frenética actividad, sobre todo en la Diputación Provincial de Zaragoza.
En los despachos de los portavoces se convocaron múltiples reuniones, tanto
en el de la UCD como en el nuestro; allí cité y me reuní con un buen numero de
expertos, militantes o simpatizantes del partido.

Se trataba de ir dotando de contenido especifico a muchas de las Bases que
tan sólo tenían un enunciado, era necesario desarrollarlas y darles contenido
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concreto en forma de artículos; expertos en los más diversos campos, juristas,
economistas, historiadores, se prestaron desinteresadamente a trabajar con
nosotros, sin su colaboración no hubiéramos podido elaborar un Estatuto con
el suficiente rigor técnico y jurídico.

Con estas aportaciones de cada partido algunos de los miembros de la Po-
nencia manteníamos reuniones en las que negociábamos y redactábamos el
texto del articulado. En algunos casos también tuvimos reuniones conjuntas
con juristas y economistas independientes para asesorarnos y dotar de conte-
nidos precisos a los aspectos más técnicos del futuro Estatuto.

Estos encuentros sirvieron para agilizar el trabajo en la Ponencia y también fa-
cilitaron el entendimiento. Pero quedaba el trabajo más arduo, que consistía en
la redacción definitiva de un Anteproyecto de Estatuto. La cita fue en Alcañiz y
el lugar también tenia un significado claro, el Parador de la Concordia.

A la reunión no acudió el representante del PAR, Hipólito Gómez de las Roces,
se supone que por discrepancia con las Bases y con el propio proceso. Los re-
presentantes de UCD de la provincia de Teruel, Román Alcalá y José Luis
Figueroa, asistieron a la reunión pero su desacuerdo con la marcha de los tra-
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bajos de redacción eran evidentes, Asimismo acudieron los observadores con
voz pero sin voto, por el PCE Adolfo Burriel y por AP Manuel García Amigo. Pero
el núcleo de los acuerdos y la redacción de los artículos de lo que sería la base
del futuro Estatuto de Autonomía de Aragón lo llevamos adelante José Luis Me-
rino y Manuel Fábregas de la UCD y los socialistas Santiago Marraco, Ángel
Cristóbal y yo mismo.

El trabajo consistió más que en debatir sobre los temas mas conflictivos en de-
sarrollar las Bases y armonizar los textos que manejábamos. Las Bases marca-
ban el contenido de los aspectos más políticos e importantes pero dejaban mu-
chas lagunas que debían completarse, otros temas no habían sido abordados
o se habían expresado de forma muy superficial. En cualquier caso la voluntad
de consenso imperaba en todos nosotros, todos hicimos esfuerzos por aproxi-
mar las posiciones. Éramos conscientes de que necesariamente debía salirse
de Alcañiz con un texto acordado, el hecho de no alcanzarlo suponía un gran
fracaso para todos.

Sólo había un tema en el que el acuerdo no era posible y se sabía ya de ante-
mano: la representación de las tres provincias en las futuras Cortes de Aragón.
No había sido posible en la Mesa de Partidos y era inútil que los ponentes hi-
ciéramos el esfuerzo de intentar llegar a un hipotético consenso que no hubiera
sido aceptado por los miembros de la Asamblea Mixta de nuestros propios par-
tidos. Las posiciones parecían irreconciliables entre la proporcionalidad que
planteaba el PSOE y el PCE –la tesis de «un hombre, un voto» era una cuestión
de principios para la izquierda– y la igualdad provincial que defendían UCD, AP
y el PAR –la posición de igualdad territorial también era otra cuestión de princi-
pios para el centro y la derecha de Huesca y Teruel–, el acuerdo era imposible. 

En algún momento hubo una propuesta de dividir la circunscripción de la pro-
vincia de Zaragoza en dos: una de la ciudad y otra del resto de la provincia, con
lo cual se proponían cuatro circunscripciones iguales que podían suponer la
cuadratura del circulo de hacer viable al mismo tiempo la igualdad y la propor-
cionalidad, pero sólo fue apoyada por pequeños sectores de ambos partidos y
decayó sin mayor atención por parte de la mayoría.

Finalmente las máximas concesiones a las que se había podido llegar eran, por
parte del centro y derecha, que junto a un número igual por provincia se le aña-
diera otro en función del número de diputados al Congreso, y por parte de la
izquierda corregir la proporcionalidad de forma que en ningún caso la propor-
ción entre el número de habitantes dividido por el de representantes de las dos
provincias más y menos pobladas fuera mayor que 2,5.
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Mi único objetivo en las reuniones de la Ponencia, sabiéndome en minoría, era
ratificar las dos propuestas tal y como venían en las Bases, es decir, mantener
como propuesta minoritaria la proporcionalidad corregida y que fuera incluida
en el texto como voto particular. Por reuniones y contactos con Alfonso Guerra
y María Izquierdo, secretaria federal de Política Autonómica, sabía que se habían
iniciado conversaciones entre UCD y PSOE para firmar lo que más tarde fueron
los Acuerdos Autonómicos entre el Gobierno de la nación y el PSOE. Lo había
comentado con ellos y todos estábamos de acuerdo en que si el tema llegaba
abierto a las instancias nacionales sería mucho más fácil conseguir un texto fa-
vorable a nuestra posición, para ello era clave una señal del desacuerdo, el que
nuestra alternativa figurara en el texto como posición minoritaria lo evidenciaba. 

Así ocurrió finalmente en el trámite posterior, los pactos autonómicos firmados a
nivel nacional mejoraron incluso nuestra propuesta al acordar, con carácter gené-
rico, que la proporción entre el número de habitantes dividido por el de represen-
tantes de las dos provincias más y menos pobladas no fuera mayor que 2,75.

La transitoria primera que regulaba las primeras elecciones autonómicas termi-
naría redactada en el Congreso de los Diputados, representación todavía hoy
vigente, con: Huesca, 18 diputados; Teruel, 16, y Zaragoza, 32, aún más pro-
porcional al número de habitantes que la propuesta B defendida por nosotros:
31 Zaragoza, 21 Huesca y 21 Teruel. 

Los representantes de la UCD, comprometidos en lograr el acuerdo, prefirieron
también trasladar la solución final al Congreso de los Diputados y salvar el es-
collo sin enfrentarse a sus organizaciones de Huesca y Teruel. Por todo ello op-
tamos por no perder el tiempo con nuevas discusiones y dejamos las cosas
como estaban con las dos propuestas de la Mesa de Partidos; la A y la B, el
dejar abierto el tema de mayor controversia era una incoherencia pero servía al
menos para no abortar el proceso.

El 29 de junio José Luis Merino y yo dábamos una rueda de prensa conjunta en
la sede de la DGA para presentar oficialmente el Anteproyecto de Estatuto de
Autonomía a los medios de comunicación aragoneses. Los medios de comuni-
cación recogieron algunas de mis palabras que reflejaban la euforia del momen-
to: «Los que hace diez años gritábamos libertad, amnistía y Estatuto de Autono-
mía, podemos sentirnos satisfechos tras un proceso difícil y laborioso en el que
las fuerzas políticas hemos dado muestras de madurez». Aunque también tuve
que responder a las criticas: «quienes han criticado el anteproyecto, incluso antes
que de estuviese acabado, pertenecen a fuerzas políticas que han quedado fuera
del proceso de elaboración del Estatuto, y no deja de ser significativo el que nin-
guna de esas fuerzas haya sido capaz de presentar alternativas válidas y posibles.
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Únicamente han dicho que no les gustaba como lo hacíamos nosotros... criticar
es muy fácil; sin embargo aquí de lo que se trataba era de evitar que Aragón per-
diera el tren de la autonomía. Y para ello eran preciso salidas concretas...».

APROBACIÓN POR LA ASAMBLEA MIXTA 
DEL TEXTO DEL ESTATUTO

Con unos días de retraso respecto a la fecha prevista, para poder ampliar el pla-
zo de presentación de enmiendas, se convocó a los miembros de la Asamblea
Mixta para el día 6 de julio. En esta ocasión el lugar de la convocatoria se fijaba
en el Salón de Sesiones de la Diputación Provincial de Zaragoza, que aunque
levantó algunas suspicacias, de nuevo el recelo a la centralidad de Zaragoza,
aseguraba el necesario apoyo en infraestructura y medios mecanográficos para
el buen desarrollo de los debates y la edición de los textos.

Se presentaron ciento treinta y tres enmiendas, unas como grupos políticos y
otras a título personal por miembros de la Asamblea las enmiendas resumían
fielmente todas las discrepancias que habían existido a lo largo de todo el pro-
ceso y contenían las posiciones de los diferentes partidos sobre las cuestiones
de mayor contenido político.

Para ordenar el debate cinco miembros de la Ponencia, José Luis Merino y Ma-
nuel Fábregas por la UCD, y Santiago Marraco, Ángel Cristóbal y yo por el
PSOE, formamos una permanente de la Ponencia redactora y tomábamos las
decisiones sobre la incorporación de las enmiendas, su aceptación o rechazo,
y al mismo tiempo nos repartíamos los turnos de respuesta a cada uno de los
turnos de defensa de los enmendantes.

El grupo mayoritario de UCD y los socialistas votaban a favor de estos criterios,
en contra solían votar los representantes del PAR, a los que con frecuencia se
sumaban los centristas de Teruel y los senadores de Zaragoza de la UCD. Se
estaba configurando un nuevo marco político en Aragón, el que sería protago-
nista de los primeros años de nuestra autonomía.

De las divisiones de UCD –poco más tarde llegaría su descomposición– surgió
un nuevo panorama político que en aquellos debates comenzó a vislumbrarse,
de los que votaban el texto de la Ponencia unos formaron poco tiempo después
el CDS, otros se incorporaron al PSOE y otros abandonaron la política; de los
que votaban en contra la mayor parte se integraron en el PAR.

Bastantes de las enmiendas se incorporaron en todo o en parte pero los temas
clave fueron los que suscitaron los más apasionados debates. Entre los más im-
portantes e intensos en los que participeé defendiendo el texto de la Ponencia
y oponiéndome a las enmiendas destacaría: el de la bandera de Aragón, el PAR

148



quería añadir a las barras la Cruz de San Jorge en un intento de diferenciar
nuestra bandera de la bandera catalana; el de las relaciones entre la Comuni-
dad Autónoma y las diputaciones provinciales, que era otro de los temas más
conflictivos, donde había enmiendas muy encontradas, unas intentando aumen-
tar el papel y las atribuciones de las diputaciones y otras en sentido contrario,
pretendiendo rebajar su protagonismo; y de nuevo en las enmiendas a la re-
presentación de las tres circunscripciones provinciales en las Cortes de Aragón.
En principio no teníamos previsto que yo interviniera en este punto pero los he-
chos me obligaron ha hacerlo.

No sé si de forma deliberada la Mesa abrió este debate en la sesión nocturna,
previamente se había producido una reunión del Comité Ejecutivo de la UCD 
en la cual los centristas de Teruel y un sector importante de la UCD de Huesca
volvía a imponer sus tesis aprobando por mayoría proponer una nueva redacción
al artículo 19. En consecuencia al reanudarse la sesión a las once de la noche
la primera intervención fue de José Ángel Biel, quien en nombre de UCD, no a
tiítulo personal, propuso una enmienda transaccional con ese texto: «Las Cor-
tes de Aragón estarán constituidas por un número igual de miembros por pro-
vincia, más un número igual al de diputados al Congreso por cada provincia».
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La enmienda no sólo restringía aún más las concesiones de la UCD al sustituir 
«en función de» por «un número igual al de» diputados al Congreso, sino que ade-
más suprimía cualquier referencia a nuestro voto particular. Después de unos ins-
tantes de sorpresa la sensación fue de una gran decepción, tantos meses de tra-
bajo y negociación, para convencer o conseguir que tu adversario aceptara tus
posiciones y también de esforzarte en hacer concesiones que después tenías
que justificar entre los tuyos, no servían para nada, todo se venía abajo.

Intenté sobreponerme e intentar salvar la situación improvisando una interven-
ción con tintes dramáticos. Solicité la palabra no para un turno en contra, lo hice
para una cuestión de orden, sin entrar en el fondo quise resaltar la gravedad no
de la enmienda en sí misma sino del hecho de que el señor Biel hablara en nom-
bre de UCD, con lo cual su partido se desdecía y contradecía los acuerdos que
habían permitido el desbloqueo del proceso.

Recordé que si estábamos allí reunidos en esa Asamblea Mixta había sido des-
pués de largos debates en la Mesa de Partidos para desbloquear el proceso
autonómico en los que finalmente se había llegado a unos acuerdos, acuerdos
que posteriormente fueron ratificados por esta misma Asamblea. Si ahora se
vulneraban tendríamos que poner en cuestión nuestra presencia en esta Asam-
blea. Pedí al señor Biel que rectificara en el sentido de que era una enmienda a
título particular o con otros diputados y terminé diciendo que: «...pero si se ra-
tifica de que habla en nombre de UCD no podemos seguir trabajando con un
partido y con unos asambleístas que continuamente ponen en cuestión los
acuerdos que fueron claves para permitir las siguientes sesiones de trabajo que
estamos desarrollando».

La tensión era tremenda, otros asambleístas solicitaron la palabra a continua-
ción para apoyar u oponerse a la enmienda. García Amigo, por parte de AP,
apoyó la propuesta; mis compañeros Antonio Piazuelo y Ángel Cristóbal, y Luis
Martínez en nombre del PCE, intervinieron sucesivamente en turnos en contra;
el debate alcanzó niveles emotivos ya que por momentos pareció que la Asam-
blea podía venirse abajo y todo el proceso truncado, UCD solicitó unos minu-
tos de descanso. Tras múltiples consultas en los pasillos y fuertes tensiones se
evitó la ruptura de la Asamblea. Cuando se reanudó la sesión intervino José Án-
gel Biel para anunciar que retiraba la enmienda transaccional que había pre-
sentado en nombre de UCD.

El compromiso adquirido por los dos partidos mayoritarios se había salvado y
con ello se remitía al Congreso de los Diputados un Proyecto de Estatuto apro-
bado desde Aragón. Con los años transcurridos el Estatuto ha demostrado su
viabilidad, las instituciones diseñadas han funcionado correctamente y han con-
tribuido a mejorar el bienestar de los aragoneses, de eso se trataba.

150



Recuerdos del Estatuto 
Ángel Cristóbal Montes 

Nuestro Estatuto de Autonomía cumple veinte años y tal efeméride bien mere-
ce el recuerdo y el comentario de las labores, sucesos y personas que hicieron
posible su plasmación. Aquellos comienzos de los años ochenta, con unas
inquietudes, problemas e interrogantes que al mismo tiempo que acongojaban
incitaban a actuar y con unas ilusiones todavía frescas, merecen ser recorda-
dos aquí en Aragón por los que de una manera u otra tuvimos la suerte y la res-
ponsabilidad de participar en el proceso de su elaboración. 

Fui diputado constituyente en Madrid y estuve presente y aporté lo que podía
en ese prodigioso parto político de dotar a España, por primera vez, de una
auténtica Constitución moderna, abierta, progresista y pactada, que nos ha
permitido cubrir el peligroso déficit de «modernización racionalizadora», por em-
plear la expresión de Gunnar Myrdal, que dramáticamente arrastramos durante
todo el siglo XIX y la mayor parte del XX. 

Esa Constitución de 1978 que hizo de España, de verdad, un «Estado social y
democrático de Derecho», separó la Iglesia del Estado y disciplinó las Fuerzas
Armadas, se ocupó también del viejo y lacerante desafío español de la «cues-
tión regional». Siguiendo de cerca el precedente de la Constitución italiana de
1947 y más de lejos el de la Ley Fundamental alemana de 1949, nuestra Cons-
titución ha establecido una forma descentralizada de Estado que hemos dado
en llamar Estado autonómico, menos que el federal y más que el regional, con
sus aciertos y equivocaciones, con sus cautelas, visiones y temores, y con un
arreglo pactado sobre intereses concretos de las fuerzas nacionalistas locales
que pronto puso en tensión sus propias costuras y empezó a sufrir desgarros,
desgarros que continúan y continuará en el futuro. 

Siempre he pensado que lo que Karl Loewenstein llama gran descubrimiento de
la soberanía dividida para limitar el poder estatal por medio de su distribución
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entre dos categorías de gobierno, es algo muy saludable y conveniente. De la
misma manera que siempre he participado del pensamiento de lord Acton de
que «el federalismo constituye la más eficaz y la más congénita de todas las re-
gulaciones de la democracia». Pero en 1978 en España no pudo ser porque ju-
gaban muchos prejuicios y miedos en contra y luego tampoco ha podido ser ni
previsiblemente será porque hay fuerzas que se niegan a reconocer el punto in-
declinable de todo federalismo: la intrínseca igualdad juridicopolítica de las uni-
dades federadas. 

En 1979 volví a ser diputado en Madrid y luego, como consejero de Justicia del
Gobierno Preautonómico de Aragón presidido por el gran Juan Antonio Bolea,
me tocó poner en marcha el proceso autonómico en nuestra tierra y participar
activamente en todas y cada una de las vicisitudes del mismo. Formé parte de
la Asamblea Mixta de Parlamentarios y Diputados Provinciales que por manda-
to del artículo 146 de la Constitución debía aprobar el proyecto de Estatuto, fui
miembro de la Comisión redactora o Ponencia designada por dicha Asamblea
para la redacción del Anteproyecto y participé activamente en los debates de la
Asamblea Mixta durante los días 6 y 7 de julio de 1981 para la aprobación del
proyecto que había que remitir a las Cortes Generales en Madrid. 

Han pasado desde entonces veinte años y los recuerdos se borran o difuminan
de manera notable. He vuelto a repasar los documentos atinentes a aquel evento
y a aquel momento y he releído los dos excelentes libros El Estatuto de Auto-
nomía de Aragón de Manuel Contreras y Demanda regional y proceso auto-
nómico de Carlos Garrido, ambos profesores de Derecho Constitucional en
nuestra Universidad. Ello permite de nuevo revivir situaciones pasadas, ponde-
rar acontecimientos y a la luz de los años y del sosiego intelectual ver las cosas
bajo prismas distintos. 

A finales de 1980 se constituyó en Zaragoza la Mesa de Partidos que debía ela-
borar las Bases del futuro Estatuto de Autonomía de Aragón. Estaba com-
puesta por representantes de UCD, PSOE, PAR, PCE y CD, y aunque hubo
conflictos, situaciones tirantes y hasta ruptura (en esos años el PAR jugó un pa-
pel muy beligerante y contestatario), lo cierto es que en unos pocos meses de-
sarrolló un meritorio trabajo y el 22 de mayo ofrecía treinta y una Bases que, de
forma vinculante para las fuerzas políticas que las suscribían (UCD, PSOE, PCE
y CD), debían constituir el entramado del futuro Estatuto. 

De dicha Mesa de Partidos ha escrito el profesor Contreras que «con todas sus
limitaciones, fue la única instancia política en la que los partidos aragoneses hi-
cieron posible la negociación y el consiguiente desbloqueo autonómico; y, lo
que es más importante, introdujo en la política aragonesa un elemento de con-
senso, de concertación entre las distintas fuerzas en presencia que resultó,
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desde una perspectiva estatal, se estaba fraguando entre los principales parti-
dos políticos del país para encajar armónicamente la construcción del Estatuto
de las Autonomías en el complejo rompecabezas de la transición española a la
democracia». Participé directamente en los trabajos de la Mesa de Partidos y
suscribo por completo las atinadas y justas palabras del profesor Contreras. 

El 13 de junio de 1981, en San Juan de la Peña, tuvo lugar la constitución de
la Asamblea Mixta de Parlamentarios y Diputados Provinciales que tras debatir
y votar distintos asuntos, aprobó la formación de la Ponencia redactora del An-
teproyecto de Estatuto, que estaría compuesta por cuatro miembros de UCD,
tres del PSOE y uno del PAR junto a uno del PCE y otro de CD que tendrían voz
pero no voto). Me tocó formar parte de dicha Ponencia como uno de los tres
miembros del PSOE. 

Recuerdo con nitidez y gozo los trabajos de aquella Ponencia. Nos reuníamos
en la Diputación Provincial de Zaragoza, de la que a la sazón José Luis Merino,
uno de los ponentes de UCD, era vicepresidente, y éramos conscientes de 
la grave responsabilidad política que recaía sobre nuestros hombros. Pese a
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nuestras diferencias ideológicas y diversos intereses supimos encontrar lo co-
mún, coincidir en lo institucional, pensar en Aragón sin estridencias ni folcloris-
mos y elaborar un texto de Anteproyecto que podía codearse sin desdoro con
los que en su momento habían dado lugar a los Estatutos de Autonomía de
Cataluña y País Vasco. 

Cierto que trabajamos bajo la presión de los desgraciados acontecimientos del
23 de febrero de ese año 1981. El Informe de la Comisión de Expertos que pre-
sidió García de Enterría y de los Acuerdos Autonómicos que estaban gestando
en Madrid el Gobierno de UCD y el PSOE ( se firmaron el 31 de julio). Cierto que
se truncó la vía del artículo 151 de la Constitución, que en Aragón (cual ocurrió
en Andalucía) tenía serias posibilidades de prosperar tras el acuerdo del Ayun-
tamiento de Zaragoza en pro de esa vía que impulsó su magnífico alcalde, Ra-
món Sáinz de Varanda. Y cierto también que el ponente del PAR, señor Gómez
de las Roces, se retiró tras la primera reunión de la Ponencia y ya no asistió
más, privando a la misma del criterio de su poderosa cabeza, de su capacidad
de debate y de su gran fuerza argumentativa, como tuve ocasión de constatar
cuando diez años después presidí, en mi condición de presidente de las Cor-
tes, la Comisión especial de las Cortes creada para la reforma en profundidad
del Estatuto de Autonomía y a cuyas sesiones sí asistió Gómez de las Roces.

Y sin embargo mereció la pena y se hizo una buena labor. Teníamos los pies en
el suelo, sabíamos hasta dónde podíamos llegar y qué no podíamos alcanzar,
respetábamos las Bases de la Mesa de Partidos y teníamos la visión de la auto-
nomía aragonesa realista y pragmática que era posible en aquellos dramáticos
momentos. José Luis Merino por UCD, que se reveló como buen jurista, hábil, fle-
xible e infatigable negociador, y yo mismo por el PSOE, formamos un tándem que
se mostró eficaz, superó la mayor parte de los obstáculos y supo concluir el en-
cargo de la Asamblea en un tiempo récord y de manera meritoria. 

El 25 de junio de 1981 celebró la Ponencia su última reunión de trabajo en el
Parador de la Concordia de Alcañiz buscado exprofeso. Quedó listo un cuerpo
articulado compuesto por sesenta y cuatro artículos, seis disposiciones adiciona-
les y doce disposiciones transitorias, que, con algún punto aún sin cerrar y con
textos alternativos (el artículo 19 relativo a la composición de las Cortes de Ara-
gón), podía pasar ya a debate, votación y aprobación en la Asamblea Mixta de
Parlamentarios y Diputados Provinciales, hecho que tuvo lugar en el Salón de Ple-
nos de la Diputación Provincial de Zaragoza durante los días 6 y 7 de julio de 1981. 

Siempre recordaré y apreciaré aquel debate, rico, apasionante, noble y saluda-
ble donde los haya, una de esas piezas políticas que cuando se producen en
una dilatada y agridulce trayectoria política, cual es la mía, generan una reserva
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moral que nos sirve de lenitivo y de acicate para continuar en una labor no siem-
pre agradecida y agradable. Como ponente me tocó intervenir en numerosas
ocasiones, pero quiero centrar mi recuerdo y mi comentario tan sólo en dos
puntos: la contestación a la enmienda a la totalidad del Anteproyecto formula-
da y defendida por el señor Gómez de las Roces, y la dramática intervención
que tuve que realizar ante una sorpresiva y rupturista enmienda al artículo 19
(composición de las Cortes de Aragón) que presentó el señor Biel. 

El PAR y su máximo representante en aquel momento, don Hipólito Gómez de
las Roces, discrepaban con la «globalidad del anteproyecto de Estatuto de
Autonomía de Aragón» por tratarse de una obra en la que «no había brillado
precisamente la participación ni social ni política, por haber sido elaborada a
partir de una Asamblea» (en su opinión) «irregularmente constituida», porque el
texto no servía para «conseguir un Estatuto meditado», por seguir las huellas del
presente sobre la Preautonomía, y, en particular, por ser un Estatuto que «em-
plea la vía restringida del artículo 143 de la Constitución». 

El Anteproyecto de Estatuto que se comenzaba a discutir no era el que debía
aspirar un partido aragonés y no porque éste aspire a lo imposible sino porque
exige un Estatuto que conceda a Aragón título jurídico suficiente par reclamar
cuando convenga, paulatina y no abruptamente, lo mismo que puedan recla-
mar otras comunidades sin necesidad de volver a emplear iniciativa autonómica. 
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Por otro lado el Anteproyecto de Estatuto no había sido elaborado con la origi-
nalidad que la tradición jurídica aragonesa podía ofrecer porque Aragón, que
creó su propio Derecho sin acudir al Derecho romano, bien merecía mejor suer-
te en este caso. Por ello no debería ser aprobado sino que debería ser objeto
de un estudio nuevo y profundo, contando con especialistas y con la participa-
ción más amplia de todas las posibles. 

Me tocó responder a esta enmienda a la totalidad, defender el trabajo de la Po-
nencia redactora y por ende la aportación de la Mesa de Partidos, que brindó
la infraestructura y las líneas directrices. Una Mesa que durante seis meses ha-
bía trabajado de manera honda, callada y retraída. Seis meses en los que «pun-
to por punto, detalle por detalle, se ha ido elaborando un acuerdo político en-
tre las fuerzas políticas aragonesas representativas que en principio parecía
imposible», pero que al final cuajó. 

«No se trataba de hacer un Estatuto auténtico y genuinamente aragonés, por-
que eso ni era posible ni conveniente. Si hubiésemos hecho un Estatuto estric-
ta y auténticamente aragonés que no hubiera tenido ninguna correspondencia
con los restantes Estatutos del país no habría servido, porque Aragón no es un
pedazo de tierra aislado, no es una isla, es una parte integrante de España, y lo
que se diga en Aragón tiene que servir, tiene que permitir su coordinación con
lo que se diga en otras regiones, y en consecuencia el Estatuto de Aragón tie-
ne que coordinarse perfectamente con las previsiones estatutarias de otros Es-
tatutos, porque entre todas las Comunidades conformamos esa unidad supe-
rior, esa unidad por encima de las Comunidades que es la unidad española». 

Recordé que en las sesiones de la Ponencia redactora, a pesar de que la Asam-
blea que la nombró había dispuesto que en caso de discrepancia se votase con
voto ponderado, no hubo necesidad de votar ni una sola vez. Los miembros de
la Ponencia aportábamos nuestras ideas, traíamos los preceptos que emana-
ban de los borradores de Estatuto que había elaborado cada partido, se discu-
tía y se acogía lo que resultaba más razonable, lo que nos parecía más apro-
piado a los intereses de Aragón. 

Frente a la acusación del PAR de que el Estatuto que estábamos discutiendo
no nos colocaba en pie de igualdad con otras autonomías ya establecidas, se
advertía que la igualdad supone tratar igual lo que es igual y tratar desigual lo
que es desigual. «Y a estas alturas no tenemos por qué rasgarnos las vestidu-
ras porque lo ha hecho la Constitución en su momento, y la Constitución la hi-
cimos y la votamos todos». Además se han previsto los mecanismos para ac-
ceder en su momento a todo lo que de entrada acceden las comunidades
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históricas: «Nosotros vamos en este momento por la vía del artículo 143, pero
no hemos cerrado ninguna de las posibilidades que nos permitirán en su día
compararnos, armonizarnos y homogeneizarnos con las primeras autonomías
de España.» 

Frente a la denuncia del señor Gómez de las Roces, en el sentido de que había-
mos omitido toda idea de participación política y social más allá de los grupos
políticos autores del anteproyecto, recordé que la Ponencia había actuado de
acuerdo al mandato de la Constitución, que dice cómo se inicia el proceso
autonómico (y así se hizo en Aragón) y cómo se sigue (y así lo hemos seguido),
pero no dice nada más «y en consecuencia no podemos políticamente inven-
tarnos lo que la Constitución no prevé, ni exige, ni posiblemente permite». 

En fin, frente a la afirmación del representante del PAR de que en Madrid los
partidos nacionales en las negociaciones en curso (que culminaría en los Acuer-
dos Autonómicos de 31 de julio de 1981) se estaban ocupando de nuestros
asuntos y resolviendo materias que les eran ajenas, defendí que «parecería que,
en una democracia como la española, las elecciones no sirven para nada, la re-
presentatividad otorgada por los electores soberanos no sirve de nada, porque
resulta que desde el momento en que a un determinado nivel ciertas personas
o ciertos grupos o partidos no participan, lo que se haga allí (en Madrid) no vale
para nada». 

Hasta aquí lo que había dado de sí la defensa y la contestación de la enmien-
da a la totalidad presentada por el señor Gómez de las Roces, pero hubo otro
momento particularmente álgido y aun dramático. La Ponencia había remitido a
la Asamblea dos textos en relación con el básico artículo 19 del Anteproyecto
de Estatuto atinente a la composición de las futuras Cortes de Aragón, cues-
tión política donde las haya porque según cuál fuera el criterio elegido podía fa-
vorecerse una u otra de las expectativas electorales en juego. 

La propuesta A decía que las Cortes de Aragón estarían constituidas por un nú-
mero de miembros igual por cada provincia más otro en función del número de
diputados al Congreso por cada provincia. La propuesta B, en cambio estable-
cía una representación por provincia, de una parte igualitaria y de otra propor-
cional al número de habitantes, de forma que en ningún caso la proporción en-
tre el número de habitantes divididos por el de representantes de las dos
provincias más y menos pobladas no fuera mayor a 2,5. 

A este artículo se habían presentado numerosas enmiendas. Sorpresivamente,
al reanudarse la reunión de la Asamblea en la tarde del 6 de julio, el señor Biel,
senador de UCD, en nombre de la Unión de Centro Democrático formuló la pro-

157



puesta de que sólo se tomara en cuenta la versión A del artículo 19 modificada
mediante la sustitución de los términos «en función» por los términos «igual al
número de diputados al Congreso», con lo que hecha la oportuna conversión
numérica Zaragoza tendría 26 diputados, Huesca 21 y Teruel 21. 

La sorpresa y el revuelo fueron mayúsculos. La Asamblea se tensionó (UCD
tenía mayoría absoluta en ella) y se corrió el riesgo real de que todo se fuera al
traste porque la propuesta del señor Biel era un golpe bajo, que se saltaba la
Bases de la Mesa de Partidos, se acercaba peligrosamente al supuesto vasco
de igualdad representativa provincial y contenía un elemento partidista eviden-
te: utilizar el voto conservador rural para neutralizar el mayoritario y progresista
voto urbano. 

Tras varias y airadas intervenciones de diversos miembros de la Asamblea me
vi impelido a improvisar un discurso que, probablemente en mi larga y activa
vida política, nunca fue tan sentido, sincero y doliente, porque se nos había
puesto entre la espada y la pared y se echaba por tierra buena parte de los sue-
ños, esfuerzos e ilusiones que durante tantas veces nos habían acompañado.
«Salgo –dije– con una profunda preocupación, porque tengo la impresión de
que (recordando la frase de Simón Bolívar en su lecho de muerte en Santa Mar-
ta) hemos estado arando en el mar, porque tengo la impresión de que, una vez
más, el genio destructivo de esta tierra nuestra parece que va a ganar una nue-
va batalla». 

«No nos engañemos –proseguí– si aquí esta noche se rompen los acuerdos 
que trabajadamente han sido elaborados, estaremos rompiendo no sólo esos
acuerdos sino las bases mínimas de entendimiento en ese territorio importante
de España que es Aragón, y con posibilidades de repercutir en el resto del país,
porque esta negociación aragonesa no es una isla, no es un elemento aislado,
sino parte de un todo, de una negociación que se lleva en Madrid y en lo que
todos hemos cedido». 

«Quiero llamar a reflexión a los hombres de UCD, o algunos hombres de UCD
(había discrepancias internas) que parece que en este momento se han olvida-
do de su palabra empeñada, se han olvidado de sus compromisos, se han
olvidado de sus conciertos; la esencia de la democracia es el compromiso, es
ceder por las partes en aras de un interés superior, y ese interés superior es que
el Estatuto de Aragón salga con el voto favorable de todas las fuerzas políticas
de la región, porque si no, no valdrá, no valdrá para ustedes, ni valdrá para no-
sotros, ni valdrá para España». 

Refiriéndome a esos hombres de UCD que habían planteado la crisis les pedí:
«Si tienen hoy la legalidad a su favor, y tienen la ley de los grandes números a
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su favor, abran el corazón a la generosidad, que esa generosidad revertirá en
ustedes mismos con nuevos frutos, con nuevas promesas, con nuevas realiza-
ciones. No pedimos que nos regalen nada, pedimos simplemente que consta-
ten la realidad, que se den cuenta de la gravedad del problema, y que no nos
metan en un callejón sin salida y no nos obligarán a hacer (abandonar la Asam-
blea) lo que de todo corazón no queramos hacer». Concluía, en fin: «Pedimos
formalmente que los órganos supremos de UDC, el presidente regional de
UCD, ratifiquen en esta Asamblea que esa promesa solemne y pública de res-
petar los acuerdos emanados de la Mesa de Partidos se mantiene, porque
interesa a UCD, porque interesa al país, y porque interesa a la democracia
española». 

Tras la intervención hubo un pequeño receso y a continuación intervino el señor
Biel anunciando que UCD había deliberado y como portavoz de la misma co-
municaba que «Unión de Centro Democrático retira la enmienda transaccional
que se había formulado con anterioridad». 

El peligro se había conjurado, la crisis resuelto y quedaba expedito el camino
para que la Asamblea Mixta aprobara por amplísima mayoría el proyecto de Es-
tatuto de Autonomía de Aragón. Respiré aliviado, me sentí reconciliado con la
condición humana, capaz de rectificar y de evitar el daño, y di las gracias no sé
a quién por haber podido pronunciar ese discurso que el profesor Garrido
López ha calificado de «brillante intervención y una contundente y decisiva lla-
mada a la responsabilidad de todos», en un momento histórico «a punto de
romperse la Asamblea». Luego el proyecto de Estatuto siguió su curso en el
Congreso de los Diputados y en el Senado, «pero eso –como diría Rudyard
Kipling– ya es otra historia». 
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La Mesa de Partidos. 
Elaboración de las Bases del Estatuto

José Félix Sáenz Lorenzo

INTRODUCCIÓN

Me plantea el coordinador de este libro que escriba unas notas sobre la elabo-
ración de las Bases del Estatuto acordadas en la Mesa de Partidos y que fue-
ron después sometidas a la aprobación de la Asamblea Mixta de Parlamenta-
rios y Diputados Provinciales. Para realizar este trabajo es imprescindible tener
en cuenta los acontecimientos y las posiciones políticas de fondo de las distin-
tas fuerzas, previas a la conformación de la Mesa y por tanto el proceso que
condujo a la situación de bloqueo que la Mesa de Partidos pretende resolver.
Por ello he decidido hacer una crónica breve pero detallada de los aconte-
cimientos que se producen desde la aprobación de la Constitución Española (CE)
en diciembre de 1978, hasta la convocatoria de la Asamblea Mixta el 13 de
junio de 1981. El tránsito por esos dos años y medio tan intensos en la vida
política de Aragón y de España ha hecho revivir en mí las emociones y el apa-
sionamiento con que fueron vividas, en unos momentos en que todos los prota-
gonistas, que hoy nos volvemos a reunir en la edición de este libro, éramos
conscientes de que se estaba modelando el futuro de la recién estrenada
democracia.

Desde mi punto de vista el papel que jugó la Mesa de Partidos en el proceso
de elaboración del Estatuto fue esencial para acercar posiciones que durante
mucho tiempo se mostraron antagónicas. Que la Mesa alcanzó sus objetivos lo
prueba el hecho de la coincidencia existente entre el texto finalmente aprobado
y los textos de las Bases, particularmente en los temas que resultaban más
conflictivos.

La andadura política que supuso la elaboración del Estatuto de Autonomía de
Aragón fue apasionante por varios motivos, pero el principal de ellos fue sin
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duda el que se deduce del hecho de que la CE aprobada en diciembre de
1978 no establecía una estructura territorial definida para todo el territorio, por
lo que hubo que reinventarla en cada paso sin saber muy bien cuál iba a ser el
resultado final. Hubimos de caminar siempre en el filo entre la deseable igual-
dad de derechos y la «asimetría» que sí esta presente en el texto constitucio-
nal. La actual estructura autonómica de España es, en mi opinión un buen re-
sultado 1 para nuestros desvelos de aquellos días. La aprobación del Estatuto
de Autonomía ha supuesto para nuestra tierra un paso importante en el desa-
rrollo de una capacidad de decisión propia en temas que tanto afectan a la ca-
lidad de vida de los ciudadanos, como la educación, la cultura, la agricultura,
el medio ambiente, los servicios sociales o la sanidad, de tan reciente traspa-
so. El Estatuto, a pesar de sus limitaciones 2, satisface una honda demanda de
autonomía, por lo que hoy, con la perspectiva que dan los años transcurridos,
me siento y supongo que nos sentimos satisfechos del trabajo que entonces
realizamos.

He querido en primer lugar escribir una crónica desde mi punto de vista, pero
que pretende ser rigurosa, de los acontecimientos que conducen a la Mesa de
Partidos y de la negociación en la misma, dando mi opinión sobre el papel de
los partidos y de algunos protagonistas. En segundo lugar he querido dar una
referencia, un poco telegráfica, de lo que sucedía en el seno del PSOE en aque-
llos momentos turbulentos, en los que hubimos de reorientar nuestra posición
ideológica como partido 3, para que se entienda mejor el papel de algunos de
los protagonistas del proceso autonómico.

Para la elaboración de esta crónica además de la memoria, que se ha sentido
viva en estos días, he utilizado viejos documentos de aquella época que con-
servo en mi archivo, entre ellos un acta de las «Bases del Estatuto» acordadas
por la Mesa de Partidos con la firma original de los que participamos en la mis-
ma. He utilizado para refrescar mi memoria los excelentes libros sobre el tema
de los profesores de Derecho Constitucional de nuestra Universidad Manuel
Contreras 4 y Carlos Garrido 5, en particular este último me ha permitido precisar
las fechas exactas de los acontecimientos y el orden riguroso en que se
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3 Renuncia al marxismo en el Congreso Extraordinario de septiembre de 1979, tras el 28 Congreso (13/20
de mayo) en el que se produjo la renuncia de Felipe González a la Secretaría General.
4 El Estatuto de Autonomía de Aragón. Las Bases jurídico políticas y documentales del proceso auto-
nómico aragonés, 2 vols., Cortes de Aragón, 1987.
5 Demanda regional y proceso autonómico. La formación de la Comunidad Autónoma de Aragón, Tecnos
Gobierno de Aragón, 1999.



produjeron pues en su trabajo, que fue su tesis doctoral, hace un recorrido des-
de el punto de vista jurídico muy detallado por los acontecimientos de aquellos
años. 

CONTEXTO POLÍTICO

Celebradas las primeras elecciones democráticas del 15 de junio de 1977,
pocos días después, el 10 de julio del mismo año, se constituye en el parador
de turismo de Teruel la Asamblea de Parlamentarios de Aragón, similarmente a
como se ha hecho en Cataluña y el País Vasco, con el ánimo de encauzar las
aspiraciones de autonomía de Aragón. La Asamblea de Parlamentarios, des-
pués de numerosas reuniones y debates y con el apoyo sustancial de la UCD y
PSOE, fuerzas mayoritarias por decisión popular, propone al Gobierno la crea-
ción de la llamada preautonomía el 20 de enero de 1978 en asamblea celebra-
da en Fraga.

El 17 de marzo de 1978 se crea por Decreto-Ley 6 la DGA como órgano pre-
autonómico, con J.A. Bolea como presidente y con gobierno UCD-PSOE, que
nace sin competencias distintas a su propia organización y al que se le dota de
las primeras competencias de gestión quince meses más tarde, en junio del año
siguiente. En diciembre de 1978 se aprueba, con amplio consenso entre las
fuerzas políticas, la CE en referéndum y tras la aprobación se llevan a cabo su-
cesivamente dos importantes citas electorales: las elecciones generales del 
1 de marzo, en las que se renuevan las Cortes Generales y suponen un nuevo
mandato con mayoría relativa de la UCD, liderada por Adolfo Suárez, y las mu-
nicipales del 3 de abril de 1979, que dan lugar a la constitución de los primeros
ayuntamientos democráticos, suponen una relativa victoria para la izquierda y
sitúan como alcalde de Zaragoza a Ramón Sáinz de Varanda. 

Con la Constitución en vigor y renovados por las elecciones las Cortes y los
ayuntamientos, se puede poner en marcha el proceso autonómico, cuya inicia-
tiva el texto constitucional atribuye a los representantes electos a nivel parla-
mentario y municipal. La opinión pública aragonesa ha expresado su apoyo a la
autonomía mediante la masiva manifestación del 23 de abril de 1978, convo-
cada por las principales fuerzas políticas de Aragón. Corresponde ahora a sus
representantes ponerla en marcha de acuerdo con las vías que la Constitución
establece y que ofrecen, como veremos, distintos caminos e interpretaciones.
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SITUACIÓN DE PARTIDA

Como punto de partida previa nos encontramos en Aragón con dos concep-
ciones contrapuestas respecto del desarrollo autonómico 

• La municipalista, nacida de la iniciativa de las diputaciones provinciales y
encabezada por Hipólito Gómez de las Roces. Pretende una autonomía que
parte de la Mancomunidad de las Diputaciones Provinciales, propone la
creación del llamado Consejo General de Aragón como órgano territorial
(Teruel, 1 y 2 de diciembre de 1975) y plantea como expresión de su pensa-
miento político la Declaración regionalista de Sos 7 de noviembre de 1976,
ambas propuestas están basadas en el desarrollo de la LBERL 8 de Arias
Navarro. Los órganos autonómicos que plantea tienen representación políti-
ca igual para las tres provincias 9. Esta concepción, ya reivindicada a nivel ins-
titucional antes de la llegada de la democracia, encuentra su fuerza en los
sectores políticamente más conservadores y se desarrollo en el entorno de
las diputaciones provinciales, teniendo como referencia a Hipólito Gómez de
las Roces. Hipólito preside inicialmente la Diputación Provincial de Zaragoza,
después es elegido senador por Zaragoza en las elecciones de 1977, enca-
bezando la Candidatura Aragonesa Independiente de Centro (CAIC), crea el
Partido Aragonés Regionalista (PAR) en enero de 1978 y no participa ni en el
primer Gobierno preautonómico ni en la gran manifestación por la autonomía
del 23 de abril de 1978. Los apoyos a esta concepción autonómica, además
de los señalados, estaban en el seno de la propia UCD, en quienes habían
desarrollado su trabajo político en las diputaciones provinciales y en particu-
lar en la provincia de Teruel.

• La autonomista, que tiene como punto de partida el estatuto de Caspe y
plantea órganos de representación autonómica elegidos directamente por los
ciudadanos y con sistema de representación proporcional. Patrocinada por la
llamada «Platajunta» 10 y que celebra en Caspe el XL aniversario del proyecto
de Estatuto. Acto formalmente organizado por los colegios profesionales 
de Aragón (médicos con Santiago Lorén como presidente, arquitectos con
Santiago Lagunas, abogados con Ramón Sáinz de Varanda, licenciados con
Jaime Gaspar…). Sus apoyos políticos se sitúan, por tanto, en los sectores
progresistas y en los partidos de izquierda. Este planteamiento político se
plasma en la conformación de la Candidatura Aragonesa de Unidad Demo-
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7 Aprobada en las III Jornadas de la Comunidad General de Aragón. Sos, noviembre de 1976.
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9 GARRIDO, C., pp. 85-91.

10 Unión de la Junta y de la Plataforma en Coordinación Democrática de Aragón (constituida el 6 de abril
de 1976).



crática, encabezada por Ramón Sáinz de Varanda y que ganó las elecciones
al Senado por Zaragoza en 1977. Estas mismas fuerzas crean la Mesa por la
Autonomía que aprobará el Manifiesto por la autonomía el 4 de marzo de
1978 y convocan, junto a la UCD y la DGA, la manifestación del 23 de abril.

La UCD se movía, por tanto, entre ambas concepciones, representado el sec-
tor más autonomista por José Antonio Bolea, primer presidente de la DGA, y
León Buil, y el provincialista por los presidentes de las diputaciones de Zarago-
za y Teruel, Gaspar Castellano y Román Alcalá. El PSOE, partido de la izquier-
da que ha recibido mayor apoyo popular en las primeras elecciones, entra con
la UCD en el primer Gobierno preautonómico.

LA INICIATIVA AUTONÓMICA

El primer conflicto se produce respecto del camino a elegir de los establecidos
como posibles en la CE para tomar la iniciativa autonómica:

–el planteado en el artículo 151 de la CE, que supone un acceso inmediato al ni-
vel competencial e institucional más amplio, tras la ratificación por referéndum
del Estatuto, con Asamblea legislativa y Consejo de Gobierno elegidos demo-
cráticamente y al que tienen acceso las llamadas comunidades históricas;

–o el establecido en el artículo 143, más lento en su desarrollo, con limitaciones
competenciales durante un período de tiempo y en el que no se especifican
los órganos institucionales de que va a disponer ni su forma de elección y que
parte de una Asamblea compuesta por parlamentarios y diputados provincia-
les que indudablemente lleva a pensar en la Mancomunidad de Diputaciones.

En el seno de la UCD conviven distintas opiniones y no hay una posición defi-
nida ni en Madrid ni en Aragón, por lo que no es el órgano preautonómico (DGA)
el que toma la iniciativa sino que el 23 de abril de 1979, un año después de la
gran manifestación por la autonomía, las fuerzas de izquierda (PSOE 11, PCE,
PTA, MCA…,) decidimos tomar la iniciativa mediante el llamado «compromiso
autonomista» para impulsar la vía de acceso a la autonomía por el artículo 151
mediante la iniciativa de los ayuntamientos, posición que tiene una respuesta
airada por parte de la DGA 12. 

Es el Ayuntamiento de Zaragoza, a los pocos días de su constitución, el prime-
ro que se pronuncia el 13 de junio de 1979 por una autonomía plena mediante
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el acceso por el artículo 151 de la CE 13. Un mes más tarde el propio Ayun-
tamiento y las fuerzas políticas que lo sustentan (PSOE, PCE y PTE) convocan
para septiembre de ese año una Asamblea de Ayuntamientos por la Autonomía
en la que deberá acordarse la vía constitucional de acceso a la autonomía y el
momento de poner en marcha la iniciativa de los ayuntamientos. La pugna po-
lítica entre DGA y Ayuntamiento de Zaragoza (Bolea y Sáinz de Varanda) está
servida y se mantendrá a lo largo de todo el proceso.

La alternativa que plantea J.A. Bolea a la DGA es la convocatoria de la Asam-
blea de Parlamentarios y Diputados Provinciales para determinar el procedi-
miento a seguir. Pero la composición de esa Asamblea, similar a la que esta-
blece el artículo 143 de la CE y en la que la UCD tiene una amplia mayoría, así
como el que la propuesta se conoce antes en la opinión pública que en el
órgano de Gobierno, llevan a que los consejeros socialistas, en la reunión de la
DGA del 1de septiembre de 1979, no la acepten. De modo que el comunicado
que se aprueba en tal reunión se limita a recomendar a los ayuntamientos que
se pronuncien a favor de la autonomía en el más breve plazo de tiempo y que
envíen las certificaciones de sus acuerdos a la DGA o a las respectivas dipu-
taciones. No se hace ninguna referencia a la vía de acceso por no haber acuer-
do entre UCD y PSOE. La situación responde a que el nuevo Gobierno de 
A. Suarez, tras la aprobación de los estatutos vasco y catalán en ese verano y
ante las iniciativas municipales que ya se están desarrollando en Andalucía, País
Valenciano y Canarias, pretende reconducir el proceso de las demás comuni-
dades por la vía más lenta y limitada del artículo 143 de la Constitución.

Este llamamiento, tremendamente ambiguo por no definir la vía de acceso, des-
encadena los pronunciamientos en los ayuntamientos (el primero de ellos de
Molinos y por la vía del 151), de modo que un mes más tarde cerca de tres-
cientos municipios se han pronunciado de modo desigual: unos por la autono-
mía plena, otros por la vía del artículo 151 y otros según lo establecido en la CE.

EL BLOQUEO

La Asamblea de Ayuntamientos, a la que acuden principalmente los ayun-
tamientos de la izquierda, se celebra en Caspe y se pronuncia por la vía del
artículo 151 y por una representación proporcional en la Asamblea. Los ayun-
tamientos de Teruel de la UCD, comenzando por el de la capital, defienden la
igualdad de representación de las tres provincias e indirectamente el acceso a
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la autonomía por la vía del artículo 143 y deciden no pronunciarse, con lo que
se llegaría, cumplidos los plazos constitucionales, a una situación de bloqueo 
al haberse pronunciado número suficiente de ayuntamientos en las provincias
de Zaragoza y Huesca pero no en la de Teruel (247 en Zaragoza, 148 en Huesca
y 25 en Teruel a 17 de diciembre).

Hay, por tanto, dos diferencias sobre el tapete: la igualdad o proporcionalidad en
la representación y la vía de acceso (por los artículos 143 o 151), en ambas sub-
yace el papel que han de jugar las diputaciones provinciales en el proceso, cues-
tión considerada importante tanto por el PAR como por la UCD turolense 14.

La Asamblea de Parlamentarios, convocada por la DGA, se reúne para analizar
la situación el 17 de diciembre de 1979 y considera necesaria la creación de
una «Mesa de Partidos» para tratar de llegar a acuerdos que permitan desblo-
quear la situación de la iniciativa autonómica e impulsar el proceso en Aragón 15.
Por otra parte crea una «Comisión Mixta» de doce miembros (seis parlamenta-
rios y seis de la Mesa de Partidos) encargada de redactar las Bases del Esta-
tuto de Autonomía. Es de señalar que su composición, sin presencia de las
diputaciones provinciales, se diferencia claramente de la establecida en la CE
para la vía del artículo 149. 

La Mesa de Partidos se reúne al día siguiente, día 18, y acuerda con el apoyo de
la UCD asumir la vía del artículo 151 en la iniciativa autonómica e impulsar de-
cididamente la autonomía de Aragón. La Comisión Mixta, en la que están re-
presentados UCD, PSOE, PAR, CD, PCE y PTE, se convoca para el 17 de ene-
ro de 1980 pero dos días antes de esa fecha el Comité Ejecutivo Nacional de
UCD 16 decide reconducir todas las autonomías, excepto Cataluña y País Vas-
co, al procedimiento establecido en el artículo 143 de la CE 17, lo que supone un
duro golpe para los más significados dirigentes de la UCD en Aragón, en par-
ticular para Juan Antonio Bolea, presidente de la preautonomía y que se había
manifestado partidario, a título personal, de la vía de acceso del artículo 151
para Aragón. Unos días después la UCD de Aragón, tras el desconcierto inicial,
asume los planteamientos de su partido a nivel nacional por «razones de Esta-
do» según señala en comunicado público 18.
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14 La posición de la UCD de Huesca era más abierta y en Zaragoza hay diferencias al respecto entre 
J.A. Bolea, presidente de la preautonomía, y Gaspar Castellano presidente de la Diputación.
15 Participé como diputado en la asamblea y como representante del PSOE en la Mesa de Partidos, jun-
to a Santiago Marraco y Elías Cebrián.
16 Documento aprobado por el Comité Ejecutivo Nacional de la UCD en la noche del 15 de enero de 1980
y dado a conocer al día siguiente en rueda de prensa.
17 Trata de evitar el referéndum de Andalucía y paralizar las iniciativas en marcha en Aragón, País Valen-
ciano, Canarias y Baleares.
18 Comunicado del 22 de enero. GARRIDO, C., p. 211. 



La decisión de la UCD nacional tiene como consecuencia la disolución de las
plataformas negociadoras establecidas, Mesa de Partidos y Comisión Mixta y
la ruptura de hecho de la coalición de Gobierno en la DGA, que quedó «sus-
pendida» el 23 de febrero por las diferencias de posición ante el proceso auto-
nómico. La razón por la que en lugar de romper la coalición de Gobierno sola-
mente se suspendió fue la posición de Ángel Cristóbal, entonces consejero en
representación del PSOE, de no romper definitivamente los lazos con el órgano
preautonómico, pero poco tiempo después la suspensión se convirtió en rup-
tura (14 de abril).

Las posiciones en conflicto respecto de la vía de iniciativa sitúan a UCD y CD a
favor del artículo 149 y al PSOE, PAR, PCE y PTE a favor de la vía del 151, con
lo que se dibuja un posible bloqueo de la iniciativa autonómica.

Los ayuntamientos regidos por alcaldes de la UCD asumen la nueva posición, los
de Teruel que no se habían pronunciado se reúnen en Montalbán el 3 de febrero
y deciden apoyar el acceso a la autonomía por el artículo 149 y mantener su de-
fensa de la representación igual para las tres provincias aragonesas. Con lo que
la posición de los ayuntamientos se encuentra muy dividida en vísperas de la fe-
cha límite para pronunciarse 19, 92 se han pronunciado por la vía del 151, 57 por
la del 149 y 493 mediante fórmulas que no especifican la vía de acceso 20.

La interpretación jurídica de tal situación no es homogénea, el informe jurídico
encargado por Sáinz de Varanda al Departamento de Derecho Político de la
Universidad de Zaragoza 21 dictamina que tal situación es de «bloqueo» al no
alcanzarse la mayoría necesaria en ninguna de las opciones. Mientras que la in-
terpretación del Gobierno de Madrid es favorable a considerar válidos todos los
acuerdos para el acceso por el cauce «genérico» del artículo 143. En cualquier
caso algunos ayuntamientos de UCD rectificaron el pronunciamiento inicial en
la prórroga concedida por la Ley (LODMR 22) y el 12 de abril la DGA hizo públi-
cos los datos definitivos con su interpretación, que todavía no resultaban sufi-
cientes salvo si los pronunciamientos explícitos por el 151 se consideraban
también válidos para el 143. Las propuestas se enviaron al Gobierno central
para su consideración.

La situación de bloqueo que se había producido comienza a preocupar al PSOE,
tanto en Aragón como en España, pues el problema afecta a varias comunidades
autónomas (País Valenciano, Canarias y Aragón), por lo que se consideran las
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condiciones en que se podría desbloquear la situación sin esperar los cinco años
que estipula la Constitución. Las condiciones que se plantean para aprobar una
Ley que dé salida a la cuestión son esencialmente tres: órganos institucionales
del artículo 152 de la CE (Asamblea elegida ante la que responde el Gobierno),
igualación de los techos competenciales (mediante transferencias por Ley en
Educación y Sanidad) y representación «proporcional corregida» para la Asam-
blea. En Aragón de hecho el Consejo de los Socialistas, máximo órgano entre
congresos, solicitó reiteradamente la reapertura del diálogo sin obtener res-
puesta de la UCD ni de la DGA, que se mantenían expectantes ante la crispa-
ción que se vivía en Madrid.

El Gobierno de Suárez, no pasaba ya por sus mejores momentos debido a los
resultados electorales en el País Vasco y Cataluña, el resultado del referéndum
en Andalucía y al debate de la moción de censura presentada por los socialis-
tas en mayo tras una comunicación del Gobierno sobre la situación autonómi-
ca. En las propuestas que articuló el PSOE, en el debate de la moción de cen-
sura y que por tanto no fueron aprobadas por la Cámara, estaban las soluciones
al problema, que de hecho con posterioridad se aplicaron:

–Equiparación del Estatuto de Galicia con el vasco y el catalán en su tramita-
ción y contenidos.

–Modificar la LODMR de forma que se respetase la decisión del referéndum de
Andalucía.

–Desbloquear mediante una negociación entre las fuerzas políticas la situación
de Aragón, Canarias y el País Valenciano.

El 25 de septiembre Suárez se reúne con Felipe González y acuerdan resolver
las cuestiones autonómicas mediante la negociación entre las fuerzas políticas,
aceptando de hecho los planteamientos de los socialistas en la moción de cen-
sura para el Estatuto gallego, el referéndum de Andalucía y el desbloqueo de
las iniciativas autonómicas. 

El Consejo de los Socialistas de Aragón (PSOE) del 5 de noviembre aprueba
una Declaración sobre la autonomía 23 en la que están contenidas las propues-
tas para la negociación cuyo contenido es el siguiente:

–La iniciativa se llevaría a cabo por el artículo 143. 

–La organización institucional ha de ser la del artículo 152.1, es decir, Parla-
mento de representación proporcional elegido por sufragio universal y que a
su vez elige al Gobierno y Tribunal Superior de Justicia.

–Equiparación competencial mediante transferencia o delegación.
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El acuerdo de principio suponía echar abajo algunas de las pretensiones de las
fuerzas políticas de centro derecha de Aragón (el PAR y una parte de la UCD):
la autonomía basada en las diputaciones provinciales y la igualdad de repre-
sentación entre las tres provincias 24, que siguieron constituyendo durante todo el
proceso los puntos más difíciles de la negociación entre las fuerzas aragonesas. 

SE RECONSTITUYE LA MESA DE PARTIDOS

El 27 de diciembre, casi un año después de haberse disuelto, se vuelve a reunir en
la Diputación Provincial de Zaragoza la Mesa de Partidos con el objeto de desblo-
quear la situación y elaborar un proyecto de Estatuto de consenso para después
remitirlo a la Asamblea de Parlamentarios y Diputados Provinciales para su apro-
bación. A la reunión asistimos representantes de la UCD, PSOE, PAR, PCE y CD.
De hecho tanto el PSOE como el PCE y la UCD disponíamos ya de los correspon-
dientes borradores de Estatuto para iniciar la negociación 25. A este respecto quie-
ro señalar que en la elaboración del proyecto de Estatuto del PSOE, de la que fui
responsable, participaron profesores de derecho como Manuel Ramírez y Manuel
Contreras, abogados como Javier Hernández Puértolas o Isidro Azorín y expertos
en Administración como el recientemente asesinado Manuel Giménez Abad.

¿Cuál fue la razón por la que los partidos de izquierda exigíamos el acuerdo pre-
vio en la Mesa de Partidos?. Porque en la Asamblea, que plantea el artículo 143,
de Parlamentarios y Diputados Provinciales para la elaboración del Estatuto era
de abrumadora mayoría de la UCD y con abundante presencia de los sectores
que dentro de la UCD habían defendido la representación igualitaria de las tres
provincias, por lo que sólo aceptábamos llegar a ella con un acuerdo al menos
en los aspectos más conflictivos. Aunque en las posiciones a nivel nacional
(aplicar el artículo 152.1 de la CE 26) respaldaban nuestra posición, el encona-
miento de los planteamientos de partida necesitó el paso del tiempo para que
se pudiera introducir la flexibilidad suficiente en las posiciones. Como veremos
el tema de la representación se resolvió con dificultades en la Asamblea, pero
dentro de los parámetros previamente pactados de lo que denominamos a lo
largo de la misma como «proporcionalidad corregida».

EL TRABAJO DE LA MESA DE PARTIDOS

Los representantes de los partidos fuimos: por UCD, León Buil, Carlos Lahoz y
José Luis Merino; por el PSOE, Santiago Marraco, Elías Cebrián y yo mismo;
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por el PAR, Hipólito Gómez de las Roces y José Galindo; por el PCE, Luis Mar-
tínez y Adolfo Burriel, y por CD, José Luis Casado, sin embargo a buena parte
de las reuniones sólo asistíamos los residentes en Zaragoza.

El objetivo de la Mesa de Partidos es la búsqueda de un acuerdo entre las
fuerzas políticas que en primer lugar permita desbloquear la iniciativa auto-
nómica de los ayuntamientos y elaborar un Estatuto cuyos contenidos institu-
cionales, competenciales y de representación política permitieran el acuerdo
de todos los partidos respecto de su tramitación y contenido. Ya he señalado
que en los contactos entre UCD y PSOE a nivel nacional se referían a la tra-
mitación por la vía del artículo 143, pero con los contenidos institucionales del
152.1 y con igualación de techos competenciales, lo que pone en cuestión la
tesis de la representación igual de las tres provincias, punto importante en el
planteamiento del PAR y de una parte significativa de la UCD (especialmente
UCD Teruel). Esta circunstancia hizo que el PAR mostrara una actitud muy crí-
tica, que se reflejó en la ausencia de algunas reuniones y en la retirada defini-
tiva de la Mesa para tomar una actitud diferenciada que se puso de manifiesto
en la Asamblea de elaboración del Estatuto y en toda la tramitación legislativa
del mismo. 

Respecto de la UCD nos encontrábamos con que era relativamente fácil llegar
a acercamientos e incluso a acuerdos con sus representantes en la Mesa pero
no estaba muy claro que los acuerdos fueran asumidos por los sectores que
defendían la representación igualitaria, que no estaban presentes en ella y que
tenían una amplia presencia en las diputaciones provinciales y por tanto en la
Asamblea que iba elaborar el Estatuto.

La primera dificultad a salvar tenía naturaleza jurídica y era la interpretación am-
plia de los acuerdos de los ayuntamientos que permitiera considerar que se ha-
bía cumplimentado la iniciativa por la vía del artículo 143, pero esa interpreta-
ción era jurídicamente difícil y los acuerdos se habían enviado al Gobierno de
Madrid, por lo que en la segunda reunión de la Mesa, celebrada el 9 de enero
de 1981, tras un amplio debate en el que se analizaron los acontecimientos de
los últimos meses y no faltaron las críticas a la actuación del partido del Go-
bierno, se decidió no entrar en la cuestión de la iniciativa autonómica y tratar de
avanzar en los contenidos del Estatuto: planteamiento en que nos mostramos
de acuerdo UCD y PSOE. También se acordó que las decisiones de la Mesa se
tomarían mediante voto ponderado que permitiera mantener posiciones discre-
pantes a los partidos en algunos temas sin por ello abandonar la misma. Ade-
más las decisiones tendrían carácter vinculante en cuanto a la posición de los
partidos de cara a la Asamblea Mixta de elaboración del Estatuto.

172



Este carácter vinculante de las decisiones suscitó un conflicto en el seno de la
UCD pues la ejecutiva de la UCD de Huesca emitió un comunicado en el que
calificaba a la Mesa como «órgano informal de deliberación y debate» 27. Cues-
tión que se zanjó en la siguiente reunión de la Mesa, con la ratificación de la de-
cisión por unanimidad, tras un debate acerca del papel de los partidos en una
democracia representativa y con unas declaraciones sobre esa cuestión que
realizó el presidente de la UCD, León Buil.

Los importantes acontecimientos políticos que se producían en Madrid, la di-
misión de Adolfo Suárez como presidente de Gobierno y la designación de Cal-
vo Sotelo como sucesor, aplazaron la celebración de la tercera reunión al 16 de
febrero, que entró a discutir los contenidos del Estatuto. La definición de Ara-
gón como Comunidad Autónoma (eludiendo el debate sobre nacionalidad), la
cuestión de los símbolos, la estructuración territorial en municipios, comarcas
(cuestión en la que la UCD mostró sus reservas) y provincias y la vinculación
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José Félix Sáenz junto a otros miembros de la Mesa entregando al presidente de la DGA el
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entre la condición política aragonesa y la vecindad en cualquiera de sus muni-
cipios fueron algunos de los temas abordados en esta reunión, en la que no es-
tuvo presente el PAR, que comenzaba a desmarcarse de los acuerdos de la
Mesa.

EL 23-F Y EL INFORME GARCÍA DE ENTRERRÍA

Los acontecimientos de la vida nacional vuelven a incidir en el proceso nego-
ciador, la siguiente reunión de la Mesa, planteada inicialmente para celebrarse
el 23 de febrero, es aplazada para el 6 de marzo por la celebración en esa fecha
de la elección en el Congreso del nuevo presidente Leopoldo Calvo Sotelo.
Como todos sabemos esa elección fue violentamente interrumpida por el in-
tento de golpe de Estado realizado por Tejero, Miláns y Armada 28. Intento que
aunque no obtuvo sus objetivos puso de manifiesto una cierta fragilidad de la
democracia española. La consolidación del sistema democrático pasó a ser
para las fuerzas políticas y para la opinión pública un objetivo prioritario y una
parte de la misma pasaba por resolver con un esfuerzo de acuerdo los proble-
mas respecto de la estructura política del país, es decir, del sistema autonómico
establecido en la CE y que era uno de los orígenes de las tensiones existentes.

A partir de esa fecha la voluntad de acuerdo en la cuestión autonómica, que ya
se había manifestado anteriormente, cobra nueva fuerza. El Gobierno, con la
aquiescencia del PSOE, encarga en abril a una comisión de expertos presidi-
dos por el profesor García de Enterría la elaboración de un informe sobre la es-
tructura autonómica del Estado, informe que dará paso posteriormente a los
acuerdos autonómicos entre UCD y PSOE 29, que supondrán la vuelta al espíri-
tu de consenso constitucional. El PSOE renuncia con ellos a utilizar la cuestión
autonómica electoralmente y unifica las posiciones de las distintas federaciones
del partido que habían tenido hasta entonces una mayor autonomía en la fija-
ción de las posiciones.

Aunque la entrega del informe se produce con posterioridad a la culminación
del trabajo de la Mesa de Partidos, el espíritu de acuerdo está presente ya en
las deliberaciones y en la voluntad política de los partidos presentes en la Mesa
en las reuniones de los meses de marzo, abril y mayo y permite una mayor ce-
leridad en el proceso.

El 6 de marzo se reúne de nuevo la Mesa y aborda las características y funcio-
nes de las Cortes de Aragón: de elección directa por los ciudadanos cada
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cuatro años, capacidad legislativa y de control, función presupuestaria, elección
del presidente de Aragón, responsabilidad política del Gobierno ante las Cortes,
funcionamiento en Pleno y Comisiones y mandato no imperativo de los dipu-
tados, con lo que se daban a las Cortes de Aragón similares funciones a las de
las Cortes Generales. También se sitúa la sede provisional en Zaragoza aunque
la definitiva se remite a una Ley, y se determina la iniciativa legislativa del Con-
sejo de Gobierno y de las Cortes, manteniendo como elemento de discrepan-
cia la UCD la defensa de la iniciativa de las diputaciones provinciales y el PSOE
la de los ayuntamientos 30. La cuestión de la representación igualitaria o propor-
cional quedó prudentemente aparcada hasta el final de la negociación. A esta
reunión acudieron representantes de todas las fuerzas políticas, incluido el PAR,
que se comprometió a revisar lo acordado hasta el momento 31 y a seguir asis-
tiendo a las reuniones. 

Unos días después, el 23 de marzo, se produce una crisis política en la DGA, que
había permanecido poco activa desde la ruptura de la coalición UCD-PSOE,
con la dimisión del presidente Bolea y todos sus consejeros. La razón formal
que se aduce es la de un cambio de normativa que deja de exigir la condición
de parlamentario para formar parte de los órganos de Gobierno preautonómi-
cos. La dimisión esconde un conflicto político en el seno de la UCD de Aragón
en la que tras su congreso nacional emerge Gaspar Castellano, presidente de
la Diputación de Zaragoza, como hombre de confianza de Martín Villa y del Go-
bierno. Las dimisiones no son aceptadas por los comités de Huesca y Teruel
pero sí por el de Zaragoza, con lo que el presidente Juan Antonio Bolea, criti-
cado desde la ruptura del pacto de Gobierno por el PSOE y ahora acosado en
su propio partido, deja la presidencia que poco tiempo después, el 9 de mayo,
ocupa Gaspar Castellano, con Manuel Tisaire como vicepresidente y José Ángel
Biel como secretario general. 

La salida de Bolea Foradada de la presidencia de la DGA acaba con un perío-
do en el que se habían puesto de manifiesto contradicciones, algunas de las
cuales ya he comentado, entre las posiciones en materia autonómica de la DGA
y del Gobierno de la UCD en Madrid, que llevaron en determinados momentos
a rectificaciones tan llamativas como el cambio de posición respecto de la vía
elegida para la iniciativa autonómica 32. Sin embargo hay que constatar que la
entrada de un «provincialista» como Castellano no dificultó el avance de la Mesa
de Partidos en la negociación ni dificultó los acuerdos en los puntos más con-
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flictivos, la representación proporcional corregida y el papel de las diputaciones.
El espíritu de negociación y acuerdo había calado en los dos partidos de mayor
representación parlamentaria.

En las siguientes reuniones de la Mesa se avanzó con eficacia en los conteni-
dos del Estatuto dejando siempre aparcados los puntos más conflictivos, pero
con una sincera voluntad de acercamiento de posiciones y de acuerdo, que fa-
cilitó el desarrollo de la negociación. El 13 de marzo, pocos días después de la
dimisión de Bolea, se abordaron el resto de las instituciones autonómicas: el
presidente elegido por las Cortes de entre sus miembros, el Consejo de Go-
bierno responsable ante las Cortes, la nueva figura del Justicia con indudables
connotaciones históricas, comisionado de las Cortes para la defensa de los in-
tereses individuales y colectivos de los aragoneses, del Estatuto y del ordena-
miento jurídico aragonés, así como la creación de un Tribunal Superior de Jus-
ticia que, aunque sin ser órgano de la Comunidad Autónoma, culminaría la
organización territorial de la Justicia en Aragón.

La cuestión de las competencias estatutarias se abordó en la siguiente reunión,
del 20 de marzo, en la que se acordó el máximo de competencias posibles, las
del 148.1, así como las transferibles o delegables. En ese momento no se ha-
bía llegado a un acuerdo a nivel nacional respecto de la igualación de los techos
competenciales pero se esperaba un procedimiento especial para las comuni-
dades autónomas afectadas por la dialéctica respecto de las vías de acceso:
Canarias, el País Valenciano, Aragón y Baleares, medidas excepcionales que
posteriormente se aplicaron en algunos casos pero no en el de Aragón.

En la reunión del 28 de marzo se abordaron las bases sobre Economía y Ha-
cienda y la Administración Pública. La Comunidad Autónoma dispondrá de re-
cursos y patrimonio propio, tributos cedidos por el Estado, tributos propios, ta-
sas, sanciones y capacidad de endeudamiento. El control por la Comunidad
Autónoma de las empresas públicas, así cómo de las cajas de ahorros radica-
das en Aragón, era una reivindicación que había estado desde el principio en el
movimiento autonomista de cara a favorecer la capacidad de desarrollo y tam-
bién se incluyó con el acuerdo de todos. La propuesta del PAR de introducir el
sistema foral del concierto económico similar al de Navarra y País Vasco no fue
aceptada.

EL PAR ABANDONA LA MESA

Las disposiciones adicionales fueron abordadas en la reunión del día 3 de abril,
entre ellas la participación en el Patronato del Archivo de la Corona de Aragón
y la creación de otro Patronato para la ordenación y aprovechamiento integral
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de la cuenca del Ebro, preocupación relacionada con la aprobación por Ley, en
aquellas fechas, del llamado «minitrasvase» del Ebro a Tarragona que había le-
vantado una gran controversia en Aragón. 

En la reunión del 10 de abril se hizo balance de los temas pendientes de dis-
cusión por haber discrepancias entre las fuerzas políticas, pero sobre todo se
elaboró un comunicado para salir al paso del abandono de la Mesa anunciado
ese día por el PAR. La razón fundamental que aduce el PAR en su comuni-
cado 33 son las conversaciones que a nivel nacional se estaban celebrando en-
tre UCD y PSOE y que desde su punto de vista iban a «condicionar» los acuer-
dos de la Mesa. La verdad es que el día 2 de abril el presidente Calvo Sotelo y
Felipe González habían coincidido en «la necesidad de proceder con determi-
nación a establecer el modelo global de Estado de las Autonomías» y en reca-
bar el asesoramiento de una «comisión de expertos» independientes designada
de mutuo acuerdo. Pero la decisión del PAR se produce cuando esta comisión
aún no ha comenzado su andadura y cuando no se han producido los «acuer-
dos autonómicos» que son de fecha 31 de julio de 1981, tres meses después
del abandono. 

Hay por tanto otras razones para el abandono de la Mesa, unas de fondo, a las
que ya he hecho referencia, y otras de tipo electoral. Las de fondo se derivan
de que el Estatuto que va a salir de la Mesa de Partidos no se ajusta en su es-
tructura al proyecto patrocinado por el PAR: Mancomunidad de Diputaciones 
e igualdad de representación política entre las tres provincias, éste es el verda-
dero motivo, desde mi punto de vista, por el que el PAR en ningún momento se
incorpora realmente al proceso negociador de la Mesa. Por otra parte el PAR
pretende obtener una parte del respaldo electoral que ha tenido hasta entonces
una UCD que se desmorona paulatinamente desde el punto de vista de las
perspectivas electorales.

La Mesa de Partidos lamentó la salida del PAR de la misma pero consideró con-
veniente continuar con los trabajos de cara a un acuerdo que se consideraba
inminente. De hecho las reuniones celebradas los días 4 y 15 de mayo se de-
dicaron a llegar a acuerdos en los temas pendientes y a establecer los límites
del desacuerdo (acotar el desacuerdo) en aquellos temas en los que el acuer-
do era todavía imposible y que se dejaban para la negociación de la Asamblea
de Parlamentarios y Diputados Provinciales que iba a elaborar el proyecto de
Estatuto.
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LAS BASES DEL ESTATUTO APROBADAS POR LA MESA

Los temas que se abordaron por haber sido objeto de desacuerdo por parte de
alguna de las fuerzas representadas en la Mesa y que fueron objeto de acuer-
do en las sesiones de mayo son los siguientes:

–La institucionalización de la comarca, junto a ayuntamientos y diputaciones en
el Estatuto, era objeto de reticencias por parte de la UCD, por lo que la crea-
ción de los entes comarcales se dejó a una Ley de Cortes (Ley por cierto de
reciente aprobación y puesta en marcha).

–Respecto del papel de las diputaciones, que era uno de los problemas de fon-
do y a las que la UCD quería dar mayor protagonismo. Se aceptó por todos la
posibilidad de poder delegar en ellas la ejecución de competencias de la Co-
munidad Autónoma en función del mayor aprovechamiento de los recursos
existentes y que en contrapartida, la Comunidad Autónoma coordinase las
funciones de las mismas en materias de interés general de Aragón.

–En la cuestión de la denominación o no como nacionalidad la ausencia del
PAR favoreció el acuerdo de llamarla simplemente Comunidad Autónoma.

–En la discusión sobre quién podía ejercitar la iniciativa legislativa, respecto de
la que ya he señalado las posiciones, quedó en atribuirla solamente al Conse-
jo de Gobierno, a las Cortes de Aragón y mediante una Ley a la iniciativa po-
pular. Equilibrio que dejaba fuera de esta iniciativa tanto a ayuntamientos como
a diputaciones 34.

–De la capacidad para iniciar reformas del Estatuto también fueron excluidos los
ayuntamientos. Con lo que los únicos órganos habilitados para ello fueron: las
Cortes de Aragón, el Consejo de Gobierno, las Cortes Generales y el Gobier-
no central.

–Se acordó la regulación de la moción de censura, que afectaría al presidente
y a todos los miembros del Consejo, por Ley de Cortes. Pero no se aceptó la
propuesta del PCE de incluir la responsabilidad individual de cada consejero.

EL SISTEMA DE REPRESENTACIÓN

Solamente quedaba un desacuerdo aparentemente irrenunciable por ambas
partes y que amenazaba dar al traste con toda la negociación: el criterio de re-
presentación en las Cortes de Aragón y consecuentemente la composición de
las primeras Cortes que se constituiría tras la celebración de las primeras elec-
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ciones. Sin embargo he de decir a este respecto que en los componentes de
la Mesa existía la convicción de que el acuerdo se iba a encontrar en un térmi-
no medio, lo que denominábamos la «proporcionalidad corregida». Es por ello
por lo que se decide acotar la discrepancia mediante dos fórmulas que expre-
sasen los límites en los que nos movíamos en ese momento las fuerzas políti-
cas de la Mesa, tanto para la representación como para la composición de la
Asamblea Provisional. 

La posición apoyada por PSOE y PCE respecto de la representación en las Cor-
tes y que se denominó Propuesta A) plantea que el número de diputados de la
Asamblea debe fijarse por Ley, pero «asegurando en todo caso una represen-
tación por provincia, de una parte igualitaria, y de otra proporcional al número
de habitantes, de forma que en ningún caso la proporción entre el número de
habitantes dividido por el de representantes de las dos provincias más y menos
pobladas sea mayor a 2,5».

El contenido de propuesta puede considerarse un tanto sibilino pero corres-
ponde al empeño que teníamos los representantes del PSOE de poner de ma-
nifiesto la desproporción en el peso de cada voto, según en qué provincia se
produjese, si se daba la misma representación a las tres provincias. Se produ-
ciría el hecho de que en tal caso un voto en Teruel valdría tanto como cinco en
Zaragoza y mediante la propuesta pretendíamos que la desproporción se limi-
tase a la mitad, 2,5 o menos. En cualquier caso la propuesta fue bastante acer-
tada pues posteriormente se incorporó a los Acuerdos Autonómicos entre UCD
y PSOE el 31 de julio 35 con la única diferencia de elevar el límite del 2,5 al 2,75,
y que con este valor fue finalmente incorporado al texto del Estatuto mediante
enmienda presentada por León Buil en la Comisión Constitucional del Congre-
so en mayo de 1982.

Los representantes de la UCD 36, que reconocían en privado estar de acuerdo
con los criterios establecidos en la llamada propuesta A), no podían avanzar
tanto porque una parte de su partido estaba anclada en la tesis de la igualdad
en la representación. La tensión se mantuvo con momentos de cuasi ruptura a
lo largo de todo el proceso: Asamblea Mixta y tramitación parlamentaria del
texto estatutario, en el que los socialistas hubimos de mantenernos firmes en
nuestras posiciones poniendo en juego la ruptura de los acuerdos. Baste como
muestra del mantenimiento de la tensión mi intervención ante el Pleno del Con-
greso el día 15 de junio de 1982, un año después, en la defensa del texto del
artículo 19 37 del dictamen de la Comisión del proyecto de Estatuto hube de
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señalar: «...que nuestro voto (el de los socialistas) de totalidad al Estatuto de
Autonomía de Aragón dependerá de lo que resulte de la aprobación de este
artículo 19 y de la votación de la disposición adicional 1.ª, que regula la com-
posición de las primeras Cortes aragonesas...» 38. En aquella votación la UCD
finalmente se abstuvo con lo que permitió que se mantuvieran los acuerdos al-
canzados, por lo que el texto del artículo salió adelante con 148 votos a favor,
18 en contra y 124 abstenciones 39.

La propuesta alternativa de la UCD y CD denominada Propuesta B) decía lo
siguiente: «las Cortes estarán integradas por un número de parlamentarios
comprendidos entre 60 y 75, distribuidos paritariamente por provincias y en fun-
ción del número de diputados al Congreso por cada provincia». La propuesta
suponía un claro avance respecto de posiciones anteriores pues por primera
vez se rompe la propuesta de igualdad en la representación; además dado que
el número de diputados era entonces de ocho por Zaragoza, tres por Huesca
y tres por Teruel, el criterio que maneja da una proporcionalidad en torno al dos
y por tanto dentro de los parámetros establecidos en la propuesta del PSOE y
PCE. Pero los socialistas preferíamos dar a la Ley de Cortes un mayor margen
de maniobra del que establecía esta segunda propuesta y nuestra información
respecto de la marcha de la negociación autonómica con el Gobierno nos indi-
caba que nuestra posición podría ser incluida en dichos acuerdos.

También hubo dos propuestas para la disposición transitoria que establecía la
composición de las primeras Cortes. En este caso la propuesta A) fue la de
UCD y CD, que proponía 21 diputados en representación de Huesca, 21 de
Teruel y 26 de Zaragoza, que estaba lejos incluso de su propuesta de criterios
de representación que acabamos de comentar. La propuesta B) de PSOE y
PCE atribuía 19 diputados a Huesca, 19 a Teruel y 32 a Zaragoza, bastante pró-
xima a la que se aprobó finalmente 40.

El 22 de mayo se celebró la última sesión de la Mesa y en ella sólo quedaba por
acordar la vía de desbloqueo del proceso, que no podía ser otra que la del
artículo 143, tal como ya habían hecho tanto en Canarias como en Valencia. Así
lo hicimos también los representantes de los distintos partidos en la Mesa, que
decidimos trasladar los acuerdos al Gobierno y a la DGA a fin de que fuera con-
vocada lo antes posible la Asamblea Mixta encargada de la elaboración del pro-
yecto. El presidente de la DGA, Gaspar Castellano, prefirió dar todo el protago-
nismo a la Mesa y que fuera ésta la que llevara la iniciativa, por lo que fue la
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permanente de la misma la que el día 2 de junio decidió dirigirse al presidente
de la DGA, a los parlamentarios y a los presidentes de las diputaciones provin-
ciales, para que procedieran «según convenga» a la convocatoria de los miem-
bros de la Asamblea Mixta. El vacío en la interpretación jurídica se ponía de este
modo de manifiesto.

Fueron finalmente los parlamentarios los que la convocaron para el 13 de junio
en el monasterio de San Juan de la Peña, con el orden del día de la sesión y
con el acuerdo de realizar una parte de los trabajos en «ponencia», de forma
que el PCE y CD, miembros de la Mesa que no tenían representación en la
Asamblea Mixta, pudieran participar. Esta convocatoria se pudo producir con
prontitud por el respaldo a la actuación que supuso la publicación en aquellos
días del informe de la Comisión de expertos que permitía eliminar las reticencias
jurídicas a la forma de actuar basada en el acuerdo de las principales fuerzas
políticas en cada ámbito, como era el caso de la Mesa de Partidos en Aragón.
Sin embargo recibió fuertes críticas tanto de Gómez de las Roces (PAR) cómo
del alcalde de Zaragoza, Sáinz de Varanda (PSOE), e incluso de Bolea Foradada,
que se desmarcó claramente de la posición de su partido.

Quienes habíamos conducido el proceso hasta entonces estuvimos dirigiendo
la Asamblea, en la que quiero recordar que la correlación de fuerzas podía ser
dudosa al haber una tan amplia representación de las diputaciones provinciales
en las que se situaban las personas más reticentes al proyecto en el seno de la
UCD. León Buil (presidente de UCD) fue el presidente de la misma, yo (vicese-
cretario general del PSOE) fui vicepresidente y José Galindo (PAR) secretario.
Como ponentes más destacados en defensa del acuerdo José Luis Merino
(UCD), Santiago Marraco y Ángel Cristóbal (PSOE), frente a Gómez de las
Roces (PAR) y en algunos momentos J.A. Bolea, pero de esa materia no me
corresponde ocuparme a mí sino a otros colaboradores de este trabajo.

VISIÓN GENERAL

Pienso que el papel desarrollado por la Mesa de Partidos fue decisivo para la
elaboración y aprobación del Estatuto. Desde el principio las personas que nos
involucramos más directamente sabíamos que el proceso sólo podía desblo-
quearse utilizando la vía del artículo 143, por lo que la negociación consistía en
aceptar esa vía solamente si se daban las condiciones que considerábamos
esenciales en el contenido del Estatuto: 

–Asamblea de representación proporcional corregida elegida directamente por
los ciudadanos, con competencia legislativa, que elige al presidente de la
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Comunidad Autónoma y ante la que responde el Consejo de Gobierno, con
moción de censura constructiva. Órganos judiciales de ámbito regional y la fi-
gura del Justicia similar al Defensor del Pueblo.

–Competencias al máximo nivel de modo que no se produzcan diferencias sig-
nificativas y que la Educación y la Sanidad puedan ser transferidas al cabo de
un tiempo.

–No aceptación de que la autonomía consistiera en la mera coordinación de las
diputaciones, o que se basara en la estructura política de las mismas.

El camino no era fácil pues la Asamblea Mixta encargada de la elaboración
del Estatuto por la vía de 143 tenía una composición en la que sólo estábamos
representados la UCD y el PSOE, con muy amplia mayoría de la UCD y con la
presencia de los sectores menos partidarios de la autonomía, por lo que debía-
mos tratar de llegar a esa Asamblea con los acuerdos lo más atados que fuera
posible. 

Por parte de UCD fueron decisivos algunos de sus dirigentes, con los que el
acuerdo era bastante completo, frente a las discrepancias con otros, que tenían
una idea de la autonomía política muy distinta; el presidente regional, León Buil,
fue pieza básica en el entendimiento y siempre trabajó con seriedad para el
acuerdo; José Luis Merino, que se incorporó a las negociaciones desde la
Diputación Provincial, fue un eficaz negociador con la parte de su partido más
reticente y clave para sacar adelante los acuerdos en un entorno difícil; tampo-
co hay que olvidar la presencia de los socialdemócratas de UCD, cuya cabeza,
Francisco Fernández Ordóñez, era diputado por Zaragoza, junto con Carmen
Solano, cuya posición fue casi siempre coincidente con la nuestra. 

Los socialistas, en mi opinión, llevamos la iniciativa en el proceso y logramos lo
que nos propusimos en instituciones, competencias y grado de corrección de
la proporcionalidad. Basta para comprobarlo comparar nuestras propuestas en
los temas clave con el resultado final de la negociación y con el texto del Esta-
tuto, el buen entendimiento entre Santiago Marraco, Ángel Cristóbal y yo mis-
mo y nuestro estrecho contacto con el PSOE federal nos facilitó el trabajo, pues
en algunos casos logramos que nuestras propuestas en la Mesa formaran par-
te de los acuerdos autonómicos. La colaboración con Ramón Sáinz de Varan-
da fue estrecha al principio de la preautonomía pero se fue enfriando cuando el
partido tomó las riendas de la negociación en el desarrollo de la Mesa y se des-
marcó al final, como antes he señalado. Lo único que no conseguimos sacar
adelante fue la aprobación de una Ley, que sí tuvieron Valencia y Canarias, que
nos permitiera asumir antes las competencias en Educación y Sanidad.
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LAS POSICIONES EN EL SENO DEL PSOE

Quiero terminar este trabajo con una breve referencia a lo que acontecía en el
seno del PSOE porque esclarece el papel de los protagonistas y porque no hay
referencia escrita hasta ahora de esos acontecimientos.

El PSOE en Aragón, como en el resto de España, se ve respaldado por los
resultados electorales de las primeras elecciones de 1977 y sus dirigentes con-
sideramos que el resultado electoral supone un refrendo del proyecto auto-
nómico de Caspe, por lo que impulsamos la creación de la Asamblea de Parla-
mentarios sólo unos pocos días después de las elecciones. En esta Asamblea
en nombre del PSOE Ramón Sáinz de Varanda lleva la iniciativa, secundado por
Ángel Cristóbal Montes y Jaime Gaspar Auría, aunque en la negociación con
UCD es Ángel Cristóbal quien busca siempre posiciones de encuentro, que ha-
cen posible, no sin fuertes discusiones, el acuerdo con UCD respecto de la
creación de la DGA y respecto de la conformación del primer Gobierno de coa-
lición en la misma, en el que están presentes los tres compañeros citados. Los
socialistas, tanto en el ámbito institucional como de partido, participamos muy
activamente en la convocatoria y preparación de la gran manifestación por la
autonomía del 23 de abril de 1978.

El órgano del partido encargado en aquellas fechas de la cuestión autonómica
es la Comisión Ejecutiva Provincial de Zaragoza (CEPZ), de la que soy secreta-
rio general, nuestro papel es de apoyo a los representantes institucionales in-
terviniendo cuando hay diferencias de opinión entre ellos, nuestra estrategia
consiste en impulsar la preautonomía y llegar a acuerdos amplios en temas ins-
titucionales siempre que se pueda, en sintonía con el espíritu negociador que
se respira en la negociación constitucional. Somos partidarios, por tanto, de los
primeros acuerdos con la UCD, que conforman el primer Gobierno de la DGA.

El éxito electoral del PSOE en las primeras elecciones trajo consigo el proceso
de unidad de los socialistas, pocos días después de las mismas buena parte de
los militantes del PSOE Histórico 41 se incorporaron al PSOE, a finales de abril
de 1978 se hizo la unidad con el PSP de Tierno Galván 42 y en el verano con los
partidos integrantes de Convergencia Socialista, representados en Aragón por
el PSA. La negociación de la unidad entre el PSA y el PSOE fue laboriosa al ha-
ber dos tendencias claramente diferenciadas en el PSA, una partidaria de la uni-
dad, encabezada por Santiago Marraco, y otra que acabó por no integrarse,
encabezada por Emilio Gastón. Por parte del PSOE negociamos la unidad des-
de la CEPZ pero cuando el congreso de unidad se produjo ya se había cele-
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brado el congreso de creación de la Federación Socialista de Aragón 43, con Ra-
fael Zorraquino como nuevo secretario general, que se situó en posiciones ra-
dicales 44 pero poco autonomistas, por lo que tras la unidad no se tuvo interés
en aplicar las condiciones pactadas.

La nueva Ejecutiva Regional además de radicalizar posiciones se muestra par-
tidaria del abandono del Gobierno de coalición en la DGA, lo que origina un
fuerte enfrentamiento con los representantes institucionales. Éstos junto con la
CEPZ, de la que sigo siendo máximo responsable, decidimos mantener la coa-
lición con la UCD en la DGA y somos quienes elaboramos las listas electorales,
tanto para las elecciones generales de marzo de 1979 como para las munici-
pales de abril del mismo año; en ellas salimos elegidos Ramón Sáinz de Varanda
alcalde y senador, y Ángel Cristóbal, Santiago Marraco y yo mismo diputados 45,
la Ejecutiva Regional ha quedado al margen. La iniciativa la seguimos llevando
dentro del PSOE la CEPZ y los representantes institucionales que decidimos la
continuidad de la coalición de Gobierno con la UCD en la DGA. En esta oca-
sión serán Ángel Cristóbal, Santiago Marraco y Jaime Gaspar los más signifi-
cados socialistas en la misma. En el Congreso Regional de noviembre de ese
año derrotamos a Rafael Zorraquino y su ejecutiva, que se habían posicionado
contra Felipe González en el 28 Congreso Federal del PSOE 46, siendo elegidos
al frente de la CER Santiago Marraco como secretario general y yo como vice-
secretario general.

Los socialistas tras los buenos resultados de las elecciones municipales decidi-
mos impulsar la autonomía de Aragón por la vía del artículo 151 desde los ayun-
tamientos, a quienes correspondía la iniciativa según la Constitución, y al fren-
te de este movimiento se situó Sáinz de Varanda como alcalde de Zaragoza;
esta opción tenía también el apoyo de las fuerzas de la izquierda 47. La DGA
mientras tanto, carente de competencias, quedaba paralizada ante la indecisión
primero y cambio de posición después de la UCD respecto de la vía de acce-
so a la autonomía elegida.

Con todo ello se configuran dos polos en el PSOE institucional, el representa-
do por Sáinz de Varanda y el Ayuntamiento de Zaragoza y el representado por
A. Cristóbal en una DGA sin competencias ni excesiva iniciativa en coalición con
la UCD. La presencia del PSOE en esta Institución acabará siendo insostenible
cuando la UCD rompe los acuerdos de iniciativa autonómica.
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Sin embargo entre esos dos polos, uno más radicalizado en la posición res-
pecto del proceso (el de Sáinz de Varanda) y otro más proclive a los acuerdos
con la UCD (el de Ángel Cristóbal), se situó la posición oficial del partido que
mantuvimos desde la Comisión Ejecutiva Provincial de Zaragoza del PSOE al
principio y después junto con Santiago Marraco desde la Comisión Ejecutiva
Regional elegida en noviembre de 1979. Posición que se fue decantando a
favor del acuerdo pero sin ceder en las condiciones que considerábamos bá-
sicas para la autonomía y a las que ya me he referido en este trabajo: institu-
ciones del 151, igualación de techos competenciales y representación propor-
cional corregida. Posiciones que constituyeron la esencia del acuerdo final
alcanzado para la aprobación del Estatuto de Autonomía de Aragón.

Fue nuestra Ejecutiva Regional la que llevó la iniciativa en la reapertura del diá-
logo para desbloquear el proceso, en la creación de la Mesa de Partidos y en
la negociación de las Bases acordadas en la misma. Las comidas de muchos
días en Madrid durante las sesiones del Congreso, desde 1979 a 1982, entre
Santiago Marraco, Ángel Cristóbal y yo mismo, contribuyeron a mantener en
todo momento el pulso de los acontecimientos y a definir la posición del PSOE
de Aragón respecto del proceso autonómico, en buena sintonía con el partido
federal. Esas buenas relaciones se quebraron posteriormente cuando hubo que
decidir el candidato del PSOE a la DGA en las elecciones de 1982, decisión que
precipitó la salida de Ángel Cristóbal de nuestro partido.
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De San Juan de la Peña 
a la Carrera de San Jerónimo

José Galindo Antón

Plumas autorizadas van a comentar la profundidad política, el calado jurídico y
la repercusión en la sociedad de nuestro Estatuto de Aragón. Habrá quienes
puedan informaros con detalle de las vicisitudes que fue preciso sortear, de los
conciliábulos y pactos necesarios para sacarlo adelante. Por eso vais a perdo-
narme el que por mi condición de secretario de la Asamblea encargada de dis-
cutir y dar forma al anteproyecto me detenga en la pequeña historia, en esos
aspectos domésticos, poco trascendentes pero curiosos y ambientadores de
los siguientes estudios formales.

Para alguien que siente un profundo respeto hacia el Derecho histórico arago-
nés, que es consciente del papel asignado a este territorio en el conjunto na-
cional, y de las necesidades insatisfechas de nuestros convecinos, no es asun-
to baladí el participar en el ordenamiento jurídico propuesto para regir, en
algunos aspectos, el funcionamiento de Aragón. Con estas líneas sólo preten-
do poner un pequeño grano de arena en el conjunto de la obra magna y con-
tribuir al mejor conocimiento de lo ocurrido en aquellos instantes.

No es inoportuno tener en cuenta el ambiente desde el que partíamos. Los ara-
goneses de 1981 teníamos muy lejos los proyectos de Estatuto de 1936, tan-
to el de Caspe como el llamado de los cinco notables. Y no digamos el de la
Constitución Federalista de 1883. O cualquier otro boceto estatutario, nunca
plasmado en disposiciones articuladas y vigentes.

En el momento de iniciar esta tarea existía el precedente de otras ordenaciones
propuestas para territorios españoles, que se habían anticipado, acogiéndose
a lo señalado en el Título VIII de la Constitución de 1978.

Pero quienes teníamos que afrontar el trabajo, nos preguntábamos ¿cual será
el sentir de los aragoneses sobre este particular? A reflejar sus aspiraciones y
pensamientos debíamos orientar nuestra labor.
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Como obra que se inicia con tan escasos antecedentes exigía poner buena vo-
luntad, abundantes horas de estudio y no dejar de oír a los destinatarios. Todo
esto con una tremenda carencia de medios. Era preciso improvisar para sacar
adelante una encomienda compleja con afán de ser duradera.

Los partidos políticos existentes en la región, crearon una Mesa encargada de
preparar un documento base que requirió largas jornadas de discusión. De allí
salió un texto de sesenta y cuatro artículos, seis disposiciones adicionales y
once transitorias.

Cuando ya estaba concluido, en cumplimiento del artículo 146 de la Constitu-
ción, es preciso debatirlo en una Asamblea Mixta de congresistas (diputados a
Cortes y senadores) más los diputados provinciales de los tres territorios ara-
goneses.

La fecha señalada para el inicio de esas deliberaciones fue el 13 de junio de
1981. Pero ¿dónde reunirse? Con objeto de hallar un territorio neutral y de in-
tensa carga histórica,se opta por la iglesia (fuera de culto desde hacía muchos
años) del monasterio alto de San Juan de la Peña. Recinto histórico-artístico
pero que carecía de acometida eléctrica, situación que debió suplirse con un
grupo electrógeno capaz para alimentar un rudimentario alumbrado. Como el
estado de los inmensos bancos de madera no se consideró adecuado para el
momento alguien consideró, un par de días antes, que una mano de pintura re-
solvería la situación. Pero no contó con que el ambiente cerrado y fresco no fa-
cilitarían el secado. Cuando llegó el día nadie quedó manchado al ocupar el
asiento pero las aristas de los planos, lugar por dónde era preciso tomarlos para
hacer algún desplazamiento, te dejaban en las manos el «grato» recuerdo de la
visita.

La primera parte de la sesión se dedicó a preparar unas elementales normas de
funcionamiento, llevó la dirección de los debates una eficiente mesa de edad.
Su misión terminó con la designación de una mesa de tres miembros, cada uno
representante de los grupos políticos con asiento en la asamblea, que debería
encauzar la tarea siguiente. La presidencia era para UCD y la atendería don León
Buil. La vicepresidencia la ocupó don José Félix Sáenz Lorenzo por el PSOE. Y
el PAR debería hacerse cargo de la secretaría, atendida por el que firma estas
cuartillas.

Antes de iniciar los debates pregunté dónde estaban los taquígrafos o aparatos
de registro de voz. La respuesta fue que allí no había medios auxiliares. Menos
mal que siempre llevaba encima útiles de escribir y me proporcionaron folios. Al
tratar de documentar este relato me he llevado la gran alegría de comprobar
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que aún conservo aquellos borradores con los que preparé un acta de once
páginas mecanografiadas por los mismos dedos que escriben estas líneas. La
Diputación Provincial de Zaragoza se encargó de hacer copias para todos los
asistentes, que estaban en torno a la centena, porque además de los miem-
bros titulares desde el primer momento se contó, en calidad de observadores,
con representantes de Alianza Popular y del Partido Comunista de España,
ambos con voz pero lógicamente sin voto para no contravenir las normas
constitucionales pero cuyas opiniones representaban el parecer de un número
de aragoneses. La sesión duró mañana y tarde con un receso para reponer
fuerzas.

El establecimiento hostelero del desalojado monasterio era el lugar que podría
llenar aquel cometido pero su limitada capacidad estaba desbordada por los
componentes de los grupos mayoritarios. A las minorías no nos quedó más re-
medio que solucionar la cuestión por nuestros propios medios. Menos mal que
alguno de los nuestros, temeroso de que pudiera ocurrir algo de ese estilo, por
la mañana, antes de salir de Jaca, donde habíamos hecho noche, preparó algo
de intendencia que consumimos en un precioso ribazo próximo al bellísimo
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monasterio bajo para que la carencia inicial tuviese una compensación estética.
Respetuosos con la Naturaleza no dejamos rastro de nuestro paso por tan in-
comparable paraje.

Cumplido el trámite de encuentro con la raíz aragonesa y vistas las dificultades
existentes para continuar las deliberaciones en aquel punto, se tomó el acuer-
do de continuar el trabajo en el Salón de Sesiones de la Excma. Diputación 
de Zaragoza, amable anfitriona, representada por su presidente, don Gaspar
Castellano.

Como en el interregno debía habilitarse un despacho para la recepción de en-
miendas al borrador del proyecto de Estatuto, presentado por la Mesa de Par-
tidos, se domicilió tal oficina en la primera planta del edificio que ya era sede de
la Diputación General en la plaza de los Sitios. Con toda urgencia se preparó lo
pertinente para que todo tuviese el debido formalismo. Claro que como la do-
tación de personal siguió siendo nula el secretario tuvo que hacerse todas las
jornadas enteras. Menos mal que no faltaron escritos de entrada y con la orde-
nación de los mismos llené mi vida de oficinista.

Para el 27 de junio por la mañana estaba señalada la reanudación de las
sesiones. En ese momento ya contábamos con un abogado asesor, era el
letrado del Estado, comisionado en la DGA, don Manuel Pizarro Moreno. Había
además unos equipos de grabación completados con otros de transcripción.

Consumimos dos largas jornadas para concluir una labor en la que se escu-
charon alegatos en defensa de todas las posiciones. Las votaciones se suce-
dieron de manera constante. Lo que se decía en la tribuna tenía un comple-
mento en la charla de pasillos, que era dónde se lograban consensos. La
habilidad del presidente Buil se empleó a fondo en esa misión, quedando gran
parte de la conducción de los debates en las dotes del señor Sáenz Lorenzo.
Todas las enmiendas fueron escuchadas, algunas asumidas por los ponentes;
la mayor parte tuvieron otra suerte pero en todas se pronunció la Asamblea.

El tono de los debates pudo tener en algunos instantes su punto de acalo-
ramiento pero nunca hubo violencia en las manifestaciones. A veces se escu-
chaban doctos informes relacionados con el Derecho en todas sus ramas.
Otros eran autorizadas opiniones de teoría económica o puntos de vista, muy
fundados, relacionados con la Historia o la Educación. A continuación se oía un
alegato de práctica política. Lo que sí os puedo asegurar es que nunca resultó
aburrido presenciar la totalidad de aquel debate. Podías sentir fatiga por la aten-
ción mantenida durante tantas horas pero nunca tedio.

No me faltó un momento de sobresalto por una imprevisión mía. Avanzada la
madrugada del 27 al 28 el curso del debate parecía que iba a precisar una
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votación nominal y no a mano alzada, como venía siendo habitual. Entonces me
di cuenta de que la única lista de personas convocadas la tenía en el despacho
provisional de la antigua Delegación de Hacienda. Se produjo un pequeño des-
canso que aproveché para desplazarme, en un automóvil de la DPZ, a toda ve-
locidad por las desiertas calles de Zaragoza a buscar la ansiada relación. Mien-
tras tanto el teléfono avisaba a los vigilantes del edificio de nuestro destino para
que tuviese la puerta abierta y franqueasen la entrada a un visitante intempes-
tivo. Todo salió a plena satisfacción y en pocos minutos estaba de regreso con
la lista deseada. Pero en aquel breve tiempo alguien había tenido cordura y la
votación siguió por el procedimiento habitual, evitando poner de manifiesto a
quienes habían optado por el descanso en el lecho.

En la tarde del 28 se concluyó esa parte de la tarea, escuchándose parlamen-
tos de congratulación, afecto y comprensión pronunciados por los portavoces
de las cinco formaciones intervinientes. Las palabras de la presidencia fueron
de reconocimiento para quienes habían puesto lo mejor de su voluntad y en-
tendimiento al servicio de la proyectada autonomía aragonesa.

Para el secretario quedaba todavía el trabajo de ordenar y poner en limpio todo
lo convenido en las jornadas precedentes. Eran pocos los días disponibles hasta
la fecha de entrega al presidente de las Cortes Españolas, don Landelino Lavilla
Alsina, del Proyecto de Estatuto que presentaba Aragón en el Parlamento.

La víspera de la audiencia en la Carrera de San Jerónimo, avanzada la tarde, San-
tiago, el mismo conductor que me permitió recuperar la lista de asambleístas, me
entregó en Calatayud los folios que debíamos llevar a Madrid. El repasar todo
aquel material me llevó varias horas. Por supuesto que a causa de las prisas se
había deslizado algún error mecanográfico en el tomo de 311 folios.

Sin tanto agobio había ido preparando los documentos de remisión y el certifi-
cado de veracidad de lo entregado.

Al amanecer salíamos para Madrid llevando en la cartera, además de los docu-
mentos, todo el material de oficina preciso para dar unidad a aquel montón de
folios. Había que llegar al momento de apertura de un comercio en el que con-
seguir lo necesario para darle una presentación adecuada. Con las adquisicio-
nes nos presentamos en el vestíbulo del Hotel Palace, punto convenido para
reunirnos con la comisión que acudía desde Zaragoza. Instantes que aprove-
ché para completar el maquillaje de nuestro documento.

A la hora convenida entraba la Comisión Aragonesa en el edificio de la Carrera
de San Jerónimo. Como ya estaban instalados los arcos detectores de metales,
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el pitido que organizó mi cartera fue de los que hacen época. Aquellos celosos
guardianes quedaron sorprendidos al ver salir de allí tan variado y completo ma-
terial de oficina.

La entrevista se celebró en la salita del gran reloj, que siempre ha sido objeto
de mi admiración. En aquel ambiente nos recibió don Landelino Lavilla. Las per-
sonas de mayor rango en nuestra delegación tomaron la palabra y entregaron
el Proyecto de Estatuto debidamente encuadernado. El señor Lavilla, siempre
meticuloso con el procedimiento, iba requiriendo a quienes habían hablado, uno
a uno, la serie de documentos complementarios que como las chisteras de los
prestidigitadores salían de mi famosa cartera. Aquel fluir de papeles no le per-
mitía poner objeciones procedimentales. En vista de nuestra previsión por vez
primera me mira para decir: «¿Usted lleva el despacho puesto o qué?». La res-
puesta fue muy sencilla ya que me limité a extraer la taladradora, grapadora,
tampón, sello, etc. A pesar de su seriedad habitual no pudo reprimir una car-
cajada, con lo que sus palabras de respuesta al saludo de la Comisión porta-
dora tuvieron un tono menos seco.

A partir de ese momento, tras las inminentes vacaciones de verano, comenzó
el trámite parlamentario de nuestro Estatuto.

Paciente lector, si has empleado unos minutos de tu tiempo, en leer estos ren-
glones habrás podido conocer los balbuceos primeros de este joven que ya ha
cumplido sus primeros veinte años. Laus Deo.
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Recordar los sueños
Hipólito Gómez de las Roces

«No me gusta el convidado que tiene buena memoria», aseguraba Erasmo,
pero ¿vivimos para no olvidar o vivimos gracias a que nos acordamos de ayer?
La memoria es nuestra coherencia, la base de nuestras razones; de alguna ma-
nera olvidar es morir por lo menos un poco. Realmente no sabemos si la me-
moria consiste en recordar azarosamente o por mandato de alguna fuerza que
nos impone recordar. También escribió alguien que «de toda la memoria sólo
vale el don preclaro de evocar los sueños». Puede que así sea.

Siempre nos engañamos en algo al emprender el intento imposible de recupe-
rar el pasado. Nos salvan acaso los documentos o por lo menos nos ayudan a
aproximarnos al que fuimos y a lo que quisimos. Será en todo caso una visión
incompleta del pretérito porque las emociones no las conservamos para dispa-
rarlas otra vez, cuando ya pasaron los años y miramos hacia atrás para ver lo
que fuimos y cómo nos manifestamos. Al cabo del tiempo viene bien un poco
del sosiego que quizá nos faltase tiempo atrás.

A los papeles acudo, por tanto, para recordar lo que pasó y lo que dije illo tem-
pore en nombre del Partido Aragonés Regionalista y siempre el PAR, cuando se
trataba de elaborar un Estatuto que fuera nuestro, de Aragón quiero decir más
que de Madrid, llamando Madrid, como uno gusta decir, a las fuerzas políticas
que desde allí trataban y tratan de moldearnos.

¿Cuál fue la actitud del PAR en aquella ocasión? Pues la que manifesté enton-
ces en los papeles. Ahora me voy a remitir a ellos tras leerlos y constatar que
nuestro régimen estatutario siempre tropezó con la misma resistencia aunque
en aquella ocasión se nos opusiera a priori y en ocasión más reciente (la mal
culminada de diciembre de 1996) a posteriori.

Al anteproyecto de Estatuto que materialmente elaboró una ponencia de la
Asamblea Mixta, de la que me retiré creo tras la primera sesión porque nada
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podía hacer allí, el PAR opuso una enmienda a la totalidad. Las razones son las
que ahora transcribo, resumiendo lo que entonces expuse «sin exceso alguno
y sin apasionamiento que serían inútiles, procurando que cuanto dijera se co-
rrespondiese con lo que ya habíamos venido diciendo desde la primera Asam-
blea de Parlamentarios que celebramos en Teruel en el mes de julio de 1977». 

Tal enmienda a la totalidad tenía por supuesto la intención mínima de las en-
miendas de este género; es decir, testimoniaba nuestra discrepancia con la glo-
balidad del anteproyecto de Estatuto de Autonomía de Aragón aunque no in-
tentábamos sustituirlo por otro proyecto que nosotros trajésemos bajo el brazo,
nada de eso. Nosotros no queríamos caer en lo mismo que criticábamos, esto
es, en el espontaneísmo, en la improvisación que el anteproyecto que enmen-
damos entonces denotaba, en la falta de colaboración de muchos que no pu-
dieron cooperar en una obra que nunca podía ser legítimamente de pocos. Lo
que nosotros pedíamos al proponer la enmienda no era que se sustituyese el
anteproyecto de Estatuto por uno nuestro, lo que pedíamos es que se reem-
plazase la prisa por la meditación y que nadie pudiese decir que no fue, por lo
menos, oído antes de que el anteproyecto de Estatuto saliera para Madrid.
Dijimos también que nosotros no queríamos formular acto alguno de discre-
pancia con el anteproyecto por razones emocionales sino por consideraciones
que se podían fácilmente razonar y que eran las que ahora vuelvo a enumerar.

En primer lugar no estábamos ante una obra en la que hubiera brillado preci-
samente la participación ni social ni política: con ello no denunciábamos algo
que fuera legalmente exigible y que no obstante se hubiera omitido sino que 
nos limitábamos a constatar el distanciamiento que se había mantenido entre
los redactores, «los verdaderos redactores del anteproyecto» subrayé y quienes
como las asociaciones vecinales o culturales, las cámaras o el hombre de la ca-
lle, podrían haber opinado y podrían haberlo hecho solventemente. Ello no era
legalmente exigible, repito, pero sí lo era en el terreno de los principios que se
predicaban mucho más de lo que efectivamente se ejercían y ello no sucedía
porque no hubiésemos percibido todos la conveniencia de un período de infor-
mación pública previo a aquella Asamblea sino porque la voluntad decisoria
predominante había sido otra. En la prensa de aquellos días se había insertado
un anuncio por la Comisión Permanente de la Asamblea poniendo en conoci-
miento de los aragoneses que podían retirar o consultar ejemplares de este an-
teproyecto... Nosotros preguntábamos para qué iban a ir los aragoneses a re-
coger copias de ese anteproyecto si no se les permitía que pudieran formular 
ni objeciones ni observaciones, por atinadas que fueran. «A los aragoneses se
les permitió recoger un ejemplar, supongo que per cápita, pero no se les per-
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mitió emplear la cabeza para opinar sobre el contenido del futuro Estatuto ni so-
bre el modo como se ha ido elaborando», insistí haciendo un mínimo ejercicio
de ironía. Y todo ello sucedía cuando ya se maliciaba fundadamente que no ha-
bía lugar tampoco al referéndum previsto por el artículo 151 de la Constitución.

Opinábamos que los miembros de la Asamblea Mixta, sin duda por razones que
en general no parecían propias sino emanadas de más altas instancias, había-
mos empezado declarándonos autónomos respecto del resto de los aragone-
ses y que eso no era bueno, como no lo es nunca la separación absoluta que
ahondábamos así, entre política y sociedad. «Lo que hacemos, dije, lo que
hacéis, sirve aunque no lo deseéis –estoy seguro de que no lo deseáis–, para
seguir sembrando de indiferencia el campo que todos tendríamos que trabajar
juntos. Si no ha habido participación social, tampoco ha sido plenaria esa par-
ticipación dentro del estricto campo de lo que llamamos terreno de la política».
Prescindiendo de la actitud que el PAR se ha visto obligado a seguir para no
abundar en polémicas que nosotros no deseábamos, cité dos casos, el de los
ayuntamientos y el de los partidos políticos con representación municipal en
pueblos de Aragón. ¿Por qué no les habíamos dado la oportunidad de ser
oídos? Y aseguré que era lamentable que el Ayuntamiento de la ciudad que en-
tonces nos acogía no hubiera podido opinar oficialmente acerca del antepro-
yecto de Estatuto. El alcalde de esa ciudad se lamentaba, con razón, de que
fuera por la prensa como tuvo noticia –dijo– del titulado proyecto de Estatuto
de Autonomía para Aragón, cuyo articulado, afirmó también el alcalde (Ramón
Sáinz de Varanda), «confirmaba los temores fundados que teníamos en cuanto
a su ausencia de calidad».

En segundo lugar el anteproyecto se había elaborado a partir de una Asamblea
irregularmente constituida, como ya habíamos acreditado en San Juan de la
Peña. Para nosotros la Asamblea debió ser precedida por Decreto del Gobier-
no de la nación, igual que se hizo en el caso de otras comunidades autónomas
que entonces mencionamos.

En tercer lugar opinábamos que el anteproyecto no servía para conseguir un
Estatuto meditado. Nosotros no estábamos en condiciones de afirmar o de ne-
gar que precisamente fuera éste el tipo de Estatuto que otros partidos hubieran
querido hacer, pero mirando desde nuestra atalaya aquel anteproyecto de Es-
tatuto no era el querido ni el que podía esperarse que se hiciera empleando un
poco más de pausa y un poco menos de prisa. Para nosotros no podía hacer-
se en quince días lo que debió irse preparando desde tres años antes (desde la
primera Asamblea de Parlamentarios celebrada en Teruel en julio de 1977 y que
resultó un triste y premonitorio comienzo). Echábamos en falta también la
intervención de especialistas, de verdadero diálogo e información, con trabajos

195



programados y sin espontaneísmo. Hubiera estado justificada la prisa para ser
los primeros pero no merecía la pena correr para llegar, en todo caso, entre los
últimos. Llegar con esta obra y al final entendíamos que era lamentable.

En cuarto lugar también observamos que estábamos ante un anteproyecto que,
salvando diferencias, seguía las huellas de aquel texto sobre la preautonomía
que se discutiera tiempo atrás aunque venía convenido de antemano por las
asambleas de Parlamentarios celebradas en Albarracín y Fraga, donde termina-
mos deprisa porque, según nos decía el presidente, era la hora de cenar. Por
eso denunciamos que para bien o para mal éste y aquél (es decir, el texto sobre
la preautonomía y el anteproyecto de Estatuto) eran «obra de dos partidos», sólo
de ellos. «Pensad quienes debéis pensarlo, pensad quienes debéis pensarlo...»
repetí, que si de ahí salió el fracaso de la Diputación General de Aragón (alu-
diendo a su etapa preautonómica) y no por causas imputables a un hombre sino
por causas cuya responsabilidad concierne a dos grupos políticos, de aquí, de
aquí puede salir un resultado lamentablemente parecido y encima más durade-
ro. Entonces os reservasteis el depósito de toda la verdad y nosotros fuimos de-
positarios del error puesto que ni una sola de nuestras enmiendas pudo prospe-
rar. Merece la pena que lo recordéis porque lo que sucedió después demostraba
que la verdad y el error se repartían de manera harto distinta.

En quinto lugar era, dijimos también, el anuncio de un Estatuto que empleaba
la vía restringida del artículo 143 de la Constitución, como ya habéis confesado
en más de una oportunidad, entre ellas hace un momento, y que no se podría
obtener el contenido autonómico que atribuye el artículo 151; «esto último está
pendiente de que lo confeséis, pero quizá lo hagáis en esta jornada. Nosotros
hemos hecho todo lo posible para que Aragón fuera por la vía del artículo 151.
Enmendamos el proyecto de Ley de Referéndum y su modificación posterior,
pero nos quedamos solos, los partidos nacionales no querían lo mismo que
queríamos nosotros y que aquéllos otorgaban, sin embargo, en Andalucía con
inconstitucionalidad más que dudosa, cierta. A partir de ahí, cuanto hagamos
por aproximarnos al contenido del artículo 151, lo haremos en precario, por
ejemplo, al establecer una Asamblea legislativa, al señalar las competencias, al
fijar las facultades financieras, al recabar el respeto de nuestros derechos his-
tóricos, etc., etc.».

Anunciamos, en fin, lo que el tiempo ha venido a confirmar en daño de Aragón,
esto es, que estábamos contribuyendo a un Estatuto discriminatorio y muy
deficiente. Así recordé que aunque la Constitución dijera, como dice su artícu-
lo 138.2, que las diferencias entre los Estatutos de las distintas comunidades
autónomas no podrán implicar, en ningún caso, privilegios económicos o so-
ciales, aunque lo diga la Constitución «la realidad que estáis haciendo no per-
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mitirá que Aragón sea de la misma condición jurídica que catalanes y vascos,
ni que gallegos y andaluces. Nosotros vamos a ser diferentes y con todo, aún
puede quedarse más corto el contenido del Estatuto porque no creo que nadie
se atreva a asegurar aquí que lo que hacemos no lo estén enmendando ya las
reuniones que celebran los cuatro partidos nacionales en Madrid, para resolver
en común y en curiosa mezcolanza, lo que deba ser nuestra autonomía. De ahí
que pensando en esas reuniones en Madrid, donde se administra lo ajeno sin
apoderamiento alguno, estemos ante una de estas hipótesis: o la de suponer
que los trabajos del anteproyecto que estamos discutiendo se van acomodan-
do a las conversaciones de Madrid, en cuyo caso lo que estamos haciendo no
pasa de ser un rigodón o un minué o la de imaginar que esos trabajos del an-
teproyecto no se acomodan al resultado de aquellas negociaciones, en cuyo
caso los partidos nacionales desautorizarán la parte no apta del anteproyecto,
probablemente, y valga como pronóstico, a través de la discusión parlamenta-
ria. Estamos ante el riesgo de una política autonómica que, maniqueamente ha-
blando, premie a los malos y castigue a los buenos».

La enmienda a la totalidad del PAR aún fue más lejos porque dijimos con toda
claridad:
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1) Que aquel anteproyecto no expresaba en absoluto el Estatuto al que debía
aspirar un partido aragonés.

2) Que nosotros queríamos un Estatuto que respetase el mismo tratamiento ju-
rídicoconstitucional que se había reconocido ya a otras comunidades autó-
nomas que otros llamaban históricas y nosotros simplemente privilegiadas.

3) Que no obstante sabíamos reconocer que la capacidad de gestión que Ara-
gón tuviera entonces acaso no nos permitía abarcar lo que otros territorios
abarcaran o creyeran abarcable pero que ello no nos impedía recibir ya un
Estatuto que nos reconociera el título jurídico preciso para reclamar cuando
conviniera «paulatina y no abruptamente», lo mismo que ya podían reclamar
aquellas otras comunidades» «sin necesidad de volver a emplear iniciativas
autonómicas».

4) Que aquel anteproyecto no debía ser aprobado sino ser objeto de un estu-
dio nuevo y profundo; no era un anteproyecto elaborado con la originalidad
que la tradición jurídica aragonesa puede ofrecer. Aragón, que creó su pro-
pio Derecho sin acudir al Derecho romano, merecía mejor suerte. El ante-
proyecto no era, desde luego, una obra original sino un monumento a la pri-
sa sobrevenida y puse varios ejemplos como simples muestras de ello,
porque omití muchas más dado que en el anteproyecto se podían apreciar
preceptos innecesarios, omisiones sustantivas y lo que es peor, instituciones
reguladas al galope, ¡al galope! y además sin saber montar a caballo. Así ad-
vertíamos que:

4.1. Entre los preceptos innecesarios cabría advertir el que dice que los de-
rechos, libertades y deberes fundamentales de los aragoneses serían
los establecidos en la Constitución. Innecesario porque ya lo dice la
Constitución, porque no la podemos cambiar y porque se supone que
el Estatuto no debe reiterar aquello que no puede derogar en ningún
caso. Pasaba lo mismo con la afirmación de que el Consejo de Go-
bierno de la hasta entonces llamada Diputación General de Aragón
(porque se proyectó suprimir ese nombre) podrá interponer recursos de
inconstitucionalidad; tampoco había que decirlo cuando ya lo señalaba
una Ley que no podía derogar el Estatuto, la Ley Orgánica Reguladora
del Tribunal Constitucional.

4.2. Más graves todavía eran las omisiones. A tenor del anteproyecto que
se examinaba la Diputación General de Aragón desaparecía del mundo
de los vivos casi sin dejar rastro. Así sólo se llamaría Comunidad Autó-
noma, que era casi como dejar de llamarse Manuel para llamarse sim-
plemente ser humano. Los ayuntamientos eran ignorados, ignorados
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no sólo a la hora de opinar, como ya vimos antes, sino a la hora de ins-
tituir. De los ayuntamientos partió la iniciativa autonomista pero adver-
timos mucho nos temíamos que partía para no volver.

4.3. Las competencias eran abordadas incompleta y apresuradamente,
constatándose de paso que no resultaba cierto en absoluto aquello
de la equiparación entre los contenidos de las autonomías del 143 y
del 151.

4.4. No se hablaba para nada de nuestros derechos históricos, dando re-
signadamente, por supuesto, que a nosotros no nos era aplicable la
disposición adicional primera de la Constitución, que ampara y respeta
los derechos históricos de los territorios forales, añadiendo que la ac-
tualización general de dicho régimen foral se llevaría a cabo, en su
caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía.
Entre paréntesis: a fuerza de insistir el PAR consiguió que figurase en el
Estatuto el reconocimiento de esos derechos históricos, algo que sólo
figura, además, en el Estatuto vasco y en el navarro. Claro que luego y
al menos hasta ahora, a Aragón no se le ha querido dar el tratamiento
que sí reciben Euzkadi y Navarra.

4.5. Tampoco se regulaba debidamente la figura del Justiciazgo ni eran mí-
nimamente afortunadas las alusiones a la Hacienda de la Comunidad.

En fin, aquello fue el principio de una costosa y lenta recuperación de la plena
autonomía que al cabo de veinte años está lejos de acabar. Estuvimos a punto
de alcanzarla si el texto de reforma estatutaria que aprobaron nuestras Cortes
por unanimidad el 30 de junio de 1994 se hubiera respetado en las Cortes Ge-
nerales, pero no fue así; Congreso y Senado despiezaron aquella obra piedra a
piedra y volvieron a dejarnos en el umbral; como apunté al principio, si en 1982
la mediatización de los poderes de Madrid operó a priori sobre el texto que apa-
rentemente estábamos elaborando pero realmente venía elaborado de otro ta-
ller, en 1996 esa casi feroz fiscalización se hizo a posteriori, talando sin escrú-
pulos el texto que las Cortes habían aprobado por unanimidad en la jornada
más memorable de nuestras Cortes actuales. Cabría decir que esto es «otra
historia» porque cronológicamente así es, pero en realidad sigue siendo... la
misma historia.

Aunque esto que voy a decir para acabar acostumbre decirse al principio, per-
mítanme todos que dedique estos sucintos recuerdos a los diputados que el 30
de junio de 1994 votaron en la Aljafería tan unánimemente el Estatuto que lue-
go nos impedirían tener las Cortes Generales. A aquellos diputados y a cuan-
tos desde la calle exigieron la plena autonomía y ahora sigan reivindicándola
vaya todo mi sincero afecto.
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El Partido Comunista en el debate 
del Estatuto de Autonomía de Aragón

Adolfo Burriel Borque

LA AUTONOMÍA DEL PARTIDO COMUNISTA DE ARAGÓN

En 1972 el Partido Comunista de Aragón hacía público Un Manifiesto para Ara-
gón. En aquel viejo texto, que tenía como razón coyuntural el proyecto de tras-
vase de aguas del Ebro al Segura, la demanda de autonomía era ya inequívoca
y contundente: «Los problemas de los aragoneses se decidirán cuando los ara-
goneses podamos decidir de nuestros asuntos. Para ello se hace necesario,
entre otras cosas..., que se cree una Asamblea Regional elegida por sufragio
universal, plenamente deliberante y de la que salga un órgano ejecutivo... Es ne-
cesaria la autonomía a todos los niveles; el grado de autonomía que se es-
tablecería en un Estatuto de Autonomía para Aragón, debería decidirse de
acuerdo a la voluntad de todos los aragoneses». La autonomía se vinculaba ne-
cesariamente a la democracia y así se seguía diciendo: «Todo ello no será fac-
tible en tanto en España no haya un régimen de democracia. Por eso, la lucha
en defensa de Aragón forma parte indiscutiblemente de la lucha por la libertad
en todo el país».

Quede dicho, además, que la reivindicación de autonomía para las regiones de
España por parte del Partido Comunista venía de lejos y que la petición de es-
tatutos de autonomía –enlazando con los interrumpidos pasos dados durante
la II República–, como parte de la lucha por la libertad, fue una constante de los
comunistas desde antes de la democracia 1.

En Aragón, eran ya, ciertamente muchos los que, a mediados de los años se-
tenta, defendían la autonomía, fruto en buena medida –aparte de otras razones
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históricas– de la conciencia creciente sobre el deterioro regional, la falta de par-
ticipación democrática y las necesidades de libertad. El Partido Comunista de
Aragón formaba parte de este grupo de defensores. Por eso no puede extrañar
tampoco que cuando en julio de 1975 se constituye en Aragón la Junta Demo-
crática, impulsada por el Partido Comunista y otros partidos y personas, la exi-
gencia de autonomía esté unida a la reivindicación de la democracia y que, en
su manifiesto fundacional, se diga exactamente: «La Junta Democrática de Ara-
gón... manifiesta su decisión de combatir porque el cambio democrático en
todo el Estado suponga para Aragón la instauración de un poder democrático
regional, con competencias en lo político, legislativo, económico, social y cultu-
ral, establecidas democráticamente y reflejadas en un Estatuto de Autonomía a
negociar con el poder central». El propio manifiesto hace, igualmente, un relato
de los puntos básicos de esa autonomía que en lo político debería contar con
la Asamblea Democrática de Aragón, elegida por sufragio universal, con un or-
ganismo ejecutivo y con competencias directas, tanto en política económica y
capacidad presupuestaria como en desarrollo cultural, educativo y sanitario,
defensa del medio ambiente, ordenación del territorio y atención a las minorías
lingüísticas.

El procedimiento para llegar a esta meta autonómica era naturalmente impreci-
so. Se hablaba en el manifiesto fundacional de la Junta Democrática, como se
dijo, de Estatuto negociado con el poder central, se propugnó en algún mo-
mento un debate popular y la creación de una comisión ciudadana para elabo-
rar el texto de Estatuto; se proponía como modelo de partida el Estatuto de
Caspe de 1936 2… Pero no importa eso ahora. Quede tan sólo como impor-
tante saber, al margen del procedimiento, que la exigencia de autonomía estuvo
en el Partido Comunista de Aragón desde los primeros momentos y además,
como demanda importante, inseparable de la lucha por la libertad.

LA POSICIÓN AUTONÓMICA 
DEL PARTIDO COMUNISTA DE ARAGÓN 
TRAS LA APROBACIÓN DE LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA

Aprobada la Constitución y reconocida en el Título VIII la capacidad de los
territorios de España para acceder a su autonomía, el Partido Comunista de
Aragón defendió lo que se ha venido conociendo como autonomía plena. Im-
pulsó así los pronunciamientos municipales a favor de la vía recogida en el ar-
tículo 151 de la Constitución, participó en las movilizaciones que para tal obje-
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tivo, se hicieron, y se opuso a la interpretación dada por la Unión de Centro De-
mocrático a los acuerdos municipales turolenses, que fue lo que en último ex-
tremo llevó a Aragón a la vía del artículo 143.

No es el momento de entrar en detalles sobre las comisiones de expertos que
se crearon para determinar los contenidos institucionales de los Estatutos de
Autonomía «de segundo nivel», ni sobre la relación política de fuerzas que con-
dujo a un Estado autonómico como el que luego conocimos. Tampoco sobre
los distintos acontecimientos que en Aragón marcaron el debate institucional,
político y popular hacia la autonomía –en todos los cuales estuvo presente el
PCA– y en el que fue un hito la manifestación de Zaragoza del 23 de abril de
1978. De ello se habla en otros trabajos de este libro. Baste, en estas líneas ini-
ciales, destacar que desde la posición del Partido Comunista de Aragón la
autonomía plena (utilizando ya el nombre que ha hecho fortuna) fue la que se
defendió. 

Dos hechos, sabido lo anterior, marcaron sin embargo la postura política y el
trabajo del Partido Comunista de Aragón en relación con el Estatuto de Auto-
nomía en el tiempo posterior. Fue el primero que las elecciones generales de
1979 –como había ocurrido en las de 1977– siguieron sin dar representación en
el Congreso a los comunistas aragoneses, aunque por muy escaso número de
votos no se obtuvo un escaño por Zaragoza. El segundo la situación política
general española, con graves problemas económicos, inestabilidad institucional
y marcado riesgo de involución, que tuvo luego su expresión más visible en el
golpe del 23 de febrero de 1981. Tal vez no esté fuera de sitio mencionar igual-
mente que la situación de confusión creada en torno al proceso autonómico en
el conjunto de España, y en concreto en Aragón, sobre todo a raíz del llamado
«giro autonómico» de UCD, también ejercía su influencia sobre la estrategia ha-
cia la autonomía.

El primero de tales hechos, la no consecución en Aragón de escaño en las elec-
ciones generales, provocó una crisis orgánica grave en el Partido Comunista de
Aragón, que venía, eso sí, de antes pero que los resultados agudizaron. Por otro
lado ese mismo hecho le situaba fuera del Gobierno preautonómico y al mar-
gen de las iniciativas que se tomaban o deberían, sin duda, tomarse. Ya las
elecciones de junio de 1977, donde tampoco obtuvieron los comunistas ara-
goneses representación en las Cortes Generales, significaron la ausencia del
Partido Comunista de Aragón de la Asamblea de Parlamentarios. Y ahora tal
déficit seguía manteniéndose. Bien es verdad que la presencia municipal le per-
mitía participar activamente en decisiones de primer orden y le daba acceso a
lo que después sería la Mesa de Partidos. Pero la crisis abierta y la exclusión
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del órgano preautonómico sí dejaron al PCA en un segundo plano político. No
debe quedarse tampoco al margen el dato de que en la resolución de la crisis
orgánica no fueron los sectores más proclives a la autonomía los que obtuvieron
ventaja 3.

El segundo hecho, la grave situación política y económica –unido a la confusión
sobre el proceso autonómico en España–, condicionaba muy especialmente la
política del Partido Comunista, más decidido a consolidar la débil democracia
que a plantear reivindicaciones que pudieran poner en riesgo, en su opinión, los
logros conseguidos. 

Lo dicho llevó al Partido Comunista a plantearse atemperar sus propuestas
autonómicas y a aceptar sin reservas participar en las discusiones que se abrían
para aprobar un Estatuto de Autonomía por la vía del artículo 143. No significa
esto, quede bien claro, que el Partido Comunista de Aragón hiciera sin más una
renuncia, en sus actos y propuestas, a un Estatuto de plenas competencias y
autonomía. De hecho en los pronunciamientos municipales sobre la autonomía
aragonesa que se hicieron entre septiembre de 1979 y abril de 1980, se siguió
defendiendo la misma posición. Pero no cabe duda de que, culminadas estas
primeras fases del proceso con la interpretación restrictiva que dio la UCD, el
Partido Comunista de Aragón, sabedor de su capacidad de influencia o presión
y de la situación que España vivía, estuvo dispuesto a participar en la vía de un
Estatuto por el artículo 143 de la Constitución, intentando con ella acercar la au-
tonomía, aun en nivel más bajo, a los ciudadanos aragoneses.

LA NUEVA ESTRATEGIA DEL PARTIDO COMUNISTA DE ARAGÓN:
LA MESA DE PARTIDOS Y EL TRABAJO DE LA PONENCIA. 
SU PROYECTO DE ESTATUTO DE AUTONOMÍA

La Mesa de Partidos fue el instrumento que permitió desbloquear un proceso
enturbiado, incierto, que amenazaba con llevar a un callejón sin salida. Consti-
tuida a finales de 1980 celebró la Mesa su primera reunión operativa el 9 de
enero de 1981. Fuimos miembros de la Mesa, en representación del Partido
Comunista de Aragón, Luis Martínez Fernández, entonces secretario regional
del Partido Comunista de Aragón, y yo mismo, que participé en las reuniones
de debate.
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3 Vicente Cazcarra, hasta entonces secretario general del Partido Comunista en Aragón, se vio forzado a
dimitir y dejó incluso su actividad política en la Comunidad, pasando, como miembro del Comité Ejecuti-
vo del PCE, a residir en Madrid. Vicente Cazcarra había sido uno de los impulsores más destacados de la
autonomía para Aragón.



El Partido Comunista de Aragón acudía a la Mesa de Partidos con una opinión
y una decisión fundamental. Estaba convencido de que la Mesa era el lugar de
encuentro más útil para desbloquear el proceso. Por ello su presencia en ella
iba acompañada de la voluntad de iniciar una nueva etapa, definitiva, hasta la
aprobación del Estatuto de Autonomía de Aragón. La prueba de esta voluntad
está en que el Partido Comunista de Aragón propuso a todos los partidos pre-
sentes en la Mesa llegar a un pacto autonómico cuyo contenido concretaba en
dos aspectos: que se fijase el modo de intervenir de los partidos en la dirección
política de la DGA, y que se pidiese colectivamente a ésta que aceptase los
acuerdos de la Mesa, de tal forma que así se pudiese iniciar el desbloqueo del
proceso autonómico.

La Mesa, como es sabido, sufrió un cierto retraso por causa del golpe militar
del 23 de febrero 4. Y reanudadas las reuniones tuvo todavía que pasar por mo-
mentos de especial dificultad. En abril el Partido Aragonés Regionalista aban-
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Adolfo Burriel, de espaldas y perfil, en la primera reunión de la Mesa de Partidos. 16 de febrero
de 1981.

4 Precisamente la Mesa celebraba reunión en la Diputación Provincial de Zaragoza, el 23 de febrero de
1981, cuando se produjo la entrada en el Congreso de los Diputados del teniente coronel Tejero. Los miem-
bros de la Mesa fuimos advertidos, en un primer momento, de que en el Congreso se había producido al-
gún incidente. Los trabajos de la Mesa continuaron no sin pedir que se mantuviera informados a los miem-
bros. Al poco tiempo llegó la noticia exacta del asalto, lo que hizo interrumpir, obviamente, la sesión.



donaba los trabajos en la Mesa de Partidos dando como razón que UCD y
PSOE estaban pactando, para todo el Estado, los contenidos de los Estatutos
de Autonomía pendientes, sin participación ni consulta a las comunidades
autónomas. El Partido Comunista de Aragón –lo mismo hicieron el resto de par-
tidos participantes en la Mesa– fue especialmente crítico con el abandono del
PAR por entender que, con independencia de que los acuerdos UCD-PSOE es-
tuviesen limitando el proceso, el abandono no era sino una actitud electoralista
y, lo que es peor, ponía en riesgo la autonomía posible.

En los trabajos de la Mesa, como ya se he apuntado, el Partido Comunista se
planteó como básico llegar a un acuerdo que por encima de todo permitiera
abordar la elaboración y siguiente aprobación de un Estatuto de Autonomía.
Para tal objetivo (y así retomo algo de lo dicho más arriba) éste, en síntesis, fue
el razonamiento: no había capacidad política (mucho menos tras los acuerdos
UCD-PSOE) ni aliados suficientes, sociales o políticos, para forzar o pretender
que el Estatuto se alcanzase por la vía del artículo 151 de la Constitución Es-
pañola. No se olvide que, por otro lado, en el propio Partido Comunista la opi-
nión de quienes hacían menos causa de la autonomía tenía entonces un peso
cualificado, lo que facilitaba cualquier «transigencia». La crisis económica y la di-
fícil situación política no dejaban tampoco mucho espacio para mayores exi-
gencias. Por tanto aceptar la vía del artículo 143 se imponía de manera inevita-
ble. Una declaración genérica aludiendo a la posibilidad de que en el Estatuto
se asumiesen todas las competencias previstas y se tuviesen en cuenta para
ello las previsiones del artículo 150 traía al acuerdo que se produjo en la Mesa
«un cierto compromiso que permitía plantearse la presión en el futuro». Pero ello
equivalía a dejar la autonomía plena para un segundo tiempo. 

Cuatro aspectos además, de primer orden para el Partido Comunista de Ara-
gón, se recogían en el compromiso: las instituciones básicas formarían parte de
la autonomía aragonesa, es decir, se contaría con Parlamento, Gobierno y Órga-
nos Jurisdiccionales, cuestión que todavía no estaba clara ni asegurada; el Es-
tatuto establecería la obligación por parte de los poderes públicos de garanti-
zar, defender y promover la manifestaciones culturales de Aragón; se crearía
con urgencia la Asamblea Mixta, prevista en el artículo 146 de la Constitución,
para elaborar el texto de Estatuto de Autonomía que después se remitiría a las
Cortes Generales, y en la primera fase de redacción del texto, todos los parti-
dos de la Mesa estarían presentes, lo que daba sitio al Partido Comunista de
Aragón, a pesar de no tener representación parlamentaria.

Ciertamente hubo un escollo importante en el acuerdo de la representación pro-
vincial en la Asamblea Legislativa y en el número de diputados por cada una 
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de las circunscripciones electorales. Aparte de razones democráticas el Partido
Comunista se jugaba la representación en la futura cámara legislativa, por lo
que no estuvo dispuesto a transigir en una representación igualitaria (como
UCD y AP defendían), que dejaría a los partidos minoritarios progresistas y con
más votos en las zonas urbanas casi fuera del Parlamento. Las dos fórmulas al-
ternativas que se pactaron permitieron si no resolver la diferencia sí que el tex-
to se ultimara 5. Otra cuestión, debatida ampliamente y resuelta con un com-
promiso, fue la consideración o no de Aragón como nacionalidad o región. Pasar
por alto la definición y decir, de forma genérica y sin duda vaga, que Aragón,
como expresión de su unidad e identidad histórica, accedía al autogobierno,
dejando todo abierto para futuros debates fue la solución de compromiso final-
mente encontrada.

A pesar de que lo dicho fue su posición estratégica el Partido Comunista de
Aragón, en un afán doble de no perder protagonismo en el proceso que se abría
y de expresar públicamente con más claridad y eficacia sus opiniones, elaboró
un proyecto de Estatuto de Autonomía en el que recogía su visión de la situa-
ción y el contenido de sus propuestas, unas propuestas, dicho sea de paso,
que se acomodaban, fuera de maximalismos, a lo que parecía posible y res-
ponsablemente a lo que era su manera de ver y de abordar la situación. «Lo que
sigue –se decía en la introducción del anteproyecto– no es una descripción de-
tallada, pormenorizada, del Estatuto que el PCE propone, sino tan sólo aque-
llos contenidos fundamentales que desde nuestro punto de vista contribuirían a
lograr un Estatuto democrático, progresista y presumiblemente aceptable por
las fuerzas políticas que en su día aceptaron la Constitución y el juego parla-
mentario. Nosotros creemos que la configuración de unas bases de Estatuto no
exigen la plasmación concreta de las competencias que la Comunidad Autó-
noma debería asumir en su día. En este sentido basta con afirmar que Aragón
deberá asumir las competencias que la Constitución otorga en su máximo gra-
do. Sin embargo, esta ambición última no debe confundirse con el estableci-
miento de una competitividad irresponsable y con la exigencia de una urgencia
que sólo nos llevaría a alterar los ritmos que un cambio de esta naturaleza en la
estructura del Estado conlleva de forma ineludible.

Por ello nos interesa ahora más abordar los contenidos de lo que ha de ser el
marco institucional en el que aquellas competencias habrán de insertarse.
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5 Como se recordará UCD y AP pretendían, en origen, una igual representación de diputados para las pro-
vincias de Huesca, Teruel y Zaragoza, mientras que PSOE y PCE buscaban una representación propor-
cional al número de habitantes de cada una de ella. El texto de la Mesa de Partidos acordó proponer dos
opciones a debatir más adelante: 21 diputados a Huesca, 21 a Teruel y 26 a Zaragoza (propuesta de UCD
y AP), y 19 para Huesca, 19 para Teruel y 32 para Zaragoza (propuesta de PSOE y PCE). Como se ve
para el acuerdo ambas posiciones habían aceptado alguna corrección sobre sus ideas iniciales.



Estamos convencidos de que la autonomía no es sólo un paquete de compe-
tencias por amplias que fueren, sino también un modo de hacer política en la
región; un modo de hacer una política de participación ciudadana; un modo de
hacer política democrática y progresista. Y para conseguirlo es necesario que
el marco legal que hace viable esta tarea permita la participación, la democra-
cia y el progreso. De lo contrario un menosprecio del marco institucional, pre-
tendidamente compensado con una gran preocupación por las competencias,
podría depararnos una administración autónoma muy densamente equipada y
compensada, sí, pero ejerciendo sus funciones con un criterio exclusivamente
tecnocrático y tendencialmente autoritario» 6. 

El proyecto de Estatuto del que vengo hablando se extendía luego en los
aspectos que a su juicio eran más destacados, dando sobre ellos opinión y po-
sición. Así un primer apartado se dedicaba a «Democracia, Libertad e Igual-
dad», y otros hacían referencia explícita a «Nación-Región» 7, «Comarcas», «Emi-
gración» (se pedía que el Estatuto marcara cauces para permitir la presencia de
emigrantes a la hora de tomar decisiones políticas), «Sede», «Organización de
los Poderes», «Parlamento», «Diputados», «Elecciones (defendiendo un sistema
proporcional) y «Moción de censura del Ejecutivo y su control».

A partir de este momento y con la Asamblea Mixta ya convocada, el Partido Co-
munista de Aragón se propuso, por encima de cualquier otro objetivo, estar
presente en la Ponencia que debía redactar el texto y en la Asamblea que ha-
ría su primera aprobación y asegurar una representación provincial proporcional
en todo caso con la menor corrección posible. A estas alturas del proceso los
acuerdos entre UCD y PSOE estaban condicionando irremediablemente todo y
la Comisión de Expertos había presentado sus trabajos marcando las pautas de
los futuros Estatutos de Autonomía. No había posibilidad política de cambiar los
pasos y sólo acomodar en ellos las propias ideas podía ser el objetivo. Cual-
quier otra iniciativa, a lo sumo, podía tener un valor testimonial y coyuntural-
mente electoral, pero no removía ni uno sólo de los obstáculos que entonces el
desarrollo de las autonomías en España estaba teniendo. De aquí, pues, que el
Partido Comunista de Aragón criticara duramente las enmiendas a la totalidad
que por parte del PAR, ausente de la Mesa de Partidos, y por parte del expresi-
dente preautonómico, Juan Antonio Bolea Foradada, se presentaron. 
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6 En estas líneas se aprecia claramente la estrategia del Partido Comunista de Aragón: por un lado no se
renuncia a las máximas competencias, pero por otro no se hace expresa cuestión de ellas y sí, en cam-
bio, se antepone la necesidad de aprobar un Estatuto a cualquiera otra batalla política, que el escrito llama
de «competitividad irresponsable».
7 Sobre esta cuestión el texto señalaba: «Es hoy una mera discusión sobre un asunto ideologizado... por-
que no tiene una realidad que lo sustente y lo convierta en una polémica que represente intereses social-
mente sentidos y que responda a una necesidad viva y generalizada».



A pesar de que en la Mesa de Partidos se acordó que los participantes tendrían
representación en la elaboración del texto de Estatuto, hubo algunas tensiones
cuando los partidos mayoritarios, fundamentalmente UCD, plantearon la «im-
posibilidad legal» de que participaran quienes no tuvieran representación parla-
mentaria. Por el contrario el PAR buscó ampliar el abanico de partidos pidiendo
que estuviesen todos aquéllos que tenían, en Aragón, representación municipal.
Finalmente el acuerdo mantuvo el compromiso de la Mesa y fueron UCD, PSOE,
PAR, PCE y AP –partidos con representación en las Cortes Generales y partici-
pantes en la Mesa– los que se incorporaron a la Ponencia, si bien mantenien-
do un número ponderado de ponentes y dejando, como miembros con voz
pero sin voto, al Partido Comunista y a Alianza Popular. Alguna discusión se
produjo a propósito de esta decisión en el Partido Comunista de Aragón, ya que
en opinión de algunos se incumplía, por esa vía, el compromiso que todos ha-
bían adquirido en la Mesa de Partidos. Sin embargo de nuevo se impuso el cri-
terio que entendía como imposible forzar mayores concesiones y como incon-
veniente romper con la propuesta. Aparte de que, por encima de otras razones,
se pensaba que finalmente la Ponencia recogería, en lo fundamental, lo que la
Mesa de Partidos había acordado.

El Partido Comunista de Aragón presentó diez enmiendas al texto de la Po-
nencia, que defendieron en la Asamblea Antonio de las Casas y Fidel Ibáñez,
haciendo un especial hincapié en aquellas que se referían al ejercicio de dere-
chos, reconocimiento de competencias sobre enseñanza, Justicia de Aragón y,
cómo no, representación provincial proporcional.

El camino del Estatuto de Autonomía de Aragón en el Congreso de los Dipu-
tados y el Senado hasta su aprobación y publicación no forma parte de estas
breves líneas, que se escriben sólo sobre el «tramo aragonés» y sobre la parti-
cipación del Partido Comunista de Aragón. Ahora, transcurridos veinte años
desde su aprobación y después de haber pasado una tardía reforma que lo lle-
nó de competencias, tal vez no sea descabellado pensar que aquellos tiempos
primeros sí sirvieron para ganar un espacio, espléndido a pesar de todo, de li-
bertad, de identidad y hasta de dignidad.

UN PEQUEÑO RESUMEN

En definitiva y en aquella etapa única, esperanzada, también difícil, hoy sabe-
mos que el Partido Comunista de Aragón contribuyó al debate y al acuerdo so-
bre autonomía con iniciativas destacadas que en un resumen extremo bien po-
drían nombrarse así: un convencimiento autonómico que no surgía de la nada
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sino que llegaba de lejos y que se conectaba con la lucha por la libertad; una
comprensión responsable de su papel y de las necesidades y oportunidades
del momento, haciendo las concesiones y acomodando las posturas cuando el
objetivo sólo con esas acomodaciones era posible, y una defensa decidida de
los derechos personales y sociales y de la representación electoral democráti-
ca. Su papel fue el que su presencia institucional y social le había concedido.
Sus éxitos –sin duda compartidos por muchos otros partidos– ciertos. Y su si-
tuación y sus errores el obstáculo para mejores y más eficaces logros. La de-
fensa, años más tarde, de la reforma del Estatuto (integrado ya el PCA en Con-
vergencia Alternativa de Aragón-Izquierda Unida) no viene sino a mostrar, con
los altibajos y pasos en falso que todo tiempo político provoca, que la conse-
cuencia con que se trabajó en aquellos primeros años, fundamentalmente se
mantuvo, aunque no se supiera en muchos momentos, conectar, no ya con la
mayoría de ciudadanos sino ni siquiera con los propios sectores a los que, en
particular, el Partido Comunista de Aragón se dirigía.
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1978.



Aportaciones de Alianza Popular 
a la Mesa de Partidos 

José Luis Casado Martínez

En los manuales de Alianza Popular había pocas o escasas referencias a la
autonomía. El título VIII de la Constitución Española había provocado una autén-
tica escisión de los dos partidos federados (UNE y ADE), de Gonzalo Fernández
de la Mora y Federico Silva Muñoz respectivamente, que se abstuvieron o votaron
en contra del texto constitucional, desvinculándose de los acuerdos válidamente
adoptados por la Junta Directiva Nacional. El asunto terminó con la expulsión de
algunos militantes y el abandono de la Federación de Asociaciones Políticas de
Alianza Popular de los dos partidos anteriormente mencionados.

En las elecciones de 1979-1980 en el Manual del Candidato realizado por el
Gabinete de Análisis Político de AP, figuran las autonomías con nueve líneas.
Dicho Manual tiene 127 páginas. No se puede decir que fuéramos un partido
con antiguas y arraigadas convicciones autonomistas. En aquellos años el grueso
de nuestro discurso estaba compuesto por referencias al terrorismos, la quie-
bra económica, el paro, la inseguridad ciudadana, la unidad de la patria, la inefi-
cacia del Gobierno, etc. Era un discurso catastrofista.

De otro lado la militancia de nuestro partido era bastante conservadora, incluso
con numerosas dobles militancias, sobre todo con Fuerza Nueva. Estábamos
ocupados debatiendo sobre el divorcio, el aborto, la aconfesionalidad del Esta-
do y del partido (en la redacción de los Estatutos de AP un sector importante y
numeroso había pretendido incluir en el primer artículo y dentro de la definición
que se hacía del partido, el término católico; aunque yo era y sigo siendo cató-
lico entiendo que no es bueno mezclar las lechugas con las bicicletas), los aten-
tados terroristas, las reivindicaciones del País Vasco y Cataluña, etc. Para po-
der hablar de las autonomías era obligado hacer, como preámbulo previo,
largas y prolijas declaraciones sobre la indisoluble unidad de la patria y la fuerte
y permanente solidaridad interregional.
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En varias juntas directivas nacionales y comisiones permanentes (especie de
Comité Ejecutivo Nacional), a los cuales pertenecía en aquellos años, se había
insinuado o dicho claramente que la vía más práctica y viable para las autono-
mías no históricas era la que contemplaba el artículo 143 de la Constitución.

A finales de 1979 preparé una ponencia sobre autonomía aragonesa para pre-
sentarla a debate en el transcurso del II Congreso Provincial de AP. Como
secretario general había escrito cuatro o cinco artículos que se publicaron en
«Heraldo de Aragón» y en ellos manifestaba mi postura personal de acceder a
la autonomía aragonesa por la vía del artículo 151 de la Constitución y que la
composición de las Cortes de Aragón fuese proporcional corregida o con un
cuarto distrito. En la ponencia de este II Congreso Provincial incluía esta ideas
y posturas. Fueron derrotadas tras el correspondiente debate y votaciones,
aprobándose cuatro puntos básicos:

1. La composición de las Cortes de Aragón sería paritaria con igual número de
parlamentarios por cada una de las tres provincias que integraban la Comu-
nidad Autónoma.

2. La vía de acceso a la autonomía aragonesa sería la indicada en el artículo 143
de la Constitución y otros concordantes.

3. El territorio de la Comunidad Autónoma lo formarían todos los municipios
integrantes de las provincias de Huesca, Teruel y Zaragoza.

4. La sede de las Cortes de Aragón y del Gobierno se establecerán en Za-
ragoza capital.

En el mitin celebrado en el Teatro Fleta el 17 de febrero de 1980 ante Fraga y
más de mil quinientos simpatizantes tuve que retractarme de mi anterior posicio-
namiento y hacer apología del artículo 143 de la Constitución que nos permiti-
ría acceder a una autonomía plena y lo más amplia posible. ¡Qué intuición y fino
olfato político el mío! Así me fue.

A pesar de todo esto firmé con el resto de partidos políticos un manifiesto de
voluntades para conseguir la autonomía más amplia que permitiese el artículo 151
de nuestra Constitución, no lo recuerdo bien pero creo que UCD no lo pudo
firmar dada la postura que mantenía UCD-Teruel.

Con este ambiente dentro de AP y las consignas antes indicadas aceptamos
participar en una Mesa de Partidos convocada para la elaboración de un pacto
preautonómico. Aunque la memoria me falla pienso que fue a primeros de
diciembre (puede que el día 10 de 1979). No se había excluido a ningún partido
político que tuviera representación municipal. Estábamos todos, incluida Izquierda
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Republicana, PTA, MCA, PSA, PSDE, etc. También se discutió la incorporación
de alguno que no tenía representación municipal como la LCR, el PC-Marxista
Leninista, etc. No se llegó a ningún acuerdo y no se firmó el pretendido Mani-
fiesto por la Autonomía.

Dado que los adversarios electorales nuestros eran UCD y PAR (competíamos
en el mismo espacio electoral y sociopolítico) la maniobra de AP consistía en
intentar hacer la pinza, votando con la izquierda (PSOE, PCE, etc.) para inten-
tar dejar sola a la UCD.

Los debates sobre quiénes debían ser los componentes de la Mesa de Parti-
dos duraron varias reuniones. Recuerdo que en la sesión del día 13 de enero
de 1980 (creo que era la quinta) José Luis Merino (UCD) quiso zanjar el tema y
con cierta autoridad y rotundidad nos propuso que la Mesa estuviera formada
por tres partidos políticos de izquierdas y otros tres de derechas. Como repre-
sentante de AP y con una amplia sonrisa en los labios, le indiqué que de dere-
chas, lo que se dice de derechas, el único partido que se había manifestado
como tal era AP. La UCD era de centro y el PAR ni de derechas ni de izquier-
das. Siguiendo esta propuesta al pie de la letra quedaban eliminados UCD y
PAR. Fueron agradables momentos de regocijo, bromas y fina ironía, que venían
bien para distender la reunión.

Creo que en el fondo nadie quería que la Mesa estuviera constituida por diez o
doce partidos políticos, pero ninguno lo decía. Éramos muy demócratas y como
tales buscamos distintas fórmulas para eliminar a unos cuantos partidos, tanto
de extrema izquierda (LCR, PTA, MCA, etc.), como de extrema derecha (Fuer-
za Nueva). Al final alguien, no recuerdo quién, encontró la fórmula mágica, sólo
participarán los partidos políticos que cumplan dos condiciones:

• Tener representación municipal en Aragón (la de AP era escasísima).

• Disponer de parlamentarios en las Cortes Españolas.

Se había encontrado la clave que a los cinco partidos beneficiados (AP, PAR,
UCD, PSOE y PCE) nos parecía muy bien (¡faltaría más!) para expulsar o impe-
dir el acceso a las reuniones de la Mesa a incómodos compañeros de viaje
como el PSA, el PSDA (que eran más bien moderados) y otros mencionados
anteriormente.

Durante varios meses del año 1980 no se celebraron más reuniones. UCD-Teruel
no estaba dispuesta a firmar ningún pacto autonómico si no se incluía como
cuestión previa, de forma clara y expresa, la composición paritaria de las Cortes
de Aragón. Lo mismo decían AP-Teruel y AP-Huesca, aunque yo me lo callaba.
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Esto nos lleva a la reflexión de que si es malo que Zaragoza vaya contra Ara-
gón (como decía el sociólogo Gavidia) tampoco es bueno que Huesca y Teruel
se unan para imponerse contra Zaragoza. En mi opinión Zaragoza tiene que ser
la locomotora que tire del desarrollo económico regional y no es aceptable res-
tarle potencia o condicionarla excesivamente.

En AP la composición paritaria se estableció para el I Congreso Regional (11 de
enero de 1981) con cincuenta compromisarios por cada provincia al margen del
número de afiliados que tuviera cada una de ellas. Por cierto en este Congreso
Regional defendí de nuevo la ponencia de autonomía aragonesa como coordi-
nador regional de AP y volví a perder las votaciones. Se ratificaron los acuerdos
de los congresos provinciales previos, en los que se había aprobado que la vía
idónea era la del artículo 143 de la Constitución y la composición de las Cortes
de Aragón sería paritaria.

Hasta entonces aunque la Mesa había acordado que podían ir tres represen-
tantes por partido yo iba siempre solo. A partir de este momento probable-
mente existe cierta desconfianza en mi partido y me acompañan García Gil Ló-
pez o mi buen amigo Albareda. Unas veces unos y otras otros. Un político debe
saber a dónde quiere ir, pero también ha de conocer en dónde debe estar en
cada momento. Yo había perdido el sitio. En el III Congreso Nacional de AP,
celebrado para estas fechas, me encuadraba en el ala más liberal del partido, 
la llamada pastorista por estar encabezada por Félix Pastor Ridruejo. Fuimos
barridos por el aparato del partido. El señor Vestringer y yo habíamos decidido
que yo no seguiría en política. Las más de ochenta enmiendas que presenta-
mos a los Estatutos tenían como objetivo conseguir que éstos fueran más
abiertos y participativos, pero no fue posible. No sé si, ya entonces, Jorge Ves-
tringer (secretario general de AP) estaba en connivencia con el PSOE o no.

Fraga, en más de una ocasión, me había explicado la teoría de «la moto con
sidecar» como un símil político. Si el piloto se inclina a la izquierda el copiloto lo
debe hacer a la derecha para compensar. Y al revés. Seguí sus lecciones y me
caí de la moto.

A pesar de lo cual tenía todavía cierta capacidad de maniobra. Seguía pertene-
ciendo a la Junta Directiva Nacional y a la Comisión Permanente de AP. Muchos
de los que habían estado conmigo continuaban en la última Junta Directiva
Provincial de Zaragoza: Aurelio López de Hita, Rafael Ledesma, Rafael Gómez
Pastrana, Antonio Alonso, etc. Manuel Albareda continuaba pero ahora como
secretario general regional.

Para justificar de alguna manera el cambio de postura de AP respecto a la mejor
vía parta acceder a la autonomía y pasar del artículo 151 al 143 había buscado
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una excusa pueril para intentar salvar la cara: como UCD había roto el consen-
so de la Mesa de Partidos, que en principio había acordado acceder a la Auto-
nomía plena por el artículo 151, AP una vez deshecha la unanimidad también
cambiaba al artículo 143. De todas formas en este baile de la UCD, que unas
veces decía que el artículo 151 y otras que el 143, terminé perdiendo el com-
pás y en algunas ocasiones me quedé bailando solo en la pista y una pieza dis-
tinta a la que tocaba la orquesta de mi partido. Era evidente que en algo me
equivocaba, cuando tras publicar en «Heraldo de Aragón» los cuatro o cinco ar-
tículos sobre la autonomía aragonesa recibí una felicitación de Cristóbal Montes
(entonces en el PSOE) y ninguna de AP.
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Durante estos meses, desde febrero de 1980 hasta el 26 de diciembre del
mismo año, convoqué varias reuniones de los órganos colegiados del partido
para debatir los temas y contenidos de la autonomía. En un par de ocasiones
tuve que recurrir a un poder notarial por el que don Manuel Fraga y don Ramón
Hermosilla me nombran representante de AP-Federación de Asociaciones
Políticas con «facultades plenas» para «presentar candidatura y la documenta-
ción pertinente para ello, ostentar en su demarcación la representación plena
de AP y en términos generales desarrollar todas las actividades que lo impli-
quen». Todavía lo conservo. Se realizó ante don José Antonio Torrente Secorum,
notario de Madrid, el 4 de mayo de 1977 y con protocolo 2.161. En ambas
ocasiones este truco o ardid me permitió encauzar los acuerdos por donde yo
proponía.

El 27 de diciembre se inicia una nueva etapa de la Mesa de Partidos con esta
primera reunión. Participan únicamente los cinco partidos que cumplían los dos
requisitos antes comentados y todos lo hacen con voz y con voto. La primera
reunión se consumió en un debate para aclarar si la prensa estaba presente en
las deliberaciones. Se acordó que las reuniones serían a puerta cerrada y que
al finalizar las mismas se proporcionaría una nota de prensa a los medios de co-
municación. Daba la impresión que los dos partidos mayoritarios (UCD y PSOE)
no querían que hubiera mucha publicidad de los asuntos que allí se trataban, a
AP le daba igual y creo que al PCE también. El siguiente acuerdo importante de
esa reunión fue fijar la fecha de la próxima para el 9 de enero de 1981 y desde
aquí continuar todos los viernes por la tarde hasta finalizar la redacción del
borrador o Proyecto de Estatuto de Autonomía.

Como hecho anecdótico y curioso puedo contar que en el tema de la bandera
de Aragón y su escudo solicité un informe técnico e histórico a Guillermo Fatás.
Me remitió un magnífico escrito que utilicé cuando se debatieron esos temas,
aunque me cuidé bien de que nadie lo viera dado que Guillermo Fatás por
aquellos tiempos militaba activamente en partidos de izquierdas y en mi partido
no lo habrían entendido. Existía ya una vieja amistad con Guillermo Fatás que
ha perdurado hasta nuestros días.

El 23 de febrero de 1981 nos habíamos reunido en el Palacio Provincial para
continuar los trabajos de la Mesa de Partidos. Allí nos sorprendió la noticia de
que el teniente coronel de la Guardia Civil Antonio Tejero había asaltado el Con-
greso de los Diputados. No recuerdo bien quién dio la primera voz de alarma,
fue alguien que lo había oído en la radio, puede  que Fernando Herráiz (UCD).
Nos miramos los unos a los otros con caras de incredulidad. Solicitamos que
nos trajeran un televisor pero no pudo ser, bien porque en la sala donde nos en-
contrábamos no existía conexión para la antena o porque no disponían de un
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televisor pequeño fácilmente transportable. Las noticias nos llegaban por la
radio y lo que cada uno se iba enterando a través del teléfono y que de forma
inmediata y solidaria compartía con todo los demás. Durante varias horas 
la policía, que había bloqueado las puertas de acceso y salida del Palacio Pro-
vincial, no nos permitió abandonarlo. No sabíamos quién daba las órdenes.
Durante ese tiempo nos alimentábamos más de rumores que de realidades. No
conocíamos bien lo que estaba ocurriendo. Creo que muchos de nosotros te-
níamos miedo, temor a lo que pudiera suceder. Lógicamente mostraban más
preocupación los representantes del PCE y del PSOE que el de AP. Incluso me
llegaron a decir que no debía preocuparme por mi integridad física ya que pa-
recía un golpe militar de derechas. Los golpes militares, estoy convencido, no
son de derechas ni de izquierdas, son suyos, mesiánicos y dictatoriales. Dudo
que hubiesen respetado el ala progresista, o más liberal de AP, en la que yo me
encontraba.

Pudimos utilizar los teléfonos. Recuerdo que todos queríamos llamar a la vez y
tuvimos que establecer unos turnos. La mayoría dimos las mismas o parecidas
recomendaciones. El PCE (Adolfo Burriel o Fidel Ibáñez), así como el PSOE 
(Elías Cebrián?) o UCD (Fernando Herráiz) les pedimos a las gentes de nuestros
partidos, en mi caso al secretario general de Zaragoza (Aurelio López de Hita)
que recogieran todos los ficheros de militantes y afiliados del partido y los
pusieran a buen recaudo fuera de  la sede provincial. Mi segunda recomenda-
ción fue la de que en estos momentos tenía que imperar la calma y la sereni-
dad. Creo recordar que fue Fernando Herráiz, el que llamaba un tanto nervioso
a su domicilio y daba toda clase de detalles para que su familiar localizase una
agenda y procediera a su destrucción. Entré en contacto telefónico con nues-
tro secretario general (Jorge Vestringer), el cual por no ser diputado pudo mon-
tar en la sede nacional de AP un Comité Permanente de Crisis. Fundamental-
mente se me comunicaron tres recomendaciones:

1. Mantener la calma. Prudencia y serenidad.

2. Sacar de la sede provincial las relaciones de simpatizantes, ficheros, etc.

3. Informar telefónicamente con total prioridad de cualquier suceso relevante
que ocurriera en nuestra demarcación y pudiera tener relación con el golpe
militar.

Dándonos ánimos unos a otros estuvimos toda la tarde y bien entrada la noche.
Comimos algunos bocadillos y bebimos bastante café y agua. Nos llegaban
noticias confusas de que la División Acorazada que estaba de maniobras en
Zaragoza se había desplazado a la ciudad y sus mandos habían establecido el
Cuartel General de la misma en el hotel Don Yo (próximo a Capitanía).
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Al final nos autorizaron a salir del Palacio Provincial, como no tenía coche soli-
cité a los mandos de la policía si me podían llevar a mi domicilio, al otro extre-
mo de la ciudad (en la Romareda). Accedieron y cuando salíamos del apar-
camiento de la Diputación Provincial le pedí al conductor que diese alguna
vuelta por los lugares más céntricos. Lo que vi fue una ciudad vacía, triste, no
había nadie por la calle salvo las patrullas motorizadas de policía. El secretario
general me había informado del pronunciamiento del general Milán del Bosch
en Valencia y de algunos otros movimientos que se sospechaban. Cuando
llegué a mi domicilio me esperaban varios afiliados (sospecho que lo mismo les
ocurriría al resto de representantes políticos) ansiosos de saber algo más que lo
que escuchaban por las radios o veían en la televisión. Entonces me comuni-
caron que el partido había dado instrucciones para que no nos reuniéramos en
la sede provincial. Pasamos bastante tiempo haciendo suposiciones y cábalas,
hasta la lectura del discurso del Rey. A partir de ese momento a mí personal-
mente me invadió una enorme sensación de tranquilidad. Quedamos para el día
siguiente y despedí a todos. La jornada había sido muy agitada e intensa en
emociones, consumiendo mucho café que en mi caso me provoca un intenso
insomnio, por lo que decidí tomarme una pequeña dosis de un inductor al
sueño y acostarme. Había que recuperar fuerzas para el día siguiente, dormí
poco pero bien.

Tengo la impresión de que el intento de golpe militar nos ayudó a todos a
buscar lo que nos unía y olvidar a un lado lo que nos separaba. Tuvo capital im-
portancia para que nos diéramos más prisa y el 22 de mayo pudiésemos fina-
lizar la redacción del documento.

El 7 de marzo de 1981 defendí la representación paritaria en las Cortes de Ara-
gón. Mi partido había acordado que las Cortes se compondrían de sesenta
diputados, veinte por cada una de las provincias de Huesca, Teruel y Zaragoza.
Al final de las deliberaciones llegamos a un pacto con UCD y propusimos con-
juntamente unas Cortes de 68 parlamentarios autonómicos (21 por Huesca, 21
por Teruel y 26 por Zaragoza). A mí personalmente me gustaba más la pro-
puesta del PSOE y PCE de 70 diputados autonómicos con una distribución
más racional, representativa y proporcional (19 por Huesca, 19 por Teruel y 32
por Zaragoza).

En marzo de 1981 el PAR decide abandonar la Mesa de Partidos. Ya no 
se volvería a reincorporar. Con la redacción del último de los treinta y nueve o
cuarenta artículos del Proyecto de Estatuto de Autonomía de Aragón la Mesa
de Partidos daba por finalizados sus trabajos el 22 de mayo de 1981. Me en-
cargaron que informara al PAR que el proyecto estaba totalmente redactado
por si quería hacer alguna aportación o sumarse al mismo y también de que
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íbamos a solicitar la convocatoria de la Asamblea Mixta. Me contestaron el 
3 de junio de 1981 con una carta dirigida a la Mesa de Partidos y firmada por
Hipólito Gómez de las Roces. En esta carta nos comunicaban la postura del
Comité Ejecutivo del PAR en el sentido de que «antes de convocar la Asamblea
Mixta, prevista en el artículo 146 de la Constitución, para el caso de que la
iniciativa que se entiende promovida, sea la del artículo 143 de aquélla (auto-
nomía restringida) resulta indispensable que el Gobierno de la Nación se pro-
nuncie acerca de la suma de acuerdos que adoptaron las corporaciones locales
aragonesas sobre la iniciativa autonómica y que le fueron entregados al Minis-
tro para las Regiones por una Comisión de la Diputación General de Aragón que
encabezaba el presidente de ésta. Esa Declaración no se ha producido todavía
y constitucionalmente resulta evidente a nuestro juicio que debe preceder a
toda convocatoria. Otra cosa podría implicar ulterior nulidad de actuaciones y
dificultades que debemos evitar desde ahora».

En un segundo párrafo opina que, si a pesar de todo se convoca la Asamblea
Mixta, la redacción definitiva del Estatuto debe ser realizada exclusivamente por
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los parlamentarios de UCD y PSOE siempre que estén conformes con el crite-
rio de la Mesa de Partidos. El PAR no se siente vinculado por pacto político al-
guno dado que la autonomía que contempla el artículo 143 de la Constitución
no es equivalente a la que ya disfrutan otros territorios. A pesar de lo dicho y
con ánimo de no entorpecer la Mesa comunican su decisión de acudir a la
Asamblea Mixta si llega a celebrarse. Esta carta  (el original) no se por qué pero
me la he encontrado entre el resto de documentación.

La Asamblea Mixta de Parlamentarios y Diputados Provinciales se celebró el 
13 de junio de 1981. Se nombró la Ponencia que redactaría el Estatuto de
Autonomía, la formarían cuatro parlamentarios de UCD, tres del PSOE y uno del
PAR. El PCE y AP participarían en la misma con un representante cada uno con
voz pero sin voto por AP fue el presidente provincial de Zaragoza y vicepresi-
dente nacional, Manuel García Amigó.

Había sido una aventura maravillosa que me había enriquecido en temas que se
alejaban mucho de mi profesión de médico. Me permitió conocer gentes de
todos los partidos que ahora consideraba ya mis amigos aunque fueran adver-
sarios en política. Casi todos magníficas y buenas personas. La escasa repre-
sentatividad de AP en Aragón facilitó el que nuestro trato fuera más cordial y
afectuoso. Nuestro voto difícilmente podía condicionar unos resultados. Sola-
mente teníamos la fuerza de la razón, los argumentos y el sentido común.

No hay que olvidar que el programa de nuestro partido fijaba cinco criterios 
(a finales de 1979) sobre las autonomías que era nuestro credo a defender.

1. La unidad de España no se discute.

2. El regionalismo ha de basarse en la solidaridad nacional

3. Las autonomías no pueden provocar desequilibrios regionales.

4. La autonomías no pueden perjudicar el desarrollo de las organizaciones
territoriales menores (municipios y comarcas).

5. Las autonomías han de hacer posible el desarrollo económico y social de
cada territorio.

Desde estos postulados tan genéricos habíamos evolucionado hasta implicar-
nos, colaborar, debatir y aportar ideas a la Mesa de Partidos y finalmente firmar
el Proyecto de Estatuto. Aquí finalizó mi tarea. Don Manuel Fraga un año antes
me había ofrecido dedicarme a la política en exclusiva como secretario técnico
y con remuneración mensual equivalente a la que percibía como médico. Des-
pués de una breve conversación en su despacho de la planta siete de la calle
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Génova rechacé la oferta. Le dije que estaba cansado (manido y estúpido
recurso que solemos usar cuando no queremos revelar nuestras verdaderas
causas). No se lo creyó. Añadí que desde 1977 había tenido que dedicar la
mayor parte de mi tiempo a templar gaitas, evitar navajazos políticos, pelearme
con mis correligionarios, expulsar a alguno de ellos, etc. Y este tipo de trabajo
no lo veía productivo ni satisfactorio. Probablemente lo que sucedía es que no
tenía madera para ser político y ejercerlo después. Hice el traspaso tras el último
pacto (habíamos conseguido estar en la Asamblea Mixta que había negociado
en la Mesa de Partidos) de información y documentos a García Amigó. Me dio
las gracias en su nombre y en el del partido y yo silenciosamente me retiré por
el foro. Nunca más volví a la política con esa intensidad y dedicación a pesar de
todo lo cual lo recuerdo con agrado.

En el relato no he podido incluir a todas aquellas personas que desde diferen-
tes posturas políticas, algunas frontalmente opuestas a AP, me enseñaban con
cortesía, amabilidad y respeto cada día alguna cosa nueva. Fueron muchos
(José Félix Sáenz, José María Mur, Luis Martínez, Biel, Antonio de las Casas,
Cristóbal Montes, Buil, etc.). A todos ellos muchas gracias.
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Cavilaciones bajo el Estatuto
Emilio Gastón Sanz

¿CUÁNDO SE REDACTÓ EL ESTATUTO 
QUE HOY CONMEMORAMOS? 

No lo sé bien. Yo estaba muerto. Me había liquidado la pisada de la política ab-
soluta en aquel torbellino de pactos y consensos de la izquierda reciente con el
imperio occidental y la derecha antigua renovada.

La izquierda portadora de credenciales únicas y valores antiguos bien dormidos,
había vuelto bendecida y homologada por los dioses para marcar su territorio.
Ya no admitía discrepantes vivos ni competencias infrarrojas leales.

Aquella tribu absolutista, la de las frases hechas y la patente, vino a ocupar los
campamentos que les abrimos confiados y se llevó las tiendas de campaña.
«Somos la izquierda», iban diciendo; «A la izquierda de nosotros no hay nada»,
repetían; «El que se mueve no sale en la foto»... Para este menester disponían
de los avales norteamericanos y alemanes. Yo en aquellos momentos era un
muerto político –según su léxico– y me ubicaba entre los muchos muertos del
montón pertenecientes a la izquierda obsoleta. 

Yo era un muerto... y bien muerto tal vez, lo reconozco: había dado el pecho
contra las circunstancias sin el cálculo previo y utilitario de las correlaciones de
fuerzas. Yo debía apuntarme desde ahora no al Estatuto sino al desencanto.

Y me acosté dispuesto a ello. Pero...

¡Qué bien que se ve todo desde muerto!

Las leyes democráticas que vienen, el cielo con las nubes pasajeras, el colocón
de los viejos amigos, los sueños insistentes yendo y viniendo con la brisa, como
si aún permaneciese vivo...
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¿Y CUÁNDO COMIENZA EL DESENCANTO?

Los vivos no se ponen de acuerdo. 

Las fechas de los cambios profundos de la historia nunca se saben con exac-
titud, suelen andar difusas como los mismos hechos históricos. Pululan por las
calles y despachos dando palos de ciego y alegrías al cincuenta por ciento. No
coinciden con ningún protocolo registral, ni una boda de reyes o de partidos, ni
mucho menos a una sola batalla.

Pero para aquél muerto estaba claro:

Todo había empezado con las guerras de Troya. La defensa de aquellos valo-
res, de aquellos ideales, de aquellos sueños de Aragón y de la puesta en mar-
cha de la fraternidad universal y de la justicia terrena. Hasta me atrevería a decir
que de aquel Estatuto que nos trae su vigésimo recuerdo..., pero no, ya no sé
si me atrevo a decir tanto.
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Yo me di cuenta de que estaba muerto cuando ya no podía participar en las se-
siones deliberatorias de aquel dulce Estatuto, consensuado a la fuerza por
nuestros superiores a unos trescientos treinta kilómetros. Pero dicen que fue
sencillo, suave, ligero y apropiado. No era lo que queríamos pero debía ser lo
racional para nosotros en aquellos momentos.

Y los muertos políticos salían a la calle con Amnistía General, podían apuntarse
libremente a las listas del paro y hasta subirse al carro de los partidos triunfa-
dores; también iba llegando libertad y algunas cosas buenas.

Yo desde mi cuneta recordaba mis luchas desde Troya hasta aquí: mi dulce y caro
PSA, mi sociedad civil, mis ríos, mis defensas de rojos y Derechos del Hombre,
mi «Andalán», mi mercado salvado de la piqueta, mis reiterados compromisos de
Caspe, mi compañerismo de viajes, mis solidaridades clandestinas, mis mesas
democráticas, mis miedos, mis montañas, mis explanadas de ilusión.

Pero también veía desde las catacumbas los compromisos incumplidos, las
componendas, la censura feroz de aquella muestra de Ibarrola en el palacio de
la Lonja por no haberse enterado de que también estaba muerto. Pobres muer-
tos de entonces.
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Luego vinieron unas nuevas batallas –que terminaron en sentencia firme– decla-
rándome vivo. Resolviendo que nuestro PSA existía y era el bueno y legítimo y no
existía el «PSA-PSOE». Pero como la mayoría de las sentencias de nuestros
tribunales llegan extemporáneas, el PSA de mi alma no sólo estaba machacado
sino en la ruina más total. Carecía de sede, de ficheros, de cuadros (se los lleva-
ron distraídos los viejos compañeros que se habían pasado al PSOE). Gracias a
que dejaron una deuda de más de ocho millones de pesetas pudimos darnos
cuenta de que vivíamos, tal y como decía la sentencia. Menos mal.

Aunque aquel socialista de Aragón que me habitaba las ideas era «marxista-pa-
bloiglesiano-gutemberg» con unas gotas de Voltaire, yo debí ser un muerto
cumplidor y pacífico porque me permitían resucitar a temporadas.

Podía recordar que un poco antes de mi segunda muerte política (la primera
duró cuarenta años) pude llegar a ser deliberante del Estatuto de Preautonomía,
para en cuyas sesiones... cuánto hablábamos. ¡Qué pena que perdimos la luz
y los taquígrafos! Menos mal que los medios de prensa debieron guardar algo,
pero las actas..., esas actas que nunca conocimos debiéramos buscar. ¡Qué
claridades exhaustivas! ¡Qué aportación para la historia!

CELEBRACIÓN DEL ESTATUTO

Luego vinieron los celebros por la sanción del Estatuto.

Y cómo el que se mueve no sale en la foto se mandaron misivas para que no
saliésemos los muertos en las parafernalias aquéllas.

Celosos vigilantes de los documentales y películas controlaban la entrada para
que algunos nombres democráticos no figurasen en el filme. Pero la villanía de
alguno de los cámaras filmó con disimulo ciertos rincones imprevistos y apare-
cieron de soslayo Vicente Cazcarra, Lorenzo Martín-Retortillo, José Antonio
Labordeta, el muerto que suscribe, varios repúblicos amigos y algunos otros
muertos clandestinos. 

A pesar de este fallo de los controladores la película de la transición oficial
quedó perfecta.

Y los actos de loa al Estatuto más sublimes aún. 

También rememoraba en mi cuneta –con la bandera rota que me había dejado
«el abuelo»– que yo había hecho cosas por España en algún interregno entre
mis muertes y en el espacio-tiempo que transcurre desde el Sitio de Troya a la
solemne aprobación del Estatuto de Autonomía de Aragón. Rememoraba que
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llegué a diputado constituyente para batir un nuevo récord de aragonesas reivi-
dicaciones, lo cual sentaba mal a los callados compañeros o a los reacios a la
lírica y adictos al sillón.

Los variados recuerdos me traían las ganas de no morirme tanto, me daban ale-
gría de vivir (no quiero hablar aquí de mis penas más tristes) y fui Justicia de Ara-
gón. A propuesta del Grupo Comunista de las Cortes seguida y empujada por
PAR y CDS, se me propuso y acepté. El Ombudsman o Defensor del Pueblo
era un destino muy acorde con mis soñadas vocaciones y más aún cuando la
historia daba un antecedente en Aragón en la figura secular del Justicia Mayor
del reino histórico. Tras ciertas reticencias del PSOE (dominado en aquellos mo-
mentos por mis viejos ¿amigos? ex-PSA) intervinieron en mi apoyo los más an-
tiguos socialistas del Grupo y fui nombrado por unanimidad. Cuánta solemni-
dad en Tarazona y en Aragón entero. Me sentí vivo como hacía siglos, me
entregué en cuerpo y alma a la defensa de los derechos de los ciudadanos y a
integrarme en el pueblo y sus inquietudes, resucité publicaciones de Fueros y
Observancias de los aragoneses, me recreé en la historia y recorrí todos los ma-
pas. Fueron tiempos de gozo que no se olvidan en los que me envolvió la poe-
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sía de la historia; incluso restauré con mucho amor mis rotos equilibrios emo-
cionales. Y he de reconocer que todo este capítulo lo debo al Estatuto del que
había pasado y que hoy día ha pasado para todos.

Y ALGUNAS ESPERANZAS DE HOY

Y hay un nuevo Estatuto y aún será mejorado..., digo yo. Aunque me toque para
ello retornar a las zonas de muerte transitorias o transformar mis discrepancias
en poemas. 

Siempre sentí que mis metáforas impuras pudieran molestar en la calva de al-
gún señor mayor, pero es una manera muy pacífica de rebelarse contra los abu-
sos y algunas injusticias de los repartos. 

Ahora, por ejemplo, me levanto a combatir las obras trasvasistas de las co-
rrientes aguas de los ríos y los grandes pantanos exagerados.

Y veo algunas cosas absurdas que me indignan:

Me han lesionado el texto de la lápida que le escribí a Lanuza –allá por su
cuatrocientos aniversario– y que pegamos frente al SEPU en la fachada del
Mercado. Parece ser que no gustó lo del «ejército extranjero» que invadía Ara-
gón con las tropas de Alonso de Vargas cuando decapitaron al Justicia. Qué
ingenuo yo, ¡cómo iba a ser extranjero el ejército invasor si venía enviado por
Felipe Segundo!

Lo cierto es que nos siguen invadiendo los aires de Zaragoza las tropas
extranjeras por los campos del sur y los campos del norte.

Tengo un amigo muerto que me dice que las tropas de siempre siempre son
extranjeras.

Esperemos que nunca llegue el día en que sólo lo sepamos los muertos.
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ÓRGANOS PREAUTONÓMICOS



Primer Gobierno de Aragón
Juan Antonio Bolea Foradada 

ARAGÓN RECUPERA SU PERSONALIDAD JURÍDICA 

Tras las primeras elecciones generales del 15 de junio de 1977, el 10 de julio se
constituyó en Teruel la Asamblea de Parlamentarios de Aragón, adoptando
como principal acuerdo el de elaborar un proyecto de Estatuto de Autonomía
en línea similar a lo que acontecía en Cataluña y País Vasco. Su segunda reunión
tuvo lugar en Huesca el 31 de julio, a la que fue invitado el ministro Clavero Aré-
valo, que apoyó las aspiraciones aragonesistas, y el 30 de agosto los parla-
mentarios de Aragón y Cataluña proclamaron en Alcañiz su irrenunciable volun-
tad autonomista. 

El 16 de noviembre la Comisión Permanente de la Asamblea (Lasuén, Buil y Bo-
lea por UCD y J. Gaspar, Carasol y Sáinz de Varanda por PSOE) se entrevistó
con el ministro Clavero, a quien hicieron llegar la exigencia del reconocimiento
preautonómico al igual que días antes se había otorgado a Cataluña. 

La Asamblea, reunida en Fraga el 20 de enero de 1978, conoció y dio el visto
bueno al texto definitivo de proyecto del régimen preautonómico de Aragón pre-
parado por el Gobierno, que hizo realidad el Real Decreto-Ley 8/1978, de 17
de marzo. 

El Real Decreto-Ley reconoce expresamente que el pueblo aragonés ha mani-
festado reiteradamente en diferentes momentos del pasado y en el presente su
aspiración a contar con instituciones propias. Instituye a la Diputación General
como órgano de gobierno de Aragón con plena personalidad jurídica, com-
puesta por doce parlamentarios, cuatro por provincia elegidos de entre ellos,
los presidentes de las tres diputaciones y un representante de los municipios de
cada una de las tres provincias aragonesas. Le atribuyó como competencias 
las de aprobar sus reglamentos de organización y funcionamiento, integrar y
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coordinar las diputaciones provinciales en cuanto afecte al interés general, ges-
tionar y administrar las funciones y servicios que le transfiera la Administración
del Estado y proponer al Gobierno cuantas medidas afecten a los intereses de
Aragón. La Diputación General debía constituirse en el plazo de un mes. 

El 9 de abril de 1978. en el histórico marco de la iglesia de San Pedro de los
Francos de Calatayud, con gran solemnidad y fervor popular se constituyó la
Diputación General de Aragón. La Asamblea de Parlamentarios eligió como
consejeros: 

Por Huesca: León Buil Giral (UCD), Joaquín Tejera Miró (UCD), Jaime Gaspar y
Auría (PSOE) y César Escribano de Gordo (UCD). 

Por Teruel: José Ángel Biel Rivera (UCD), Antonio Carasol Dieste (PSOE),
Alberto Fuertes Valenzuela (UCD) y Carlos Zayas Maritátegui (PSOE). 

Por Zaragoza: Juan Antonio Bolea Foradada (UCD), Ramón Sáinz de Varanda
(PSOE), Antonio García Mateo y Ángel Cristóbal Montes (PSOE). 

Fueron asimismo proclamados consejeros los presidentes de las diputaciones
de Huesca, Teruel y Zaragoza, Saturnino Arguis Mur, Ángel García Viana y Gaspar
Castellano Gastón. 

Constituida la Diputación General fueron elegidos: presidente, Juan Antonio Bolea
Foradada; vicepresidente, Jaime Gaspar Auría; secretario general, José Ángel
Biel Rivera. 

En mi primera intervención como presidente, tras celebrar que Aragón recobra-
se la personalidad de la que doscientos setenta años antes fue privado, propu-
se a la Diputación General que «convoque al pueblo aragonés para que el día
23 de abril, día de nuestro señor San Jorge. se consolide el Día de Aragón con
una sentida demostración de afirmación aragonesista». 

Concluido el acto formal de constitución de la Diputación General Calatayud
protagonizó una inolvidable fiesta de alegría y fervor aragonés. 

En la catedral de Huesca y sobre un ejemplar de los Fueros, el 22 de abril de
1978 los miembros de la Diputación General prestaron juramento. Acto del que
fueron testigos el arzobispo de Zaragoza, Elías Yanes; el obispo de Huesca,
Javier Osés; el ministro Clavero Arévalo, el presidente de la Generalitat Valen-
ciana, Luis Albiñana; el vicepresidente del Senado, Guerra Zunzunegui; los go-
bernadores alcaldes de las tres capitales y miles de aragoneses que abarrota-
ron el templo y la plaza catedralicia. 

En plena euforia autonomista el siguiente 23 de abril, festividad de San Jorge y
primer «Día de Aragón», tuvo lugar en Zaragoza la impresionante manifestación
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El presidente Bolea Foradada izando por primera vez la bandera de Aragón. 23 de abril de
1978.



convocada por la Diputación General. Desde la plaza de San Francisco hasta la
de España más de doscientas mil personas procedentes de todo Aragón, con
cientos de banderas cuatribarradas, protagonizaron la mayor expresión de ara-
gonesismo hasta entonces vivida por nuestro pueblo. A la altura del monumen-
to al Justiciazgo tuve el honor, junto al recordado Jaime Gaspar Auría, de izar la
bandera de Aragón que en un luminoso día vino a simbolizar que su glorioso
pasado se enlaza con un esperanzador futuro. 

El primer Gobierno de Aragón continúa hasta que, como consecuencia de las
elecciones generales del 1 de marzo de 1979, se eligió el segundo con la si-
guiente composición: presidente, Juan Antonio Bolea Foradada (UCD); vicepre-
sidente, Alberto Ballarín Marcial (UCD); consejeros, Román Alcalá Pérez (UCD),
Aurelio Biarge Franco (UCD), José Antonio Biescas Ferrer (PSOE), Pedro Bofill
Aldeilhe (PSOE), Gaspar Castellano Gastón (UCD), Ángel Cristóbal Montes
(PSOE), José María Esponera Pascual (UCD), Manuel Fábregas Giné (UCD), An-
tonio Gimeno Lahoz (UCD), Isidro Guía Mateo (PSOE), Carlos Lahoz Mustienes
(UCD), Santiago Marraco Solana (PSOE), José Luis Moreno Pérez Caballero
(UCD), Joaquín Tejera Miró (UCD) y Manuel Tisaire Buil (UCD); secretario gene-
ra!, José Ángel Biel Rivera (UCD). 

COMPETENCIAS, ORGANIZACIÓN 
Y SEDE DE LA DIPUTACIÓN GENERAL 

El Real Decreto-Ley de 17 de marzo de 1978 atribuyó a la Diputación General,
entre otras competencias, la de gestionar y administrar las funciones y servicios
transferidos por la Administración del Estado. A su vez el Real Decreto de la
misma fecha instituyó la Comisión Mixta de Transferencias entre la Administra-
ción del Estado y la Diputación General. 

Las primeras competencias asumidas por el Gobierno aragonés fueron otorga-
das por el Real Decreto 298/1979, de 26 de enero, en las siguientes materias: 

–Actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas: todas las que corres-
pondían a la Administración central, excepto las referidas a plantas de pro-
ducción energética. 

–Agricultura: todas las funciones desempeñadas hasta entonces por los órga-
nismos estatales en materia de Extensión Agraria, Capacitación Agraria, Deno-
minación de Origen, Investigación Agraria y Sanidad Vegetal. 

–Urbanismo: todas las competencias que la Ley del Suelo y Ordenación Urbana
atribuía a la Administración del Estado en lo que afecte al territorio de Aragón. 
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–Turismo: pasaron a la Diputación General las materias de ordenación de la
oferta e infraestructura turística, de empresas y actividades turísticas, autori-
zación, control y tutela de las entidades de fomento turístico, así como las ofi-
cinas de Información Turística de Huesca y Teruel. 

–El Real Decreto 694/1979, de 13 de febrero, transfirió a la DGA competencias
sobre Administración local en las siguientes materias: demarcación territorial,
organización, comisiones gestoras, régimen jurídico (incluida la suspensión de
acuerdos), régimen de intervención y tutela, honores y distinciones, adminis-
tración, aprovechamiento y adquisición de bienes y servicios de las corpora-
ciones locales. 

–Las competencias sobre agricultura en las áreas de Sanidad Vegetal, Viticultu-
ra y Enología fueron ampliadas (al igual que para Cataluña) por el Real Decre-
to 2917/79, de 7 de diciembre. 

–En marzo de 1981 estaban ya negociadas y próximas a transferirse nuevas
competencias sobre Transporte, Comercio, Cultura y parte de Sanidad. 

B) El Consejo de Gobierno de 5 de diciembre de 1978, con el fin de garantizar
el correcto y eficaz ejercicio de sus funciones, aprobó el «Reglamento de Ré-
gimen Interior de la Diputación General de Aragón», en el que se regularon: 

a) Los órganos de gobierno y administración: el Pleno o consejo de Go-
bierno, el presidente, el vicepresidente, el secretario general y los conse-
jeros. Asimismo se establecieron la Comisión de Gobierno, las comisio-
nes interdepartamentales, los viceconsejeros, los directores generales y
la Comisión Jurídica Asesora. 

b) Las competencias de los diversos órganos. 

c) El régimen de funcionamiento. 

d) El régimen financiero. 

Las normas del Reglamento fueron desarrolladas por decretos de la Presiden-
cia de 26 de octubre de 1979 y 7 de julio de 1980. 

El Consejo de Gobierno de 19 de mayo de 1980 aprobó la siguiente estructu-
ra de la Diputación General: Departamento de Acción Agraria y Regadíos,
Departamento de Asuntos Económicos, Departamento de Acción Territorial,
Departamento de Acción Social. 

C) Paralelamente al desarrollo organizativo uno de los primeros problemas con
los que se encontró la Diputación General fue la falta de un edificio en el que
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instalar su sede y servicios propios. Para solucionarlo de forma provisional
se acudió a la letra del Real Decreto-Ley de 17 de marzo de 1978 que
autorizaba a utilizar los medios personales y materiales de las diputaciones
provinciales, que venían obligadas a facilitarlos. 

La Diputación de Zaragoza facilitó la ubicación en su edificio de la plaza de Es-
paña de la Presidencia, Vicepresidencia y Secretaría General. Al mismo tiempo
se fueron arrendando diversos locales, entre ellos el del número 32 del paseo
de la Independencia, en el que se ubicaron los departamentos de Acción Agra-
ria, Acción Territorial y Asuntos Económicos, local que la Diputación General
sigue disfrutando. 

La gran aspiración de todos nosotros era conseguir un edificio propio como
sede del Gobierno y referencia para los aragoneses. En abril de 1980 el Con-
sejo acordó interesar de la Administración del Estado la cesión del destinado a
Delegación de Hacienda, en la plaza de los Sitios de Zaragoza, que era objeto
de importantes obras. Gestión que fructificó positivamente pues por Real De-
creto de 3 de octubre de 1980 «se cede gratuitamente a la Diputación General
de Aragón para ser dedicado a sede de la misma». 

De esta forma la Diputación General contó en propiedad con un magnífico
inmueble en el que, a finales de marzo de 1981, tuvo su sede el Gobierno de
Aragón. 

LOS GRANDES TEMAS ARAGONESES

En su primera etapa la Diputación General, junto al normal y progresivo funcio-
namiento de sus órganos administrativos, consecuente a la asunción de com-
petencias, adoptó acuerdos y actitudes en defensa de la identidad e intereses
aragoneses que por su trascendencia merecen ser recordados: 

–El 10 de abril de 1978, en el primer Consejo de Gobierno, se declaró que la
bandera de Aragón es la formada por las cuatro barras horizontales rojas so-
bre fondo amarillo pudiendo libremente incorporarse el escudo de Aragón
constituido por sus cuatro cuarteles tradicionales. 

–En el mismo Consejo se declaró el 23 de abril «Día de Aragón» debido al carácter
tradicional e histórico que supone para Aragón la festividad de San Jorge. 

–La preocupación por dejar claros los límites de Aragón se concretó en el en-
cargo al Instituto Geográfico del primer Mapa Oficial de Aragón, presentado en
Fraga el 21 de abril de 1979 en acto popular de masivo fervor aragonesista. 
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El 24 de octubre de 1979 el presidente Tarradellas me remitió afectuosa carta
lamentando la publicación en el diario «Avui» de un mapa de Cataluña en el que
figuraban áreas aragonesas de Ribagorza, Litera, Bajo Cinca y Matarraña. Car-
ta que contesté agradeciendo su gallardía y dejando claro que no estamos dis-
puestos a consentir tal tipo de publicaciones que enrarecen las buenas relacio-
nes entre Aragón y Cataluña que nos esforzamos en mantener y fomentar. 

–El Consejo de Gobierno de 13 de mayo de 1978 interesó de la Nunciatura, de
la Conferencia Episcopal y del Ministerio de Justicia que, de acuerdo con el
Concordato vigente los numerosos pueblos aragoneses pertenecientes a la
diócesis de Lérida se adscriban a diócesis de Aragón y la de Jaca a la Archi-
diócesis de Zaragoza. Consecuentemente el 26 de febrero de 1981 la Asam-
blea del Episcopado español solicitó a la Santa Sede que todos los pueblos
de la provincia de Huesca pertenecientes a  la diócesis de Lérida se incorpo-
ren a la Iglesia de Aragón. 

–El 21 de abril de 1981, a la vista de la actitud favorable del Episcopado, la
Diputación General acordó reivindicar todas aquellas obras y documentos de
valor artístico o histórico que se encuentran fuera de Aragón a pesar de per-
tenecer a parroquias o monasterios aragoneses. 

–El 19 de febrero de 1979 la Diputación General y el Consejo de Estudios de
Derecho Aragonés suscribieron un Convenio de colaboración para la defensa,
estudio y actualización de nuestro Derecho foral. En Consejos de Gobierno de
16 de septiembre de 1978 y 22 de diciembre de 1980 se reconoció la nece-
sidad de constituir la Comisión Compiladora y se interesó del Gobierno central
la competencia sobre su actualización, que correspondía al Ministerio de Jus-
ticia, petición a la que su titular, Francisco Fernández Ordóñez dio posterior
cumplimiento. 

–La DGA, consciente de la importancia de los colegios universitarios de Huesca
y Teruel les otorgó importantes subvenciones y apoyó su integración en la Uni-
versidad de Zaragoza, único medio de asegurar su funcionamiento y el desa-
rrollo de unos estudios trascendentales para ambas ciudades. 

–El 26 de diciembre de 1979 la DGA entregó a don Antonio Beltrán, presiden-
te de la Junta Superior de Excavaciones Arqueológicas el «Bronce de Contre-
bia», fechado el año 87 a.C. De excepcional importancia lingüística que había
sido donado anónimamente al ente preautonómico. El bronce, debidamente tra-
tado, se conserva en el Museo de Zaragoza. 

–El 11 de junio de 1979 la DGA, reconociendo la labor literaria y la constante
presencia de «lo aragonés» en la obra de Ramón J. Sender, se adhirió y apoyó
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su candidatura al Premio Nobel de Literatura propuesta por la Sociedad His-
pánica de Nueva York. Asimismo el Consejo de Gobierno del 23 de marzo de
1981 le concedió la medalla de oro de la Diputación General, que no pudo re-
coger personalmente como deseó al sufrir una grave enfermedad. 

–En el anteproyecto del Estatuto catalán se decía que el Patronato del Archivo
de la Corona de Aragón estaría integrado por representantes del Estado y de
la Generalitat. La reacción de la DGA fue inmediata proponiendo, en octubre
de 1978, que en el Patronato estuvieran representadas las cuatro comunida-
des de la Corona: Aragón, Cataluña, Baleares y Valencia. Reacción que origi-
nó la redacción final del Estatuto catalán en el sentido propuesto. 

–El 23 de octubre de 1978 se acordó comparecer en la exposición del Plan del
Canal Algerri-Balaguer tramitado por la CHE. Se alegó que los riegos pro-
puestos con aguas del Noguera-Ribagorzana debían ser compatibles con los
de la Litera Alta, previa expropiación del volumen necesario afectado a apro-
vechamientos industriales del canal de Piñana. 

–Tras la proposición no de Ley que defendí en el Senado el 13 de septiembre de
1979, el Consejo de Ministros de 15 de febrero de 1980 aprobó la creación de
la Comisión Mixta de Regadíos de Aragón, en la que estaban representados
el Estado, la CHE, la DGA y los regantes aragoneses (Sindicatos de Riegos del
Alto Aragón, Bardenas, Canal de Aragón y Cataluña y Guadalope). En sus re-
uniones en la sede de la Diputación General (2, 8 y 22 de julio y 15 de di-
ciembre de 1980) se acordó proponer al Gobierno central la ejecución de im-
portantes obras en el trienio 1981-1983, presupuestadas en más de 20.000
millones de pesetas, que sucesivamente fueron realidad: conclusión del canal
del Cinca (abrazo de Tardienta), IV tramo del canal de Monegros, rehabilitación
del túnel de Alcubierre, delimitación de la zona regable de Monegros II, recre-
cimiento de Yesa, Bardenas (primera y segunda fase), aprovechamiento inte-
gral del Guadalope con el embalse de Civán-Caspe y mejora de los riegos de
Valmuel. 

–El 23 de febrero de 1980 el Consejo de Gobierno apoyó la regulación de los
ríos Esera e Isábena para mejorar las dotaciones del Canal de Aragón y Cata-
luña y asegurar los riegos de Litera Alta. Se estimó debían estudiarse posibles
alternativas al proyecto del embalse Lorenzo Pardo. 

–El 26 de noviembre de 1978 el Consejo de Gobierno exigió al ministro de
Obras Públicas la retirada de la partida presupuestaria de 21.600 millones de
pesetas previstos para el trasvase Ebro-Pirineo Oriental. Sancho Rof contestó
a la presidencia de la DGA que el trasvase no iba a efectuarse y días después,
en la discusión del Presupuesto, retiró tal partida. 
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J.A. Bolea recibe al presidente Tarradellas en la DGA. 16 de noviembre de 1979.



–El 29 de octubre de 1979 el período de información del proyecto de Ley de
Aguas la Diputación General apoyó su total publicitación, la preferencia de los
aprovechamientos para riegos sobre los industriales y expresó su rotunda
oposición a los trasvases, que en ningún caso deben aprobarse sin que la
cuenca cedente tenga regulados sus aprovechamientos al ciento por ciento y
ejecutadas previamente sus obras hidraúlicas. 

–El 26 de enero de 1981 la DGA expresó su indignación por el intento de
publicación en el «BO» de Tarragona de un anuncio de la Confederación del
Júcar referente a la iniciación de las obras del túnel de Ulldecona, lo que im-
plicaba el posterior trasvase de aguas del Ebro hacia Valencia. La misma tar-
de el director general de Obras Hidraúlicas, Juan Ruiz, me comunicaba se tra-
taba de un «error burocrático» y daba orden de retirar el anuncio, como en
efecto así se hizo. 

–El 21 de abril de 1981 el Consejo de Gobierno de la DGA se opuso al proyec-
to de Ley conocido como «Minitrasvase a Tarragona». Posteriormente en su
discusión en el Senado, en unión de los senadores Fernando Herráiz y José
Luis Moreno defendimos una enmienda a la totalidad del proyecto que vota-
mos en contra  a pesar de la presión a que nos sometió la cúpula de UCD. 

–El restablecimiento de la línea ferroviaria Zaragoza-Pau por Canfranc fue obje-
to de especial atención para el Gobierno aragonés. El 9 de septiembre de
1978, en la reunión celebrada en Zaragoza a la que asistieron delegaciones del
País Valenciano y de Pirineos Atlánticos con sus presidentes, se justificó su im-
portancia estratégica y se reivindicó su puesta en servicio. 

A la vista de sus conclusiones el Ministerio de Asuntos Exteriores invitó al pre-
sidente de la DGA a formar parte de la delegación española de la Comisión In-
ternacional de los Pirineos que los días 14 y 15 de diciembre debatiría en París,
en el Ministerio de Asuntos Extranjeros, la cuestión, reunión en la que las dos
delegaciones calificaron la reapertura del Canfranc como «altamente deseable»
y acordaron elevar su propuesta a los respectivos gobiernos. En la reunión del
14 de febrero de 1979 de la Comisión Internacional hispano-francesa, en la
sede de la DGA, mantuvo su postura favorable y conoció el ofrecimiento del
Gobierno español a contribuir económicamente en la reapertura, actitud que no
imitó el Gobierno francés. El 7 de marzo de 1980 las representaciones de
Aragón, Pirineos Atlánticos y Altos Pirineos suscribieron la Declaración de Jaca,
en la que se interesaba de los gobiernos español y francés el cumplimiento del
Tratado de 1928, petición que se reiteró tras la reunión que el 17 de octubre de
1980 mantuvieron en Pau las delegaciones del Béarn y de Aragón. Finalmente
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el Consejo de Gobierno del 23 de marzo de 1981 acordó elevar al Gobierno
central la petición de que parte de las inversiones que la CEE pretendía hacer
en España el Banco Europeo se destinen al restablecimiento del ferrocarril por
Canfranc como vía natural del gran eje de comunicación nordeste-sudoeste de
Europa. 

–Uno de los pronunciamientos de la Declaración de Jaca fue la de proponer al
Consejo de Europa el patrocinio de una futura Conferencia de los Pirineos en
la que las regiones fronterizas estudiarían temas comunes y coordinarían su
desarrollo, proponiendo Jaca como sede de la misma. Los días 12 y 13 de ju-
nio de 1980, con motivo de la XV Sesión de la Conferencia de Poderes Locales
y Regionales en Estrasburgo e invitado por su presidente, señor Ahrens, tuve
el honor, en compañía del alcalde Armando Abadías, de ofrecer la ciudad de
Jaca como sede de la solicitada Conferencia de los Pirineos. Tema que expu-
se a S.M. el Rey en la audiencia del 23 de septiembre de 1980 y al ministro de
Asuntos Exteriores, Pérez Llorca, el 24 de marzo siguiente. La iniciativa y la
propuesta fueron pronto realidad. En mayo de 1981, convocada por el Con-
sejo de Europa, la Conferencia de los Pirineos celebró la reunión preparatoria
que poco después quedaba consolidada con sede permanente en la ciudad
de Jaca. 

–El proyecto de instalación de la planta de montaje de automóviles de General
Motors en Figueruelas, Pedrola, Alagón y Grisén suponía una inversión de cien
mil millones de pesetas, con una subvención estatal de diez mil millones más
dos mil millones para infraestructura, la creación de diez mil puestos de traba-
jo y un positivo efecto multiplicador sobre una amplia gama de sectores in-
dustriales. El 18 de junio de 1979 la DGA concedió la conformidad previa para
realizar el INUR, la gestión de un programa de actuación urbanística de la re-
ferida instalación, que el Gobierno aragonés aprobó definitivamente el 23 de
febrero de 1980 condicionado al cumplimiento de diversas prescripciones e in-
versiones complementarias. En el mismo Consejo se aprobó el plan parcial de
desarrollo del programa. 

Resulta hoy difícil creer, a la vista de lo que para Aragón ha supuesto la facto-
ría de Figueruelas, la dura oposición de la que fue objeto, que culminó con el
recurso que el Ayuntamiento de Zaragoza interpuso ante la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo contra el Decreto de la Diputación General de 23 de fe-
brero de 1980 solicitando su anulación y que, en consecuencia, quedara sin
efecto la autorización de implantación de la factoría de la General Motors en
suelo aragonés.
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EL PROCESO AUTONÓMICO ARAGONÉS

El artículo 2 de la Constitución reconoce y garantiza el derecho a la autonomía
de las nacionalidades y regiones, concretando el artículo 143 que la iniciativa
del proceso corresponde a todas las diputaciones y a las dos terceras partes de
los municipios cuya población represente la mayoría del censo provincial. A su
vez el artículo 148 enumera las competencias asumibles en un primer momen-
to por las comunidades autónomas, que transcurridos cinco años podrían am-
pliarse en el marco del artículo 149. Plazo que según el artículo 151 no sería
necesario cuando la iniciativa autonómica fuese acordada por todas las dipu-
taciones y las tres cuartas partes de los municipios cuya población represente
la mayoría del censo provincial. 

La Disposición Transitoria Segunda de la Constitución (redactada con posterio-
ridad a consensuarse el título VIII) deparó una sorprendente excepción a las re-
glas generales. Según ella los territorios que en el pasado hubiesen plebiscita-
do afirmativamente proyectos de Estatuto de Autonomía podrían acceder a ella
inmediatamente, tras la elaboración de su Estatuto por sus diputados y sena-
dores y su posterior sumisión a referéndum de su Comunidad y la ratificación
por las Cortes Generales. De esta forma Cataluña, País Vasco y Galicia, sin ne-
cesidad de pasar el vía crucis impuesto al resto de comunidades, encontraron
la puerta abierta de su plena autonomía. 

Respecto al proceso autonómico aragonés la Diputación General adoptó, por
unanimidad, dos acuerdos básicos: 

El primero el 1 de septiembre de 1979, por el que «asumiendo la responsabili-
dad y la trascendencia que el tema implica, reitera sin reservas su pronuncia-
miento en favor de la máxima autonomía de Aragón, como la forma política de
gobierno más eficaz para la conservación de su identidad histórica, la defensa
de todos sus intereses y el desarrollo equilibrado de Aragón», interesó el pro-
nunciamiento de las diputaciones y municipios aragoneses 

En el segundo, de 21 de enero de 1980, se dijo expresamente que: «Las Dipu-
taciones y Ayuntamientos son libres de pronunciarse por una u otra vía, para
constituir la  Comunidad Autónoma de Aragón. La Diputación General no pue-
de imponer ni proponer ningún tipo de decisión a los Ayuntamientos y Dipu-
taciones aragoneses, no sólo porque la Constitución no le otorga tales atribu-
ciones, sino porque cualquier clase de ingerencia en este sentido supondría
desconocer la autonomía y libertad de las Corporaciones locales». 

El proceso autonómico aragonés no tardó en politizarse. El 15 de enero de
1980 el Comité Nacional de Unión de Centro Democrático decide que, con ex-
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cepción de Cataluña, País Vasco y Galicia, el resto de comunidades debían ac-
ceder a su autonomía por la vía lenta del artículo 143 de la Constitución. Deci-
sión que fue inmediatamente contestada por la oposición. Así Felipe González,
el 22 de enero de 1980, manifestó en Zaragoza que los socialistas seguirían
propugnando para Aragón la vía del artículo 151 de la Constitución, declaración
que se reforzó con el acuerdo del PSOE aragonés de que sus consejeros dejen
de asistir a la Diputación General. 

El enfrentamiento entre UCD y PSOE concluyó con la firma, por parte de Adolfo
Suárez y Felipe González, el 31 de julio de 1891 de los Pactos Autonómicos, en
los que se acordó que «con la excepción de Cataluña, País Vasco, Galicia y An-
dalucía, las restantes Comunidades se constituirán en Comunidades Autóno-
mas por la vía del artículo 143 de la Constitución». 

La tensión política se materializó en las encontradas posturas que entre febre-
ro y abril de 1980 adoptaron las corporaciones locales aragonesas. El resulta-
do final fue el siguiente: 

En favor de la vía del artículo 143 de la Constitución se pronunciaron las dipu-
taciones provinciales de Zaragoza, Huesca y Teruel y 529 municipios. En favor
de la vía del artículo 151, 137 municipios. No adoptaron acuerdo alguno 59 mu-
nicipios. 

Mientras tanto en diciembre de 1980 se reunió la Mesa de Partidos adoptando
el compromiso de lograr el más amplio Estatuto de Autonomía que permita la
Constitución. El 9 de enero de 1981 la Mesa, integrada por representantes de
UCD, PSOE, PCE, PAR y AP, inicia sus trabajos de los que el 9 de abril se re-
tira el PAR alegando que la autonomía de Aragón está dirigida desde Madrid por
los dos grandes partidos nacionales. Por último el 22 de mayo de 1981 la Mesa,
tras acatar la vía del artículo 143, acuerda que debe ser la Asamblea Mixta,
compuesta por los parlamentarios y diputados provinciales aragoneses, la com-
petente para redactar el anteproyecto de Estatuto.

Tras la manifestación del 23 de abril de 1978 y del fervor y sinceridad de los que
asumimos el primer Gobierno, parecía imposible imaginar que en la España de
las autonomías Aragón iba a resultar discriminado. 

Recuerdo la entrañable visita del presidente Tarradellas a Aragón en noviembre
de 1979 y el comunicado conjunto que hicimos público expresando nuestras
idénticas aspiraciones: «Reiterando nuestro respeto a la Constitución, coincidi-
mos en afirmar el derecho de Aragón y Cataluña, como pueblos de singular per-
sonalidad histórica, a desarrollar su plena autonomía en armonía con los demás
pueblos de España».
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En todos los foros en los que tuve la ocasión de ser oído defendí la plena
autonomía para Aragón. Así lo hice el 22 de octubre de 1979 en la tribuna del
Club Siglo XXI, en el que fui uno los primeros políticos en intervenir y reivindiqué
para Aragón la definición de «nacionalidad histórica», como lo haría más tarde
en la discusión del texto de Estatuto elaborado por la Asamblea de Parlamen-
tarios y Diputados aragoneses en Zaragoza y en San Juan de la Peña y ya más
tarde, el 27 de julio de 1982, en la sesión plenaria del Senado en la que se apro-
bó nuestro Estatuto de Autonomía. 

Ciertamente mi actitud contrarió ostensiblemente a los rectores de Unión de
Centro Democrático, situación de discrepancia agravada por mi oposición al
minitrasvase del Ebro a Tarragona. 

Comprendí que no tenía sentido luchar contra un imposible y que era un con-
trasentido permanecer en la presidencia de la Diputación General aplaudiendo
por obediencia de partido un Estatutito para Aragón. 

El Real Decreto-Ley de 27 de febrero de 1981 fue el pretexto para, con correc-
ta discreción, tomar la decisión que ya tenía perfectamente madurada. En él se
decía que «no será necesaria la condición de miembro de las Cortes Generales
para ser Presidente o formar parte de los órganos de gobierno de los entes Pre-
autonómicos» y que «las vacantes que se produzcan como consecuencia de
las posibles renuncias, se cubrirán a propuesta del partido político al que per-
tenezca el cesante». 

Con base en dicho texto, en escrito que también firmaron Alberto Ballarín, José
Ángel Biel, José Luis Moreno, Manuel Tisaire, Antonio Gimeno y Mantel Fábre-
gas, el 9 de marzo de 1981 presentamos la renuncia a nuestros cargos, decla-
rando la intención de seguir trabajando hasta nuestra sustitución. 

El 21 de abril de 1981 presidí, ya en la espléndida nueva sede de la plaza de
los Sitios, mi último Consejo de Gobierno de la Diputación General de Aragón.
Concluía la etapa más hermosa, dura y apasionante de mi vida. 
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Entre la dimisión de Suárez 
y el triunfo electoral socialista. 1981-1982 
El bienio que presidí la Diputación General de Aragón

Gaspar Castellano de Gastón 

Evocar un período determinado en la vida de una persona constituye un ejercicio
de reflexión desde la lejanía y desde la perspectiva de quien han sido protago-
nista, en mayor o menor medida, de los acontecimientos que se reseñan. 

El bienio que presidí la Diputación General de Aragón está situado entre dos
acontecimientos históricos de la vida española de gran trascendencia: la dimi-
sión del presidente Suárez y el posterior golpe de Estado del 23-F, y el triunfo
electoral y acceso al poder del Partido Socialista Obrero Español. Sin dichas
referencias no es posible presentar, con rigor, dicha etapa histórica. 

La segunda reflexión que sugiere este período está relacionada con el proceso
en el establecimiento de la estructura territorial autonómica en Aragón, que en
correlación con los pactos autonómicos en el ámbito nacional produce el des-
bloqueo de dicho proceso y así el 22 de mayo de 1981 los representantes de
los partidos políticos de UCD, PSOE, AP y PCE, integrantes de la Mesa de Par-
tidos, me entregaron, como presidente, el Documento de Bases del Proyecto de
Estatuto, que conduciría un año después (agosto de 1982) a que Su Majestad
el Rey sancionara la Ley Orgánica que aprobaba el Estatuto de Autonomía de
Aragón. 

Con ello se daba fin a la etapa preautonómica de la Diputación General de Ara-
gón e iniciaba su andadura autonómica, y tras el debate de investidura previs-
to en el Estatuto fui elegido nuevo presidente de dicha Diputación General en
septiembre de 1982, debiendo matizar que había pasado de ser el segundo
presidente de la Diputación General Preautonómica a ser el primer presidente
de la Comunidad Autónoma de Aragón. 

En dicho bienio se realizó la visita institucional de SS.MM. los Reyes de España
a Aragón (noviembre de 1981) y la primera visita a Zaragoza de Su Santidad 
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el Papa Juan Pablo II (noviembre de 1982). En este último acontecimiento y
como consecuencia de la vigencia del Estatuto, asumí, como presidente de la
Diputación General de Aragón, el máximo protagonismo en nuestra Comunidad
Autónoma presidiendo a todas las autoridades, con evidente primacía del
Poder Civil, y de ahí que tuve el alto honor de ostentar la representación ordi-
naria del Estado al dar la bienvenida a Su Santidad el Papa. 

Además hay que señalar, a modo de «flash», otros hitos o circunstancias que
pueden dar una visión general de dicho período: 

–El contacto político con los partidos políticos constituyó un aspecto funda-
mental en un período, evidentemente delicado, de dicha época constituyente. 

–Las relaciones institucionales con las Fuerzas Armadas las consideré de capi-
tal importancia dadas las circunstancias del momento y en una región en la
que estaban ubicadas dos capitanías generales –Tierra y Aire–, la Academia
General Militar –unidad militar de elite–, la Escuela Militar de Montaña en Jaca
y el Centro de Formación Profesional Militar de Calatayud, sin olvidar la cele-
bración del Día de las Fuerzas Armadas y la entrega de la Bandera Constitu-
cional de Combate al Buque de Aragón de nuestra Armada y asimismo al
Mando Aéreo de Transporte del Ejército del Aire –MATRA–. 

–Las visitas al Consejo de Europa en Estrasburgo y a la Semana de Aragón en
París. 

–Los trabajos conducentes a sentar las bases de una nueva Administración
autonómica. 

–La celebración, los días 26, 27 y 28 de enero de 1982, de las I Jornadas sobre
Administración Autonómica organizadas en Zaragoza por la Diputación Gene-
ral de Aragón. 

–La entrevista el 5 de febrero de 1982, en Estrasburgo, con el secretario general
del Consejo de Europa, Frank Karasek, dentro de los actos preparativos de la
Conferencia de los Pirineos, que se celebrarían en Jaca en el mes de junio del
mismo año; así como, al siguiente día 6 de febrero, la clausura de la Semana
de Aragón en París y la recepción ofrecida por nuestro embajador, el ilustre
diplomático señor Solano Aza. 

Y obligado es destacar un acontecimiento que hacía realidad una de las aspi-
raciones históricas de Aragón en materia de aguas y regadíos: el Abrazo de
Tardienta (3 de mayo de 1982), con asistencia del presidente de Gobierno,
Leopoldo Calvo Sotelo. 
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Entrando en la crónica o relación temporal de los hechos del referido bienio, 
su antecedente político-legislativo más inmediato viene contenido en el Real
Decreto-Ley 4/1981, de 27 de febrero, sobre modificación de los requisitos
para formar los órganos de Gobierno de los entes preautonómicos, por el que
a partir de su promulgación no sería necesaria la condición de miembro de las
Cortes Generales para ser presidente o formar parte de los distintos órganos de
Gobierno de los entes preautonómicos, y la renuncia que consecuentemente 
y en atención únicamente al contenido de dicho Real Decreto-Ley, formularan
ante el Pleno de la Diputación General de Aragón, con fecha 9 de marzo de
1981, el presidente de la Diputación General de Aragón, Juan Antonio Bolea
Foradada; el vicepresidente, Alberto Ballarín Marcial; el secretario general, José
Ángel Biel Rivera, y los consejeros José Luis Moreno Pérez Caballero, Manuel
Tisaire Buil, Antonio Jimeno Lahoz y Manuel Fábregas Giné. 

Comoquiera que la composición de la DGA era monocolor, ya que desde un
año antes el PSOE había abandonado su participación en la misma, corres-
pondía a la UCD elegir los candidatos para cubrir los puestos vacantes y en
concreto el de presidente. Por acuerdo del Comité Regional de Unión de Cen-
tro Democrático en Aragón fui designado candidato y el 9 de mayo de 1981 el
Pleno de la Diputación General de Aragón me eligió presidente y tomé posesión
el mismo día en presencia, entre otras personalidades y autoridades, de los mi-
nistros señores Martín Villa y Ordóñez. 

En mi discurso de toma de posesión manifesté, entre otras cosas, que había
asumido una responsabilidad personal y política; que «la Diputación General de
Aragón, como órgano preautonómico con autonomía provisional en manifesta-
ción de la propia Constitución, no puede entenderse desconexa del resto del
sistema de las Autonomías del Estado», y «porque el modelo autonómico es un
sistema de distribución de competencias, de organización territorial»... «No son
momentos de brillantez, son momentos de esfuerzo y de trabajo, puesto que la
Autonomía provisional requiere fundamentalmente un proceso de clarificación,
equiparar el vagón de la preautonomía para que, en su momento pueda en-
gancharse fácilmente a la Autonomía ya definitiva». «Y este proceso de clarifi-
cación pasa por aceptar que la preautonomía es una Administración pública, es
una nueva forma de Administración, de Administración Regional, que debe te-
ner respeto al resto de las Instituciones...». 

«... que las decisiones fundamentales de las instituciones políticas que, en defi-
nitiva, los partidos políticos deben de adoptar, deben ser respaldadas y apoya-
das por la Diputación General como Órgano Ejecutivo».
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«La persona del mundo urbano o del mundo rural es la que nos debe guiar en
nuestra acción de administración...».

Que mi propósito era «formular al Consejo de la Diputación General de Aragón
una ordenación jurídica administrativa de la misma al objeto de estructurar una
auténtica Administración Pública».

ORDENACIÓN JURÍDICO-ADMINISTRATIVA 
DE LA DIPUTACIÓN GENERAL DE ARAGÓN 

Como consecuencia de lo señalado anteriormente se promulgó el Decreto de 
18 de mayo de 1981 de ordenación jurídico-administrativa de la Diputación
General de Aragón, que sin olvidar el carácter aún provisional del Ente Preauto-
nómico suponía un esfuerzo por sentar las bases del funcionamiento de una
futura Administración regional objetiva, eficaz, poco costosa y próxima al ciu-
dadano. 

Para la consecución de este objetivo era imprescindible que el embrión de esa
futura Administración autonómica respondiera a un conjunto de principios con-
dicionantes de toda Administración pública moderna y democrática: 

1. La conveniente separación entre la función política y la función administrativa. 

2. Conforme indica el artículo 103 de la Constitución, la sujeción a los princi-
pios de «eficacia, jerarquía, descentralización y desconcentración».

3. Evitar la creación de estructuras orgánicas inflacionistas y alejar la tentación
de la duplicación burocrática, de tal modo que en cada momento la dimen-
sión de la organización sea fiel reflejo de las competencias administrativas
que realmente se ejerzan. 

4. Creación de una Administración abierta aproximando en la mayor medida
posible la acción administrativa al administrado. 

Conforme a estos principios debían efectuarse una serie de correcciones y
modificaciones de las disposiciones sobre organización y funcionamiento que
hasta entonces regían el Ente Preautonómico, al objeto de dar un tratamiento
diferenciado a las diversas funciones que debía llevar a cabo la Diputación
General de Aragón, teniendo en cuenta, de un lado, la de impulso del proceso
autonómico por los órganos políticos del Ente Preautonómico, y de todas aque-
llas actuaciones de interés para Aragón, y de otro, el normal y cotidiano ejerci-
cio de las competencias administrativas recibidas de la Administración General
del Estado. 
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Se reducían a tres el número de departamentos de carácter ejecutivo: Agricul-
tura, Acción Territorial y Urbanismo y Transportes y Turismo. 

La importante función presupuestaria e interventora se atribuía a la Vicepresi-
dencia, órgano hasta entonces desprovisto de auténticas funciones sustanti-
vas, a la que se otorgaba una misión de mayor participación y responsabilidad. 

La Secretaría General venía a configurarse como una pieza clave en la labor de
organización y coordinación de actuaciones en orden a la creación de una
Administración regional inspirada en los principios antes indicados. 

Hay que destacar que, en aplicación de una mayor eficacia y proximidad de los
órganos de gestión a los administrados, era importante el papel que debían
desempeñar los presidentes de las diputaciones provinciales aragonesas, como
consejeros de la Diputación General de Aragón, en aquellas funciones relacio-
nadas con las corporaciones locales, como es el caso de las comisiones pro-
vinciales de Urbanismo y de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peli-
grosas. 

No podía olvidarse finalmente la importante labor que el máximo órgano de
Gobierno regional podía y debía llevar a cabo en otras variadas cuestiones de
interés para Aragón y para las que el Consejo de Gobierno, por sí mismo o a
través de su presidente, podía encomendar a determinados consejeros. 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ARAGÓN.
DIPUTACIÓN GENERAL DE ARAGÓN

El Congreso de los Diputados y el Senado aprueban, con fechas 16 de julio y 
28 de julio de 1982 respectivamente, la Ley Orgánica 8/1982, de 10 de agosto,
de Estatuto de Autonomía de Aragón, sancionada por S.M. el Rey el 10 de
agosto de dicho año en el palacio de Marivent de Palma de Mallorca, con el
refrendo del presidente del Gobierno, Leopoldo Calvo Sotelo. 

Tres días después, el 13 de agosto, tuve una entrevista con el ministro de
Administración Territorial, Luis Cosculluela, en la que me anunció su publicación
en el «BOE» del próximo 16 de agosto, como así se verificó en el número 195
de dicho «Boletín»; asimismo se abordaron temas de carácter político y admi-
nistrativo, lógicos en el inicio de una nueva etapa política, histórica para Aragón. 

Con arreglo a las previsiones estatutarias se procedió a la constitución de la
Asamblea Provisional de la Comunidad Autónoma de Aragón y a la elección de
su presidente en la persona de Aurelio Biarge López (UCD-Huesca), presidente
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de la Diputación Provincial de Huesca, así como en la de los vicepresidentes pri-
mero y segundo en la de José Ángel Biel Rivera (UCD-Teruel) y Andrés Cuarte-
ro Moreno (PSOE-Zaragoza), y la de los secretarios primero y segundo en la de
don Vicente Calatayud y Ponce de León (UCD Zaragoza) y Francisco Pina
Cuenca (PSOE-Huesca), por parte de los partidos políticos. 

Aunque no era mi propósito presentar mi candidatura a la Presidencia de la
Comunidad Autónoma, lo cierto es que tras varias consultas y entrevistas polí-
ticas accedí a ello y obtenido el respaldo de mi grupo político la UCD presentó mi
candidatura ante la Asamblea Provisional. 

Constituida la misma en el emblemático palacio de la Lonja de Zaragoza, fui ele-
gido presidente de la Comunidad Autónoma de Aragón el 27 de septiembre de
1982 tras la celebración de la sesión de investidura, con las intervenciones de
los portavoces de los diferentes partidos políticos, tras pronunciar mi discurso
de investidura, como recogen las crónicas de la época. 

Publicado el Real Decreto 2515/1982, de 30 de septiembre, de mi nom-
bramiento por S.M. el Rey, tomé posesión, como primer presidente de la Co-
munidad Autónoma de Aragón, el sábado 16 de octubre de 1982, en otro em-
blemático edificio como es el palacio de los condes de Sástago. Como se
señaló en su momento fue un acto sencillo en un marco a la vez que solemne,
severo y austero, con asistencia del ministro de Administración Territorial en
representación del Gobierno de España y autoridades provinciales y locales de
Zaragoza, Huesca y Teruel, así como del presidente de la Diputación Foral de
Navarra y otras representaciones. 

A continuación tomaron posesión los consejeros del primer Gobierno auto-
nómico de Aragón que acababa de designar: José María Hernández de la Torre
en Gobernación, Francisco Bono Ríos en Economía y Hacienda, Sergio Campo
Rupérez en obras Públicas y Transportes, Juan Antonio Martínez Gutiérrez en
Agricultura y Ganadería,Juan Antonio de Andrés y Rodríguez en Sanidad, Tra-
bajo y Acción Social, y José Antonio Armillas en Cultura y Educación. 

Pocos días después tuve el alto honor de asistir, en mi condición de presiden-
te de la Comunidad Autónoma de Aragón, entre otros, a dos acontecimientos
importantes en la vida de Aragón: la primera visita de Su Santidad el Papa Juan
Pablo II, que levantó una gran expectación y a quien tuve el privilegio de recibir
a pie de helicóptero en el Campus Universitario de Zaragoza, ostentando no
sólo la suprema representación de Aragón sino la ordinaria del Estado en este
acto, y la inauguración por Su Majestad el Rey Don Juan Carlos I de la factoría
de la General Motors en Figueruelas, que tanta incidencia positiva tuvo y sigue
teniendo en la Comunidad Autónoma de Aragón. 
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El primer acuerdo del Gobierno aragonés, a los dos días de mi nombramiento,
fue la aprobación, mediante Decreto 72/1982, de 18 de diciembre, de la Dipu-
tación General, del Reglamento de Ordenación Jurídico-Administrativa y Finan-
ciera de la Diputación General de Aragón, exponente, una vez más, de mi pre-
ocupación por la importancia que el buen funcionamiento de la estructura
político-administrativa tenía para la Administración autonómica. 

En su Exposición de Motivos se señalaba textualmente: 

Constituidas de conformidad con la Disposición Transitoria Segunda y el ar-
tículo 23.2 del Estatuto de Autonomía, la Asamblea Provisional de la Co-
munidad Autónoma aragonesa y la nueva Diputación General de Aragón,
se hace preciso que por ésta se regulen los aspectos fundamentales de su
ordenación jurídico-administrativa y financiera por una Disposición que pue-
da servir de base para el posterior desarrollo normativo de las cuestiones
relacionadas con la organización y funcionamiento del Ente Autonómico. 

Careciendo la Asamblea Provisional de competencias legislativas que el
Estatuto de Autonomía reserva a las Cortes de Aragón, es necesario que
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determinadas materias que en su día deberán ser objeto de leyes arago-
nesas se regulen de modo provisional por la Diputación General en el
ejercicio de la potestad reglamentaria que le reconoce el artículo 23.1 del
Estatuto. 

Por ello, en el presente Reglamento reciben tratamiento normativo, por
una lado, cuestiones que el Estatuto integra en la reserva de ley, cuya
efectividad está condicionada a la elección de las primeras Cortes de
Aragón, y por otro lado, materias que pertenecen al ámbito natural de in-
cidencia de la potestad reglamentaria que podrán en el futuro ser regu-
ladas también por normas de este carácter. 

Asimismo y para prever contingencias, que en todo momento se pueden dar y
más en situaciones difíciles, el artículo 3 –al regular las facultades del presidente–
incluía la siguiente: «d) Designar un Consejero para que le sustituya en los casos
de dimisión, fallecimiento, ausencia, enfermedad o impedimento temporal; en de-
fecto de dicha designación le sustituirá el que más tiempo lleve perteneciendo a
la Diputación General o, en igualdad de condiciones, el de más edad».

En el ámbito nacional el 28 de octubre se produce en España un aconteci-
miento significativo, el amplio y rotundo triunfo electoral del PSOE en las elec-
ciones generales y la designación de Felipe González como presidente del
Gobierno de la nación. 

A partir de ese momento la vida política aragonesa entró en una difícil dinámi-
ca cuyo análisis no procede abordar en este momento; confío que tiempo y
lugar habrá para ello. Lo cierto es que el 26 de noviembre de dicho año, tras
una reflexión política y personal en la que valoré circunstancias y comporta-
mientos políticos que ya arrancaban del momento mismo de la sesión de in-
vestidura, tomé la decisión de presentar mi dimisión. 

Juzgué desde mi perspectiva personal y ante la situación política existente, que
era preciso un cambio que hiciera reflexionar en orden a la adecuada estabili-
dad política, por encima de intereses partidistas y electorales, en un momento
clave en que la autonomía aragonesa iniciaba su andadura institucional. 

En el R.D. 3574/1982, de 14 de diciembre, se disponía mi cese a petición pro-
pia agradeciéndoseme los servicios prestados. 

Así finalizaba, por decisión propia y personal, una etapa apasionante e ilusio-
nante de mi vida política al servicio de Aragón y de España. 

Al redactar estas líneas he procurado cumplir las oportunas indicaciones mani-
festadas por la Asociación de ex Parlamentarios de las Cortes de Aragón, «de
no reproducir ningún tipo de debate ya pasado» y confío haberlo logrado. 
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Para terminar me voy a permitir una reflexión personal y puntual. Los dos acon-
tecimientos solemnes de la nueva autonomía aragonesa se celebraron en el
palacio de la Lonja y en el de los condes de Sástago de Zaragoza. Para mí, des-
de mis principios municipalistas y mis afectos personales, ambos edificios tenían
un gran significado: 

El palacio de la Lonja pertenecía y pertenece al Ayuntamiento de Zaragoza,
capital del viejo «Reyno de Aragón», y de la reciente autonomía aragonesa, y
además el alcalde de esta ciudad era en aquel momento Ramón Sáinz de
Varanda, gran amigo mío desde hacía muchos años y del que siempre guardaré
un inmejorable recuerdo. Desde partidos diferentes, desde la misma vocación
política «con mayúsculas» y desde nuestros esfuerzos por el bien común, nues-
tra sintonía y afecto personal allanaron dificultades y creo firmemente que fue,
en lo fundamental, beneficioso para ese bien común. 

A su vez el palacio de los condes de Sástago pertenecía y pertenece a la
Diputación Provincial de Zaragoza, desde que, durante mi presidencia, lo ad-
quirió la Corporación provincial. Y en mi toma de posesión como presidente de
la Comunidad Autónoma de Aragón celebrada en el mismo, estaban represen-
tadas las tres diputaciones provinciales aragonesas por sus presidentes, Aurelio
Biarge, de Huesca, que además era presidente de la Asamblea Provisional de
Aragón; Román Alcalá, de Teruel, y Fernando Pelijero de Zaragoza, quien me
acababa de sustituir en la Presidencia de la Diputación Provincial de Zaragoza
y que me acompañaban en la presidencia de dicho acto. 

El Ayuntamiento de Zaragoza y las diputaciones provinciales (Ayuntamiento de
ayuntamientos) de Zaragoza, Huesca y Teruel, estaban presentes en mi filoso-
fía municipalista de la autonomía aragonesa.
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Memoria personal de setenta y cinco días 
de Gobierno autonómico aragonés

José María Hernández de la Torre y García

El pórtico de estas palabras ha de ser necesariamente un recuerdo emociona-
do a Manuel Giménez Abad, que fue mi introductor en la Diputación General de
Aragón. Funcionario, como yo, del Cuerpo Técnico de Administración Civil del
Estado (hoy de Administradores Civiles del Estado), aunque de posterior pro-
moción, con él contacté en 1981, cuando decidí intentar el regreso a mi tierra
tras quince años de destinos profesionales fuera de Zaragoza, la mitad de ellos
como gerente de la Universidad de Santander (ahora de Cantabria), cargo que
por entonces desempeñaba. El incipiente y –todavía un tanto vacilante– proce-
so de instauración de las autonomías parecía ocasión propicia para mi traslado
a la tradicionalmente super solicitada plaza que era mi ciudad natal, vistas las
reticencias que mostraban en su mayoría los funcionarios estatales a incorpo-
rarse voluntariamente a las nuevas organizaciones en ciernes.

Debo advertir, antes de nada, que carecía por completo de vinculaciones de
partido, aunque mantenía ciertas y antiguas relaciones de amistad personal con
algunas de las personas que por entonces ostentaban relevancia en el ámbito
de la política aragonesa, pero en todo caso los orígenes y rasgos de esas amis-
tades no eran de naturaleza política. Tal falta de adscripción partidaria se debía
tanto a mi larga ausencia como a mi sentido –no necesariamente compartible–
del deber de imparcialidad de mi oficio funcionarial; pero no debe entenderse
como desinterés por el desarrollo de los acontecimientos políticos, sobre todo
en aquellos tiempos apasionantes de la transición y de la construcción de un
nuevo sistema constitucional. La verdad es que seguía con detalle la evolución
del proceso, quizá con un cierto regusto de ver pasar la Historia: mi segunda li-
cenciatura universitaria –tras la de Derecho– era en Ciencias Políticas y estaba
ya terminando también la de Historia. De todas maneras la advertencia viene a
cuento de que soy consciente de que mi participación en el primer Gobierno de
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la Comunidad Autónoma de Aragón fue circunstancial –aunque eso sí, en un
momento crítico del nacimiento de nuestra autonomía–, fugaz e independiente,
por lo que la memoria de aquellos días que voy a tratar de plasmar en estas pá-
ginas poco de importancia podrá aportar en un trabajo como el que la enmar-
ca y en el que la inclusión me honra.

*    *    *
Con la ilusión de contribuir en la modesta medida de mi capacidad profesional
a la puesta en marcha de la Administración aragonesa, tomé posesión en el
Ente Preautonómico, en comisión de servicios, el día 23 de junio de 1982 y el
5 de julio la Comisión de Gobierno me nombró jefe del Servicio de Organización
Administrativa y Función Pública, creado expresamente, en la estructura de la
Secretaría General Técnica. 

Poco después, el 27 de julio, el Estatuto de Autonomía fue aprobado por las
Cortes Generales. Entraba en vigor el 9 de septiembre y daba un plazo máximo
de treinta días desde esa fecha para que fuese constituida la Asamblea Provi-
sional regulada en su disposición transitoria segunda, la cual debería funcionar
hasta la constitución de las Cortes tras las elecciones autonómicas de la
siguiente primavera y había de estar a su vez formada con arreglo a los resul-
tados de las últimas elecciones legislativas generales en las provincias arago-
nesas. Se señaló la fecha del 21 del mismo mes y el solemne acto tuvo lugar
en la Lonja, donde los sesenta y seis parlamentarios que componían la Asam-
blea (34 de la UCD, 22 del PSOE, 4 del PCA-PCE, 3 del PAR y 3 del AP) eligieron
presidente a Aurelio Biarge, quien inmediatamente puso en marcha los trámites
de la elección del primer presidente de la Comunidad Autónoma. 

La sesión de investidura quedó convocada para el casi inmediato día 27. 
La UCD nominó candidato a Gaspar Castellano y de Gastón, quien para ello
hubo de dimitir previamente de la Presidencia del Ente Preautonómico, que os-
tentaba desde año y medio antes, y renunciar además a la de la Diputación Pro-
vincial de Zaragoza –de la que también era titular– ya que la posibilidad de si-
multanear ambos cargos durante la etapa pre se convertía en incompatibilidad
en la autonómica.

La investidura se celebró también en la Lonja y Gaspar Castellano quedó elegi-
do presidente por la mayoría absoluta de los votos de su partido. Con esto y de
acuerdo con lo dispuesto en el apartado 7 de la disposición transitoria segunda
del Estatuto, quedaba disuelto el Ente Preautonómico y comenzaba, por lo tan-
to, la historia de la Comunidad Autónoma de Aragón. El Real Decreto del nom-
bramiento de su primer presidente se publicaría en el «Boletín Oficial del Estado»
el 7 de octubre.
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El jefe de la Asesoría Jurídica (Juan Antonio García Toledo), Manuel Giménez
Abad, que era el secretario general técnico, y yo recibimos el encargo presi-
dencial de redactar un borrador de Reglamento de la Institución hasta que las
futuras Cortes legislaran sobre la materia (he de recordar que la Asamblea Pro-
visional ejercía funciones representativas y facultades de control del Ejecutivo
pero carecía de potestad legislativa), para lo que el propio presidente, en una
reunión de trabajo convocada para ello, nos transmitió algunas indicaciones.
Debo advertir que hasta ese momento yo únicamente había mantenido con Cas-
tellano un breve encuentro de saludo protocolario a los pocos días de mi llega-
da y no existía entre nosotros más relación personal. Por eso me sorprendió re-
cibir una tarde el aviso de bajar yo solo a su despacho para una entrevista.

Me planteó el asunto con pocos preámbulos: quería que yo formara parte del
Gobierno que estaba componiendo y que había de regir la recién creada auto-
nomía aragonesa hasta la toma de posesión del que derivara de las elecciones
a las Cortes de Aragón de la primavera siguiente. Aduje inmediatamente mi
condición de funcionario profesional sin aspiraciones de actuación política y mi
falta de afiliación al partido que había de gobernar, así como mi carencia de
contactos y de colaboradores para formar equipo, y que en todo caso se po-
drían encontrar en la casa personas con mejores méritos que yo para cargo tan
relevante. Me contestó que esto último era él quien lo juzgaba y me prefería a
mí por mi currículum, que había examinado y le parecía que daba el perfil que
buscaba para consejero de Gobernación; en cuanto a las otras objeciones me
explicó que en las especiales circunstancias transitorias en que el Gobierno
había de actuar prefería que fuera menos de personalidades de partido que de
independientes técnicos o expertos en diversas áreas de la Administración
Pública, ya que de lo que se trataba era precisamente de preparar y gestionar
ésta con la mayor neutralidad posible con vistas a la llegada al Gobierno, unos
meses después, del partido ganador de las elecciones autonómicas, con man-
dato ya para una legislatura normal. Comprendí su proyecto porque yo enten-
día también que si en algún momento excepcional puede estar justificado un
Gobierno tecnocrático éste era el caso. No obstante le pedí tiempo para con-
siderar el ofrecimiento y él me concedió el plazo de unos pocos días a la vez
que apelaba a mi aragonesismo para que aceptase.

Acepté, claro, porque nunca he sido proclive a eludir responsabilidades y no en-
contraba razones suficientes para negarme al muy honroso compromiso que se
me pedía al servicio de mi tierra, en tareas afines –en otro nivel– a las de mi ofi-
cio y en las que podía considerarme en cierta manera experto. Deseché el
temor a las inciertas consecuencias que mi decisión pudiera acarrear en un
futuro para mi carrera profesional porque, al fin y al cabo, para colaborar en el
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establecimiento de la Administración de la Comunidad Autónoma había dado el
paso de trasladarme a Aragón, y en cuanto a una hipotética carrera política a
nadie se le debe ocultar que la aceptación del encargo en aquel momento –y
más si se tiene en cuenta la visible descomposición de la UCD– era la mejor ma-
nera de abortarla, por lo que al no albergar yo la menor intención de seguirla en
el porvenir pude esquivar las asechanzas de una prudencia excesiva.

Así que en medio de la sorpresa general –puesto que la noticia no se había
filtrado– la tarde del 14 de octubre aparecí encabezando la lista de consejeros
que facilitó oficialmente Gaspar Castellano para componer con él la primera
Diputación General de Aragón autonómica. Junto a mí iban Francisco Bono, Eco-
nomía y Hacienda; Sergio Campo, Obras Públicas y Transportes; Juan Antonio
Martínez, Agricultura y Ganadería; Eduardo Aguilar, Industria, Comercio y Turismo;
Juan Antonio Andrés, Sanidad, Trabajo y Acción Social, y José Antonio Armi-
llas, Cultura y Educación. Tan sólo Aguilar y Andrés pertenecían a la UCD y
ambos habían sido consejeros preautonómicos en la etapa precedente. Debo
señalar el dato anecdótico de que yo he sido, hasta ahora, el único consejero
de Gobernación de la Diputación General de Aragón.

*    *    *
La toma de posesión se produjo, de manera muy solemne, en los salones del
palacio de Sástago el 16 de octubre de 1982, con la presencia de todas las
autoridades y de varios ministros del Gobierno español, y los consejeros que-
damos convocados para celebrar en la mañana del siguiente lunes, 18 de
octubre, la primera reunión del Consejo de Gobierno. En ella se procedió al
debate del Reglamento de Ordenación Jurídico-Administrativa y Financiera que
yo presentaba, el cual quedó aprobado, con rango de Decreto, en los términos
en que había sido redactado. Adoptamos criterios para estructurar orgánica-
mente las consejerías –todavía no se llamaban departamentos, denominación
introducida por Ley de 1983– en la forma más escueta posible, que no impli-
cara aumento de gasto en relación con las dotaciones disponibles. Se decidió
también la frecuencia semanal para las reuniones del Gobierno y se me desig-
nó secretario del Consejo. El día 20 de octubre el Real Decreto de nombra-
miento del presidente y los decretos de Presidencia nombrando a los consejeros,
así como el Decreto aprobatorio del Reglamento de Ordenación, aparecieron
publicados en lo que, por razón de la nueva situación autonómica, ya no era 
el Boletín Oficial de la Diputación General de Aragón sino el Boletín Oficial de
Aragón.

Mis atribuciones como consejero de Gobernación se ceñían –por eso había
aceptado el cargo– a los asuntos de coordinación normativa, organización,
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régimen jurídico y funcionamiento de la Administración autonómica y a las rela-
ciones con las entidades locales aragonesas, a lo que se añadían provisional-
mente las materias de deportes y juventud, cuyos servicios habían sido recien-
temente traspasados. Me limité a hacer algunas necesarias adaptaciones en la
organización de la preautonómica Secretaría General para convertirla en Con-
sejería de Gobernación, a confirmar en sus anteriores cometidos a quienes ve-
nían desempeñándolos, a proponer una sencilla estructura administrativa para
el incipiente Centro de Proceso de Datos y a la gestión ordinaria de los asuntos
de mi incumbencia.

A lo largo de octubre aprobamos en Consejo, además de los necesarios nom-
bramientos, otros varios asuntos relativos a la distribución entre las consejerías
de las competencias ya asumidas, a la forma que deberían adoptar las dispo-
siciones de los distintos órganos según su rango y a la autorización del proyecto
del Plan Económico Regional (PER). También se acordó la formación de la par-
te aragonesa de la Comisión Mixta de Transferencias, que según la disposición
transitoria sexta del Estatuto de Autonomía debería constituirse en el plazo de
un mes a partir de la toma de posesión de la primera Diputación General de
Aragón, lo que no había podido cumplirse por estar a punto de cesar el Go-
bierno de Calvo Sotelo; a la vista de la situación política decidimos la participa-
ción de los partidos representados en la Asamblea Provisional y quedamos de-
signados, para formar la representación del Gobierno de Aragón, los consejeros
de Gobernación, Obras Públicas y Sanidad, junto con el director general de Es-
tructuras Agrarias, Justo de Pedro, a los que se añadirían las personas que pro-
pusieran los cuatro grupos parlamentarios.

Entre los últimos días del mes y los primeros del siguiente sucedieron grandes
conmociones: en el orden meteorológico las grandes inundaciones originadas
por las lluvias torrenciales en Cataluña y Levante, que afectaron también muy
duramente a toda la zona oriental de la provincia de Huesca, desde Benasque
hasta Fraga, con desbordamiento del río Cinca en varios puntos, y en el orden
político el contundente –y ya esperado– triunfo del Partido Socialista en las elec-
ciones generales legislativas del 28 de octubre. La catástrofe natural nos im-
pulsó a elaborar un informe detallado sobre la cuantía de los daños y que habría
de elevarse al Gobierno central, titular todavía de las competencias y de los
recursos necesarios para hacer frente a las consecuencias del siniestro.

Un Gobierno que, por cierto, ya lo era en funciones al haber cesado tras la con-
sulta electoral general, cuyo resultado por otra parte suscitó la publicación de
comentarios que ponían en cuestión, por las circunstancias sobrevenidas, la le-
gitimidad de una Diputación General regida por un partido, la UCD, práctica-
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mente desaparecido del mapa político, incluido el de las circunscripciones ara-
gonesas. No era razonable modificar, a la vista de la nueva estructura repre-
sentativa de estas últimas, la composición de la Asamblea Provisional, que se
ajustaba estrictamente a las prescripciones del Estatuto –además de que no
existía la posibilidad política de disolverla, como dictaminó públicamente Ángel
Cristóbal Montes, diputado entonces del Grupo Socialista–, así que el Gobierno
del que formábamos parte, dentro de su carácter transitorio, era perfectamen-
te legítimo, pero aquellas opiniones de algunos comentaristas de prensa hicie-
ron sin duda mella en el ánimo de Gaspar Castellano, quien tampoco encontró
un apoyo público decidido en los órganos de su propio partido.

Entre tanto los días 5 y 6 de noviembre se producían acontecimientos extra-
ordinarios, como fueron las visitas de los Reyes de España para la inauguración
oficial de la planta de General Motors en Figueruelas y la del Papa Juan Pablo II
en su viaje por España, que supusieron el primer gran reto protocolario origina-
do por la existencia de la Diputación General como Gobierno de la Comunidad
Autónoma y en cuya adecuada solución –la preeminencia sobre las autoridades
tradicionales de las tres provincias– pusimos todo nuestro empeño, porque al
margen de lo anecdótico nos pareció importante como una afirmación pública
rotunda de la incipiente institución autonómica, poco conocida aún por la
población en general y quizá deliberadamente desconocida por algunos que se
resistían a asumir el nuevo sistema de poderes.

Noviembre fue también el mes de las especulaciones sobre la actitud del presi-
dente Castellano a la vista del escenario político nacional. Gaspar no nos co-
municó sus dudas durante ese período, pero el día 25 me ordenó convocar con
urgencia para el día siguiente una reunión extraordinaria de la Diputación
General. En la mañana del 26 de noviembre, diez minutos antes de la hora fija-
da para el Consejo, me llamó a su despacho para decirme que yo iba a tener
que asumir altas responsabilidades porque él había decidido dimitir y a mí me
correspondía sustituirle. Aunque yo ya había pensado en esa eventualidad no
dejó de sorprenderme ver ante mí de hecho la situación con toda su trascen-
dencia y sus implicaciones. Le pregunté si su decisión era irrevocable y le rogué
que la reconsiderase, pero me dijo que la resolución había sido largamente me-
ditada y era firme. Sugerí que habría sustituto mejor entre los demás consejeros,
a lo que adujo que me consideraba el más idóneo, no sólo por mi condición de
independiente sino también por las funciones generales de mi Consejería y por
ser ésta la primera en el orden protocolario. 

Reunidos ya en Consejo el presidente dio cuenta de su decisión de dimitir del
cargo por razones de responsabilidad política y de dignidad personal, lo que ya
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había comunicado a S.M. el Rey y trasladaría inmediatamente a la Asamblea
Provisional. Recordó que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 27 del
Estatuto de Autonomía, la Diputación General cesa automáticamente con la
decisión de su presidente para continuar en funciones hasta la toma de pose-
sión del nuevo y rogó a todos los consejeros la permanencia en sus cargos para
garantizar la gobernabilidad de la Comunidad Autónoma durante ese período,
responsabilidad que fue expresamente asumida por todos y cada uno de los
consejeros en contra de sus deseos de dimitir junto con el presidente. A conti-
nuación se tomó conocimiento del Decreto de la Presidencia de 26 de noviem-
bre de 1982, por el que, «de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.o, d),
del Decreto 72/1982, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento
de Ordenación Jurídico-Administrativa y Financiera de la Diputación General de
Aragón, se designa consejero sustituto para los supuestos previstos en dicho
precepto al consejero de Gobernación». Entre dichos supuestos figuraba de
manera explícita el de la dimisión del presidente. Por mi parte, solicité y obtuve
el asentimiento personal de todos los miembros del Consejo que yo habría de
presidir en lo sucesivo. Aquella misma tarde Gaspar Castellano dio a conocer
en rueda de prensa su decisión y el encargo que me confiaba.

*    *    *

He aquí cómo las circunstancias –que me hubiera sido imposible imaginar
siquiera sólo dos meses antes– me colocaban en la cúpula política de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón, en el lugar correspondiente a su máxima autoridad
–aunque por entonces eso fuera todavía más teórico que real por la escasez de
competencias y de presupuesto–, pero asumí la alta responsabilidad con plena
conciencia de lo frágil de la situación y del riesgo de no saber estar a la altura
del reto. Se trataba de una etapa sumamente delicada que mis compañeros de
Gobierno y  yo nos aprestamos a cubrir con voluntad de trabajo serio y discre-
to. En la primera reunión de la Diputación General bajo mi presidencia, que tuvo
lugar el lunes 29, insistí en que habríamos de actuar como un equipo coheren-
te y sin fisuras, dejando de lado cualquier actitud de carácter individual o –en mi
caso– presidencialista, y elaboramos un comunicado que hicimos llegar por los
procedimientos habituales a la opinión pública en los siguientes términos: 

1. El Estatuto de Autonomía de Aragón establece en su artículo 27,
apartado segundo, que, dimitido el Presidente y en tanto se cumplan
los mecanismos sustitutorios, la Diputación General cesante conti-
nuará en funciones hasta la toma de posesión de la nueva.
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2. Los Consejeros asumen unánime y solidariamente la responsabilidad
de mantenerse en sus puestos para hacer posible la gobernabilidad
de la región aragonesa durante este período.

3. La Diputación General en funciones garantiza a los aragoneses el funcio-
namiento de la gestión ordinaria de la Institución y de sus servicios.

4. Los Consejeros manifiestan su profunda preocupación por la situa-
ción política planteada y que ha motivado la dimisión del primer Pre-
sidente de la Comunidad Autónoma de Aragón.

5. La Diputación General en funciones acuerda, en consecuencia, dirigir
un llamamiento a la responsabilidad y solidaridad de todos los parti-
dos políticos de la región para resolver, a la mayor brevedad posible,
la actual problemática y en orden a consolidar nuestra autonomía con
la convicción de que es el instrumento idóneo para satisfacer las legí-
timas aspiraciones del pueblo de Aragón.

Nos fijamos para el incierto plazo de nuestra función un triple objetivo: acentuar
al máximo la presencia pública y oficial de la Institución pero sin usurpar un pro-
tagonismo personal improcedente, garantizar la normalidad del funcionamiento
de la Diputación General y de todos los órganos administrativos que de ella de-
pendían pero sin tomar decisiones cuya trascendencia pudiera comprometer in-
debidamente la acción del futuro equipo gobernante, y urgir de los partidos con
representación parlamentaria la rápida y correcta solución de la crisis, pero
manteniendo hasta entonces con templada firmeza las riendas del Gobierno de
la Comunidad Autónoma, evitando todo vacío de poder durante el interregno.

Creo que los objetivos se cumplieron porque a la voluntad de quien me ejerció
tan coyuntural presidencia se unió la contribución de todos: la expectante com-
prensión de las fuerzas políticas, la actitud moderada y respetuosa de los me-
dios informativos, el disciplinado y eficiente comportamiento del personal de la
Administración autonómica en todos sus niveles, la leal y unánimemente esfor-
zada colaboración de los consejeros y la serenidad del pueblo aragonés, que
vio superarse sin sobresaltos la delicadísima situación jurídico-política por el or-
denado funcionamiento de las recién estrenadas instituciones de autogobierno
y las previsiones del Estatuto de Autonomía.

(Necesito señalar que no ignoraba que la sustitución no me convertía en verda-
dero presidente, por eso no firmé nunca –creo– como tal –aunque así fuese
denominado por quienes se dirigían a mí– sino como consejero de Gobernación
en funciones de presidente, como tampoco ocupé el despacho presidencial ni
requerí los servicios de escolta).
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Desde el primer momento me puse en contacto con los líderes de los partidos
de la oposición en la Asamblea Provisional para asegurarles la neutralidad de mi
gestión mientras durase y la voluntad de contar con ellos en el supuesto de que
se presentara la necesidad de adoptar alguna medida de alcance político tras-
cendente. Me pareció también obligada cortesía visitar a las principales autori-
dades. Por lo demás la asistencia representativa a numerosos actos públicos
de diversa índole (en la Universidad, en la Academia General Militar, en el Ayun-
tamiento de Zaragoza, en la Cruz Roja de Huesca, etc.), la atención a los con-
tinuos requerimientos de los medios de comunicación, la reunión semanal de la
Comisión de Directores Generales –que puse en marcha para coordinar y ase-
gurar la continuidad de la gestión administrativa y el estudio previo de los asun-
tos del Consejo de Gobierno, que también mantuvo esa frecuencia–, los con-
tactos con la Mesa de la Asamblea Provisional…, apretaron mi agenda de
diciembre. En la que también tuvo su lugar la visita de una delegación de la Co-
misión de Juristas, a la que se confirmó el encargo preautonómico de elaborar
una Compilación del Derecho Civil de Aragón.

Celebramos –por primera vez en la Diputación General de Aragón– la fecha de
la Constitución con un sencillo acto académico, que presidí a mi regreso de
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Madrid, donde por la mañana había asistido como invitado a la solemne re-
cepción en el Palacio del Congreso de los Diputados. El mismo día –que aún
no era festivo– en reunión de la Asamblea Provisional el diputado –entonces–
del PSOE Ángel Cristóbal Montes había promovido un incidente mediante el
que cuestionaba la legitimidad de la Diputación General en funciones por en-
tender que el presidente dimitido debería continuar en su puesto, en aquella
misma condición, hasta ser relevado por el que fuera investido para sucederlo,
sin poder ser sustituido por ningún consejero, de manera que todos los actos
del Gobierno que yo presidía podían ser radicalmente nulos en derecho. Por
nuestra parte entendimos –después de contrastarlo con la Asesoría Jurídica–
que la sustitución por el consejero de Gobernación en caso de dimisión del pre-
sidente estaba expresamente prevista en las disposiciones vigentes, al amparo
de un Decreto que no había sido impugnado ni objeto de reparo alguno por
parte de la Asamblea Provisional ni de ninguno de los integrantes, por lo que
existía cobertura normativa suficiente. Podría decirse que se trataba de una nor-
ma poco frecuente por ser la regla general la permanencia en funciones de los
presidentes dimisionarios, pero ello no invalidaba la norma ni su vigencia, por-
que no puede sostenerse la obligatoriedad radical de tal permanencia personal
–hay causas de cese que la hacen obviamente imposible-, luego no ha de en-
tenderse que se trate de requisito esencial, sino tan sólo de regulación usual.

Era necesario dejar esto bien claro para evitar cualquier alarmismo acerca de la
validez de los acuerdos de mi Gobierno, así que en la reunión del 10 de
diciembre, tras detenido análisis del tema, decidimos redactar un nuevo comu-
nicado público con el texto siguiente: «como consecuencia de la cuestión de
orden planteada en la reunión de la Asamblea Provisional, la Diputación Gene-
ral de Aragón ha analizado su posible repercusión en la opinión pública, y quie-
re dejar constancia de que en todo momento sus actuaciones administrativas
están apoyadas en la legalidad vigente, y en tal sentido se manifiestan los in-
formes técnicos de los expertos jurídicos de la Diputación General de Aragón.
Al mismo tiempo, los Consejeros reiteran su deseo de que los partidos políticos
representados en la Asamblea Provisional resuelvan pronto y satisfactoriamen-
te la actual situación de transitoriedad política».

La resolución se produjo mediante el acuerdo de la ejecutiva regional de la UCD
de designar candidato a la presidencia a Juan Antonio Andrés Rodríguez, lo que
nos pareció lógico ya que se trataba de uno de los dos únicos militantes del
partido que ya estaban en el Gobierno, por lo que en la reunión del 17 de
diciembre «la Diputación General en funciones acordó expresar públicamente la
satisfacción de sus miembros al haber entrado la crisis en vías de solución de-
finitiva, lo que garantiza el correcto funcionamiento de las instituciones políticas
aragonesas».
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La investidura se celebró el día 20 de diciembre, en el Paraninfo del edificio de
la antigua Facultad de Medicina y Ciencias, y Juan Antonio Andrés quedó ele-
gido con los treinta y cuatro votos de la UCD y la abstención de todos los
demás grupos, siendo fijada para el día 30 la toma de posesión.

Entre tanto, el día 14, yo había acudido, convocado por el nuevo ministro de
Administración Territorial, Tomás de la Quadra-Salcedo, a un almuerzo en la
sede del paseo de la Castellana con los responsables autonómicos de las
Comisiones de Transferencias para relanzar y coordinar el proceso de traspa-
sos una vez producido el cambio de Gobierno. En entrevista personal con la
secretaria de Estado, María Izquierdo Rojo, repasamos el estado de la cuestión
en la Comunidad aragonesa y acordamos, a sugerencia suya, la fecha del 22
de diciembre para la constitución de la Comisión Mixta prevista en el Estatuto
de Autonomía. A este efecto teníamos el acuerdo de dar participación en la par-
te aragonesa a los grupos políticos de la Asamblea Provisional. Designadas ya
las cuatro personas de la Diputación General de Aragón, solicité de los cuatro
partidos parlamentarios la rápida nominación de sus representantes, para lo
que el PAR propuso a Juan Fernández Portillo, AP a Gonzalo Casas Castellano,
el PCE-PCA a Antonio de las Casas y el PSOE a Alfonso Sáenz Lorenzo, quien
sin embargo fue sustituido por José Antonio Biescas en la sesión constitutiva.

Ésta tuvo lugar, efectivamente, el día 22 y en ella se formalizó la constitución de
la Comisión Mixta de Transferencias y se dio el visto bueno al proyecto de De-
creto por el que se establecen las normas para su funcionamiento y para el tras-
paso de funciones y servicios del Estado a la Comunidad Autónoma de Aragón,
además de acordarse que el método para fijar el porcentaje de participación so-
bre la recaudación de impuestos no cedidos sería el establecido por el Conse-
jo de Política Fiscal y Financiera. También se aprobaron algunos traspasos ya
negociados y se decidió aplazar a julio de 1983 la efectividad de otros sin per-
juicio del compromiso de revisar en todos los casos las valoraciones provisio-
nales efectuadas.

El día 23 de diciembre, tras la última reunión de la Diputación General que pre-
sidí,  fui citado en el despacho de Juan Antonio Andrés. Me explicó que estaba
trabajando en la composición de su Gobierno y que creía necesario hacer
algunos –pocos– cambios en el actual; entre ellos sustituir la Consejería de
Gobernación por otra de Presidencia y Relaciones Institucionales, de perfil más
político y para la que deseaba contar con José Ángel Biel, ya que además
entendía que mis cinco semanas en funciones presidenciales en momentos tan
especiales me habían quemado para tal cargo. Le contesté que me parecía
natural y que tenía perfectamente asumida la provisionalidad de mi mandato,
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pues mi perspectiva no había dejado de ser nunca mi trabajo profesional como
funcionario en la Administración de la Comunidad Autónoma, así que el relevo
no me iba a resultar traumático. Me agradeció la actitud y me ofreció la cartera
de Sanidad, Trabajo y Acción Social que él dejaba; pero las mismas razones
que me habían llevado a aceptar la de Gobernación –la afinidad de sus com-
petencias con mi preparación técnica– me impedían aceptar la que ahora se me
ofrecía –mi escaso conocimiento de los ámbitos competenciales de los que
habría de encargarme–, agradeciéndole, no obstante, la proposición y asegu-
rándole mi completa conformidad a incorporarme a mi puesto en la Consejería
de Presidencia. Creo que le alivió que yo declinara el ofrecimiento, lo que 
le dejaba las manos libres para nombrar a otra persona y como premio de 
consolación –que le reiteré innecesario– me prometió una Dirección General de
Administraciones Públicas (que se crearía expresamente) antes de despedirme,
visiblemente emocionado, con un abrazo.

Aquella misma tarde asistí a mi último acto público como presidente en funcio-
nes, que fue la toma de posesión del primer delegado del Gobierno en Aragón,
el recién nombrado Ángel Luis Serrano.

Para la toma de posesión del nuevo presidente y su Gobierno –que era pareci-
do al anterior pero con mayor proporción de militantes de la UCD, ya que, jun-
to conmigo, cesaba otro independiente, Juan Antonio Martínez, mientras que
se incorporaban, para sustituirnos, José Ángel Biel y Luis Alfonso de Miguel, así
como Vicente Comet en Sanidad y Francisco Seral en Trabajo y Acción Social
por desdoblamiento de la anterior Consejería de Andrés– vino el ministro de Ad-
ministraciones Públicas, a quien, con compañía del presidente in pectore, del
delegado del Gobierno y del alcalde de Zaragoza, Ramón Sáinz de Varanda, re-
cibí en el aeropuerto. 

Tras la ceremonia de la toma de posesión –en una sala del Museo de Bellas
Artes– y coincidiendo con la entrada del nuevo año, me reincorporé a mis
cometidos profesionales, en los que permanezco desde entonces siempre en
puestos del Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales, con fun-
ciones de mayor o menor rango y con el respeto que han dispensado a mi per-
sona y a mi trabajo los sucesivos responsables políticos.

*    *    *

Dos décadas han pasado y ¡cuántas cosas! No era fácil adivinar en aquellos
momentos incipientes las etapas del proceso que nos ha traído, como Comu-
nidad política, a un texto más satisfactorio del Estatuto de Autonomía, a la quasi
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plenitud competencial que supone la asunción de las competencias sanitarias,
de los mil trescientos millones a los casi seiscientos mil de presupuesto y de una
plantilla de menos de tres mil personas a otra de casi cuarenta mil…, de la in-
fancia que va descubriendo las realidades de la vida a la madurez consolidada.

A modo de colofón ¿qué conservo, personalmente, de aquellos setenta y cin-
co días de Gobierno, de aquellas cinco semanas en funciones presidenciales?
Conservo el legítimo orgullo de haber formado parte de la primera Diputación
General autonómica, el primer Gobierno –cronológicamente– de mi tierra. Con-
servo la íntima satisfacción de haber puesto al menos un granito de arena en
los cimientos del edificio político propio de los aragoneses. Conservo la amis-
tad indestructible de mis compañeros de entonces, la cordial relación con mu-
chas personas con las que hube de tratar, la consideración –creo– de quienes
pudieron conocerme a raíz de aquella coyuntura y el recuerdo emocionado
hacia los que han desaparecido. Conservo una lealtad sin límites hacia la Insti-
tución que tan breve pero intensamente tuve el honor de presidir, a la que por
ello me siento indisolublemente integrado cualquiera que sea el equipo gober-
nante que la rija en cada momento. Conservo siempre la ilusión primera del
servicio público por el engrandecimiento de Aragón.
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Segundo Gobierno estatutario 
Juan Antonio de Andrés y Rodríguez

La sucesión de acontecimientos que incluyen nuestro propio devenir o tránsito
produce la sensación subjetiva del tiempo. Y el «yo», jugando con los mecanis-
mos de la conciencia, fija su memoria en determinadas imágenes que ahora,
desgajadas de las causas y escenarios que las predeterminaron, provoca el
recuerdo, probablemente interesado, que pretende. 

Consciente, en consecuencia, de la visión subjetiva de los acontecimientos que
me tocaron vivir en aquella página corta pero intensa de la Historia de Aragón
–diciembre de 1982 a mediados de junio de 1983– intentaré hacer renacer al-
gunos de los hechos que como mínimo cambiaron definitivamente el rumbo de
mi vida. Y me consuela pensar que con ellos se me permitió participar en esta
causa justa, común y entrañable a la que con respeto y cariño llamamos
ARAGÓN. 

ARAGÓN. Viejo reino de ricas raíces y dilatada historia, propia de quien fue ca-
becera de la Corona de Aragón, pero al que con demasiada frecuencia parece
no se le comprende ni interna ni externamente en su consustancial papel de di-
namizador en la cohesión de los territorios y comunidades históricas –entre las
que, al margen de que oficialmente se le reconozca, se encuentra– del Estado
español, hoy empujado ya hacia una nueva forma de organización política den-
tro de la, para nosotros, vieja idea de la Europa Común. 

Volviendo la vista hacia atrás... Recuerdo que... 

Había sido ya definida la idea de acceso de Aragón a su autonomía en los
términos del Acuerdo de Estado suscrito entre UCD y el PSOE a través del ar-
tículo 143 de la Constitución Española. Acuerdo que dio lugar a la aprobación
y publicación en agosto de 1982 de «nuestro Estatuto». 

269



En otro orden de cosas UCD –mi partido– estaba sumida en un proceso de
descomposición interna con los subsiguientes desgajamientos de los social-de-
mócratas de Fernández Ordóñez, de parte de los democristianos y liberales y
con el golpe final de gracia de su escisión básica, al crearse por Adolfo Suárez
el Centro Democrático y Social. Aquella UCD, que tan hábilmente había efec-
tuado la transición política, quizá agotada por ese mismo proceso transitorio, y
a la que, teñidos de un genuino humanismo social, nos habíamos asociado a
través de los Partidos Populares, se vio abocada a anticipar las elecciones en
octubre de 1982 con el subsiguiente desastre electoral. Desastre que determi-
nó su desaparición y que además en Aragón conllevó la dimisión de mi ante-
cesor, Gaspar Castellano, a finales de noviembre. 

Fue entonces cuando responsablemente la Dirección Regional de mi partido y
a propuesta del Comité Provincial de Huesca –a pesar de que ya se considera-
ban prácticamente disueltos–, decidió evitar el vacío de poder cuyas conse-
cuencias presumiblemente podían dar lugar a graves problemas (al contar UCD
con las tres diputaciones provinciales y la mayoría de los ayuntamientos), pro-
poniendo a Juan Antonio de Andrés Rodríguez, hasta ese momento consejero
de Trabajo, Sanidad y Política Social, como candidato a la Presidencia de la
Diputación General de Aragón. 

Dadas las circunstancias y sabiendo que el mandato en su caso sólo podría ex-
tenderse hasta las próximas elecciones autonómicas y locales, que como muy
tarde tendría que convocar en el mes de abril o mayo, era consciente de que la
aceptación suponía la inmolación, en sus inicios, de mis aspiraciones políticas. 

Superada la investidura en el aniversario de la muerte del Justicia de Aragón, tal
y como había expuesto en mi propuesta a la entonces Asamblea Provisional
(hoy Cortes de Aragón), el objetivo prioritario debería fijarse en mantener la Ins-
titución sin sobresaltos hasta las primeras elecciones democráticas de nuestra
Comunidad Autónoma. 

Propuesta que a su vez me obligaba moral y políticamente a no participar ya en
aquel proceso electoral. Máxime cuando, según creía, aún en el hipotético
supuesto de lograr la confianza de los aragoneses, la situación de aislamiento
político a la que podría llevar a Aragón, tras la arrasadora victoria a nivel del
Estado del PSOE, en nada hubiera beneficiado los intereses de Aragón. Con-
secuentemente al aceptar la candidatura mi decisión me obligaba a limitar mis
actuaciones a favorecer la transición en Aragón. Y así lo hice. 

También lo entendieron así los partidos de la oposición, que en un ejercicio de
responsabilidad política, no carente de un cierto riesgo desde sus respectivas
posiciones, posibilitaron el proceso. 
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Por otra parte me pareció que era palpable la falta de sentimiento autonomista
en Aragón, aunque sí se detectaba una clara conciencia de lo aragonés. En-
tendí, en consecuencia, que otro objetivo prioritario debía consistir en el esta-
blecimiento de las bases para que el sentimiento de lo aragonés cristalizara en
aquellos momentos –conectándolo con su Historia– en una aspiración de or-
ganización político-administrativa y territorial capaz de convertir lo propio por el
esfuerzo común en una fuente de solución de los problemas que tradicional-
mente habían aquejado a Aragón; así como el cauce que unificara energías
–entonces dispersas– y orientarlas a la satisfacción de las aspiraciones de un
pueblo que, con identidad específica y diferenciada, siempre había contribuido
a la cimentación de un Estado capaz de albergar cohesionadamente regiones,
culturas y territorios muy distintos. 

Era obligado por ello que en la conformación del Equipo de Gobierno, se
pudieran percibir desde fuera y con toda claridad, entre otras, las siguientes
características: 

1. Que fuera considerado como un Gobierno de transición, sin más aspiración
política que la de llevar la iniciativa coadyuvando en la creación de las condi-

271

J.A. de Andrés en su investidura como presidente ante la Asamblea Provisional. 20 de
diciembre de 1982.



ciones adecuadas para que el Gobierno que saliera de las primeras elecciones
autonómicas dispusiera ya de una estructura y de un clima que le permitiera de-
dicarse más fácilmente a la ejecución de su política, que necesariamente con-
llevaría profundas transformaciones de todo tipo. 

Lograr esa imagen de «Gobierno de transición» me imponía a su vez límites en
el número de nombramientos de nuevos colaboradores. Al final, considerando
las adecuadas aptitudes para los fines pretendidos de los que fueron conseje-
ros con Gaspar, me reduje a complementarlos con la recuperación de José Án-
gel Biel y el nombramiento «ex novo» de Luis Alfonso de Miguel, Vicente Comet
y Francisco Seral. 

2. La segunda cuestión a tener en cuenta era que cada uno de los miembros
que compusieran el Gobierno estuviera convencido de que el poco tiempo del
que pudiéramos disponer le obligaba a una actividad intensa, sin titubeos y en
la que debía dominar más la gestión técnica que la política. No sólo tendríamos
en algunos supuestos que crear y activar estructuras administrativas sino que
fundamentalmente deberíamos intentar trasladar a los aragoneses que aquella
era su Administración. 

Administración cuyo máximo objetivo era el de apoyar, ayudar y agilizar la ges-
tión y solución de los problemas concretos de los aragonés, dentro de la idea
básica del bien común. 

Precisamente para controlar ese objetivo se creó –como lo había anunciado en
el discurso de investidura– «la Oficina de Sugerencias y Reclamaciones», que
ponía a disposición de los aragoneses no sólo un cierto control de las actua-
ciones administrativas de la Diputación General de Aragón sino también una
ocasión de sugerir mejoras en la organización y gestión públicas. 

Y tuve la suerte de contar con un equipo de colaboradores que por su capaci-
dad técnica, humana y política hicieron posible el logro, en tan corto período de
tiempo, de los objetivos que nos habíamos propuesto, que aunque muy limita-
dos eran básicos desde nuestra forma de ver las cosas. Por ello me siento obli-
gado, desde la distancia del tiempo, a recordarles con agradecimiento y afecto: 

José Ángel Biel, consejero de Presidencia y Relaciones Institucionales; Francis-
co Bono, consejero de Economía y Hacienda; José Antonio Armillas, consejero
de Cultura; Luis Alfonso de Miguel, consejero de Agricultura; Sergio Campo,
consejero de Obras Públicas; Eduardo Aguilar, consejero de Industria; Vicente
Comet, consejero de Sanidad; Francisco Seral, consejero de Trabajo y Política
Social. 
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Como también recuerdo con respeto y cariño la plena y eficiente dedicación de
las pocas –mínimas– personas que constituían el Gabinete de Presidencia:
Tomás Soláns como jefe de Protocolo, Rafael Fernández Ordóñez como jefe 
de Prensa y Comunicaciones, Maximiliano Bernad como asesor en los asuntos
de la Casa Real e Internacionales. Y a las dos grandes mujeres que constituían
el apoyo técnico y logístico: «Cuca» y «Nano». Creo que éstos eran todos. 
Y a todos ellos mi agradecimiento así como mi súplica de perdón por obligar-
les a multiplicarse y por haber puesto a prueba su gran capacidad e inteligen-
cia así como su profesionalidad. 

Ya en el plano de los contrastes entre nuestros deseos y la tozuda realidad me-
diaban entre otros factores... las limitaciones presupuestarias. Eran tales que
para, por ejemplo, poder abordar –dentro de las acciones planificadas en el de-
sarrollo y generalización del sentimiento y difusión del papel de la Autonomía en
Aragón así como su encaje dentro del Estado– la Campaña del Estatuto de
Autonomía tuvimos que pactar con las otras fuerzas políticas una transferencia
de 28 millones de pesetas, creo recordar, desde las partidas destinadas en los
Presupuestos de la Comunidad Autónoma al funcionamiento de la Asamblea
Provisional para hacer frente a los gastos que la misma representaba. 

Y recuerdo que una vez más la actitud responsable de los partidos políticos en
Aragón permitió que nuestro histórico territorio se convirtiera en un foro en el
que los principales líderes nacionales y nacionalistas, así como los presidentes
de todas las instituciones políticas del Estado y de algunas comunidades autó-
nomas, sin olvidar a los líderes de las fuerzas políticas aragonesas con repre-
sentación institucional, tuvieran la oportunidad de exponer sus ideas sobre el
nuevo sistema y el juego que Aragón podía tener en él. 

Fueron aquellas penurias económicas las que traen a mi memoria alguna de las
anécdotas más significativas de aquellos días, aún dentro del espíritu cuasi-es-
partano en el que teníamos que desenvolvernos y con el que queríamos se vie-
ra claramente por todos el funcionamiento del «sistema»... 

El coche del presidente –un SEAT que ya había utilizado Juan Antonio Bolea–.
Se encontraba en tal estado que en la visita que nos hizo Gregorio Peces-Barba,
en su condición de presidente del Congreso de los Diputados, se nos declaró
en huelga. Ocurrió así: el chófer, Julio Casterad Zamora, se cuela en el impro-
visado salón de recepciones. Me estira disimuladamente de la manga de la cha-
queta y de, puro apuro rojo, me sisea al oído «Presidente no se le ocurra ir en
el coche a la conferencia de don Gregorio. No quiere arrancar». ¿Qué hacer?
Se me ocurrió y así se lo propuse al entonces alcalde de Zaragoza, Ramón
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Sáinz de Varanda, que como signo de normalización democrática y ante la pro-
ximidad de las elecciones autonómicas y locales, podíamos aparcar los coches
e ir paseando –eso sí, respetando los semáforos– desde la Presidencia de la
Diputación General de Aragón hasta el lugar no lejano donde tenía comprome-
tida su charla Peces-Barba. Sugerencia que también aceptó de mil amores el
presidente del Congreso. 

Sí, fue aquel viejo coche y no otra la causa por la que todos los altos cargos del
Estado allí presentes, congresistas y parlamentarios, presidentes de las dipu-
taciones provinciales y ayuntamientos, junto con el presidente de la DGA, tuvi-
mos la oportunidad de saludar, cruzando a pie una pequeña parte de Zarago-
za, tanto a lo largo del recorrido como en los semáforos en rojo, a cuantos se
nos acercaron, que no fueron pocos. 

Pues ese mismo día, aparentemente ya reparado el coche presidencial –que
unas semanas más tarde no me permitiría llegar puntual a la celebración en la
plaza del Pilar de los actos del Día del Ejército– , cuando ya de noche, termina-
do el agasajo que en el Corona de Aragón y con todo el cariño habíamos ofre-
cido a Gregorio Peces-Barba, que nos acompañó hasta la puerta del hotel, nos
obligó a despedimos al menos tres veces. Despedida, arranque-parón; despe-
dida, arranque-parón. ..Y allí, en la entrada principal, se quedó Julio, el chófer,
arreglando no sé qué del motor mientras con risas y sonrisas me fui caminan-
do con el para mí inapreciable Tomás Soláns. 

Aquel viejo coche, compañero renqueante con el que habíamos recorrido todo
Aragón de norte á sur y de este a oeste entregando banderas y estatutos de
Autonomía, que nos había llevado a Pau y a Burdeos, donde se nos aceptó que
fuera Jaca la sede de la Conferencia de las Regiones Pirenaicas, ya no podía
dar más de sí. Más de una vez nos había trasladado a Madrid para exponer al
Rey, dentro de nuestra idea del Estado, el respeto y consideración que Aragón
le profesaba. Y también hasta el Palacio de la Moncloa para exponer a Felipe
González la necesidad de replantear el contenido de la negociación de las
transferencias de competencias así como el propio proceso de traspaso ade-
más de solicitar su apoyo, como presidente del Gobierno de la nación, a fin de
que se llevaran a efecto ágilmente nuestros proyectos de infraestructuras de
comunicaciones terrestres, aéreas, sobre industria, agricultura, aguas y un largo
etcétera. En el que se encontraba la posibilidad de un proyecto que incluía la po-
sibilidad de Zaragoza como una subsede diplomática en el entorno de la «Patro-
na de la Hispanidad», con miras culturales y económicas hacia ultramar, etc. 

Sí, aquel viejo coche no lo podía heredar mi sucesor. 
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Por eso cuando las elecciones terminaron y los aragoneses otorgaron su con-
fianza a Santiago Marraco tuvimos una entrevista para entre otras cosas dise-
ñar el «llamado traspaso de poder» y hablarle del coche del presidente. 

Entendí que no sería bueno que nada más llegar a la Presidencia tuviera que
comprar un cocho nuevo, era probable que una parte de los ciudadanos no
comprendieran que era necesario retirarlo y obligado adquirir otro. Así es que
en aquella confianza iniciada ya en otros tiempos le propuse: 

Santiago, si lo crees conveniente yo puedo asumir la decisión de comprar el
coche que como presidente electo creas que te será más adecuado. Te pro-
meto que lo estrenarás tú. «Le pareció buena idea y me dio un abrazo». El co-
che que eligió era de un tono amarillo que luego contagió a todos los coches
de gestión administrativa de la Diputación General de Aragón. 

Así creo recordar éramos los que entonces nos dedicamos «interinamente» a la
cosa pública. Éramos amigos, aunque a unos nos tocara irnos y a otros que-
darse un poco más; aunque las circunstancias nos separaran seguíamos ben-
diciendo en el fondo de nuestro ser, aunque a veces nos doliera, las ideas y for-
mas distintas de hacer de los demás, al proporcionarnos a todos la razón y la
ocasión del diálogo que al menos para unos cuantos nos parecía el camino
cuyo recorrido nos hacía más humildemente inteligentes y libres.
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De cuarenta millones de pesetas 
a tres mil quinientos millones de euros 

José Ángel Biel Rivera

Se ha dicho que muchas naciones son creaciones de diseño de grupos sociales
interesados en fabricar identidades e instituciones políticas que se ajusten a sus
intereses. Cuando pienso en las condiciones tan difíciles en las que comenzamos
a gestar la autonomía aragonesa no puedo evitar la idea de que entonces tam-
bién nos parecía muy difícil implantar una nueva administración en una sociedad
que se articulaba a través de las delegaciones provinciales de la Administración
del Estado, de las diputaciones provinciales y de los ayuntamientos. 

No puedo menos de recordar que el primer presupuesto de aquella Diputación
General de Aragón preautonómica ascendió a cuarenta millones de pesetas,
que el único vehículo del que disponía el entonces presidente de la Comunidad
Autónoma era un Renault 12 con más de doscientos mil kilómetros cedido por
la Diputación de Zaragoza, o que mi propio despacho, al que llamábamos la to-
pera, carecía de ventilación hasta el extremo de que debíamos usar la puerta a
modo de abanico. Más allá de la anécdota recuerdo estos datos para demos-
trar hasta qué punto parecía difícil hacerse un hueco en un entramado institu-
cional centralista tan cerrado. Sin embargo en estos veinte años de autogo-
bierno recobrado ni siquiera hemos necesitado gestar un espíritu de los 23-A
pese a que no nos han faltado ocasiones ni motivos. 

Ahora podemos decir que no hemos necesitado recurrir a aquella frase de Massi-
mo d’Azeglio ante el recién nacido Parlamento italiano, según la cual una vez
hecha Italia tenían que «hacer italianos». Nosotros no hemos tenido que hacer
aragoneses, como no hizo falta que inventáramos un sistema institucional y una
identidad. Bastó con actualizar la Diputación General, las Cortes de Aragón y el
Justiciazgo a la situación democrática, o nuestro Derecho foral a las condiciones
de una sociedad ya casi posindustrial. En estos veinte años esas mismas insti-
tuciones se han convertido en el centro de la comunidad y sobre todo se han
ganado el respeto de sus ciudadanos. 
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Me cabe el honor de haber redactado el acta del primer acuerdo del Gobierno
preautonómico de Aragón que decidió la bandera y la celebración del día de la
Comunidad en la fiesta de San Jorge y al mismo tiempo de haber firmado el acta
de la transferencia a Aragón de las competencias en materia de Sanidad. Entre
ambos acontecimientos la Diputación General de Aragón ha pasado de gestionar
aquellos cuarenta millones de pesetas al año a un presupuesto de tres mil qui-
nientos millones de euros. El dinero marca con toda crudeza la diferencia entre
las esperanzas o dudas de aquellos años y las dificultades u obligaciones de
ahora para convertir el autogobierno en soluciones para los aragoneses. 

Ese cambio de pesetas a euros indica también que ser aragonés ya no tiene
que ver sólo con España; también exige, y mucho, mirar a Europa. Cuando de-
batíamos entonces si Aragón quedaba definida o no en el Estatuto como na-
cionalidad difícilmente podíamos predecir que veinte años después el referente
del Estado nación iba a quedar superado por la idea creciente de Europa. Cla-
ro que tampoco era fácil pensar que Luis del Val, entonces mi viceconsejero, iba
a ser un ilustre columnista madrileño, o que Manuel Pizarro y Luis Blasco Bos-
qued, ambos directores generales en aquel Gobierno preautonómico, iban a di-
rigir un día, respectivamente, la principal empresa eléctrica y una de las cadenas
privadas de televisión. 

Más previsible era que las instituciones aragonesas iban a liderar, como ya hizo
en aquellos años Juan Antonio Bolea, las movilizaciones aragonesas por la
autonomía y el agua. En ese tipo de situaciones apenas han cambiado las co-
sas: unos y otros gobiernos centrales han puesto sus ojos en el Ebro con la
consiguiente movilización de los aragoneses bajo el liderazgo de sus institucio-
nes. La idea moderna de nación y nacionalidad se apoya en el principio de que
la sociedad es capaz de actuar colectivamente y en particular de conferir auto-
ridad a las instituciones políticas que representan la soberanía popular. Visto así
aquel empeño de Hipólito Gómez de las Roces en que Aragón tuviera rango de
nacionalidad puede considerarse cumplido incluso antes de que ese reconoci-
miento pasara al Estatuto aprobado en 1996. 

De hecho ahora mismo Aragón es una nacionalidad, porque así figura en el
Estatuto de Autonomía vigente, pero también porque los aragoneses se identi-
fican fuertemente con sus instituciones y hacen de su sentimiento de pertenen-
cia a la Comunidad una pauta de conducta activa. Si la nación es un plebiscito
diario, como dijo Renan, los cientos de miles de aragoneses que se han com-
prometido con su tierra en 1992, 1993, 2000, 2001 y 2002 constituyen la me-
jor prueba de que Aragón no sólo tiene historia suficiente para ser nacionalidad,
también cuenta con una voluntad más que decidida de sus gentes para con-
quistar juntos el futuro. 
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De hecho hoy podemos afirmar que la sociedad aragonesa ha reforzado su
sentimiento de pertenencia a una comunidad mediante esa defensa de lo que
consideraban justo. Se dice que las identidades colectivas simulan un bote sal-
vavidas para todos los que participan de ellas: generan responsabilidades y
oportunidades, son comunidades de obligación y de derecho. Se nos ha dicho
muchas veces, lo repitió mil veces Sender y luego han insistido otros, que el
aragonés es individualista. Estos años han probado que somos capaces de
convertir la identidad en una conducta política activa: caben pocas dudas de
que esa solidaridad colectiva, ese sentirse vinculado a los intereses de la Co-
munidad, constituyen ya una nueva seña de identidad para los aragoneses. 

Como ya nos hemos acostumbrado a que los mismos problemas vuelvan una
y otra vez al debate público, los aragoneses hemos acabado dando a la nacio-
nalidad un valor más bien distinto al que le dábamos en aquellos años de la pre-
autonomía. Ahora lo asociamos menos con la historia de la Comunidad o con
el componente soberanista que podía fragmentar España. Como se pudo com-
probar en las Cortes Generales durante la tramitación de la reforma de nuestro
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Estatuto o en el desarrollo autonómico del Estado durante estos veinte años, la
nacionalidad ha sido la puerta para algunos privilegios. Por tanto para los ara-
goneses ha acabado siendo una cuestión de dignidad e igualdad de oportuni-
dades. 

En cierta forma la filosofía del umbral puesta en marcha en el período 1830-
1870 como un elemento de control para que no se multiplicara el número de
estados ha servido, en esta España autonómica, para que la diferencia consti-
tucional de nacionalidades y regiones haya devenido en una desigualdad entre
quienes tienen reconocido un supuesto rango de comunidad histórica y los que
no lo tienen. Algo de eso ya se intuía entonces cuando estaba por ver si habría
autonomía para unos pocos o si se generalizaría el acceso al autogobierno. 
Y después, cuando se planteó las distintas vías de acceso a la autonomía.
Aquel debate lo viví en UCD y por tanto lo recuerdo desde una perspectiva di-
ferente a la que ahora mismo vivo como presidente del PAR. 

En estos momentos tengo claro que el grado de unidad nacional, el consenso
social y político sobre el proyecto de Estado, tiene mucho que ver con el éxito
o fracaso de las políticas orientadas a la justicia social que pongan en marcha
los diferentes gobiernos. Dice Rawls que la justicia social se convierte en una
fuerza efectiva que gobierna las relaciones dentro de una sociedad nacional,
más aún si coexisten en ella diversas identidades subestatales. Después de que
en esta etapa autonómica los aragoneses nos hayamos sentido tratados injus-
tamente y menospreciados, me queda la impresión de que hemos echado al
baúl del recuerdo una parte importante de nuestras esperanzas con relación a
España y Aragón. Para quienes creíamos en un Estado que distribuyera justa-
mente las oportunidades y el desarrollo no puede dejar de dolernos oír las vo-
ces de los aragoneses, y las nuestras propias, afirmando que no queremos ser
más que nadie pero que tampoco menos. 

En ese horizonte sí que podemos sentirnos satisfechos por otras decisiones
que tomamos, en concreto las correcciones al sistema proporcional de repre-
sentación provincial para las Cortes de Aragón. Como senador por Teruel y
ponente del Estatuto puse todo mi empeño en que todas las provincias arago-
nesas se sintieran suficientemente representadas en las nuevas instituciones auto-
nómicas. Recuerdo que algunos propusimos incluso trasladar aquí el modelo
vasco de igual representación para las tres provincias y que la fórmula final-
mente reflejada en el Estatuto aseguraba que Zaragoza no iba a monopolizar la
realidad diversa de Aragón. 

Para Teruel aquélla fue una gran decisión que ha ayudado a que los turolenses
se hayan sentido parte de Aragón y vinculados a las Cortes o al Gobierno de
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Aragón. De haber aplicado el sistema proporcional sin correcciones apenas ha-
bría tenido nueve diputados en las Cortes de Aragón. Zaragoza, en cambio, ha-
bría tenido las tres cuartas partes del Parlamento. Como la justicia distributiva
conviene aplicarla primero en carne propia, aquel acuerdo político me parece
hoy una de las bases para la legitimidad social que disfrutan hoy nuestras ins-
tituciones autonómicas. 

En la democracia deliberativa las decisiones se alcanzan mediante discusión
abierta, sin coacción y con el ánimo de llegar a acuerdos. Como persona pro-
picia al debate, pero también a la negociación y al acuerdo, me gustaría que
aquellas sesiones larguísimas de discusiones y debates no hubieran perdido la
generosidad y muchas de las ilusiones de quienes en ellas participábamos. En
estos tiempos de mayoría absoluta y de pragmatismo político discutir decisio-
nes de quien más poder tiene merece castigo. Ya se ha visto con el asunto del
trasvase. Siempre pensé que el Estado autonómico debería servir para que no
se pudiera tomar una decisión como esa contra la voluntad de la Comunidad
más afectada. Está claro que me equivoqué. 

Al comienzo de los años setenta el Informe Foessa indicaba que el 46 por 100
de los aragoneses se reconocía favorable al estado unitario, el 40 por 100 se
decía partidario de la creación de comunidades autónomas y el 1 por 100 de la
independencia. Como éste era el punto de partida de quienes entonces soñá-
bamos con articular unas instituciones queridas por los aragoneses y ligadas a
sus intereses, tiene sentido comparar esos datos con el apego que esa misma
sociedad tiene ahora por la autonomía. Según una encuesta reciente más del
80 por 100 de los aragoneses quiere para su Comunidad el máximo de auto-
gobierno que permite la Constitución. Además esa aspiración no merma el sen-
timiento de pertenecer a España: se sienten tan españoles como aragoneses y
valoran a la Corona más que a cualquier otra institución. 

Este papel de la Corona como garantía de la unidad del Estado y del respeto a
la pluralidad de las Españas quizá tenga algo que ver con la conducta del Rey
Juan Carlos durante la algarada del 23 de febrero. Mis recuerdos de aquellas
horas van necesariamente al comunicado que, en representación del Gobierno
preautonómico de Aragón, elaboramos Manuel Pizarro, Pepe Esponera y yo en
defensa de las libertades democráticas y de la España de las Autonomías,
cuando todavía no se sabía hacia dónde iban a discurrir los acontecimientos.
Aquella realidad parece ya tan lejana que demuestra también hasta qué punto
hemos consolidado un sistema político y una forma de Estado. 

Veinte años de autonomía han hecho posible que los aragoneses se sientan
igualmente ligados al Estado, a su Comunidad Autónoma, a su pueblo o a su
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ciudad. Y para ello ni siquiera hemos tenido que malinterpretar la historia, como
recomendó Renan, para construir la nación. Pero si tenemos motivos para sen-
tirnos satisfechos de haber logrado reforzar la identidad aragonesa sin exclu-
siones hacia el otro, también hemos de reconocer que no hemos sido capaces
de convertir suficientemente el autogobierno en desarrollo colectivo. La auto-
nomía ha cambiado Aragón, lo ha mejorado. Pero sólo de forma limitada. 

Nos ha faltado autonomía financiera y por tanto capacidad económica y com-
petencias sobre sectores de actividad básicos para la promoción económica.
Baste recordar que se nos transfirió Educación hace dos años y que acabamos
de recibir ahora mismo Sanidad. Las autonomías vecinas llevan décadas ges-
tionando esas competencias: han resuelto sus problemas sin esperar a Madrid
e invirtiendo a costa, incluso, de incrementar la deuda. Consolidado el autogo-
bierno las instituciones aragonesas hemos de demostrar que somos capaces
de convertir la autonomía en beneficio colectivo, en progreso y desarrollo para
todos, en calidad de vida compartida. 

No quiero decir que debamos olvidar el espíritu reivindicativo porque allá don-
de haya una demanda de aragoneses allá deberemos estar quienes nos sinta-
mos sus representantes políticos. Por ejemplo tenemos pendiente el logro de
un Estatuto de Autonomía plena y ahora mismo estamos comprometidos en
parar un trasvase del Ebro que hipoteca nuestro futuro. Sin embargo la eviden-
cia de que aún tenemos mucho que reivindicar y que quienes gobernamos aho-
ra mismo Aragón estamos obligados a traducir la autonomía en desarrollo y
bienestar para todos: es lo mínimo que la sociedad aragonesa puede exigirnos
a cambio de su compromiso con los intereses colectivos. 

Ahora, cuando se trata de recordar lo que han sido nuestros veinte años de Es-
tatuto y por tanto de autogobierno, me parece justo unir el apoyo que los ara-
goneses han dado a algunos de nuestros sueños políticos con esa deuda que
los políticos seguimos teniendo con ellos. Han sido tan generosos en la adhe-
sión que les hemos pedido desde las instituciones que ahora estamos obliga-
dos a ganar su confianza con nuestra conducta diaria. Para el Gobierno, y tam-
bién para un partido como el PAR, la nacionalidad aragonesa presupone un
auténtico compromiso ético: procurar que cuantos vivan en nuestra Comunidad
alcancen unas condiciones de desarrollo y solidaridad, en suma de progreso,
suficientes. 

Al comienzo de la década de los años noventa Aragón tenía en marcha nume-
rosas iniciativas ilusionantes; ahora estamos también ante una avalancha de
proyectos: la comarcalización, Dinópolis, Walqa y el Parque Tecnológico de
Huesca, el Parque Temático de los Pirineos, la Plataforma Logística de Zaragoza,
la estación intermodal y la llegada del Tren de Alta Velocidad, el tercer y cuarto
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cinturones de Zaragoza, el Gran Teatro Fleta, el Centro Aragonés del Deporte,
la Exposición Internacional de Zaragoza 2008... A estas grandes apuestas debe
unirse un sinfín de programas educativos, sanitarios, sociales, medio ambienta-
les y culturales que pueden modificar de forma profunda la realidad diaria de los
aragoneses. 

Confío en que seamos capaces de gestionar con éxito todo ese patrimonio de
esperanza colectiva. Y eso pasa por culminar la mayoría de esos proyectos. De
esa forma aseguraremos la conformidad social con la autonomía y con el Esta-
tuto de 1982, cuya efemérides ahora celebramos. Presido un partido que nació
cinco años antes que la autonomía aragonesa. Entonces desde la UCD y des-
de 1983 como militante, pude comprobar que el PAR tuvo mucho de precursor
de la autonomía: desde el principio fue delante, la anunció e impulsó. Me atre-
vo a afirmar que el autogobierno de Aragón difícilmente habría llegado a sus co-
tas actuales de no haber sido por el acicate, el empuje, la exigencia obstinada,
que durante todos estos años ha aportado el PAR. 

Ser el partido del agua y la autonomía nos obliga a seguir especialmente vigi-
lantes con el uso que entre todos hagamos del Estatuto y del entramado insti-
tucional o legal que materializa el autogobierno en la vida de los aragoneses.
Por eso no me gusta que la última reforma del Estatuto haya mermado nues-
tras competencias en materia de Derecho foral aragonés o limitado nuestra
autonomía en algunos campos, como instituciones penitenciarias, concierto bi-
lateral o policía autonómica, donde otras comunidades ya disfrutan desde hace
años lo que nosotros proponíamos. Por eso también me pone en guardia que
se anuncie una Ley de Cooperación dirigida, supuestamente, a cerrar el pro-
yecto autonómico, o que se nos haya amenazado con no participar del nuevo
sistema de financiación si no aceptábamos la competencia de Sanidad en las
condiciones que nos ofrecían. 

Veinte años de autogobierno da una perspectiva equilibradamente distante y
próxima del camino recorrido. Tres Estatutos de Autonomía que han aumenta-
do de forma importante nuestra autonomía, un entramado institucional conso-
lidado, un amplio tejido legislativo que media ya una parte importante de la vida
diaria de los aragoneses, una identidad colectiva reforzada y que genera con-
ductas sociales políticamente activas, algunos sectores económicos e infra-
estructuras productivas y equipamientos que han sido profundamente moder-
nizados, relanzados o puestos en marcha. Y sobre todo jóvenes generaciones
que ya han crecido en la cultura democrática y autonómica, que se sienten le-
jos del Estado centralizado y unitario, que saben que Aragón es un sentimien-
to y una idea política. 
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A ellos y a nosotros nos esperan otros muchos más años de autogobierno y es-
pero que también de autonomía plena. Entre otras razones porque se dibujan
ya problemas muy nuevos y deberemos ser capaces de afrontarlos. En una so-
ciedad internacionalizada la soberanía se comparte, pero también puede con-
centrarse en muy pocas manos: deberemos, por tanto, trabajar para que el
proyecto europeo no devenga en sustituir un centralismo por otro. En una eco-
nomía global e interconectada sólo participan quienes compiten con éxito, por
lo que necesitaremos recursos pero también poner en valor todo nuestro talen-
to. En una sociedad multicultural gestionar la diferencia implica algo más que
tolerancia y respeto teórico a la igualdad de oportunidades: a las instituciones y
a los aragoneses nos espera un desafío que afectará a lo que somos y decidi-
rá lo que vamos a ser. Un horizonte, sin duda, muy distinto del que contemplá-
bamos cuando, en el ambiente de la transición, la autonomía nos parecía la
quintaesencia de la democracia. 
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El primer Gobierno surgido 
de las Cortes de Aragón

Santiago Marraco Solana

El día 27 de mayo de 1983 el pleno de las Cortes de Aragón, reunido en la Lon-
ja de Zaragoza, eligió como presidente de la Comunidad Autónoma de Aragón
al candidato propuesto por el Grupo Socialista. Con ello se iniciaba el primer
Gobierno de Aragón salido de la voluntad popular.

El camino hacia el autogobierno arrancaba así entre una ciudadanía que había
perdido gran parte de aquel primer entusiasmo a favor de la autonomía que
culminó en la manifestación de 1980 y una derecha desestabilizada tras el des-
moronamiento de UCD en las elecciones generales de 1982. 

La necesidad de realizar dos votaciones para la investidura, a pesar de contar
la izquierda con la mayoría absoluta, anunciaba lo que iba a ser el principal es-
collo de la Legislatura: la dificultad de alcanzar consensos políticos sobre los
problemas más importantes de Aragón.

EL CAMINO AL AUTOGOBIERNO

En el tramo final de la turbulenta historia de la elaboración y aprobación del
Estatuto de Autonomía pudo parecer que sólo los socialistas estábamos con-
formes con lo alcanzado en tanto que las demás fuerzas políticas lo descalifi-
caban, si bien con argumentos diferentes. 

Tal reacción no era de extrañar pues se partía de concepciones muy diferentes
sobre el alcance de la autonomía, que para nosotros, el Partido de los Socialis-
tas de Aragón, resultado de la integración del PSA en el PSOE, quería decir
autogobierno. Cosas que hoy, a veinte años de distancia y con unas instituciones
autonómicas consolidadas, parecen obvias y naturales no lo eran por entonces. 
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Al final del régimen franquista se había puesto de manifiesto la falta de eficacia
de los estados fuertemente centralizados dada la creciente complejidad de los
ámbitos de actuación de las administraciones públicas. Incluso en Francia, mo-
delo de nación centralista, el general De Gaulle había iniciado años antes un
proceso de descentralización administrativa regional. 

Superada la etapa de autarquía e iniciada la apertura económica del régimen
España inició una tímida desconcentración, limitada a algunos aspectos de pla-
nificación de la acción administrativa. Cada Ministerio organizó una estructura
regional propia según su conveniencia, evitando toda coincidencia con territo-
rios históricos que pudieran recordar las demandas autonómicas del primer
tercio de siglo.

Por otro lado la revitalización de los ayuntamientos y diputaciones provinciales,
prácticamente marginados hasta el momento por la dictadura, generó, de aba-
jo a arriba, una demanda de coordinación administrativa impulsando las man-
comunidades y la concentración de municipios. En Aragón la población crecía
y se concentraba en la ciudad de Zaragoza mientras el resto del territorio se
despoblaba de manera acelerada. La mayoría de los ayuntamientos de los pue-
blos, pequeños y dispersos, carecían de margen de maniobra. La concentra-
ción municipal, que eliminó un gran número de entidades locales, no bastaba.
Las diputaciones provinciales, que en cierta forma representaban el territorio ru-
ral de Aragón, preocupadas por el retraso que acumulaban sus provincias fren-
te al avance de la ciudad de Zaragoza, trataban de buscar una manera de inci-
dir en el reparto del desarrollo.

En esa situación y de arriba abajo surgieron iniciativas como los consejos sin-
dicales (Consejo Sindical del Ebro), la Ordenación del Territorio (los planes y
polos de Desarrollo, más tarde los planes directores territoriales de Coordina-
ción), etc. 

Por otro lado, de abajo a arriba, desde las diputaciones y con el apoyo –si no
con el verdadero impulso– del por entonces gobernador civil de Zaragoza, Rafael
Orbe Cano, nacería en 1974, de la mano de Hipólito Gómez de las Roces, pre-
sidente de la Diputación Provincial de Zaragoza, la Comunidad General de Ara-
gón como embrión de una Mancomunidad de las tres diputaciones provincia-
les aragonesas.

Entre tanto algunas iniciativas y proyectos que afectaban de lleno a los intere-
ses de los aragoneses, como los embalses de Mequinenza, de Berdún o de
Campo, el trasvase del Ebro, la térmica de Andorra, las centrales nucleares de
Chalamera y Caspe, el cierre del Canfranc o la salida de la energía hidroeléctrica
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del Pirineo fuera de Aragón sin compensar los daños ambientales y territoriales,
contribuyeron a ahondar el sentimiento de abandono e incuria que iba calando
entre nosotros, movilizando a los aragoneses en múltiples frentes y creando el
sustrato para el fortalecimiento de la conciencia aragonesista. Alrededor de la
naciente oposición democrática antifranquista y muy especialmente de «Anda-
lán», nos agruparíamos quienes no nos conformábamos con meras fórmulas de
desconcentración administrativa o de coordinación municipal. Frente a las ini-
ciativas descentralizadoras del tardofranquismo surgió un anhelo de autogo-
bierno que se reconocía en la reivindicación del Estatuto de Caspe, iniciativa
autonomista de la izquierda aragonesa que el golpe militar de 1936 impidió
prosperar.

Se perfilaban así dos concepciones diferentes sobre la autonomía: una basada
en la desconcentración administrativa en favor de una entidad surgida desde el
ámbito de la Administración local, al modo de la Comunidad General de Ara-
gón, y frente a ella otra que reclamaba el autogobierno recuperando el espíritu
de los Estatutos de Autonomía de la II República, en nuestro caso del Estatuto
de Caspe. En cierto modo se correspondían con las estrategias políticas de-
fendidas durante la transición: reforma o ruptura.

El País Vasco y Cataluña, donde la izquierda y los partidos nacionalistas con-
servadores, que habían perdido juntos la guerra, venían manteniendo gobiernos
en el exilio, exigieron la recuperación de sus derechos de autogobierno obli-
gando, en pleno período constituyente, al reconocimiento formal de sus institu-
ciones. Con ello abrieron la puerta a las preautonomías. Navarra seguía disfru-
tando su foralidad y de hecho era la única autonomía efectiva. La situación
aragonesa se reproducía en Galicia, Andalucía, Valencia, Baleares y Canarias.
En el resto del territorio nacional la conciencia autonomista se hallaba muy dis-
persa, incluso enfrentada a la hora de definir los límites a abarcar por cada te-
rritorio. El llamado «cierre del mapa autonómico» zanjaría de una vez los con-
flictos entre Castilla y León, el problema de la separación de Segovia, el destino
de Albacete o el de Madrid (se llegó a proponer la separación de la capital a
modo de Distrito Federal) y los casos de encaje difícil como Cantabria y La Rioja.

A la vista de las propuestas electorales de los partidos que habían concurrido a
las elecciones de la legislatura constituyente (1977) y de los resultados de las
mismas, el PSA pidió la constitución urgente de la Asamblea de Parlamentarios
de Aragón, al modo de las creadas en Cataluña y País Vasco, para encauzar el
movimiento pro autonomía y reivindicar el Estatuto. La Asamblea se constituyó
en Teruel mediante autoconvocatoria, iniciando un proceso que tras muchas
dudas y dilaciones desembocaría en la concesión a Aragón de la preautonomía,
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junto con otras once comunidades, según la fórmula conocida como «todos
café» del Gobierno de Adolfo Suárez, que se alejaba mucho de las pretensio-
nes de la izquierda.

La manifestación del 23 de abril de 1978 demostró que Aragón demandaba
mayores cotas de autogobierno.

Tras la aprobación de la Constitución en referéndum y la disolución de las Cor-
tes, la convocatoria de elecciones generales de 1979 consolidó en Aragón la
mayoría de UCD. Entre ambas fechas se había producido la creación del PAR
y la integración del PSA en el PSOE. 

La redacción ambigua del título VIII de la Constitución era la consecuencia del
pacto entre los partidarios de la desconcentración administrativa y quienes exi-
gían el autogobierno regional, incluso como puerta democrática hacia la inde-
pendencia. 

De hecho la lectura que se hacía de la Constitución era que la vía del artículo 151
hacia la autonomía plena, al contar con todas las instituciones propias de un
autogobierno, estaba pensada para resolver los problemas vasco y catalán
integrando en el espacio constitucional a sus respectivos nacionalismos. La
autonomía del artículo 143, de segunda, se perfilaba como una mera descen-
tralización, puramente administrativa, para los demás

De este modo la existencia de una Asamblea Legislativa elegida por sufragio
universal, un Gobierno y un Tribunal Superior de Justicia, es decir, los tres po-
deres de todo Estado: Legislativo, Ejecutivo y Judicial, estarían reservados a los
Estatutos del artículo 151. Por ello el artículo 143 nada dice en un sentido ni 
en otro.

La Constitución reconoció la vía abreviada de acceso a la autonomía plena del
artículo 151 en favor de Cataluña y País Vasco y en última instancia de Galicia.
Los demás territorios deberían decidir la vía a emprender. Navarra seguiría un
procedimiento especial de «amejoramiento del fuero». Nadie ponía en duda que
los aragoneses nos habíamos decidido por la vía del artículo 151.

Pronto se pondría en evidencia que el órgano preautonómico que debía impul-
sar el Estatuto, al estar mayoritariamente dominado por UCD, estaba condicio-
nado por las dudas del Gobierno Suárez sobre el alcance y el diseño del Esta-
do de las Autonomías. Desde el PSA-PSOE se decidió acelerar el proceso por
la vía del artículo 151, iniciando los acuerdos municipales de solicitud de auto-
nomía plena y exigiendo de la DGA el impulso político del proceso. Al optar la
DGA por retrasar la decisión sobre la vía de acceso a la autonomía los conse-
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jeros socialistas abandonamos la Institución. A partir de este momento el PSA-
PSOE diseñó una estrategia que consistía en relegar a la DGA del proceso para
pasar la iniciativa autonómica a una Mesa de Partidos que incluyera a los gru-
pos extraparlamentarios a fin de equilibrar el peso de UCD e incorporar al PCE
al proceso autonómico ya que no había obtenido representación parlamentaria
por Aragón. La Mesa de Partidos debería consensuar unas Bases para el
Estatuto de Autonomía que debería contar con los tres poderes, Legislativo,
Ejecutivo y Judicial. La Asamblea de Parlamentarios se limitaría a darles forma
articulada sin modificar los acuerdos sobre las cuestiones de fondo.

Quedaba pendiente la parte más importante del proceso autonómico: la vía 
de acceso. El Ayuntamiento de Zaragoza, con su alcalde Ramón Sáinz de
Varanda, inició los pronunciamientos por la vía del artículo 151, que siguieron la
casi totalidad de los municipios regidos por la izquierda. Por presiones de la
cúpula de UCD la mayoría de sus ayuntamientos, especialmente en Teruel, se
pronunciaron por la vía del artículo 143 o no lo hicieron. No se llegó a alcanzar
acuerdos suficientes para cumplir los requisitos del artículo 151 ni tampoco los
del artículo 143. Se llegó así a una situación de bloqueo que sólo se podía sal-
var rectificando los acuerdos en los plazos legales. Los ayuntamientos de UCD
no lo hicieron. Esta misma situación se reproducía en Canarias y Valencia. 
En Andalucía se abriría un nuevo conflicto al no prosperar el referéndum en
Almería.

Una lectura literal de la Constitución obligaba a esperar cinco años para reite-
rar nuevamente la petición de autonomía en Aragón.

La situación se salvó con motivo de la modificación de la Ley de modalidades
de referéndum, llevada a cabo con la intención de facilitar, en el caso de Anda-
lucía, la incorporación de Almería a la vía del artículo 151. De paso se abrió la
puerta a nuevas interpretaciones del título VIII, entre ellas la de «quien pide lo
más, también pide lo menos», la cual permitió dejar expedita la vía del artículo 143.
Los acuerdos autonómicos de julio de 1981 consolidarían esta interpretación.
En la negociación el PSOE pedía, para las restantes tres comunidades afecta-
das por la situación de bloqueo, la promulgación de sendas Leyes Orgánicas
de transferencias según el artículo 150-2 para equipararlas de hecho a los
Estatutos del artículo 151. Sin embargo Aragón quedaría finalmente descolgada
y no obtendría las mismas competencias que la Comunidad Valenciana o
Canarias, relegándonos al tercer pelotón autonómico. Era el reflejo de la debili-
dad política aragonesa, derivada de la división de las fuerzas políticas y la inca-
pacidad para alcanzar consensos básicos.
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Ramón Sáinz de Varanda llegaría a decir que el abandono de la vía del artículo 151
había sido la mayor derrota de la izquierda desde 1936.

Aprobado tras muchas vicisitudes el Estatuto del Autonomía llegó el momento
de las valoraciones. Para los socialistas el reto era consolidar un autogobierno
democrático capaz de resolver las desigualdades, superar los viejos fantasmas
de Aragón y crear una sociedad verdaderamente participativa. Disponer de un
Estatuto más o menos amplio era condición necesaria pero no suficiente. 
El verdadero trabajo vendría con él. Los logros dependerían de nuestra propia
capacidad de obrar. Por ello valorábamos positivamente el Estatuto de Auto-
nomía porque abría el camino.

EL PRIMER GOBIERNO DE ARAGÓN

Desde esta perspectiva personal de cuál fue, a mi entender, la voluntad política
que guió al socialismo aragonés en el proceso de acceso a la autonomía, se
debe enmarcar la trayectoria del primer Gobierno aragonés que me correspon-
dió presidir. Si algo deseo reivindicar es la coherencia entre el antes y el des-
pués, entre el pensamiento ideológico y la estrategia política seguida y la acción
como gobernante. Los cambios de rumbo, respetables aunque sorprendentes
por radicales, de otras personalidades y partidos políticos no contribuían preci-
samente a favorecer la recuperación del prestigio de nuestra autonomía, que
tanto se había deteriorado a lo largo del vacilante y contradictorio proceso de
acceso. 

Esa coherencia que reivindico, quizá poco política en el sentido profesional de
la palabra, me llevaría al final de mi Gobierno a dejar Aragón y volver a los mon-
tes y la naturaleza, que son mi única profesión.

El primer Gobierno de Aragón se constituyó el 6 de junio de 1983 con siete con-
sejeros. Andrés Cuartero Moreno en Presidencia y Relaciones Institucionales,
José Antonio Biescas Ferrer en Economía y Hacienda, Alfredo Arola Blanquet
en Trabajo y Bienestar Social, Enrique López Domínguez en Agricultura, Amador
Ortiz Menárguez en Obras Públicas y Urbanismo, José Bada Panillo en Cultura
y Educación y Eulogio Malo Mur en Industria, Comercio y Turismo. De ellos tres
procedían del PSA integrado en el PSOE, dos del PSOE renovado en Suresnes
y dos independientes. 

Su elección respondía tanto al conocimiento del área bajo su responsabilidad
como a su solidez ideológica y capacidad política. Andrés Cuartero, de Zuera,
había demostrado a lo largo de la clandestinidad y la transición su enorme
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capacidad e imaginación política, que crecería con el tiempo. José Antonio Bies-
cas, de Sabiñánigo, era sin duda el mejor analista de la economía aragonesa
desde la izquierda. Alfredo Arola, de Barcelona, secretario general de la UGT
aragonesa, se había forjado en la lucha por la defensa de la sanidad pública.
Enrique López, de Fréscano, secretario general de la UAGA de Zaragoza, lide-
raba las luchas por el campo aragonés. José Bada, de Fabara, cuyo compro-
miso socialista desde el cristianismo le había costado un duro enfrentamiento
con el sector más reaccionario de la Iglesia, seguía conservando su anterior
prestigio como interlocutor con el Arzobispado. Amador Ortiz, de Hellín, había
participado en todas las iniciativas progresistas sobre desarrollo, urbanismo y
territorio. Eulogio Malo, de Huesca, directivo de una multinacional de la infor-
mática, era un histórico del socialismo madrileño. El 2 de julio el 1985 Antonio
Sierra, de La Puebla de Híjar, procedente del PSDA, también integrado en el
PSA-PSOE, sustituiría a Eulogio Malo en Industria, Comercio y Turismo. El per-
fil sociológico, profesional y político no resultaría modificado.

Un pequeño empresario, un pequeño agricultor, dos ingenieros, dos profesores
y un bibliotecario formaban una buena muestra de la sociedad aragonesa.
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LA SITUACIÓN DE ARAGÓN

De acuerdo con nuestro análisis mientras que otras autonomías se enfrentaban
a la tarea de afirmar su propia identidad, de crear el sentimiento de comunidad,
Aragón gozaba de una personalidad propia que se había mantenido incólume
a lo largo de la historia. Arrancando de la posición de ventaja que proporciona-
ba el saber quienes éramos los aragoneses se hacía necesario superar algunas
de nuestras tensiones internas y externas: nuestro tejido productivo estaba 
–y sigue estando– muy relacionado con el entorno industrial vasco y catalán,
generando una grave sensación de dependencia respecto de ambas comuni-
dades. Este hecho era visto desde algunos sectores de la burguesía conserva-
dora como algo impuesto por una realidad económica no deseable, cuando no
con un cierto resabio anti-catalán y en menor medida anti-vasco, sin que seguir
realizando negocios con ambas dos comunidades supusiera ningún desdoro.
Sin embargo la ventaja estratégica de Aragón deriva en gran parte de esta
situación en el centro del cuadrante nordeste, el más desarrollado de la Penín-
sula. El pancatalanismo militante del nacionalismo catalán de entonces, con su
reivindicación de «els països catalans», ahondaba aún más el problema. Este
hecho se haría patente en los debates sobre la bandera y las lenguas. Se hacía
necesario encauzar unas relaciones fluidas con Cataluña, reivindicando el catalán
como una de nuestras tres lenguas propias junto con la fabla y el español, pac-
tando soluciones para el Archivo de la Corona de Aragón, el patrimonio históri-
co artístico de la Iglesia en la Franja y articulando la cooperación administrativa,
cultural y comercial entre los municipios vecinos de Huesca y Lérida para una
mejor prestación de los servicios. Debo decir que Jordi Pujol entendió nuestro
punto de vista y no hubo problemas en nuestras relaciones.

Aragón, por su situación geográfica e historia, cumple la función de bisagra en-
tre Cataluña y Castilla y sirve de puente con Francia. La frontera, al margen de
su función de barrera de separación, ha venido generando históricamente es-
trechas relaciones con el sur de Francia. A través de los municipios fronterizos
con derechos compartidos, la Universidad, pasando por la Diputación de Huesca
e incluso numerosas empresas, se han ido tejiendo relaciones de colaboración
e intercambio que conceden a Aragón un papel privilegiado en la cooperación
transfronteriza y en la integración europea. El impulso de la Comunidad de Tra-
bajo de los Pirineos y la ubicación en Jaca de la sede de la organización, inau-
gurada por S.M. el Rey, fue una de las iniciativas que pusimos en marcha, hoy
superada en gran parte tras la incorporación de España a la Unión Europea. La
participación activa de Aragón sería clave durante el proceso de creación del
Consejo de Regiones de Europa.
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Si la personalidad aragonesa estaba fuera de duda, el hecho provincial, deriva-
do de una organización de la administración periférica del Estado basada en ella
y de haber sido las diputaciones provinciales el único poder territorial supramu-
nicipal, unido al agravio de la concentración del desarrollo en la ciudad de Za-
ragoza, había generado cierto sentimiento de autodefensa provincial que se tra-
ducía en recelos frente a Zaragoza y en la demanda de desconcentración del
poder hacia Huesca y Teruel. Los debates sobre la ubicación de las respectivas
sedes de las Cortes y del Gobierno fueron bien significativos. 

El artículo 45 del Estatuto indica que la articulación de la gestión ordinaria de los
servicios periféricos de la autonomía se hará a través de las diputaciones pro-
vinciales. Este texto proviene del traslado literal de la base 5.1 de los «acuerdos
autonómicos» de 1981 ya citados. Su inclusión fue moneda de cambio el día 
7 de julio de 1981 durante las negociaciones para desbloquear el desacuerdo
que mantenían UCD y PSOE sobre el número de diputados que debían corres-
ponder a cada provincia y respondía al compromiso de respetar los acuerdos
autonómicos, cuyo texto se manejaba aunque todavía no estuvieran firmados.
Con toda probabilidad esta fórmula satisfacía tanto a Martín Villa, tenaz parti-
dario del concepto de autonomía como descentralización del Estado a través
de los poderes locales, como a Alfonso Guerra, cancerbero de la organización
del PSOE, que presentía la posible aparición de una organización interna del
partido con diecisiete «califas» regionales, más difíciles de controlar que cin-
cuenta secretarios generales provinciales. 

La coordinación con las diputaciones se hacía necesaria tanto para evitar
solapamiento en las actuaciones como para reafirmar la autonomía como pro-
ceso de «autogobierno» frente a «desconcentración». El hecho de que los tres
presidentes de Zaragoza, Florencio Repollés, de Huesca, Carlos García, y de
Teruel, Isidoro Esteban, fueran también del PSOE, permitió solventar sin pro-
blemas algo que podría haber reabierto el debate sobre el alcance de la auto-
nomía de consecuencias imprevisibles.

Naturalmente no se cumplió la articulación de los servicios periféricos a través
de las diputaciones y se conservó el carácter y el papel de cada Institución.
Digamos de paso que tampoco se ha cumplido la demanda socialista (base 5.3
de los «acuerdos») de elección directa en sufragio universal de los diputados
provinciales, que siguen siendo elegidos en segundo grado.

También era necesario evitar caer en un historicismo que reivindicando el pasa-
do pudiera desembocar en la puesta en marcha de instituciones obsoletas, fal-
tas de aplicación o de nulo valor para las necesidades actuales y futuras. 
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La necesidad de crear figuras de participación o instituciones como el Justicia
requería el consenso de todas las fuerzas políticas.

En cuanto a la situación económica Aragón también se hallaba sumida en plena
crisis industrial, con cierto retraso sobre otras zonas pero alcanzando de lleno
a mi Gobierno. La obsolescencia arrastrada por algunos sectores productivos
desde la autarquía y los problemas derivados de la concentración de empresas
y capital para ganar competitividad explotaron casi al mismo tiempo en Sabi-
ñánigo, Monzón, Barbastro, Huesca, Sariñena, Tarazona, Alcañiz, Ojos Negros,
Cuencas Mineras, Ejea, Zaragoza... Rara era la semana en que no se anuncia-
ba el cierre o la drástica reducción de plantilla de alguna empresa. La recon-
versión en Aragón no alcanzó los extremos de gravedad de comunidades como
Asturias pero tampoco pudimos contar con ayudas extraordinarias del Estado.
El inicio de la actividad de la General Motors en Figueruelas en 1982 había con-
tribuido a paliar en parte los efectos de la crisis en Zaragoza, especialmente en
el sector del metal, que había arrastrado a multitud de pequeñas empresas. La
presencia de GM produjo una inflexión en la pérdida de importancia de Aragón
en el conjunto de las variables económicas. De hecho GM haría que Aragón
creciera más que la media nacional hasta el año 1987.

En el plano político el reciente «tejerazo» planeaba todavía sobre las relaciones
con el Ejército cuando se iniciaba la modernización de la estructura de la de-
fensa de la Nación. La existencia de la Academia General Militar y de la «base
americana» en Zaragoza añadía mayor sensibilidad al proceso de incorporación
a la OTAN, referéndum incluido, y reforzaba la actividad de las organizaciones
pacifistas. Se decidió apoyar la puesta en marcha del Seminario por la Paz, bajo
la inestimable dirección de Jesús María Alemany, en el Centro Pignatelli, con el
fin de abrir las puertas a la reflexión sobre la defensa y la paz y facilitar un con-
tacto más estrecho entre el Ejército y la sociedad civil. Sin embargo la supre-
sión de la Capitanía General según el nuevo esquema de la defensa se vería por
los conservadores como un nuevo agravio para los aragoneses. Las relaciones
con los sucesivos capitanes generales y con el MATRA serían muy fluidas mos-
trando la voluntad democrática de la mayoría del Ejército, puesta a prueba con
la serie de atentados infames de ETA contra un autobús militar y un cuartel de
la Guardia Civil.

La Iglesia, que estaba a la expectativa sobre cuál iba a ser la actuación de los
socialistas, especialmente en materia de educación, veía con un cierto recelo
nuestros compromisos en la acción social. La creación de los Servicios Socia-
les de Base daría lugar a tensiones con el Arzobispado. 

Por otro lado otros organismos, como las cajas de ahorros o la Cámara de
Comercio de Zaragoza, que habían venido detentando una parte del verdadero
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poder regional, tampoco se mostraban muy proclives, en principio, a aceptar las
directrices políticas que señalara el Gobierno aragonés en su intento de demo-
cratizar estas instituciones que habían sido hasta entonces un coto cerrado.

EL COMPROMISO SOCIALISTA

El programa electoral y los compromisos expresados en la investidura significa-
ban llenar de contenido el Estatuto de Autonomía, es decir, promulgar las leyes
que dieran plena operatividad a los diferentes órganos de la Comunidad, nego-
ciar los traspasos de competencias y lograr la máxima autonomía financiera.
También impulsar la sociedad democrática mejorando las condiciones de vida
de los aragoneses, especialmente de los más desfavorecidos, haciendo frente
a la crisis económica y recuperando el equilibrio en el desarrollo económico y
social de la Comunidad respetando el medio ambiente. La puesta en marcha
de la nueva Administración autonómica habría de ser la ocasión para mejorar la
prestación de los servicios y la atención al ciudadano, agilizar los trámites
burocráticos e implicar a los funcionarios en las decisiones y dignificar su tra-
bajo. Finalmente la recuperación de nuestras señas de identidad y el impulso de
la cultura debería contribuir a profundizar en la autonomía y el autogobierno
desde una perspectiva netamente aragonesa, implicando a nuestra sociedad
en un proyecto común

Hacíamos hincapié en que la acción de gobernar no debería limitarse a una
buena administración de las competencias recibidas sino que los actos y las
decisiones habrían de responder a unos objetivos políticos bien definidos y co-
herentes con los programas electorales y los compromisos de la investidura, es
decir, impregnados de un profundo contenido ideológico. 

La negociación del traspaso de competencias llenaría el primer tramo del man-
dato. Se trataba de determinar la valoración correcta del coste de los servicios
transferidos e identificar los medios humanos y materiales que correspondían a
su gestión, es decir, personal funcionario, oficinas y medios materiales. En
Huesca se acababa de construir un edificio para albergar la Administración pe-
riférica, por lo que no habría problemas. En Teruel incluso sobraba algún edifi-
cio situado a las afueras. Sin embargo en Zaragoza la situación era caótica: la
mayoría de las oficinas eran de alquiler, en locales inadecuados, las más de las
veces construidos para vivienda, cuando no en edificios que se debieron des-
alojar por ruina, como las oficinas de la Delegación de la Vivienda. Los gober-
nadores civiles Miguel Godia en Huesca, Horacio Espina en Teruel y el delega-
do del Gobierno, Ángel Luis Serrano, facilitaron las cosas. Su colaboración fue
equilibrada y leal. 
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Para el traspaso de competencias se creó la Comisión Mixta prevista en la dis-
posición adicional sexta del Estatuto, que se constituyó asegurando la presen-
cia de todas los grupos parlamentarios. El proceso negociador duró hasta sep-
tiembre de 1984, pasando el presupuesto de la Comunidad de 1.067 millones
al inicio a más de 40.475 millones en 1987.

ALGUNAS ACCIONES DE GOBIERNO

Para poner en marcha una Administración ágil y eficiente era necesario homo-
geneizar las distintas situaciones de los funcionarios transferidos e incorporar
los necesarios para cubrir las vacantes, haciéndose necesaria una Ley propia
de ordenación de la función pública, negociar los aspectos más importantes de
la reforma con la representación sindical, crear un órgano para la selección y la
formación del personal y mejorar los locales de oficinas. Esta labor la realizaría
Andrés Cuartero, quien propuso recuperar el ruinoso Hogar Pignatelli. El deci-
dido apoyo de Florencio Repollés, presidente de la Diputación Provincial de Za-
ragoza, que cedió gratuitamente el edificio, y la magnífica labor y dedicación del
arquitecto Saturnino Cisneros y su equipo –que aún no han recibido el reco-
nocimiento que merecen–, hizo posible construir la sede para el Gobierno y la
Administración de Aragón que hoy nos llena de orgullo. Debo señalar que el
coste de ejecución por metro cuadrado fue inferior al establecido para las vi-
viendas de protección oficial. El Gobierno siguiente intentó hacer planear la
duda sobre la gestión del Pignatelli –«oscuridad notoria», dirían–. Semejante
infamia quedaría en agua de borrajas y tendrían que rectificar. Pero despidieron
al equipo de Cisneros y terminaron lo que quedaba de la obra a un coste ma-
yor de lo necesario.

Si algo simboliza nuestra propuesta política de «recuperar y modernizar Aragón»
es sin duda «El Pignatelli».

En la reforma de la función pública Andrés contó con la leal colaboración de
Manuel Jiménez Abad, a la sazón secretario general del Departamento de Pre-
sidencia y Relaciones Institucionales y excelente amigo, quien sería más tarde
vilmente asesinado por ETA.

Se apostó por una función pública reducida y profesionalizada: todos los car-
gos de libre designación con responsabilidad administrativa directa, hasta los
directores generales incluidos, fueron designados de entre funcionarios, con-
forme al artículo 44 del Estatuto. El recuerdo que guardo de la época es el 
de un colectivo de funcionarios y empleados públicos ilusionados y compro-
metidos con el proyecto autonómico. Como también soy funcionario me creo
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con autoridad para afirmar que la ilusión y el compromiso colectivo fueron pro-
fundos y auténticos y fueron fundamentales para poner en pie la autonomía. 
A todos nuestro agradecimiento, en especial y por razones de cercanía, al per-
sonal del Gabinete del Presidente, que soportó mis tensiones y mis cambios de
humor sin menoscabo de su tarea y sin perder la sonrisa.

No existe autonomía real sin autonomía financiera. Si autonomía significa auto-
gobierno resulta imprescindible contar con el suficiente margen presupuestario
para desarrollar políticas propias. De lo contrario nos habríamos limitado a ad-
ministrar las transferencias. Este margen financiero habría de ser el resultado del
ahorro en la gestión ordinaria de las competencias asumidas sin poner en ries-
go su mejora y lograr la cesión de algunos tributos para superar una financia-
ción limitada a la participación en los ingresos del Estado. La mejora en la
recaudación de estos tributos, que era posible por cuanto recibían menor aten-
ción por parte del Estado al tratarse de menores cuantías relativas, suministra-
ría ingresos suplementarios y mayor margen de maniobra.

El momento crucial se produciría con la tramitación de la Ley de Cesión de
Tributos a las comunidades autónomas. Como consecuencia del límite de la re-
lación entre el coste efectivo y la participación en los tributos del Estado, que es-
tablecía el Proyecto de Ley para poder beneficiarse de la cesión de tributos, Ara-
gón quedaba fuera, junto con Madrid. Tras infructuosas gestiones con Economía
para modificar el límite económico, me dirigí a la Ejecutiva Federal del PSOE vién-
dome obligado a decir a Chiqui Benegas que si Aragón quedaba excluido de la
autonomía financiera debería presentar mi renuncia. Pude comprobar que mi di-
misión no sería mal vista por los miembros más jacobinos de la Ejecutiva pues a
sus ojos era considerado un «peligroso nacionalista», como algunos compañe-
ros de Zaragoza venían encargándose, ladinamente, de propalar. Sólo la buena
relación con nuestro Grupo Parlamentario del Congreso y el apoyo de otra par-
te de la Ejecutiva permitió que en el trámite ante el Senado se introdujera una en-
mienda y lográramos finalmente beneficiarnos de la cesión de tributos. Más tar-
de no me sorprendería que Benegas, en una reunión en San Sebastián, apostara
por Luis Roldán como futuro hombre fuerte del PSOE en Aragón.

La eficaz labor de José Antonio Biescas lograría la multiplicación de los panes
y los peces, incluida la primera emisión de deuda pública aragonesa destinada
a acelerar los riegos, mejorar las comunicaciones y finalizar el Pignatelli. La dis-
ciplina presupuestaria y el rigor en el manejo de los caudales públicos serían los
factores determinantes de la gestión económica durante nuestro mandato.

La crisis económica obligó a crear, con fondos propios de la DGA, líneas de
ayuda a empresas con problemas graves con el fin de mantener el empleo o de
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al menos evitar la acumulación de las crisis y retrasar en el tiempo la destruc-
ción de puestos de trabajo a la espera de la creación de nuevas actividades
productivas. La reconversión de la minería de lignito de la Cuenca Minera por el
cambio de las técnicas de extracción y el cierre de la actividad de Ojos Negros,
arrastrada por la caída de la siderurgia de Sagunto, donde también trabajaban
muchos turolenses, pusieron a Teruel en una difícil situación. Desde el Gobier-
no de Aragón se negociaron, con el conocimiento de los sindicatos, formas y
plazos para la reconversión minera y se buscaron alternativas para la reindus-
trialización. Las movilizaciones de los trabajadores de la minería turolense,
incluida una huelga de hambre en el fondo del pozo de una mina en plenas na-
vidades, serían el factor decisivo para forzar a la negociación.

La igualdad de oportunidades en el reparto del desarrollo, base del reequilibrio
territorial, suponía la creación de suelo industrial en núcleos de tamaño medio,
la dotación de ayudas para la urbanización, la construcción y la rehabilitación
de vivienda en el medio rural a favor de las familias de rentas más bajas y la me-
jora de las infraestructuras de transporte y comunicación, es decir, llevar a todo
el territorio las políticas que hasta entonces habían beneficiado exclusivamente
a las tres capitales y alguna otra ciudad importante. Para decidir las inversiones
se redactaron planes de carreteras, de vivienda, de suelo industrial, etc., se
crearon el Instituto del Suelo y la Vivienda (ISVA) y las oficinas comarcales de re-
habilitación, se reordenó el sistema de transporte público de viajeros por carre-
tera, abriendo de nuevo, a través de las correspondientes mancomunidades,
algunas líneas cerradas por sus concesionarios y se proyectaron y construye-
ron nuevas estaciones de autobuses. También se redactó el proyecto de la de
Zaragoza, todavía sin construir. El Plan de Carreteras se diseñó para estructu-
rar el territorio aragonés. Las obras de mejora llegaron a carreteras antes mar-
ginadas que por su interés para Aragón pasaron a primer plano: Eje de acceso a
las Cuencas Mineras por Belchite, Eje Huesca-Fraga, Eje del Cinca, Eje del Ése-
ra, curvas de Concilio, Eje de la Izquierda del Ebro, Eje Borja-Cariñena, accesos
a Sos, etc.

El conocimiento sobre la realidad territorial aragonesa acumulado por Amador
Ortiz sirvió para articular estas actuaciones con visión de futuro.

La puesta en marcha de los primeros `planes de Desarrollo Regional en el marco
de la CEE permitió elaborar programas territoriales para comarcas prioritarias
como Daroca, Albarracín, Cuencas Mineras, Ribagorza, Belchite o Campo de
Borja, con la intención de promover las iniciativas de desarrollo que surgieran
de la propia comarca, devolviendo el protagonismo a los ciudadanos de cada
territorio. Para identificar y prestar apoyo técnico y administrativo a los proyec-
tos se crearon unos servicios comarcales especializados.
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También quiero traer a la memoria que los planes de restitución territorial –de
los que tanto se habla ahora–, pensados para paliar los daños derivados de la
construcción de grandes embalses, fueron idea de mi Gobierno. El primero de
ellos, lleno de imaginación y realismo, para aplicarlo en Jánovas.

EL DESARROLLO SOCIAL

Para promover el desarrollo social del medio rural era necesario acercar los ser-
vicios asistenciales hasta las comarcas más aisladas o despobladas. Se hacía
imprescindible que todos los ciudadanos tuvieran conocimiento de sus dere-
chos y recibieran ayuda en sus demandas. Para ello se crearon los Servicios
Sociales de Base, que permitieron en poco tiempo mejorar las prestaciones so-
ciales, desde las pensiones no contributivas hasta las ayudas en situación de
marginación, pasando por la planificación o la mediación familiar. Este servicio,
pionero en España, sería aplicado más tarde en las demás comunidades
autónomas. Suponía sustituir el concepto de caridad, a través del cual se venían
ejerciendo algunas de estas actividades, por el de justicia social, como corres-
ponde a una Constitución que proclama a España como un Estado social y de-
mocrático de derecho. Aun contando con la oposición de las organizaciones
que venían realizando algunas de estas tareas, la implantación de estos servi-
cios fue muy rápida y su buena acogida el resultado de la labor de un colectivo
de trabajadores comprometidos e ilusionados.

La transferencia en materia de atención sanitaria primaria permitió reorganizar y
modernizar la asistencia de cabecera con la elaboración del Mapa sanitario, la
construcción de centros de Salud en las cabeceras de comarca y la construc-
ción o reforma de los consultorios de más de cuatrocientos municipios de pe-
queño tamaño. La racionalización del sistema asistencial permitió poner en
marcha la formación continuada de los facultativos, implantar sistemas de his-
toria clínica, el Boletín Epidemiológico, el Registro de Atención Primaria y el do-
cumento de Sanidad Infantil. El primer fruto sería la puesta en marcha de las
campañas sistemáticas de vacunación infantil y las de prevención, educación y
participación sanitaria. En otro orden de cosas se creó el Centro de Rehabilita-
ción para Drogodependientes en El Frago y se puso en marcha, junto con las
diputaciones provinciales, las bases para la reforma psiquiátrica. Asimismo se
iniciaron las obras de reforma del Hospital Royo Villanova, conocido como 
«el Cascajo», para convertirlo en hospital de referencia del norte de Zaragoza.

Como primera fuerza de la izquierda aragonesa no podíamos olvidar el impulso
al movimiento asociativo de los jóvenes, creando por Ley el Consejo de la
Juventud.
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El protagonísmo de estas actuaciones innovadoras recayó sobre Alfredo Arola,
que supo llevar con eficacia y tacto decisiones que significaban un coste político
elevado cuando se tomaban decisiones sobre la ubicación de algún centro
sanitario comarcal allí donde existía rivalidad local.

La extensión de la práctica del deporte a todos los ciudadanos aragoneses fue
otro de los retos asumidos. Era necesario dotar de instalaciones básicas a los
núcleos medios, incentivar el deporte asociativo y disponer de un buen control
médico al servicio del deporte de alta competición. Se construyeron pabellones
deportivos, piscinas públicas, pistas polideportivas y otros equipamientos, que
llegaron a más de trescientos municipios. Como resultado de ello se triplicó el
número de asociaciones deportivas. La creación del Centro de Medicina De-
portiva puso al alcance de los clubes modestos y de los deportistas individua-
les las técnicas más modernas de esta especialidad. Una muestra de su nivel
sería su intensa utilización por los clubes profesionales. El artífice de este pro-
greso fue Andrés Cuartero, que contaba con un excelente equipo de colabora-
dores.

Algo que puedo decir con satisfacción es que al terminar nuestro mandato
muchos de los altos funcionarios que habían puesto en marcha los proyectos
más innovadores fueron llamados a Madrid para cubrir puestos de responsabi-
lidad en la Administración General del Estado, es decir, fueron «fichados» por el
Gobierno central.

También me enorgullece que otros altos cargos permanecieran en sus puestos
e incluso llegaran a ser consejeros con los posteriores gobiernos conservado-
res, indicio de que la designación del personal se hizo por mérito y capacidad,
sin sectarismos.

EL CAMPO ARAGONÉS

Una cuestión fundamental en las transferencias en materia de agricultura fue el
desarrollo de los grandes planes de regadío. Al tratarse de obra nueva seguirían
siendo inversiones del Estado pero imputables a la participación de Aragón en
el Fondo Territorial de Compensación, aunque las decisiones sobre la planifica-
ción y ejecución serían compartidas. Al crecer la renta regional en Aragón por
encima de la media y cambiar de signo los movimientos migratorios el Fondo
disminuía alarmantemente y la financiación de los regadíos hubiera tenido que
reducirse. Enrique López lograría que las obras de Bardenas, Monegros y Ca-
landa-Alcañiz, declaradas de interés nacional se equipararan con las de interés
general, firmando un Convenio específico con el Ministerio de Agricultura de
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forma que el grueso de los costes de transformación seguiría financiándose por
el Estado, al margen del Fondo. La atención de la DGA se centró en adelantar
la concentración parcelaria a la transformación a riego, de forma que los agri-
cultores de cada municipio accedieran a los lotes de regadío en sus propias
tierras sin necesidad de expropiación previa. Aprovechando el túnel de Alcu-
bierre se pusieron en riego las primeras parcelas en Peñalba apostando por los
sistemas de riego localizado. Como iniciativa puramente aragonesa se reali-
zarían algunos riegos con agua subterránea, como los de Alfamén y Somontano
del Moncayo, y se construyeron treinta y siete presas pequeñas destinadas a
mejorar la regulación de algunos regadíos tradicionales y crear otros nuevos de
extensión reducida.

La entrada en la Comunidad Económica Europea permitió incorporar al campo
aragonés al sistema de subvenciones a la producción y a la mejora de las explo-
taciones. Desde el primer momento se tuvo claro el carácter transitorio de las
subvenciones a la producción, haciendo énfasis en la modernización de las ex-
plotaciones con el fin de hacerlas rentables y competitivas, lo cual no hizo olvidar
la necesidad de poner en marcha un sistema de seguimiento y control de las sub-
venciones para evitar abusos que habrían creado problemas ante la Comisión. 

Así el sector del vino, al estar fuertemente cooperativizado, permitía desarrollar
un programa de mejora de la calidad, dotando a las bodegas de buenos enó-
logos, ayudando a la modernización de los equipos y creando los laboratorios
adecuados en cada zona vitivinícola, fomentando las denominaciones de ori-
gen, apoyando la calidad en la comercialización y fijando criterios para el arran-
que del viñedo marginal. La respuesta inmediata se produciría en el Campo de
Borja y en el Somontano, seguidos de Cariñena y Calatayud. La entrada de
capital en el sector y la creación de nuevas empresas vinícolas consolidó esta
nueva concepción del vino aragonés. Hoy podemos mostrarnos orgullosos de
nuestros caldos. En esta línea de apoyo a la calidad se organizaron las deno-
minaciones de origen para el jamón de Teruel, el ternasco de Aragón, el melo-
cotón de Calanda, etc., teniendo siempre como base el riguroso control de las
normas y métodos de producción, la investigación, la innovación tecnológica, la
formación continua de los profesionales y la calidad como base de la comer-
cialización.

EL BANCO DE TIERRAS

La Ley de creación del Banco de Tierras sería otra esperanza frustrada de nues-
tro mandato, mal comprendida y quizá adelantada a su tiempo. La construcción
de poblados de colonización y la entrega de lotes de regadío a agricultores des-
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plazados de la montaña por las expropiaciones para la construcción de embal-
ses, a jornaleros y a otros pequeños agricultores, sirvió mientras España man-
tuvo una estructura básicamente agraria. En nuestro tiempo la dimensión de 
los lotes era claramente insuficiente y la mecanización del campo ponía en
cuestión la construcción de nuevos poblados. El modelo a aplicar en los nue-
vos regadíos debía ser otro: lotes mayores asignados a los agricultores locales
de forma que compaginaran secano y regadío y reserva de tierras para com-
plementar los lotes de tamaño insuficiente recibidos por los colonos en etapas
anteriores. La concentración parcelaria previa a la transformación a regadío per-
mitiría limitar las expropiaciones a las tierras excedentes. Con ellas se pretendía
formar el Banco de Tierras, entidad encargada de poner a disposición de los re-
gantes menos favorecidos las tierras necesarias en régimen de alquiler, sin que
se vieran abocados a amortizar el valor de la tierra y disfrutando plenamente de
su producción. La parte más conservadora de la sociedad aragonesa tomó la
Ley como un atentado a la propiedad privada y de paso una competencia en
los precios de la tierra, sujeta a fuerte especulación por su carácter de refugio
de capitales. Los aragoneses perdimos la ocasión de crear en los nuevos rega-
díos explotaciones bien dimensionadas y competitivas. El mercado, es decir, el
abandono de las explotaciones más pequeñas, el incremento del éxodo rural y
la concentración de la propiedad en un número cada vez menor de empresas
agrarias, está siendo la alternativa.

La vocación sindicalista agraria de Enrique López quedaría bien reflejada en
este conjunto de actuaciones.

EL SECTOR INDUSTRIAL

Aragón, en especial el entorno de Zaragoza y algunos núcleos de las tres pro-
vincias, sustentaba un interesante tejido industrial metalúrgico, electro-químico,
hidro y termo-eléctrico, textil y agroalimentario. A la presencia de grandes em-
presas como Aragonesas, Monsanto, Endesa, etc., y más tarde General Motors,
se añadía un numeroso grupo de empresas locales, de tamaño medio y pe-
queño, generadoras de empleo y actividad económica, conectadas muchas
veces con la industria vasca y catalana.

La salida de la crisis no podía limitarse a facilitar capital riesgo, para lo cual se
impulsaría la creación de SODIAR y ARAVAL entre otras actuaciones, sino que
era necesario poner la investigación y el desarrollo tecnológico al servicio de las
empresas. Se creó el Instituto Tecnológico de Aragón, con un área específica
de metrología, para facilitar la incorporación de las empresas a las nuevas tec-
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nologías y prestar servicios de I+D. Paralelamente desde el Departamento de
Cultura se creó el CONAI como órgano impulsor de la investigación científica y
tecnológica, se estrecharon las relaciones con la Fundación Universidad-Em-
presa y se puso en marcha un plan de becas de formación de posgraduados
en las empresas con la colaboración de las cajas. En paralelo se realizó un am-
plio inventario que puso en evidencia las carencias de gran parte de la industria
aragonesa en materia de innovación tecnológica. 

La –fugaz– aparición de gas natural entre Jaca y Sabiñánigo impulsó la cons-
trucción de un gaseoducto de transporte desde el yacimiento que posterior-
mente serviría como almacenamiento. Ello dio ocasión para reorganizar el caó-
tico panorama de las concesiones gasísticas existente y extender el suministro
de gas natural hasta las zonas industriales más importantes y las áreas urbanas
próximas. 

Para consolidar un sistema eléctrico público, atento a las necesidades arago-
nesas y modificar la situación de dependencia de las eléctricas vascas y cata-
lanas que controlaban la mayor parte de la producción hidroeléctrica, se apoyó
la adquisición de ERZ por Endesa. La adquisición de las centrales de Aragone-
sas e Hidro-Nitro y los intercambios con Iberduero engrosarían el parque pro-
ductivo de ERZ, que mantendría su personalidad propia dentro del grupo. Lás-
tima que la reciente privatización no haya respetado estos acuerdos.

Las energías alternativas también ocuparon nuestro interés. El campo eólico
creado por la DGA y ERZ en La Muela, cuando pocos apostaban por este sis-
tema de generación, fue el embrión de lo que hoy se puede contemplar.

El uso de los lignitos de Teruel en las centrales térmicas producía efectos de
contaminación a larga distancia dado su alto contenido en sulfuros, problema
ya denunciado en su día por DEIBATE. El laboratorio de carboquímica del CSIC
en Zaragoza dio pie para crear un laboratorio de técnicas de la combustión
(LITEC) dedicado a la mejora del uso del lignito como combustible. Conscien-
tes de la reducción de emisión de contaminantes que iba a establecer la CEE y
las consecuencias que tendría para la minería turolense la probable sustitución
del lignito por carbón de importación, propusimos a Endesa el desarrollo y apli-
cación de nuevas técnicas de combustión con baja emisión de sulfuros y el
lavado de piritas. Frente al escepticismo de los técnicos de la empresa su pre-
sidente, Feliciano Fuster, partidario de adoptar estrategias ambientales de futuro,
aceptó cofinanciar una serie de ensayos que permitieron desarrollar un proto-
tipo de lavadero de lignito y enviar un barco de carbón a Suecia, a una térmica
de combustión en lecho fluidizado. Los buenos resultados de estas iniciativas
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culminaron con la instalación de una caldera de lecho fluidizado en la térmica
de Escatrón, a punto de cerrar, y la construcción del lavadero y el patio de
homogeneización en la térmica de Andorra. Así se logró rebajar las emisiones
contaminantes por debajo de los límites aconsejables, asegurando el uso de los
lignitos y la continuidad de la minería turolense. La investigación científica de-
mostraría que el origen de la contaminación de los bosques de los puertos de
Beceite, en Tarragona y Castellón, que se achacó a la térmica de Andorra,
habría que buscarlo en las emisiones de ozono de la industria petroquímica y
cerámica de esas dos provincias.

También debo recordar, por su valor simbólico, la rehabilitación del Mercado
Central en colaboración con el Ayuntamiento de Zaragoza. 

Eulogio Malo aportó su experiencia a lo largo de la crisis. Antonio Sierra, que lo
sustituyó cuando la incorporación de España a la CEE, obligaba a un cambio
de estrategia en materia de industria, pondría su valía y empeño en la moderni-
zación del tejido industrial.

LAS SEÑAS DE IDENTIDAD

El Estatuto ordena proteger las modalidades lingüísticas de Aragón, es decir, 
la fabla y el catalán. Los debates a propósito de la enseñanza del catalán en los
centros públicos de enseñanza de la Franja harían surgir, con toda su crudeza,
algunos de nuestros más vergonzosos demonios familiares. La Generalitat aceptó
la validez, en su territorio, de los títulos expedidos por Aragón. La fabla, en po-
sición más precaria, debía comenzar por convenir su normalización, labor que
el Consello asumiría con eficacia. Simultáneamente se financiaron cursos de
alfabetización y de recuperación en los valles pirenaicos donde aún se conser-
vaba viva. 

Entre las colecciones de libros destacarían dos de ellas destinadas a promover
la obra literaria en fabla y catalán: O pan de casa nuestra y Pá de casa, abriendo
nuevas oportunidades a la expresión en nuestras lenguas.

Desde nuestro compromiso de recuperar las señas de identidad se hizo hinca-
pié en la protección y restauración del patrimonio histórico-artístico. El conve-
nio con la Iglesia, favorecido por mosén Damián Iguacén, obispo de Teruel y
responsable del patrimonio de la Iglesia, permitió iniciar una ambiciosa tarea
restauradora, de la que la catedral de la Seo es buena muestra. A la buena re-
lación con la Iglesia también contribuyó mosén Javier Osés, obispo de Huesca,
persona magnífica que me honró con su amistad desde los tiempos difíciles.
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Además de la tarea restauradora, urgente por la situación en que se hallaba
nuestro patrimonio, que en muchos casos obligaba simplemente a apuntalar, se
promovió, de acuerdo con los ayuntamientos y diputaciones, la rehabilitación de
teatros y otros locales culturales o la construcción de otros nuevos con el fin de
dotar a nuestra Comunidad de una red de centros, abiertos a todos los ciuda-
danos, que permitieran acoger las actividades itinerantes promovidas por el De-
partamento de Cultura. El teatro de Alcañiz, el Museo de Daroca o la Casa de
la Cultura de Fraga, son algunos ejemplos del talante de estas actuaciones. 

Se protegieron los yacimientos arqueológicos y paleontológicos conocidos y se
impulsó la prospección e investigación de otros nuevos.

Las señas de identidad no podían quedar sólo en recuperar el pasado sino
sobre todo en reconocer el presente en nuestros más ilustres valores contem-
poráneos. Una Comunidad es lo que han sabido y saben hacer sus gentes. 
Los premios Aragón hicieron posible iniciar el reconocimiento de la labor de
personas como Durán Gudiol, Serrano, Laín Entralgo, Grande Covián, Blecua,
Del Pueyo, Gómez Lus o Lacarra. A ellos les seguirían otros más pues afortu-
nadamente la lista de los merecedores es larga. Por otra parte se divulgaría la
labor de otros personajes menos conocidos, como Pignatelli, Odón de Buen,
Segundo de Chomón, etc.

Se articuló mediante una Ley la participación de las comunidades aragonesas
asentadas fuera de nuestro territorio en la vida social y cultural de Aragón, man-
teniendo estrecho contacto y colaboración con ellas.

Esta labor múltiple y compleja, que generaba grandes apoyos pero también
recelos y suspicacias, se llevó adelante con la sensibilidad –y el tesón– de José
Bada y el entusiasmo de otra mucha gente comprometida con nuestro proyecto. 

TAR3

La apertura del espacio televisivo a otras iniciativas autonómicas hacía posible
pensar en un canal autonómico. Primero se debía resolver el problema de la se-
ñal pues Aragón estaba servido por un conjunto de repetidores, pensado en la
transmisión de la señal nacional, con muchas zonas de sombra y la imposibili-
dad de cubrir todo el territorio con una señal regional. La negociación fue in-
tensa siendo el primer objetivo hacer llegar los canales nacionales a todos los
lugares habitados.

La propuesta elaborada por Andrés Cuartero se basaba en convenir con TVE el
uso de la segunda cadena para emitir el canal aragonés y crear una plataforma
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de producción de programas en Aragón con la participación de los medios de
comunicación aragoneses. Se trataba de evitar que el reparto de la publicidad
perjudicara a los demás medios existentes.

La irrupción de canales privados o la aparición del cable han modificado aque-
lla primera situación. Sería aventurado predecir qué hubiera sucedido. En todo
caso la propuesta no recibió el apoyo de los medios que debían de haberse im-
plicado, y no prosperó, pero presiento que se perdió otra oportunidad pues la
excelente situación de Zaragoza habría facilitado la creación de una plataforma
de producción. 

LA ESTRATEGIA PARA LOS RIEGOS DE ARAGÓN

El inicio de los debates para reformar la Ley de Aguas nos hizo comprender la
oportunidad de adelantarnos al proceso de planificación que se pensaba incor-
porar al cuerpo legal. Los aragoneses debíamos llegar al consenso sobre las
necesidades de agua y las posibilidades de transformación a regadío. Para ello
era imprescindible dejar de hacer bandería del agua –algo probablemente im-
posible para el PAR–, establecer criterios de racionalidad tanto a la hora de
plantear nuevos regadíos, que deberían al menos ser socialmente rentables,
como a la hora de evitar el despilfarro del recurso. 

La Estrategia para los riegos analizó las demandas existentes, los recursos
disponibles y evaluó las tierras realmente transformables por contar con cota y
suelo adecuados. Tras ello se proponía un plan de modernización para incre-
mentar la competitividad de los regadíos existentes y ahorrar agua, finalizar los
riegos pendientes configurando «manchas verdes» capaces de impulsar la
agroindustria y seleccionar de entre los nuevos regadíos, primero los social-
mente necesarios para contener la emigración del campo y junto a ellos los
económicamente rentables, para comenzar la transformación. El resto de la
superficie regable quedaría como demanda futura, tanto para asegurar la re-
serva de agua como para responder a las evoluciones futuras de los mercados
agrarios.

La Estrategia se presentó por todas las comarcas aragonesas y se inició la con-
sulta con los partidos políticos y los agentes sociales antes de su remisión a las
Cortes de Aragón para su debate. Se llegaron a realizar reuniones con las enti-
dades financieras que deberían proveer los créditos necesarios y con las orga-
nizaciones sindicales y profesionales. Entre los partidos sería Gómez de las
Roces el primero en ser convocado, pero habiendo aceptado la reunión no
comparecería presionado por Antonio de las Casas, del PCE, y José Luis
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Merino, del CDS, a lo largo del Pleno de las Cortes en Alcañiz. Vista la actitud
de la oposición y roto el camino al consenso perdimos, esta vez de manera dra-
mática, la posibilidad de acabar con otro de nuestros fantasmas: el agua y los
trasvases. De haber prosperado la iniciativa la Estrategia habría sido la guía in-
discutible para los planes hidrológicos. Más tarde el Pacto del Agua sería un re-
medo de la Estrategia, que otorga excesivo relieve a la construcción de panta-
nos, muchos de ellos discutibles. 

Todavía me duele no haber tenido más capacidad y habilidad política para ha-
ber soslayado el egoísmo partidista y salvar el proceso negociador. La proximi-
dad de las elecciones lo ponía, en todo caso, difícil.

LAS RELACIONES INSTITUCIONALES

Aunque se dijera continuamente que éramos «unos mandados de Madrid» la
verdad es que la pertenencia al mismo partido que ostentaba el Gobierno del
Estado facilitaba mucho las cosas. De hecho, haber compartido escaño, cuando
no sincera amistad, con casi todos los ministros abría grandes posibilidades de
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entendimiento. Mi antigua amistad con Carlos Romero, con quien colaboraría
más tarde desde el ICONA, facilitó la sintonía en materia de agricultura. El Can-
franc siguió subiendo más arriba de Jaca, se construyó el Silo de Canfranc
como estrategia para obligar a Francia a arreglar el acceso al Somport, o se
puso en marcha el tren blanco gracias a Enrique Barón. Así podría citar una lar-
ga lista de decisiones que favorecieron a Aragón que, aunque lógicas y racio-
nales, se adoptaron porque fue posible hacerlas llegar y comprender. Ya se
sabe que en política la razón no tiene por qué ser el mejor argumento: la histo-
ria del trasvase lo deja bien claro.

Las dificultades vinieron casi siempre de la mano del protocolo, lo que no deja-
ba de ser chocante entre socialistas. Es curioso comprobar cómo la afirmación
del poder distorsiona las cosas. Cierto es que en los inicios de la autonomía un
presidente de Comunidad Autónoma estaba obligado a hacer valer su papel de
máximo representante del Estado en la Comunidad. Los malos entendidos se
resolvían rápidamente con el contacto personal. 

Como ejemplo serviría mi negativa a asistir al acto solemne de la firma de la ad-
hesión de España a la Comunidad Económica Europea. Por razones de espa-
cio fáciles de entender desde protocolo decidieron que en el salón principal sólo
estarían los presidentes de las comunidades del artículo 151, pasando los de-
más a otra sala aneja frente a una pantalla de televisión. La explicación dada fue
que el Estado de las Autonomías ya estaba bien representado por Cataluña y
el País Vasco. Lo reciente del tortuoso camino de Aragón hacia la autonomía no
dejaba margen a semejante interpretación. La rectificación llegó tarde.

La reunión de Mequinenza con las tres diputaciones provinciales logró vencer
las primeras resistencias y abrir un período fecundo de cooperación institucio-
nal. La coordinación se extendió a la reforma de la atención psiquiátrica, a los
planes de obras y servicios, pasando por las actividades culturales o el inter-
cambio de carreteras.

Las relaciones con el Ayuntamiento de Zaragoza estaban condicionadas por la
fuerte personalidad de Ramón Sáinz de Varanda. Algunos conflictos, como los
suscitados por el realojo de las familias gitanas del Actur, con los vecinos del blo-
que Kasán en pie de guerra y la visita del Papa hicieron historia. Dada mi doble
condición de presidente de Aragón y secretario general del PSA-PSOE era cons-
ciente, tanto de la escasa simpatía de Ramón por la disciplina de partido como
del alcance político de la alcaldía zaragozana: «Alcalde de Aragón», como se le
llamaba. Nuestra vieja amistad y el respeto que nos profesábamos fue la palan-
ca que removió los obstáculos y propició los acuerdos. Ramón fue un eficaz de-
fensor de los intereses de la ciudad y de sus vecinos menos favorecidos. 
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EL FINAL DEL MANDATO

Preparando las elecciones correspondía redactar los nuevos compromisos
electorales. La reforma del Estatuto sería la primera cuestión a tratar. Como en
el siguiente mandato se cumplirían los cinco años señalados por la Constitución
para ampliar competencias, propusimos iniciar la reforma estatutaria según dos
principios: se promovería un gran acuerdo nacional para regular el proceso de
aquellas comunidades que lo solicitaran y la transferencia real de las compe-
tencias se pospondría hasta el momento propicio. Se pretendía así evitar los pe-
ríodos de coexistencia entre competencias centralizadas para unos y transferi-
das a otros –aquello del «territorio MEC»– que generarían ineficacia en todas las
administraciones.

Enrique Mújica, cuya presencia en el Congreso de Unidad entre el PSA y el
PSOE casi lo puso al borde del fracaso, era el encargado de velar desde la
Ejecutiva Federal por la ortodoxia de los programas electorales socialistas y 
se opuso rotundamente a esta propuesta. Al final se pudo redactar un texto 
ambiguo que pensábamos explicitar durante la campaña. Días antes de iniciar-
se ésta viajó a Zaragoza el ministro de Administraciones Territoriales, Joaquín
Almunia, para anunciar que no habría nuevas transferencias en Aragón en nin-
gún caso. En los debates internos del PSOE se afirmaba que la apertura pre-
matura de la reforma de los Estatutos del artículo 143 sería la oportunidad
esperada por los partidos nacionalistas para reivindicar nuevos techos para sus
Estatutos. Nosotros opinábamos que ni PNV ni CiU necesitaban coartadas para
seguir defendiendo su soberanismo.

Lo cierto es que sería la derecha más centralista la que tramitaría la reforma del
Estatuto, incluyendo además la mención a la nacionalidad histórica. Sea como
fuere el Estatuto contiene hoy plenas competencias y cumple con nuestros de-
seos. Veinte años después el tiempo nos da la razón: había que arrancar con el
mejor Estatuto posible y avanzar.

A lo largo de este período se habían producido muchos movimientos en 
el interior de mi partido. La prematura muerte de Ramón Sáinz de Varanda,
seguida muy de cerca por la de Florencio Repollés, con los que articulaba el po-
der real en la organización, abrió un dura batalla por la sucesión. En las ejecu-
tivas que dirigí en mis siete años de secretario general había tratado de integrar
a todas las corrientes internas pues la inestabilidad tradicional de la organiza-
ción lo requería. La desaparición de estos compañeros y la dimisión de algunos
miembros afines me dejaría en minoría al final del mandato. La campaña elec-
toral estuvo llena de sobresaltos, como lo estaría el proceso de afiliación de los
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nuevos militantes que se acercaban al socialismo. Estaba claro que, desde ha-
cía tiempo y para una parte de la Ejecutiva Federal, era considerado poco dúc-
til, lo cual me convertía en prescindible. 

Ganamos las elecciones pero nos faltó la mayoría suficiente para gobernar de
nuevo. El resto de la izquierda no cooperó y la abstención del CDS abrió la
puerta a la coalición PAR-PP.

Al perder el Gobierno la crisis interna del partido no podía resolverse con un
acto de fuerza por mi parte. El poder hace vacilar muchas voluntades y propi-
cia acuerdos a su alrededor y el poder socialista quedaba en otras instituciones
y en otras manos. A pocos meses del Congreso Regional ya no era oportuno
dimitir pero dejé de asistir a la Ejecutiva. En el Congreso no defendí la gestión
por no sentirme responsable ni compartir algunas decisiones adoptadas en mi
ausencia, tales como la elección del Justicia –con mi amigo Emilio Gastón en
plena crísis ideológica–, o el apoyo del Grupo Municipal Socialista del Ayun-
tamiento de Zaragoza a José Luis Martínez Candial para la Presidencia de la
Caja. La coherencia con toda la trayectoria anterior me obligó a lo más duro:
irme a Madrid siguiendo el camino de tantos otros aragoneses. En mi caso vol-
ver a mi profesión al frente del ICONA me haría más llevadero el viaje.

Tras el Congreso José Marco, afiliado bastante después del Congreso de Uni-
dad Socialista, diría que se había logrado arrancar al PSOE de las garras del
PSA. Carlos Pérez diría también que se había salvado al PSOE del «marraquis-
mo». Probablemente tuvieran razón. Pero se abría por delante otro período de
inestabilidad en el socialismo aragonés que nos llenaría a muchos de desespe-
ranza. Hoy las aguas vuelven a su cauce.

En cuanta ocasión he tenido de reflexionar sobre el período de nuestro Gobier-
no con gentes muy diversas hemos concluido que entre todos hicimos que la
realidad se acercara bastante a la utopía.
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La creación de las Cortes de Aragón
Antonio Embid Irujo

A MODO DE INTRODUCCIÓN
La amable petición de que comente desde el punto de vista de mis vivencias y
recuerdos personales la primera legislatura de las Cortes de Aragón y sobre
todo sus momentos fundacionales, me permite intentar un estilo diferente de
aquél con el que habitualmente, me he enfrentado regularmente a la vida insti-
tucional de la Comunidad Autónoma, que no ha sido otro que el propio del mé-
todo jurídico. Ya tuve la ocasión de realizar una aproximación en esta dirección
con ocasión de la publicación de mi libro Política y Derecho. Acción política y
reflexión jurídica desde la Presidencia de las Cortes de Aragón (1983-1987), Za-
ragoza, Oroel, 1987, 327 páginas, pero la excesiva proximidad de la obra a los
acontecimientos narrados y el propósito consciente de centrar el libro en torno
a una serie de discursos y documentos cuya difusión creí interesante en aquel
momento y que sobre todo debían en mi intención hablar por sí mismos, de-
terminó por fuerza que aquel texto tuviera una menor frescura y depuración de
la que imponen, como en este supuesto, unas pocas páginas en las que se tie-
ne que ser por fuerza mucho más selectivo y directo. En todo caso la cita del
anterior libro no es, ni mucho menos, gratuita en cuanto que el lector interesado
en aquellas fechas y acontecimientos puede sumar, a los datos que ahora se pro-
porcionen, un testimonio documental que le puede resultar muy útil para tener
una más completa panorámica del conjunto de los acontecimientos narrados 1.

En realidad lo que puedo relatar ahora es, sobre todo, la posición del testigo de
un esfuerzo colectivo que de cuando en cuando tuvo que ejercer también de
primer responsable y suscitador de lo que entendía debían ser afanes comunes.
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diferenciadoras de la Comunidad Autónoma de Aragón en mi trabajo «Sobre la evolución del Derecho
Público aragonés. Algunas reflexiones interesadas», en las páginas 19-51 del libro Derecho Público Ara-
gonés (dir. A. Embid Irujo), Madrid, Dykinson y el Justicia de Aragón, 2000.



En efecto: para mí lo más notable de la primera legislatura de las Cortes de Ara-
gón y quintaesencia con la cual resumir su contenido, es el sentimiento, rara-
mente unánime en todos los que tuvieron algo que ver con ella, de que estába-
mos realizando una tarea que era del mayor interés que concluyera con bien.
Había, creo, un sentimiento de trascendencia del trabajo y de consciencia com-
partida de la irrepetibilidad del momento histórico. Una cierta sensación de ser to-
dos una suerte de «padres fundadores», si se me permite una cierta exageración
y un evidente salto temporal y espacial en la remembranza. Eso hizo que en es-
casa medida existiera instrumentación política de las actuaciones que se des-
arrollaron en torno a la vida institucional de las Cortes de Aragón y de que en ge-
neral casi todos pudiéramos superar la lógica tentación del divismo personal, tan
connatural con el trabajo político de representación. He notado por ello un cierto
sentimiento de autosatisfacción –que comparto plenamente– entre quienes fue-
ron diputados de la primera legislatura que han incorporado –hemos incorpora-
do– a nuestra historia personal la convicción de haber vivido unos días singulares
y unos acontecimientos que por la descarnada ingenuidad con la que en muchas
ocasiones se realizaron, nos hacen sonreír como con una suerte de inocencia re-
cuperada cada vez que los recordamos en privado o en reunión conjunta.

Vamos allá.

LA INSTITUCIONALIZACIÓN DE LAS CORTES DE ARAGÓN 
Y UNA PEQUENA CRÓNICA POLÍTICA

La sesión constitutiva de las Cortes de Aragón se celebró en el palacio de la
Lonja de Zaragoza el 20 de mayo de 1983. Las elecciones –tanto autonómicas
como municipales– habían tenido lugar el día 8 de mayo y se había iniciado con
ellas una tónica permanentemente repetida en el devenir de la Comunidad
Autónoma de Aragón: que ningún partido político tendría mayoría absoluta en
las Cortes de Aragón con sus únicos escaños. En aquellos momentos tan cla-
ramente insertos en la auténtica marea política que unos meses antes le había
dado al Partido Socialista Obrero Español (PSOE) nada menos que doscientos
dos escaños sobre los trescientos cincuenta del Congreso de los Diputados en
las elecciones generales celebradas en octubre de 1982, el Partido Socialista
de Aragón (PSA-PSOE) obtenía treinta y tres escaños en las primeras eleccio-
nes autonómicas aragonesas, justo la mitad de los sesenta y seis que entonces
tenían las Cortes de Aragón 2. Se comprende entonces que posteriormente nadie
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mento de un profesor recién vuelto de Alemania en los días finales de 1982 y con perspectivas profesiona-
les muy claras, la realizó, con capacidad innegable, Luis Germán, también profesor de la Universidad de
Zaragoza. A partir de la segunda legislatura las Cortes de Aragón constarían de sesenta y siete escaños.



haya podido repetir siquiera esa cifra pues las circunstancias de confianza so-
cial muy generalizada en una sola formación política ya habían cambiado. Los
que más se han acercado a ese número de escaños en otras elecciones
autonómicas han sido el propio Partido Socialista en la tercera legislatura (treinta
escaños), el Partido Popular en la quinta (veintiocho escaños), el Partido So-
cialista en la segunda (veintisiete escaños), número también compartido por el
Partido Popular en la cuarta, y escaños que, como ha solido ser tónica per-
manente en Aragón, tampoco predeterminan ineludiblemente el acceso al Go-
bierno de la formación política más votada dado su carácter en todo caso mi-
noritario y la posibilidad (real en tres de las legislaturas nombradas) de la
formación de coaliciones que superen el número de escaños de la formación
más votada. 

Esa amplia mayoría de treinta y tres escaños no sería suficiente para que fuera
elegido en primera votación como presidente de las Cortes 3 pues para ello de-
biera haber obtenido mayoría absoluta, exactamente treinta y cuatro votos.
Como tuve ocasión de comprobar posteriormente en conversaciones con los
distintos protagonistas del momento, no hubo negociación política previa que
posibilitara ese resultado, que por otra parte hubiera sido más que lógico. De
ese modo quienes formamos la primera Mesa de las Cortes de Aragón salimos
elegidos sólo con los votos de nuestros grupos (más o menos) y en la segunda
votación de nuestros respectivos procesos. Con Marisol Navarro Pratsavall (vi-
cepresidenta primera y socialista), Antonio Lacleta Pablo (vicepresidente se-
gundo y elegido por la coalición electoral Alianza Popular-Partido Demócrata
Popular y Unión Liberal –en adelante en estas páginas AP-PDP-UL– aunque
proveniente de AP), Francisco Pina Cuenca (secretario primero y socialista) y
José Luis Moreno Pérez-Caballero (secretario segundo y también electo por
AP-PDP-UL aun cuando miembro del PDP), formamos la Mesa de las Cortes,
de composición invariada durante toda la Legislatura; celebramos muchas re-
uniones, trabajamos en común y en la misma dirección y siempre adoptamos por
consenso las decisiones que nos correspondían como Mesa en el marco de la
formación fácil y progresiva de una auténtica y sólida amistad que perdura entre
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mocratización sin renunciar en nada al pasado del Aragón medieval como ente autónomo, hasta sobera-
no, con instituciones propias que podían ser un espejo de la evidente continuidad histórica del pueblo
aragonés como comunidad política organizada. Igualmente me preocupaba la inserción plena de Aragón
en un Estado incipiente de las Autonomías pero que marcaba una forma completamente distinta de go-
bernar el país, que iría avanzando inexorablemente hacia cotas de mayor descentralización, como así ha
sido. El discurso está recogido en el libro Política y Derecho citado al comienzo del trabajo y por supues-
to se encuentra también en el Diario de Sesiones de las Cortes de Aragón correspondiente al 20 de mayo
de 1983.



quienes seguimos viviendo, pues hoy falta entre nosotros Jose Luis Moreno Pé-
rez-Caballero, un hombre sincero y auténticamente bueno que fallecería al co-
mienzo de la segunda legislatura 4. 

Por su parte la Junta de Portavoces quedaría formada por Alfonso Sáenz
Lorenzo en representación del Grupo Socialista, Rafael Zapatero González por
AP-PDP-UL, José María Mur Bernad por el Grupo Aragonés, Antonio de las
Casas Gil por el Partido Comunista y por el Grupo Mixto José Luis Merino Her-
nández, que pertenecía al CDS. Creo que tanto individualizadamente como en
su conjunto los portavoces formaban un «equipo» político de innegable calidad,
de muy bien saber hacer su trabajo. A ellos y a la iniciativa constante del Go-
bierno de Santiago Marraco se debe principalmente que aun con la ausencia
de competencias mínimanente sustantivas que presidió la vida de la Comuni-
dad Autónoma de Aragón hasta bien entrado el año 1985, el debate político y
parlamentario fuera siempre vivo e inquietante y permitiera suscitar interés en
los medios de comunicación y en la ciudadanía en torno a los trabajos de las
Cortes. Creo que las Cortes de Aragón y en general todo el acontecer de la pri-
mera legislatura deben mucho a su labor de ingenio y frescura política que, en
ocasiones hasta llegó a poner en alguna dificultad al Gobierno de Santiago
Marraco. 

Dos de estos portavoces (Antonio de las Casas y José Luis Merino) contribu-
yeron también con evidente entusiasmo a animar unas cuantas noches a los afi-
cionados al fútbol comentando en sucesivas intervenciones, en un programa
radiofónico que entonces tenía bastante audiencia y que hoy –por lo que me di-
cen– está en la cola de las preferencias de los radioyentes, los avatares eco-
nómicos del que fuera presidente de la Federación Española de Fútbol y dipu-
tado de las Cortes de Aragón por AP-PDP-UL (fracción AP), José Luis Roca
Millán, lo que dio una relevancia nacional a las Cortes de Aragón que cierta-
mente y por esos motivos, no me hubiera importado evitar. El tono insultante
del periodista –habitual en quien intentó con todas sus evidentes y reconocidas
artes que yo también participara en aquel cotarro sin conseguirlo obviamente–
le depararía posteriormente una condena penal que respondía a una querella in-
terpuesta por el fiscal jefe de la entonces Audiencia Territorial de Zaragoza, con
ratificación de la misma en diversas instancias y hasta finalmente por Sentencia
del Tribunal Constitucional aparecida en 1988 y consiguiente necesidad, nada
menos, de ser indultado por el Consejo de Ministros para evitar su entrada en
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la cárcel pues le llovía sobre mojado en lo que a condenas penales se refiere 5.
Son acontecimientos literalmente asombrosos pero es que, como dicen los
castizos entendidos con una sentencia que debe ser muy sabia en su simplici-
dad, «el fútbol es así».

Las Cortes de Aragón nacían el 20 de mayo de 1983 y debían inventar su for-
ma de actuación empezando por aprobar –y respetar posteriormente– unas
normas provisionales de funcionamiento. Fue lo primero que hice cuando me
incorporé al despacho que me habían preparado en lo que era a la sazón sede
de la Diputación General en la plaza de los Sitios de Zaragoza. Por cierto que
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en un Estado de libertades como es el nuestro. Las sanciones pecuniarias –en el bien entendido de que
éstas sean de cuantía sustantiva– son suficientes para reparar el honor y el orden jurídico perturbado por
dichas actuaciones. Acertó plenamente, pues, el Gobierno de la época al otorgar el indulto, lo que no ha
sido causa suficiente para que el periodista lenguaraz haya dejado de perseverar en algunos de sus disla-
tes, como informa la consulta a la posterior jurisprudencia ordinaria y constitucional en variados casos.

Antonio Embid con la Mesa de las Cortes el día de su constitución. 20 de mayo de 1983.



si Montesquieu levantara la cabeza –como habitualmente se expresa para lla-
mar al asombro ante un acontecimiento que se juzga políticamente incorrecto–
llevaría a cabo probablemente una rotunda condena de la situación creada ante
la evidencia de que mi despacho estaba en el mismo edificio que el destinado
al que sería luego presidente de la Comunidad Autónoma, Santiago Marraco, y
con quien compartiría, además de edificio, secretarias y máquina de hacer
cafés durante unos cuantos meses. Había sin embargo una evidente separa-
ción de poderes, como habría podido comprobar el barón si se hubiera perso-
nado, aun incorpóreamente, en el lugar. Exactamente esa separación era de
cinco metros.

En ese despacho que rostros amigos me hicieron muy confortable redacté las
normas provisionales de funcionamiento de las Cortes que regirían (con otras
nuevas que sucesivamente iría componiendo) hasta que se aprobara el Regla-
mento de las Cortes de Aragón en marzo de 1984. Allí recibí inmediatamente a
los portavoces parlamentarios para preparar la sesión de investidura del presi-
dente de la Comunidad Autónoma. Como parecía aconsejable y casaba con lo
que me transmitieron unánimemente los portavoces, propuse conforme a lo
previsto en el Estatuto de Autonomía, a Santiago Marraco, que era el candida-
to del Partido Socialista y que con treinta y tres escaños tenía todos los visos
de ser elegido presidente y probablemente no en segunda votación como bien
se comprobaría el 27 de mayo de 1983 –en sesión también celebrada en el
palacio de la Lonja de Zaragoza–, ya que obtuvo además de los treinta y tres
votos socialistas, los del diputado del Grupo Mixto, José Luis Merino, y del en-
tonces único diputado del Partido Comunista, Adolfo Burriel 6, votando en con-
tra los diputados de AP-PDP-UL mientras que los del PAR se abstenían. 

El Gobierno designado por Santiago Marraco tomaría posesión posteriormente
en el Paraninfo de la Universidad de Zaragoza el 6 de junio de 1983, conti-
nuando con la tónica de peregrinación por sedes prestadas que sería la carac-
terística de Gobierno y Cortes de Aragón durante prácticamente toda la prime-
ra legislatura 7. La primera parte de la tarea a cumplir estaba ya realizada: las
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Huesca, que se incorporó en virtud de Sentencia aparecida tras el correspondiente recurso contencioso-
electoral en junio de 1983, perdiendo entonces un diputado AP-PDP-UL.
7 Eramos desde esta perspectiva, por tanto, algo menos que un realquilado pobre, lo que –yo estaba
seguro de ello– no nos hacía merecedores de mucho respeto por los miembros de instituciones más tra-
dicionales y asentadas, aun cuando fueran jerárquica y protocolariamente inferiores. Recuerdo así al
representante de la única institución que en este país es titular nata de un derecho fundamental que me
hablaba –en referencia a nuestras instituciones de Gobierno y parlamentarias– de esa «cosita» que
«tenéis», lo que no dejaba de ser una descripción bastante sui géneris –y también divertida– de lo que ocu-
paba íntegramente la atención de nuestros días y de bastantes de nuestras noches por aquel entonces.



Cortes habían formado al Gobierno. A partir de ese momento les tocaría con-
trolarlo e impulsar su acción, cual corresponde al parlamentarismo racionaliza-
do que evidentemente era el sistema de gobierno que había consagrado nues-
tro Estatuto de Autonomía.

Cumplida esa tarea hubo que comenzar la labor más que agradable de ir for-
mando poco a poco el equipo humano que posibilitara el funcionamiento de las
Cortes. Juan Antonio García Toledo, que era el jefe de la Asesoría Jurídica del
Gobierno aragonés, ejerció durante un tiempo de letrado mayor de las Cortes
de Aragón (Montesquieu, definitivamente, nos había dejado ya por imposibles),
en un ejercicio de pragmatismo e inteligencia aceptado por todos los grupos
parlamentarios y que se apoyaba, además de en su generosa disponibilidad, en
su evidente talento para lo jurídico. Tomás Soláns pasaría del Ejecutivo a las
Cortes para ocuparse con esmero de las tareas de protocolo. Poco a poco irían
llegando Luis Granell (Prensa y Publicaciones) y María Dolores Llop (Interven-
ción). Marina Serrano –antes alumna brillante, luego abogado del Estado y hoy
directora general de Patrimonio en el Ministerio de Hacienda– sustituiría pronto
a Juan Antonio García Toledo en las tareas de letrado mayor y cuando ésta tam-
bién abandonó las Cortes por matrimonio y traslado fuera de Aragón, se incor-
poraría al puesto Manuel Giménez Abad, ya en el tramo final de la legislatura
(más exactamente a partir de octubre de 1986) y sobre el que, desgraciada-
mente, está ya dicho todo como para que sea necesario insistir aquí otra vez
en sus evidentes virtudes 8.

En general creo que la calidad política de los diputados de la primera legislatu-
ra está fuera de toda duda. Por si hicieran falta pruebas de esa evidencia bas-
te con recordar que en los escaños de entonces se sentaron quienes luego fue-
ron presidentes de la Comunidad Autónoma en la segunda legislatura (Hipólito
Gómez de las Roces) y en la tercera (Emilio Eiroa y Ramón Tejedor como pre-
sidente en funciones); también quienes en la quinta son presidente de las Cor-
tes (Jose María Mur) y vicepresidente del Gobierno (Jose Ángel Biel). Igualmen-
te fue diputada en la primera legislatura quien hoy ejerce la labor de presidenta
del Congreso de los Diputados (Luisa Fernanda Rudi) 9.
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8 La lista de funcionarios y personal contratado, entregados con entera devoción a las tareas parlamen-
tarias, sería muy larga pues deberían ser citados todos ellos. Permítaseme que arrostrando la expresión
de legítimo disgusto por lo que no es, sin embargo, un olvido sino un obligado respeto a los límites de es-
pacio que se me han impuesto, mencione aquí además de los anteriores a quienes, por proximidad per-
sonal al que por lógica pasó más horas que nadie en aquélla Institución, fueron obligados a trabajar con
una intensidad no compensada, en modo alguno, por la retribución. Mercedes Chicón, María Antonia
Martín Espíldora, Estanislao Pascual y Fernando Gurrea forman esa cita necesaria entonces. 
9 Otros muchos serían posteriormente diputados o senadores en Cortes Generales u ocuparían diferen-
tes cargos ejecutivos.



Por lo demás no se produjeron acontecimientos políticos de particular relevan-
cia, entendiendo por tales los que alcanzan posteriormente algunas líneas de
extensión en los habituales almanaques recopilatorios. La sólida mayoría políti-
ca –aunque no absoluta– y la coherencia del Gobierno con su Grupo Parla-
mentario no indujo a nadie a la aventura de formular mociones de censura o a
la necesidad de plantear cuestiones de confianza, como ha sucedido en la
segunda o en la tercera legislaturas. Sí se inició la costumbre del pase de dipu-
tados al Grupo Mixto (que se ha repetido en la segunda y tercera legislatura,
con trascendencia bien conocida en la última de ellas), lo que tuvo una mani-
festación individual y otra de contenido político más relevante 10. Se comenzó
también la práctica tan creativa de los debates sobre el estado de la Comuni-
dad Autónoma siguiendo el modelo inaugurado por Felipe González en el
Gobierno de la nación, en torno a los cuales tuvieron lugar los encuentros par-
lamentarios más interesantes de toda la legislatura, obviamente.

En relación a su función legislativa las Cortes de Aragón aprobaron mayorita-
riamente durante la primera legislatura leyes de contenido institucional, en lógi-
ca congruencia con el significado fundacional de la legislatura, algunas de las
cuáles referiré más adelante. Entre las relativas a intervenciones en las materias
que entonces eran de competencia de la Comunidad Autónoma hay que des-
tacar –al menos según mi criterio– la Ley 3/1985, de 21 de mayo, sobre la
Compilación del Derecho Civil de Aragón; la Ley 3/1987, del Banco de Tierras
(de nula influencia posterior aun cuando de bastante polémica en el momento
de su formación); la Ley 4/1987, de 25 de marzo, de Ordenación de la Acción
Social (todavía vigente y probablemente la más fecunda en aplicación en la enu-
meración que aquí realizo junto con la del Derecho Civil); la Ley 6/1987, de 
15 de abril, de Mancomunidades de Municipios (anticipadora de la búsqueda
de soluciones más rotundas, como la comarcalización, para afrontar el terrible
problema de la despoblación interior de Aragón y de la falta consiguiente de
auténticas administraciones territoriales puesto que no lo son la gran mayoría
de los municipios aragoneses), y la Ley 8/1987, de 15 de abril, de creación, or-
ganización y control parlamentario de la Corporación Aragonesa de Radio y Te-
levisión, la última aprobada en la primera legislatura y la más rápidamente
olvidada aun cuando nunca derogada.
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10 El diputado del PAR Francisco Seral Íñigo pasó en 1984 a formar parte del Grupo Mixto en el marco
de los acontecimientos que determinaron la formación de una comisión de investigación sobre ciertos
hechos que se imputaba tuvieron lugar en la preautonomía y que no tuvo trascendencia alguna; por su
parte y en octubre de 1986, la Agrupación de Diputados del PDP se integró en el Grupo Mixto en co-
rrespondencia con la «independización» que la formación política liderada por Óscar Alzaga realizó en el
conjunto del país y que sin embargo no le reportaría ningún fruto político pues le llevó a una rápida
extinción.



LA DETERMINACIÓN DE LA SEDE: EL PALACIO DE LA ALJAFERÍA

El Estatuto no había determinado en qué ciudad se ubicarían las Cortes de Ara-
gón y ese fue el objeto de la primera Ley que éstas aprobaron, la 1/1983, de 28
de septiembre, por la que se fijó en la ciudad de Zaragoza la sede de las Cor-
tes de Aragón. Con ello no estaba concretado, sin embargo, el lugar físico en
que el Parlamento debería ubicarse, cuestión que evidentemente era capital.
Precisamente la misma tarde del día 20 de mayo de 1983, después de la cons-
titución de las Cortes y de la comida consiguiente con la que, entre otras co-
sas, se atendía a los diversos invitados que habían acudido de fuera de la
Comunidad Autónoma a esa constitución 11, visité con el alcalde de la ciudad de
Zaragoza y el letrado mayor el palacio de la Aljafería o, mejor dicho, las ruinas
que entonces constituían dicho palacio con la excepción del Salón de los Re-
yes Católicos, que literalmente sólo medio se sostenía.

La Aljafería era un lugar que había visitado desde bastante joven en múltiples
ocasiones y que siempre me subyugaba 12, aun siendo entonces ignorante de
casi todo lo que hoy sé de él. El alcalde, por su parte, tenía un evidente interés
en buscar una salida digna para un lugar de propiedad municipal, cedido por el
Ministerio de Cultura con la finalidad de ubicar en él de un museo para lo que
le faltaba al Ayuntamiento dotación económica y sobre todo ganas de realizar-
lo. El alcalde, Ramón Sáinz de Varanda, verdadera referencia de la política y de
la vida ciudadana contemporánea por sus propios y exclusivos méritos, de-
mostraba una visión certera de las necesidades públicas y de las posibilidades
de proyección futura, la misma que le acompañó –al menos en lo que soy tes-
tigo y sobre lo que puedo juzgar, que creo que es bastante– en la mayor parte
de las decisiones adoptadas mientras la salud se lo permitió. Los dos nos
pusimos rápidamente de acuerdo en que por múltiples motivos esa casi ruina
era el lugar ideal para ubicar a las Cortes de Aragón. Yo veía en su futura reha-
bilitación un símbolo del renacer aragonés que tenía que identificarse con la ins-
tauración de la vida autonómica. Al tiempo era una ocasión inmejorable para
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11 Recuerdo ahora entre los distintos invitados a la entonces secretaria de Estado, María Izquierdo; al
presidente del Parlamento de Cataluña, Heribert Barrera, y al de Navarra Víctor Manuel Arbeloa. Como es
lógico tuve posteriormente una relación frecuente con estos últimos colaborando con ellos en distintas
iniciativas comunes en muchas ocasiones.
12 Con los amigos o profesores universitarios de fuera de Zaragoza había hecho frecuentemente de cice-
rone. En particular era «solicitado» en la Facultad de Derecho cuando acudían a ella profesores alemanes
por el dominio que tenía de ese idioma. Ahora recuerdo, entre bastantes, la visita que realicé con el
conocido profesor de Ciencia Política Klaus von Beyme, que quedó prendado por una belleza tan primiti-
va como la que presentaba el palacio antes de su restauración. Con posterioridad he realizado esa tarea
en multitud de ocasiones. Una vez, por cierto, me quedé maravillado al advertir entre los turistas, con cara
de despistado y con ganas de no llamar la atención, al escritor también alemán Günter Grass, a quien res-
peté en su evidente deseo de anonimato.



recuperar un lugar que podía erigirse en referencia civil del Aragón moderno por-
que simbolizaba muy bien la idea de tolerancia que creía imprescindible que
transmitiera una institución democrática. En y en torno a la Aljafería, efectivamen-
te, se había producido en el pasado una convivencia sucesiva y en muchos mo-
mentos simultánea y armoniosa de aragoneses judíos, musulmanes y cristianos. 

Se trataba entonces de convencer, con la utilización de todo el instrumentario
«ideológico» anteriormente expuesto, a los protagonistas políticos y sociales de
esa conveniencia y que en el ambiente cultural aragonés se viera también con
buenos ojos esa actuación. Y al tiempo de dejar pasar unos meses sin que se
notara excesivamente esa espera, hasta que los recursos económicos de la
Comunidad Autónoma permitieran afrontar una obra de esa importancia, pues
el presupuesto de 1983 estaba gastado por el ente preautonómico incluso an-
tes de que empezaran a actuar las instituciones estatutarias constituidas en la
primavera de ese mismo año 13.

Mientras tanto recibimos el ofrecimiento de la Caja de Ahorros y Monte de Pie-
dad de Zaragoza, Aragón y Rioja en la persona de su director, José Joaquín
Sancho Dronda, para ubicarnos sin contraprestación económica en un amplísi-
mo piso de la calle San Jorge, 10, lo que después de algunos intercambios de
pareceres a favor y en contra en el seno de la Mesa y Junta de Portavoces,
aceptamos por unanimidad. Eso vino inmediatamente unido a la posibilidad de
utilizar como Salón de Plenos el que tenía la Cámara de Comercio en la vecina
calle de Don Jaime I, 18 –hoy sede del Colegio de Abogados–, decisión que
también se adoptó después de pactar un alquiler con el presidente de la Cá-
mara de Comercio, a la sazón el señor Martínez Candial 14.

Para preparar la decisión sobre la ubicación de las Cortes propuse la constitu-
ción de una Comisión Parlamentaria el día 14 de junio de 1983 (como se podrá
colegir por la fecha no esperé demasiado para ello ciertamente). Esa Comisión
se formó con representantes de los grupos parlamentarios y el alcalde de
Zaragoza y se incorporaron como expertos los profesores de la Universidad de
Zaragoza Guillermo Fatás y Gonzalo Borrás. Esta Comisión después de diver-
sas reuniones y visitas a diferentes edificios y lugares emitió un informe reco-
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13 Por su parte y simultáneamente también el Ejecutivo llevaba a cabo sus estudios y decisiones sobre la
ubicación de su sede que finalmente se decidió que fuera sobre el antiguo Hogar Pignatelli. Es curioso y
altamente simbólico que las dos instituciones autonómicas se fueran a ubicar en lugares propiedad de en-
tidades locales y en muy deficiente estado de conservación en ambos casos. Las Cortes en un palacio de
titularidad del Ayuntamiento de Zaragoza. El Gobierno en un edificio titularidad de la Diputación Provincial
de Zaragoza.
14 En ambos casos hubo que realizar labores de adaptación que fueron eficazmente dirigidas por el fun-
cionario de la Diputación General José Félix Méndez, que consiguió con sumo gusto unos lugares que se-
rían el hogar de la Institución parlamentaria durante prácticamente todo el resto de la legislatura.



mendando la instalación de las Cortes de Aragón en el palacio de la Aljafería.
De forma consiguiente la Mesa de las Cortes solicitó al Ayuntamiento de Za-
ragoza la cesión de una parte de dicho palacio, lo que se acordó por la Corpo-
ración local el 9 de febrero de 1984. La Mesa encargó al arquitecto que enton-
ces estaba encargado de diversos trabajos de restauración en el edificio, Ángel
Peropadre, un proyecto técnico que devendría en instrumento para la contrata-
ción de las obras con una empresa constructora después del correspondiente
concurso. Posteriormente surgieron una serie de interrogantes en torno a la ido-
neidad del proyecto que aconsejaron un estudio geotécnico del terreno y final-
mente la desestimación del proyecto y la rescisión del contrato con la empresa,
que se logró de forma amigable y sin ninguna indemnización por parte de las
Cortes de Aragón.

La Mesa de las Cortes acordó el 21 de octubre de 1985 encargar un nuevo pro-
yecto a los arquitectos Luis Franco Lahoz y Mariano Pemán Gavín. Éstos cola-
boraron con el arquitecto José Manuel Pérez Latorre en una parte concreta de
las obras (la capilla de San Martín, donde se ubicaría originariamente la Bibliote-
ca de las Cortes) y en el marco de la realización de los primeros trabajos, se vio
conveniente ampliar la superficie de uso parlamentario, lo que llevó a solicitar al
Ayuntamiento una nueva cesión dentro del palacio que éste acordó poco des-
pués y que supuso la ganancia de cerca de dos mil metros cuadrados sobre la
cesión original 15. Proyecto y contratación se sucedieron a una velocidad relativa-
mente importante dado el esfuerzo entusiasta que realizó el equipo técnico, lo que
permitió al Príncipe de Asturias colocar el 10 de mayo de 1986 la primera piedra
de las Cortes de Aragón, que simbólicamente se ubicó en el Patio de San Martín.

Paralelamente se llevaron a cabo excavaciones arqueológicas bajo la dirección
del catedrático de la Universidad de Zaragoza Manuel Martín Bueno, lo que dio
lugar a algunos interesantes descubrimientos y sobre todo a un detenido estu-
dio que desembocó en nuevas dataciones y conocimiento de acontecimientos
transcurridos en un lugar en el que se resume, literalmente, toda la historia de
Aragón. Daba gusto contemplar a los estudiantes e investigadores de la Uni-
versidad de Zaragoza estudiar, con evidente entusiasmo, los suelos y subsue-
los de diferentes lugares del palacio. 

Una Comisión Parlamentaria de seguimiento compuesta de representantes de
los grupos parlamentarios 16 llevó a cabo reuniones periódicas durante todo el
tiempo que duró la construcción para conocer de primera mano todos los ava-
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15 Justo es recordar que el concejal Mariano Berges colaboró con eficacia a la instrumentación de esta
cesión.
16 La componían los diputados Ramón Tejedor (Partido Socialista), José Luis Roca (Alianza Popular), José
María Mur (Partido Aragonés) y Sixto Agudo (Partido Comunista).



tares, técnicos y económicos, de las obras. Puse el máximo interés y tiempo en
esas cuestiones 17 y diversos acontecimientos, además, me obligaron a no des-
cuidar un segundo la atención a la obra 18, que avanzó muy felizmente hasta el
punto de estar prácticamente concluida cuando concluía la primera legislatura,
con la feliz circunstancia además de liquidarse por el precio de contratación, lo
que suele ser bastante inesperado en la mayor parte de las obras públicas.

A tantos años vista parece evidente que la decisión –aún no compartida por al-
gunos en su momento e ignorada por otros, siempre escasos bien es verdad–
fue evidentemente afortunada. El hecho de que los principales protagonistas de
las decisiones sobre el palacio en la primera legislatura hayan tenido responsa-
bilidades parlamentarias o de Gobierno posteriormente que les han llevado a
proseguir en las labores de restauración del completo edificio manteniendo ade-
más, a los directores técnicos de las obras, ha llevado consigo el resultado del
que todos los aragoneses nos sentimos legítimamente orgullosos. Un edificio
señero, singular, sorprendente por el tipo de arquitectura y sobre todo por la
concepción moderna de la restauración realizada y que realza majestuosamen-
te los evidentes valores que, pese a todas las desgracias que se cernieron so-
bre el lugar en el último siglo y medio de su existencia, pervivieron a través del
tiempo. El primer monumento civil de Aragón, el más visitado en una línea cre-
ciente que seguirá en progresión geométrica continúen o no los múltiples reco-
nocimientos que ya ha tenido, el último de diciembre de 2001, consistente en
su inclusión por la UNESCO como Patrimonio mundial en unión de otros mo-
numentos del mudéjar aragonés.

LA PRESENCIA DE LAS CORTES EN ARAGÓN Y EN ESPAÑA

He indicado en el apartado anterior que la sede de las Cortes de Aragón se fijó
por la Ley 1/1983, de 28 de septiembre, en la ciudad de Zaragoza. Esa misma
Ley previó la celebración de plenos en otros lugares de Aragón, posibilidad que
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17 Me auxiliaron en esa tarea, entre otros, el arquitecto Manuel Fernández y el profesor de la Facultad de
Derecho Ricardo Chueca.
18 El anecdotario vinculado a la construcción de esta obra es amplio y en algunos casos sorprendente.
Recuerdo, sin entrar en más detalles, la carta de un ministro del momento que avisaba del surgimiento de
problemas con diversos países árabes por utilizar un lugar que, decía, sería sagrado para ellos y del que
no tolerarían destrucciones que –según el despistado ministro– se iban a producir como consecuencia de
nuestra intervención. Sin comentarios obviamente, pero en algún momento debo reconocer que me en-
traron dudas sobre mis presuntas responsabilidades históricas. Ahí es nada, un conflicto con los países
árabes por enamorarme de una ruina. Bien es verdad, me consolaba, que si nuestra Bandera y Escudo
(vid. la Ley 2/1984, de 16 de abril, sobre uso de la Bandera y el Escudo de Aragón, en particular la deta-
llada descripción que realiza su artículo 4.o) no había suscitado tal conflicto no tenía por qué tener más te-
mores por una cuestión de, en el fondo, ladrillos, máxime cuando no afectábamos sino para mejorarlas a
las partes históricas y era nuestro propósito confesado –como luego se ha demostrado– permitir que se
llevaran a cabo ocasionalmente en el edificio labores de culto islámico.



creí interesantísima y que usamos inmediatamente. Así el 20 de octubre de
1983 se celebró en la ciudad de Teruel una sesión plenaria en la iglesia de San
Pedro. El orden del día tuvo de todo: elección de los dos primeros senadores
en representación de la Comunidad Autónoma (fueron elegidos Alfonso Sáenz
por el Grupo Socialista y Rafael Zapatero por el Grupo AP-PDP-UL), toma en
consideración de una iniciativa legislativa del PAR para declarar Día de Aragón
la festividad del señor San Jorge (al año siguiente y tras la correspondiente tra-
mitación se convertiría esta iniciativa en Ley) y sobre todo presentación por el
consejero de Presidencia y Relaciones Institucionales, Andrés Cuartero, de un
informe sobre la parte aragonesa de la Comisión Mixta de Transferencias. Algu-
nos turolenses se acordarán todavía de esta parte de la sesión pues la lectura
pausada del informe duró algo más de una hora y su contenido no constituía
precisamente literatura de ficción. Por si no era suficiente con el temple del con-
sejero, el remate del entretenimiento lo ofrecieron los representantes de los gru-
pos parlamentarios, concluyendo todos, con no rara coincidencia y con poste-
rioridad a la sesión, en que probablemente los debates generales sobre
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Salón de Plenos, con sus pupitres, de las primeras Cortes de Aragón.



transferencias no eran los más apropiados precisamente para las sesiones ple-
narias, no habiéndose producido –según mi información– otras sesiones plena-
rias con posterioridad con el mismo objeto. 

Más adelante y en la misma primera legislatura se celebrarían sesiones en
Huesca (13 de junio de 1984, sesión en la que, entre otras cuestiones, se apro-
bó la Ley reguladora del Consejo Asesor de RTVE en Aragón), Ejea de los Ca-
balleros (20 de junio de 1985, donde se aprobaría la Ley del Justicia de Aragón)
y Alcañiz (30 de octubre de 1986, donde se aprobó la Ley de salud escolar).
Aun cuando en otras legislaturas se ha continuado la práctica de celebrar
sesiones fuera de la ciudad de Zaragoza nunca lo ha sido con la profusión de
la primera. A ello colaboraba sobre todo el sentimiento de la necesaria difusión
del trabajo parlamentario y con él de la misma vida institucional de la Comuni-
dad Autónoma fuera del «gigante» desproporcionado que en relación al con-
junto de Aragón constituye la ciudad de Zaragoza. La experiencia fue en todos
los casos muy feliz y reconfortante para cuantos nos esforzamos en ella. Lite-
ralmente miles de personas contemplaban en cada lugar la actuación de la Ins-
titución parlamentaria y en torno a la presencia de las Cortes de Aragón se or-
ganizaban además recepciones, visita de escolares, contactos con los medios
de comunicación locales y con las instituciones municipales, etc.

La proyección de las Cortes de Aragón debía tener lugar también fuera del ám-
bito de la Comunidad Autónoma y ello, en el primer momento, por puros moti-
vos de propio interés. Pacté con el presidente del Parlamento de Cataluña,
Heribert Barrera, con ocasión de su presencia en la constitución de las Cortes
de Aragón el 20 de mayo de 1983, una visita al Parlamento de Cataluña y muy
pronto, los días 7 y 8 de julio de 1983, la Mesa y la Junta de Portavoces acu-
dieron oficialmente al Parlamento de Cataluña. Fuimos magníficamente recibi-
dos y celebramos reuniones muy fructíferas de las que aprendimos muchas co-
sas para el futuro funcionamiento de nuestro Parlamento. En realidad viajamos
al mejor lugar en el que en España se podía entonces aprender vida parlamen-
taria 19, lo que al tiempo se correspondía con un evidente significado político,
pues además de nuestra relación de vecindad estaba la clara realidad de la
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19 Durante mi estancia investigadora en Alemania (finales de 1981 y todo el año 1982), en el Max Planck
Institut für ausländisches, öffentliches Recht und Völkerrecht de Heidelberg, tuve ocasión de hacer de tra-
ductor para una delegación del Parlamento de Cataluña que visitó el Parlamento del Land Baden-Wür-
temmberg en Stuttgart. Traduje para ellos, por encargo del Parlamento del Land, la Constitución de Ba-
den-Würtemmberg y el Reglamento de su Parlamento y luego les acompañé durante la visita que tuvo
lugar durante varios días de septiembre de 1982. Inicié entonces una buena relación que luego ha segui-
do con el presidente Barrera, el entonces vicepresidente –y catedrático de Derecho Constitucional– Isidre
Molas, el secretario general y gran experto en Derecho Parlamentario Ismael Pitarch y otros miembros. En-
contrarlos unos meses más tarde y en circunstancias completamente distintas fue una más que agrada-
ble sorpresa para todos.



amplísima colonia aragonesa afincada en Cataluña, en muchos casos además
ejerciendo puestos de gran responsabilidad. Por eso y como en otras ocasio-
nes posteriores haríamos, organizamos una recepción para los aragoneses de
Cataluña acudiendo varios centenares de ellos a nuestro llamamiento y pasan-
do todos juntos unas horas agradabilísimas. Los miembros de la Mesa y Junta
de Portavoces pudimos notar el interés y aliento ante la nueva etapa autonómi-
ca aragonesa que nos transmitían los aragoneses allí residentes desde su per-
cepción de la ya «veterana» autonomía catalana y desde luego su perfecto es-
tado de integración en la vida política, social y cultural de Cataluña. En otro
plano de las actuaciones y como parecía lógico me entrevisté con el presiden-
te Pujol sorprendiéndome que lo que yo creía sería una mera entrevista formal
se extendió a una muy interesante y distendida conversación de más de tres
horas, lo que probablemente guardaba relación –entre otras cosas– con el peso
social –y electoral– en Cataluña de la emigración aragonesa a la que me refería 20.

Creo que también es de resaltar en esa primera legislatura la comparecencia
que realicé en la Comisión de Autonomías y Organización y Administración
Territorial del Senado, dentro de una actividad sistemática organizada por el
presidente de la misma, el navarro Víctor Manuel Arbeloa. El presidente Arbeloa
trataba ya entonces de encontrar una funcionalidad del Senado –tarea de las
propias de Hércules, bien es verdad–, lo que tradujo en ese momento en torno
al simple hecho de proporcionar información y búsqueda de puntos de coinci-
dencia en el incipiente Estado de las Autonomías que colectivamente estába-
mos construyendo. La comparecencia tuvo lugar el 23 de octubre de 1984 y la
centré en una narración de la actividad normativa realizada por las Cortes de
Aragón hasta el momento respondiendo, posteriormente, a diversas preguntas
que bastantes senadores realizaron con mucho interés. Hoy recuerdo con es-
pecial memoria la pregunta del senador del Grupo Popular señor Perinat Elio en
torno al ¡trasvase del Ebro! y cómo este senador, con un interés digno –poste-
riormente– de mejor causa, apuntaba el papel de la Comisión de Autonomías
del Senado para resolver los problemas que hipotéticamente pudieran surgir
entre Aragón y Cataluña, que era entonces la única Comunidad Autónoma 21 que
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20 Al margen de otras cuestiones que casi veinte años después no vienen al caso, con anterioridad a la vi-
sita me entrevisté con el presidente Marraco para conocer de primera mano sus puntos de vista sobre la
relación general que deberían mantener Aragón-Cataluña. Siempre he creído –y lo sigo creyendo– que un
presidente de Parlamento no tiene capacidad jurídica ni política para expresar por sí mismo la posición de
una Comunidad, que su tarea es fundamentalmente de representación institucional y no propiamente po-
lítica y que por tanto se debe ser muy cuidadoso en público y en privado en la especificación de posicio-
nes de esta índole, no debiendo nunca dar lugar a la confusión entre la opinión personal y la representa-
ción de la Comunidad.
21 Estaba bastante reciente la aprobación en 1981 de una Ley de trasvase a la provincia de Tarragona, la que
vinimos a llamar del «ministrasvase» por la escasa cuantía de agua implicada que aún hoy, en 2002, no ha lle-
gado a totalizar en la práctica los cuatro metros cúbicos que en total se autorizaron a trasvasar por aquella Ley.



algunos postulaban o contemplaban como hipotética receptora de las aguas
del entonces también hipotético trasvase 22. Por lo demás hubo una estupenda
colaboración al éxito del acto por distintos senadores aragoneses, como los se-
ñores Bolea Foradada y Foz del Cacho.

Un acontecimiento singular de la primera legislatura y también insertable en este
apartado del trabajo, fue la presentación ante el Congreso de los Diputados de
una iniciativa legislativa (de las previstas en el artículo 87.2 de la Constitución),
en unión del Parlamento de Cataluña y del Parlamento de Andalucía, para que
se regulara legislativamente –los parlamentos aportábamos conforme a lo pre-
visto constitucionalmente el texto completo de la iniciativa legislativa– las rela-
ciones del Defensor del Pueblo con los comisionados parlamentarios auto-
nómicos. Las Cortes de Aragón me designaron para realizar la presentación de
la iniciativa ante el pleno del Congreso de los Diputados, lo que tuvo lugar el día
14 de marzo de 1985. Por cierto que por parte del Parlamento de Andalucía in-
tervino al lado de su presidente, Antonio Ojeda, un entonces todavía poco co-
nocido diputado del Parlamento andaluz por Alianza Popular llamado Antonio
Hernández Mancha y en el turno de diputados del Congreso representó al Gru-
po Popular Hipólito Gómez de las Roces. El resultado de la votación fue de dos-
cientos veinticuatro votos a favor y sólo en dos contra, iniciándose así un cami-
no de elaboración parlamentaria que devendría al final en la Ley 36/1985, de 6
de noviembre, por la que se regulan las relaciones entre la Institución del De-
fensor del Pueblo y las figuras similares en las distintas comunidades autóno-
mas, con algunos cambios notables sobre el texto que originalmente presenta-
mos. En todo caso creo que esta Ley es el único ejemplo en la historia
parlamentaria de nuestro país en que tres parlamentos de comunidades autó-
nomas llevan una iniciativa conjunta al Congreso de los Diputados y además
consiguen su propósito. Que las Cortes de Aragón figuraran al lado de parla-
mentos de comunidades autónomas «del artículo 151» (entonces valía esa ter-
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22 Transcribo del Diario de Sesiones y de mi libro Política y Derecho, op. cit., pp. 165-166, la respuesta
que di a las preguntas del citado senador: «En cuanto a la última cuestión sobre si el trasvase del Ebro
podría ser decidido por la Comisión, le diré que lo que a mí me gustaría es que el trasvase del Ebro no
fuera decidido por nadie, ni fuera tratado por nadie. Me ha dado una especie de vuelvo el corazón cuan-
do oigo a un senador por Madrid hablar del trasvase del Ebro y me pregunto que qué sucede, ¿hay al-
guna consignación presupuestaria perdida por ahí en algún presupuesto para hablar de él? Creo que el
trasvase del Ebro, entre comillas, paréntesis e, hipotéticamente, entre interrogantes, debe ser discutido,
no por esta Comisión, sino por todos, y en primer lugar por los aragoneses y los catalanes. Que quede
bien claro que la postura aragonesa, la que defiende en este momento el Ejecutivo, es la de que si –y de
nuevo volvemos a los condicionales– hay agua sobrante, si están acabados los riegos de Aragón, si, si...
Nuestra postura de colaboración solidaria con cualquier otro pueblo de esta nación no nos llevaría a ne-
garnos, a una postura irracional, por supuesto; pero hay muchos síes condicionales que tienen que cum-
plirse y, sobre todo, el primer sí es que no hablemos del trasvase del Ebro, que nos quedan muchas co-
sas que hacer en Aragón todavía con ese bendito río».



minología), siendo Aragón una Comunidad del «artículo 143», o sea, de auto-
nomía inicial reducida, es un símbolo de, por un lado, la inadecuación de la vía
autonómica decidida para nuestra tierra y al tiempo del calado de la capacidad
aragonesa para implicarse en amplias actividades y objetivos en la construcción
del Estado de las Autonomías 23. Y de la aceptación que comunidades más
asentadas y con poder realizan de esa realidad.

LA TAREA DE CREACIÓN NORMATIVA 
DEL RESTO DE LAS INSTITUCIONES

Como he indicado la labor normativa de las Cortes de Aragón en la primera le-
gislatura se centró, sobre todo, en la tarea de creación y consolidación institu-
cional más que en una regulación sustantiva de las materias competencia de la
Comunidad Autónoma, con independencia de que también se aprobaran leyes
en este sentido, como se ha expuesto.

Además de las labores propias de la autoorganización de las Cortes, que al-
canzaron su punto culminante con la elaboración del Reglamento de 28 de
marzo de 1984, que presentaba –y ello era ciertamente difícil– unos evidentes
rasgos de originalidad en la búsqueda de soluciones que permitieran evitar al-
gunos de los inconvenientes que para la vida institucional tenían los Pactos de
la Moncloa de 31 de julio de 1981 y su reflejo en el Estatuto de Autonomía de
1982 24, las Cortes debieron centrarse en la organización del resto de las insti-
tuciones autonómicas 25.

Particular relevancia hay que dar aquí a la Ley 3/1984, de 7 de junio, del presi-
dente, de la Diputación General y de la Administración de la Comunidad Autó-

329

23 He insistido con profusión en las singularidades de Aragón como Comunidad Autónoma en mi trabajo
«Sobre la evolución del Derecho público aragonés. Algunas reflexiones interesadas», en las pp. 19 y ss.
del libro Derecho Público Aragonés, op. cit.
24 En esta labor destacó la iniciativa del diputado Mariano Alierta Izuel, discurriendo medios de superación
de la limitación temporal de los períodos de sesión parlamentaria, lo que me había llevado a calificar –con
algo de sorna– en distintos escritos doctrinales al sistema parlamentario de las comunidades autónomas
de autonomía inicial reducida, como «parlamentarismo intermitente».
25 También formarían parte de la labor de autoorganización política del trabajo parlamentario la Ley
2/1983, de 28 de septiembre, por la que se regula la responsabilidad política de la Diputación General y
de su presidente ante las Cortes de Aragón la Ley 3/1983, de 28 de septiembre, de designación de
senadores representantes de la Comunidad Autónoma la Ley 4/1983, de 28 de septiembre, por la que se
regula la iniciativa legislativa ante las Cortes de Aragón, leyes todas ellas que en unión de la ya citada supra
1/1983, por la que se determinaba la sede de las Cortes de Aragón, fueron elaboradas y aprobadas en
un tiempo escaso si se recuerda la fecha –20 de mayo de 1983– de constitución de las Cortes de Ara-
gón. A éstas se sumarían al año siguiente las Leyes 1/1984, de 12 de abril, por la que se declara Día de
Aragón el 23 de abril, tradicional conmemoración de San Jorge; la 2/1984, de 12 de abril, sobre uso de
la Bandera y el Escudo de Aragón, y la 7/1984, de 27 de diciembre, reguladora de la iniciativa legislativa
Popular ante las Cortes de Aragón.



noma de Aragón. Ley con funcionalidad muy amplia, como se habrá advertido
por el título, y que tenía dentro de su evidente simplicidad –correspondiente al
grado de competencias que tenía la Comunidad en aquel momento– una ex-
celente técnica que le ha hecho pervivir durante bastante tiempo. En línea de
cierta continuidad con esta Ley habría que citar la Ley 1/1986, de 20 de febre-
ro, de medidas para la ordenación de la Función Pública de la Comunidad
Autónoma de Aragón.

He indicado hace unas páginas que en el pleno celebrado en Ejea el 20 de ju-
nio de 1985 se aprobó la que devendría en Ley 4/1985, de 27 de junio, regula-
dora del Justicia de Aragón. Esta Institución, prevista en el artículo 33 del Esta-
tuto de Autonomía con una relevancia innegable dadas las funciones que se
pretende que cumpla, claramente superiores a las del clásico Ombudsman 26 y
muy enlazada con el pasado histórico aragonés, merecía una atención norma-
tiva relativamente urgente y que suscitara sin duda un consenso generalizado.
No tenía sentido además que conforme a los usos tradicionales en la vida par-
lamentaria fuese el Ejecutivo quien adoptara la iniciativa legislativa en relación 
a una Institución por naturaleza vinculada al Parlamento. Redacté entonces 
un borrador de Ley que por medio del portavoz del Grupo Socialista, Alfonso
Sáenz, se ofreció al resto de grupos parlamentarios, quienes lo aceptaron in-
mediatamente, haciéndose entonces de todos la iniciativa normativa con la
consiguiente renuncia, así, a cualquier protagonismo político sectorial que hu-
biera sido, creo, muy contraproducente dada la materia tratada. El resultado fue
que, prácticamente sin cambios en relación al borrador primitivamente redacta-
do, se aprobó en Ejea de los Caballeros la Ley del Justicia de Aragón, buscán-
dose de propósito, al situar en la capital de las Cinco Villas el lugar de aproba-
ción de la Ley, el entronque histórico pues fue en Cortes celebradas en Ejea en
1265 cuando se inició la larga vida de la Institución del Justicia de Aragón que
concluiría con los Decretos de Nueva Planta en 1707, habiendo superado, con
algunas dificultades, la caída de la cabeza del Justicia Lanuza en las postrime-
rías del siglo XVI.

Esta Ley sería singular por más motivos, pues fue también la primera aragone-
sa objeto de un recurso de inconstitucionalidad por parte del Gobierno de la
nación, que reprochaba excesos competenciales al introducirse, en su opinión,
en el ámbito del Defensor del Pueblo, sobre todo en lo relativo a la intervención
sobre las entidades locales. El recurso de inconstitucionalidad formulado por el
Gobierno conectaba así con los cambios parlamentarios que se producirían 
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26 Además de la defensa de los derechos fundamentales de los ciudadanos el Estatuto atribuye al Justi-
cia la tutela del ordenamiento jurídico aragonés y la defensa del Estatuto de Autonomía.



en la iniciativa normativa ante el Congreso de los Diputados que narré en el
apartado anterior y que devino en la Ley estatal 36/1985. El primer efecto del
recurso de inconstitucionalidad –conforme a lo previsto en la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional– fue la suspensión de la ejecutividad de los preceptos
recurridos, lo que afectaba en algún grado a la posibilidad de elegir Justicia de
Aragón y organizar la Institución durante la primera legislatura. No obstante y
durante el último tramo de ésta, todos los grupos de la oposición realizaron una
iniciativa tendente a elegir al abogado y ex diputado por el Partido Socialista de
Aragón (PSA) Emilio Gastón Justicia de Aragón, lo que dio lugar a algunos de-
bates políticos y a ciertas tensiones más que lógicas en los momentos finales
de una legislatura y cuando ya se adivina la inexorabilidad de las próximas elec-
ciones. El Grupo Parlamentario Socialista propuso como Justicia, a su vez, al
Diputado de su propio Grupo Eugenio Benedicto.

El resultado de cuanto se narra ya no pudo verse en la primera legislatura. Por
un lado el Tribunal Constitucional decidiría en 1988 la suerte del recurso for-
mulado 27, dando la razón en una Sentencia de contenido interpretativo y más
que discutible en las razones utilizadas, a los argumentos del Gobierno del Es-
tado, lo que sin embargo no ha evitado la labor normal de supervisión de la ac-
tividad de la Administración local por parte del Justicia de Aragón, pues de
poco valen decisiones jurídicas sofisticadas cuando el ambiente social es en-
teramente congruente con el contenido de la norma recurrida y cuestionada.
Por otra parte Emilio Gastón fue finalmente elegido Justicia por unanimidad de
todos los grupos parlamentarios en un pleno celebrado también en 1988 en
Tarazona. 

Y OTRAS COSAS

En una suerte de popurri final quiero recordar algunas otras de las actuaciones
de la primera legislatura, iniciadas muy pronto y que creo son parte de una for-
ma de hacer que debe tener una presencia, por ligera que ésta sea, en un tex-
to conmemorativo como lo es éste.

Así es necesario plasmar la iniciación de una colección de arte contemporáneo
aragonés por parte de las Cortes de Aragón. Ante la evidencia de la ausencia
en Aragón de un nuseo donde existiera este tipo de obras se inició muy pronto
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27 La Mesa de las Cortes me designó para representar a la Institución ante el Tribunal Constitucional y en
unión de la letrada mayor de las Cortes, Marina Serrano, redactamos la contestación al recurso. Conse-
guimos que no hubiese en la Sentencia ningún precepto anulado, bien que como se dice en el texto la
«interpretación» dada por el TC a algún precepto de la Ley no acaba, ni mucho menos, de convencerme
en el plano de lo jurídico.



una política de adquisición sistemática de obras de autores contemporáneos
que creo que en general fue realizada con acierto 28 y desde luego con éxito
económico debido a la evidente generosidad de los pintores, escultores y fotó-
grafos llamados por las Cortes. El escultor Pablo Serrano, siempre añorado y
recordado, donó a las Cortes de Aragón un simbólico signo que rotuló como
Cortes de Aragón, lugar de encuentros, y también se realizó sistemáticamente
una política de edición limitada de magníficas serigrafías originalmente concebi-
das para las Cortes de Aragón y en las que se cuentan los nombres de Antonio
Saura (1983), Salvador Victoria (1984), Santiago Lagunas (1985) y José Manuel
Broto (1986), de los que desafortunadamente sólo sigue vivo el último de ellos.

Igualmente se inició una política de publicaciones con dos colecciones especí-
ficas, una de facsímiles y otra de estudios relacionados con la historia y la labor
parlamentaria aragonesa.

De una o de otra forma, con mayor o menor intensidad, todas estas iniciativas han
sido seguidas en las siguientes legislaturas, por lo que hoy existe un importante
fondo artístico y de publicaciones de las Cortes de Aragón que por razón de la na-
turaleza de esta Institución está al servicio de todos los ciudadanos.

Dentro de esta enumeración asistemática de realizaciones culturales habría que
recordar especialmente lo que llamé el Concierto de la «conmemoración» para
festejar el 21 de mayo de 1986 el tercer aniversario de la constitución de las
Cortes de Aragón y que aprovechó la venida a España de la Orquesta Filarmó-
nica de Leningrado (hoy la Orquesta lleva el recuperado nombre de San Pe-
tersburgo) para traerla a Zaragoza en una actividad inolvidable pues, aventuro
con poco miedo a equivocarme, no ha vuelto a actuar en nuestra ciudad una
Orquesta de ese nivel. Comprendiendo este hecho el concierto fue ofrecido
para Aragón por el Centro Regional de RTVE, que desplazó para ello a Zarago-
za, a sus mejores especialistas en retransmisión de música clásica 29.

Finalmente y con todo merecimiento, quiero concluir recordando la especial
emoción que muchos sentimos cuando en el mes de junio de 1986 conmemo-
ramos el cincuentenario de los Estatutos históricos de Autonomía (el de Caspe y
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28 Recientemente el catedrático y crítico de Arte de «El País», Francisco Calvo Serraller, otorga una posi-
ción singular a tres obras de la colección de las Cortes de Aragón en su libro Las cien mejores obras del
siglo XX. Historia visual de la pintura española, Madrid, Tf. Editores con la colaboración de Sociedad Es-
tatal España Nuevo Milenio, 2001. Son éstas: Barcos, de Santiago Lagunas (vid. p. 178); En el lago, de
José Manuel Broto (vid. p. 306), e Hilatura, de Víctor Mira. Las tres obras aparecen fotografiadas desta-
cándose su pertenencia a la Colección Cortes de Aragón.
29 En el ámbito de las actividades musicales fue noticia que abrió el Telediario nacional de la Primera Ca-
dena (en aquella época sólo había dos) el breve concierto que José Luis González Uriol daría en una se-
sión parlamentaria celebrada en 1985 para conmemorar el Día Internacional de la Música. Entre moción e
interpelación Bach y Pablo Bruna.



el llamado de los «notables»), lo que personalizamos en un acto de homenaje
celebrado en el Paraninfo de la Universidad de Zaragoza al ex rector de la Uni-
versidad de Zaragoza Miguel Sancho Izquierdo y al entonces diputado de las
Cortes de Aragón por el Partido Comunista Sixto Agudo. Era evidente que el
significado del acto trascendía claramente de su apelación formal y que cin-
cuenta años después de los Estatutos de Autonomía y sobre todo del comienzo
de una tragedia colectiva que había marcado las vidas de todos, también de
quienes nacimos después de la guerra civil, las Cortes de Aragón en su primera
legislatura simbolizaban, sin querer negar un ápice de una parte de nuestra his-
toria y con la presencia de dos protagonistas evidentemente antitéticos en su
compromiso, la apuesta permanente de ser lugar de paz y palabra 30. Solamente.
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30 Recordando estas últimas palabras de Blas de Otero en su intervención, mi esposa, Manuela Tello Val,
ofreció en nombre de las Cortes de Aragón un estandarte constitucional el 15 de diciembre de 1983 al
Grupo Regional de Sanidad número 5. Era ésta una práctica bastante extendida en aquellos días, en los
que el recuerdo del 23 de febrero de 1981 estaba demasiado cercano y en los que las autoridades auto-
nómicas recién elegidas convivíamos, con pleno conocimiento de causa, con autoridades militares que en
algunos casos habían tenido una actitud cuando menos dubitativa en las horas que precedieron a la his-
tórica intervención del Rey. La implicación de las instituciones autonómicas en la entrega de signos cons-
titucionales a unidades significativas del Ejército era un hermoso símbolo de las características del nuevo
Estado de libertad y autonomía que entre todos construíamos.



EPÍLOGO





Veinte años de autonomía, 
veinte años de Estatuto

Un aniversario y un reto

José María Mur Bernad

Se me pide la colaboración para esta magnífica iniciativa de la Asociación de
Exparlamentarios Aragoneses de recoger en un libro los primeros trabajos que
dieron lugar al actual Estatuto de Autonomía de Aragón, del que tras dos
reformas de su texto celebramos el vigésimo aniversario.

Y quiero hacerlo más como actor y partícipe, junto con otras muchas personas,
algunas de las cuales escriben en estas páginas, que como presidente de las
Cortes de Aragón, nacidas del Estatuto y que ya van por la quinta legislatura.

El primer recuerdo que uno percibe, cuando observa lo acontecido en los últi-
mos veinte años, es la gran ilusión, quizá un poco ingenua, que todos teníamos
en el futuro democrático, autonómico y nuevo que se vislumbraba. Sentíamos
la sensación de que todo estaba por hacer y ese sentimiento contrasta con el
aspecto, un poco cansino, decepcionado a veces, que uno observa ahora en
el entorno de nuestra sociedad. Cuando el camino recorrido ha sido largo, difí-
cil, incompleto e insuficiente, pero lleno de posibilidades, corremos el riesgo de
no aprovechar, en beneficio de Aragón y de los aragoneses, las enormes posi-
bilidades que tenemos y que otros han sabido utilizar mejor que nosotros. 

Por eso el primer mensaje debe ser de ilusión, de no distraernos muchas veces
con la discusión interna y estéril, poniendo en valor todo lo realizado junto a las
enormes posibilidades que nos ofrece un sistema que aunque mejorable ha de-
mostrado ser un instrumento válido para permitirnos un amplio autogobierno,
una convivencia razonable, un progreso social estimable y una asunción de res-
ponsabilidades que nos hacen actores, no sólo espectadores de lo que pasa.

No cabe duda de que ahora el futuro depende más de nosotros. Parece un
contrasentido en la era de la globalización, de una sociedad abierta e interco-
municada, inimaginable hace pocos años, pero las posibilidades de intervenir
en el desarrollo de una sociedad avanzada son cada día mayores.
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Lejos quedan aquellos años en los que noticias sobre la Mesa de Partidos, las
asambleas de Parlamentarios, los artículos 143 y 151 de la Constitución tenían
su protagonismo en los medios de comunicación. Hoy son recuerdos que los
aragoneses del siglo XXI deben conocer, porque fueron la semilla, el motor de
arranque de las actuales instituciones, y porque no siempre fue así, ni entonces
parece seguro que tuviera que ser así. 

Es curioso lo poco que valoramos lo que tenemos por el ansia de lo que espe-
ramos. Parece que los logros son gratis y es algo que se nos debe, olvidando
el esfuerzo, la constancia y la inteligencia que se precisan para obtener las co-
sas que valen la pena.

Recuerdo las reuniones de la Mesa de Partidos, largas, interminables, en las
que de modo asambleario todos intentábamos aportar nuestras ideas. Con el
tiempo entendí aquello de la disciplina de los partidos y me hizo comprender
comportamientos de algunos buenos amigos que, en aquellos debates, defen-
dían cosas que yo, poco experto y disciplinado, entonces no podía entender. 

Aún recuerdo cómo ese ambiente de ilusión que en todo caso envolvía las re-
uniones, se cortó en seco la tarde del 23-F de 1981, cuando reunidos en un
despacho de la Diputación Provincial de Zaragoza, que generosamente presta-
ba su colaboración al Ente Preautonómico, entró en la sala el periodista Lisar-
do de Felipe, de Radio Zaragoza, y nos informó de lo que pasaba en el Con-
greso de los Diputados.

No hubo comentarios, sólo un silencio que dejó paso rápidamente al fin de la
reunión. Algunos de momento no dábamos crédito a lo que oíamos, ni alcan-
zábamos a evaluar las consecuencias. Otros, más curtidos en la política, salie-
ron de la sala sin perder tiempo. Sólo días después, cuando afortunadamente
todo quedó en un intento frustrado, reconocimos el riesgo de lo que pudo ha-
ber sido para todos, personas e instituciones. Lo intentado por una minoría an-
clada en el pasado que, afortunadamente, fue la mejor vacuna para fortalecer
la incipiente democracia y el desarrollo constitucional.

La vía de acceso a la autonomía también fue un debate largo e intenso porque
todos sabíamos, y algunos decíamos, que no era igual acceder por la vía del
artículo 143 que del 151 de la Constitución. Hoy ese debate puede parecer in-
transcendente porque a estas alturas todas las comunidades han logrado un
amplio marco estatutario que les permite ejercer la autonomía. Pero es cierto
que en estos veinte años las comunidades que fueron por la vía rápida del 151
han acumulado ventajas y experiencias.
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En Aragón, que somos la media del país por muchas cosas, también lo somos
en el desarrollo del proceso autonómico. Pero, como pasa siempre al hacer ba-
lance, para algunos lo conseguido les parece mucho porque esperaban poco,
y para otros, sin embargo, nos parece poco porque esperábamos más.

Pero el conocimiento y el recuerdo del pasado debe servirnos más para apren-
der, sacar conclusiones, rectificar errores, que para lamentarnos eternamente y
sobre todo para reconocer todo lo que de positivo tenemos y podemos ampliar.

La experiencia acumulada en estas cinco legislaturas, que se inician aquel 
20 de mayo de 1983 cuando, en la Lonja se constituyen las Cortes de Aragón
salidas de las elecciones del 8 de mayo, debemos aprovecharla en lo que vale.

Aquella primera legislatura supuso la prueba, superada con éxito, de poner en
marcha las instituciones, ejercer el autogobierno, trabajar en el Parlamento
aprobando las leyes que iban conformando nuestro entramado jurídico-político.
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José María Mur, en el centro, acompañado de los cuatro presidentes que le precedieron. 
De izquieda a derecha Juan Monserrat, Antonio Embid, Ángel Cristóbal y Emilio Eiroa. 20 de
diciembre de 1999.



La legislatura, casi constituyente porque partimos de cero, fue intensa, creati-
va, instructiva, tanto para los estrenados parlamentarios como para la sociedad
aragonesa, que pronto sintió como cosa propia las nuevas instituciones.

Aquí hubo que improvisar muchas cosas pero lo fundamental estaba en el
fondo de nuestras conciencias y de nuestra historia. Era cuestión de ponerlo
de manifiesto. Por muchas razones fáciles de explicar para el que esto escri-
be, aquella legislatura fue determinante y trazó el rumbo de lo que después,
con algunos borrones que no quiero recordar aquí, ha sido el devenir de nues-
tro proceso autonómico y en especial del proceso vivido desde las Cortes de
Aragón.

No quiero terminar estas reflexiones y recuerdos sin asumir algún riesgo. El que
se deriva de predecir nuestro futuro en el Estado de las Autonomías. Creo que
el modelo no tiene marcha atrás, si bien creo que nuestro papel, cada día más
integrado en una Europa creciente, nos cambiará muchas cosas que hoy están
por definir.
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José María Mur, presidente de las Cortes de Aragón, en su despacho oficial.



No es posible hacer una Europa fuerte y desarrollada sólo desde los estados y
las regiones, en el sentido europeo tendrán que asumirse nuevos cometidos. La
política europea corre el riesgo de separarse de los ciudadanos, de alejarse de
los problemas concretos y particulares.

Por eso hay que definir pronto el papel de las ciudades y de las regiones y los
estados deberán asumir que se han quedado pequeños para abordar ciertos
asuntos y que son demasiado grandes para ejercitar la política de cada día.

Las nuevas tecnologías van a cambiar la sociedad y los individuos. Nos permi-
tirán nuevas oportunidades que traerán progreso, pero también se corre el ries-
go de dividir a la sociedad mediante la exclusión de todos aquellos que por dis-
tintas razones no tengan acceso a los nuevos instrumentos tecnológicos,
creando una sociedad más dual y más injusta.

También a las instituciones en general y al Parlamento en particular las nuevas
tecnologías nos abren interrogantes y retos. A todos ellos deberemos hacer
frente con previsión y determinación porque ahora más que nunca se hace
realidad aquello de que gobernar es prever.
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